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El Consejo Privado de Competitividad (CPC) es una organi-

zación sin ánimo de lucro cuyo objeto es impulsar y apo-

yar políticas y estrategias que en el corto, mediano y largo 

plazo permitan mejorar significativamente la competitivi-

dad del país. El CPC sirve como articulador e interlocutor 

entre el sector público, el sector privado, la academia y 

otras organizaciones interesadas en la promoción de la 

competitividad y las políticas públicas relacionadas. 

El CPC fue creado en 2006 por un grupo de empresarios y 

universidades interesadas en la innovación y la producti-

vidad, y se enfoca en liderar y participar en procesos de 

gran impacto en la agenda económica y social del país. 

Tiene como misión contribuir al diseño y formulación de 

políticas públicas –en un marco de alianzas público-pri-

vadas– que redunden en aumentos de riqueza y bienes-

tar de la población. 

El CPC comparte la visión de país para 2032 y busca 

ser un agente determinante para la transformación de 

Colombia en una economía más exportadora de bienes 

y servicios de alto valor agregado, que cuente con un 

ambiente de negocios que incentive la inversión local y 

extranjera, que propicie la convergencia regional, que me-

jore las oportunidades de empleo formal y que reduzca 

sustancialmente la pobreza.
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PRESENTACIÓN

El informe contiene, como todos los años, 

un análisis exhaustivo de las condiciones 

de competitividad en diferentes frentes, 

los avances logrados durante el año en 

los mismos, así como los rezagos y la 

agenda pendiente. Igualmente, el infor-

me hace una serie de propuestas enca-

minadas a mejorar la competitividad y 

productividad del país. 

El interés por mejorar los indica-

dores de competitividad del país viene 

desde hace varios años, dos décadas 

específicamente. Inicialmente como una 

iniciativa de cada gobierno y enfoque de 

sector público. En 2006 se creó el Siste-

ma de Nacional de Competitividad, hoy 

Sistema Nacional de Competitividad e 

Innovación (SNCeI), al interior del cual, 

mediante la interlocución continua entre 

el sector público y el privado, se pueden 

identificar los cuellos de botella y plan-

tear las soluciones para superarlos. El 

trabajo público-privado al interior del 

sistema ha sido exitoso, al punto que 

hoy es ejemplo en el mundo. Su éxito se 

basa esencialmente en la confianza que 

se ha logrado establecer entre las par-

tes, ya que desde un comienzo, la parti-

cipación del sector privado en el sistema 

se ha concentrado exclusivamente en la 

búsqueda del interés general y nunca en 

la del interés particular. 

De igual forma, al interior del sis-

tema es claro el rol que juega cada una 

de las partes. El sector público, como 

proveedor de los bienes públicos, entre 

los que se encuentra la política pública, 

y el sector privado, en su papel de ge-

nerador de riqueza y de valor agregado 

en la economía. 

Cuando se creó el Sistema Nacional 

de Competitividad, el país definió la Vi-

sión 2032 y se impuso como meta con-

vertirse en el 2032 en el tercer país más 

competitivo de América Latina, con un 

nivel de ingreso per cápita equivalente 

al de un país de ingresos medios altos, 

a través de una economía exportadora 

de bienes y servicios de alto valor agre-

gado e innovación, con un ambiente de 

negocios que incentive la inversión lo-

cal y extranjera, propicie la convergen-

cia regional, mejore las oportunidades 

de empleo formal, eleve la calidad de 

vida y reduzca sustancialmente los ni-

veles de pobreza. 

Para el logro de esta meta ambicio-

sa, el sistema elaboró una agenda de lar-

go plazo que trascendiera los gobiernos 

de turno y le permitiera al país iniciar 

un proceso de crecimiento económico 

continuo y sostenido. En esta se inclu-

yeron todos los pasos necesarios para la 

Desde su creación en 2007, el Consejo Privado de Compe-
titividad se puso la tarea de elaborar anualmente el Informe 
Nacional de Competitividad, con el ánimo de que el país 
cuente con información oportuna y actualizada respecto al 
estado de cada una de las variables que afectan la competi-
tividad. Hoy, el Consejo Privado de Competitividad presenta 
al país, en su séptima versión, el Informe Nacional de Com-
petitividad 2013-2014: Ruta a la Prosperidad Colectiva. 
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construcción de la institucionalidad del 

SNCeI y se estableció un plan de traba-

jo para abordar los cuellos de botella en 

diferentes frentes –educación; mercado 

laboral y formalización; ciencia, tecnolo-

gía e innovación; infraestructura, trans-

porte y logística; TIC; sistema financiero; 

sistema tributario; entre otros– que in-

hibían la competitividad de la economía 

en general. Igualmente, en la misma se 

planteó la necesidad de que el país se 

sumergiera en un proceso de transfor-

mación productiva que le permitiera di-

versificar su oferta productiva. 

Pese a estos esfuerzos y al relanza-

miento de la Agenda Nacional de Compe-

titividad en julio de 2012 por el presidente 

Santos, el país no ha logrado grandes 

avances. Esto se debe en buena parte 

a que no ha podido superar los requeri-

mientos básicos de una economía para 

poder competir. Esto es calidad de las ins-

tituciones, entre las cuales está la Justi-

cia y el Congreso, así como las entidades 

públicas y privadas; cobertura neta y ca-

lidad de la educación; buenos indicadores 

de salud; y calidad de la infraestructura. 

De hecho es precisamente en estos pi-

lares básicos en los que el país obtiene 

año tras año las peores calificaciones en 

el Índice de Competitividad Global del Foro 

Económico Mundial. 

Es fundamental que Colombia en-

tienda la importancia de avanzar en la 

agenda de competitividad que se impu-

so desde que se creó el sistema, no sólo 

porque el país se está quedando rezaga-

da frente a aquellos con los que compite, 

sino porque es esta la única forma como 

el país podrá ser más próspero. 

La competitividad no sólo es un tra-

bajo de largo plazo, sino que requiere 

también del trabajo conjunto de todos 

los actores de la sociedad. Difícilmen-

te puede un gobierno avanzar en com-

petitividad sin el acompañamiento, por 

ejemplo, de la rama judicial y del Congre-

so. Tampoco podrá hacerlo sin la partici-

pación activa y el compromiso del sector 

privado trabajando día a día por mejorar 

su propia productividad. 

Colombia tiene actualmente una 

oportunidad única para avanzar hacia 

una mayor prosperidad gracias a que 

cuenta con los recursos provenientes 

de las regalías. Es fundamental que las 

regiones valoren la importancia de con-

tar con estos recursos, que pueden ser 

temporales, para avanzar en su com-

petitividad y desarrollo. Aquí al sector 

privado le cabe una enorme responsa-

bilidad. El sector privado, con su visión 

de largo plazo, se convierte en un actor 

fundamental al momento de establecer 

las apuestas productivas de las regio-

nes y también en la identificación de los 

cuellos de botella que podrían afectar el 

desarrollo de las mismas.

Espero que el informe sea una pieza 

clave para mantener el foco y no des-

viarnos de la Visión 2032. El gran reto 

hacia adelante es garantizar la continui-

dad del Sistema Nacional de Competiti-

vidad e Innovación y la ejecución de la 

Agenda Nacional de Competitividad por 

parte de todas las entidades del Estado 

que tienen la ejecución de las políticas 

públicas a su cargo. 

Por su esfuerzo en la elaboración del 

VII Informe Nacional de Competitividad, 

agradezco al equipo del Consejo Privado 

de Competitividad: a Marco Llinás, vice-

presidente; a los investigadores Juan Fe-

lipe Quintero, quien estuvo a cargo de la 

coordinación del informe, Clara Patricia 

Martín, Daniel Gómez, Víctor Fernández, 

Omar Herrera, José Fernando Torres y al 

personal administrativo. 

De manera similar, ofrezco un reco-

nocimiento a todo el equipo del sector 

público y privado que nos acompaña en 

el sistema Nacional de Competitividad e 

Innovación por su gran sentido de com-

promiso en la implementación de nues-

tra agenda de trabajo. De manera muy 

especial, al señor presidente de la Re-

pública, Juan Manuel Santos y a Catalina 

Crane, Alta Consejera Presidencial para 

la Gestión Pública y Privada, por abrir 

siempre un espacio de discusión para 

la agenda y prioridades del Consejo Pri-

vado de Competitividad. 

Por último, a todos los miembros 

del Consejo Privado de Competitividad, 

gracias por su confianza y permanen-

te y generoso apoyo. Su interés y cons-

tante participación han contribuido al 

fortalecimiento institucional de esta 

entidad en los últimos años, a la conso-

lidación de una agenda de trabajo con 

prioridades claras y pertinentes y a los 

resultados concretos conseguidos para 

el país hasta ahora. 

rosario córdoba garcés

Presidente,  

Consejo Privado de Competitividad
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Contexto General

Cuatro años han pasado y el país no ha visto mayores 
avances en materia de competitividad. Por lo menos eso 
es lo que indica el Indicador Global de Competitividad 
2013-2014 del Foro Económico Mundial (WEF, por su sigla 
en inglés), el cual se ha convertido en el principal referen-
te en materia de competitividad a nivel mundial. En 2009 
el país se ubicaba en el puesto 69 entre 133 países. Cua-
tro años después se encuentra en la misma posición entre 
148 países (ver gráfico 1).

Esta situación aleja al país de cumplir con 

la visión, establecida hace siete años en 

el marco del Sistema Nacional de Compe-

titividad e Innovación (SNCeI), de que “al 

año 2032 Colombia va a ser uno de los 

tres países más competitivos de América 

Latina”1. Mientras en 2006 –cuando se 

determinó dicha visión– el país ocupaba 

el quinto lugar en América Latina, en 2013 

ocupa el séptimo puesto (ver cuadro 1).

Lo más preocupante es que en los 

últimos años países del vecindario han 

logrado avances sustanciales en este 

indicador. Entre 2009 y 2013 Panamá 

avanzó 19 posiciones, al pasar del pues-

to 59 al puesto 40. En este mismo perío-

do, Perú –que se encontraba por detrás 

de Colombia en 2009– avanzó 17 posicio-

nes para ubicarse en 2013 en el puesto 

61. Más sorprendente aún, Ecuador avan-

zó 34 posiciones y se ubicó en 2013 jus-

to detrás de Colombia, en el puesto 71. 

El caso de Ecuador deja una gran lección 

para el resto de países de la región: la 

competitividad se mejora con hechos2.

La imposibilidad de avanzar en ma-

teria de competitividad debe llevar a una 

profunda reflexión sobre los esfuerzos 

que se vienen implementando. Si bien es 

mucho lo que se viene haciendo en este 

frente, continuar con las dinámicas que 

se traen es posiblemente la receta más 

segura para no avanzar y para seguir 

viendo cómo el país es sobrepasado por 

otros países de referencia.

La necesidad de que el país se sa-

cuda en esta materia se hace más impe-

rante en la medida en que parece estar 

llegando a su fin el “viento de cola” que 

representó el ciclo alcista de los precios 

de los commodities–derivado de los cre-

cimientos en la demanda de países como 

China e India– para países emergentes 

como Colombia3. La favorabilidad de los 

términos de intercambio del país en la úl-

tima década posiblemente disminuyó la 

importancia de la agenda de competitivi-

dad, la convirtió en algo de lo cual el país 

1.	 Para la visión completa, ver Conpes 3527 de 2008.
2.	 Para más detalles, ver Consejo Privado de Competitividad (agosto de 2013).
3.	 Ver, por ejemplo, Velasco, A. (2013), Ocampo, J. A. (2013) y Hausmann, R. (2013 a).
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Cuatro años después, Colombia 
se encuentra en la misma posi-
ción en el indicador de compe-
titividad del WEF

En vez de avanzar hacia con-
vertirse en el tercer país más 
competitivo de Latinoamérica, Co-
lombia ha venido retrocediendo 

Gráfico 1. Evolución de Colombia en el Indi-
cador Global de Competitividad del WEF.

Cuadro 1. Top 10 de países latinoame-
ricanos en el Indicador Global de Com-
petitividad del WEF en 2006 y 2013.

Fuente: WEF.

Nota: Los datos de los años 2006-2007 corresponden 

a los datos para 2006 obtenidos del Reporte Global 

de Competitividad 2007-2008, los cuales presentan 

correcciones en relación con los del Reporte Global de 

Competitividad 2006-2007.

Fuente: WEF.

20
02

20
03

20
04

20
05

20
06

20
07

20
08

20
09

20
10

20
11

20
12

20
13

55

75

73

71

69

67

65

63

61

59

57

Puesto

Los 10 países más competitivos en Latinoamérica 

En 2006-2007 
entre 122 países

En 2013-2014 
entre 148 países

1 Chile (27) Chile (34)

2 México (52) Panamá (40)

3 El Salvador (53) Costa Rica (54)

4 Panamá (60) México (55)

5 Colombia (63) Brasil (56)

6 Brasil (66) Perú (61)

7 Costa Rica (68) Colombia (69)

8 Argentina (70) Ecuador (71)

9 Perú (78) Uruguay (85)

10 Uruguay (79) Guatemala (86)
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no necesariamente dependía para lograr 

los niveles de crecimiento de los últimos 

años. Sin embargo, las señales de que 

este contexto internacional puede estar 

cambiando deben encender las alarmas 

sobre el crecimiento potencial del país en 

los próximos años. De ser ciertas estas 

señales, la agenda de competitividad del 

país cobra más urgencia que nunca.

Más aún, luego del crecimiento del 

ingreso per cápita de los últimos años4, 

el país podría caer en la “trampa de los 

ingresos medios”5. Este fenómeno radi-

ca en que, luego de un vigoroso proceso 

de crecimiento basado en las ventajas 

comparativas que ofrece la abundancia 

de recursos naturales y de mano de obra 

barata, los países no logran mantener es-

tas tasas de crecimiento y caen en un es-

tancamiento económico, en la medida en 

que estas ventajas desaparecen. Por lo 

tanto, una agenda de competitividad de 

gran calado se convierte en la única for-

ma de que el país evite este riesgo; en 

particular si se tiene en cuenta que Co-

lombia necesitará mantener –o incluso 

incrementar–su reciente ritmo de creci-

miento bajo un potencial escenario pos-

conflicto en el que muy posiblemente se 

incrementarán las demandas sociales.

En este sentido, y en línea con la re-

ciente literatura de desarrollo económico, 

este Informe Nacional de Competitividad 

(INC) 2013-2014 plantea una agenda de 

competitividad de gran envergadura (ver 

gráfico 2), que, de implementarse, per-

mitiría al país avanzar en esta materia. 

De acuerdo con Rodrik (2013), los países 

sólo logran altos crecimientos sostenidos 

en el tiempo en la medida en que imple-

menten a profundidad dos tipos de agen-

da. En primer lugar, una agenda horizontal 

(o de inversión en los fundamentales, 

como él la llama), la cual debe apuntar a 

mejorar los fundamentales microeconó-

micos para todos los sectores de forma 

transversal –tales como la mejora en la 

calidad de educación básica y media (ver 

capítulo Educación), la construcción de 

principales corredores logísticos (ver ca-

pítulo Infraestructura, Transporte y Logís-

tica), la mejora en eficiencia de la justicia 

(ver capítulo Justicia), la flexibilización 

del mercado laboral (ver capítulo Merca-

do Laboral y Formalización), por citar al-

gunos ejemplos–.

En segundo lugar, una agenda ver-

tical (o de Cambio Estructural, como la 

llama Rodrik) (ver capítulo Política de 

Cambio Estructural) que apunte a fo-

mentar la transformación del aparato 

productivo colombiano, a partir de la im-

plementación de medidas que solucionen 

las distorsiones y cuellos de botella que 

limitan la productividad de sectores exis-

tentes y el surgimiento de nuevos secto-

res o actividades económicas de mayor 

productividad. Debido a que infortunada-

mente no se pueden abordar de manera 

simultánea estos cuellos de botella para 

todos los sectores y actividades econó-

micas, en algunos casos esta agenda im-

plica establecer prioridades. La evidencia 

empírica muestra que han sido los países 

que han implementado agendas vertica-

les profundas –que logran transformar 

las fisonomías de sus aparatos produc-

tivos– los que se han convertido en los 

milagros económicos de los últimos 50 

años, tales como Corea del Sur, Malasia, 

Tailandia, China y el mismo Chile6.

De acuerdo con Rodrik (2013), los paí-

ses que sólo abordan agendas transver-

sales logran crecimientos lentos de sus 

economías. Aquellos que sólo abordan 

agendas verticales registran crecimien-

tos coyunturales. Sólo aquellos que logran 

combinar a profundidad ambos tipos de 

agenda alcanzan altas tasas de crecimien-

to sostenido en el tiempo (ver gráfico 3).

Desde su creación en 2006, el SNCeI 

se ha dedicado principalmente a imple-

mentar una agenda de competitividad de 

tipo transversal, en la medida en que en 

Colombia existe un gran consenso sobre 

este tipo de agenda, más no así en el caso 

de la agenda vertical. En particular, porque 

esta última se tiende a asociar con el des-

acreditado modelo de sustitución de im-

portaciones que fue implementado en el 

país hace varias décadas. A pesar de esto, 

el país viene llevando a cabo una cantidad 

de esfuerzos descoordinados que cabrían 

dentro de lo que se podría catalogar como 

Política de Cambio Estructural.

Ahora bien, la debilidad de la actual 

agenda de competitividad radica en que –

por un lado– la profundidad de la agenda 

horizontal y la velocidad con que se vie-

ne implementando tienen mucho espacio 

de mejora. Por otro lado, la inexistencia de 

una política que articule los diferentes ac-

tores y esfuerzos en materia de agenda 

vertical limita su impacto. Por tanto, de 

seguir así, el país se podría estar ubican-

do en el peor de los escenarios que des-

cribe Rodrik (2013), lento mejoramiento 

4.	 El ingreso per cápita en Colombia pasó de US$5.864 en 2000 a US$10.611 en 2012 en paridad de poder adquisitivo. Fuente: Fondo Monetario In-
ternacional.

5.	 Ver Reina, M. (2013).
6.	 Ver, por ejemplo, Rodrik, D. (2007).
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La agenda de competitividad 
que presenta el INC 2013-2014 
tiene dos aristas: una horizon-
tal y una vertical

Para lograr crecimientos altos y 
sostenidos se debe conjugar la 
implementación de una agenda 
horizontal y una agenda verti-
cal profundas

Gráfico 2. Agenda de Competitividad planteada 
por el Consejo Privado de Competitividad.

Gráfico 3. Agenda horizontal y vertical en el 
marco de una agenda de competitividad.

Fuente: Consejo Privado de Competitividad.

Fuente: Consejo Privado de Competitividad.
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la diversificación del aparato 
productivo.
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coyuntural
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Educación; Pensiones; Mercado 
laboral y formalización; Ciencia, 
tecnología e innovación; Infraes-
tructura, transporte y logística; 
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financiero; Sistema tributario; 
Competencia; Justicia; Corrup-
ción; Energía; Política comercial.
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Cuadro 2. Estado de avance de la Agenda Nacional de Competitividad (primer semestre 2013).

Nota: Hubo 5 acciones que se unificaron con otras de la Agenda y otras 5 que fueron formalmante eliminadas por decisión bilateral entre el Mineducación y la Alta Consejería 

para la Gestión Pública y Privada. * Incluye acciones de Sostenibilidad, ya que en este INC 2013-2014 no se incluyó un capítulo sobre este tema.

Fuente: Consejo Privado de Competitividad, con base en DNP - Sistema Nacional de Competitividad e Innovación.

Grupo de acciones Acciones 
terminadas

Acciones con avance 
satisfactorio

Acciones con 
retrasos

Acciones sin avan-
ces y/o con retrasos 

significativos
Total de acciones

Educación

Salud

Pensiones

Mercado Laboral y Forma-
lización

Ciencia, Tecnología e 
Innovación

Infraestructura, Transporte 
y Logística

Tecnologías de la Informa-
ción y las Comunicaciones

Sistema Financiero

Sistema Tributario

Promoción y Protección de 
la Competencia

Justicia

Corrupción

Energía

Política Comercial

Política de Cambio Estruc-
tural*

Total

1 5 6 4 16

3 7 1 1 12

1 0 0 0 1

0 1 0 0 1

0 0 0 0 0

2 3 2 0 7

0 0 0 4 4

1 5 2 4 12

0 0 0 1 1

3 6 4 8 21

0 2 0 1 3

2 3 3 1 9

1 3 1 2 7

0 3 0 1 4

2 4 0 0 6

16 42 19 27 104
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de fundamentales y ligera política de 

cambio estructural, lo cual lo llevaría a 

un crecimiento económico marginal en 

el mejor de los casos.

La situación descrita anteriormen-

te es corroborada por la profundidad y el 

estado de avance de la Agenda Nacional 

de Competitividad (ANC), que fue lanzada 

por el presidente Santos en julio de 2012 

en el marco del SNCeI. Esta agenda contie-

ne alrededor de 104 acciones –resultado 

de un ejercicio de priorización– que apun-

tan a mejorar diferentes dimensiones de 

la competitividad del país. La mayoría de 

estas acciones se podría catalogar bajo el 

ámbito de agenda horizontal, y otras tan-

tas bajo el ámbito de agenda vertical. Cada 

una de ellas cuenta con responsables (i.e. 

Ministerios y otras agencias públicas), fe-

cha de culminación e hitos, que permiten 

hacer seguimiento a su implementación. 

Luego de un año de haber sido lanzada, 

este INC 2013-2014 presenta el estado de 

avance de la ANC –de acuerdo con el cri-

terio del CPC– a corte primer semestre de 

2013 (ver cuadro 2), a partir de informa-

ción de las diferentes entidades responsa-

bles que recoge el Departamento Nacional 

de Planeación (DNP).

De las 104 acciones, ya hay 16 

(en azul) que se encuentran culmina-

das y 42 (en verde) que se encuentran 

en implementación de acuerdo con los 

tiempos estipulados. Las otras 46 (en 

amarillo y rojo) presentan algún tipo de 

atraso. El detalle de cada una de las ac-

ciones y su respectivo estado de avance 

se presentan en cada uno de los capítu-

los del INC 2013-2014.

Ahora bien, es importante anotar que 

una mejora en competitividad del país no 

es responsabilidad exclusiva del Gobierno 

nacional. Más aún, desde hace varios años 

se viene repitiendo en el marco del SNCeI la 

frase “la competitividad es local”, que tie-

ne profundas implicaciones sobre la res-

ponsabilidad de los actores del nivel local 

en la competitividad del país. La compe-

titividad de un país es local en la medida 

en que buena parte de ella se debe ges-

tionar desde lo local. Sin embargo, salvo 

unas cuantas excepciones, se evidencia 

una gran debilidad de la institucionali-

dad para la competitividad a nivel local y 

de sus agendas. A pesar de los esfuerzos 

que se han hecho desde el nivel nacional 

del SNCeI, en general, hay que seguir for-

taleciendo institucionalmente las Comisio-

nes Regionales de Competitividad (CRC) 

para que realmente se conviertan en los 

espacios de discusión y definición de las 

visiones de competitividad de largo plazo 

de los departamentos, y así puedan cum-

plir con el papel que les otorga la Ley del 

Plan Nacional de Desarrollo7.

Esto es inquietante en la medida 

en que, al igual que el Gobierno nacio-

nal tiene que implementar agendas ho-

rizontales y verticales en materia de 

competitividad, a nivel local deben existir 

agendas análogas. Más aún, buena parte 

de la acción en materia de la agenda verti-

cal del país debe tomar lugar a nivel local, 

toda vez que muchas de las distorsiones 

y los cuellos de botella que limitan la 

productividad de sectores y actividades 

económicas son particulares al contex-

to geográfico donde estos se ubican, por 

lo que sólo se pueden identificar y abor-

dar desde este nivel (ver capítulo Política 

de Cambio Estructural). Por lo tanto, si el 

país realmente quiere mejorar en materia 

de competitividad, será clave garantizar 

que a nivel local existan una instituciona-

lidad y unas capacidades que permitan 

abordar estas agendas.

Finalmente, ningún esfuerzo de los 

gobiernos nacional y locales será fructí-

fero si el sector privado no hace lo que le 

corresponde. Desde hace un poco más 

de un año –en particular, a través de una 

serie de foros realizados alrededor del 

país denominados “Empresas Producti-

vas, País Competitivo”–, el CPC ha venido 

insistiendo en que existe mucho espacio 

para mejorar la productividad al interior 

de las empresas, lo cual redundaría en 

la mejoría de la competitividad del país. 

Ámbitos como la innovación, la logística, 

el uso de TIC, la capacitación del capital 

humano, la gestión de operaciones y de 

negocio, el uso de instrumentos finan-

cieros, el trabajo de clusters, el trabajo 

con universidades, entre otros, son sólo 

algunos ejemplos de áreas en las cuales 

el sector privado colombiano podría ins-

trumentar buenas prácticas y así mejo-

rar su productividad.

Por lo tanto, es crucial que el sec-

tor privado colombiano reconozca su 

corresponsabilidad con la competitivi-

7.	 De acuerdo con el artículo 33 de la Ley 1450 de 2011, las CRC son el espacio articulador de diferentes instancias locales relacionadas a la com-
petitividad departamental: “Las CRC coordinarán y articularán al interior de cada departamento la implementación de las políticas de desarrollo 
productivo; de competitividad y productividad; de fortalecimiento de la micro, pequeña y mediana empresa, y de fomento de la cultura para el em-
prendimiento a través de las demás instancias regionales tales como Consejos Departamentales de Ciencia, Tecnología e Innovación (CODECYT), 
Comités Universidad-Estado-Empresa, Comités de Biodiversidad, Redes Regionales de Emprendimiento, Consejos Regionales de PYME, Consejos 
Ambientales Regionales, Comités de Seguimiento a los Convenios de Competitividad e Instancias Regionales promovidas por el Ministerio de Agri-
cultura y Desarrollo Rural”.
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dad del país e identifique las diferentes 

áreas donde podría mejorar su productivi-

dad. Incluso las empresas más grandes y 

productivas del país son susceptibles de 

este tipo de mejora. Lo más importante 

es que para implementar este tipo de ac-

ciones, el sector privado no tiene que es-

perar a que el sector público cumpla con 

su parte de la agenda de competitividad.

¿Qué esperar en este 
Informe?

El INC 2013-2014 incluye en esta oca-

sión 15 capítulos: Educación; Salud; 

Pensiones; Mercado Laboral y Formali-

zación; Ciencia, Tecnología e Innovación; 

Infraestructura, Transporte y Logística; 

Tecnologías de la Información y las Co-

municaciones; Sistema Financiero; Sis-

tema Tributario; Promoción y Protección 

de la Competencia; Justicia; Corrupción; 

Energía; Política Comercial; y Política de 

Cambio Estructural.

Como todos los años, el INC 2013-2014 

hace un diagnóstico sobre la situación 

actual del país en diferentes dimensio-

nes que impactan su competitividad. En 

el diagnóstico se incorporan los avances 

que ha hecho el Gobierno en cada una de 

estas dimensiones, incluido el estado de 

avance de la ANC del SNCeI. Por último, 

en cada capítulo se hacen recomendacio-

nes que deberían ayudar a profundizar la 

agenda de competitividad, de manera que 

el país pueda dar los saltos cuánticos que 

se esperan de él en esta materia.

 En el capítulo Educación se 

muestra cómo el país sigue 

teniendo problemas en mate-

ria de cobertura, calidad y pertinencia de 

su educación. Si Colombia quiere contar 

con un capital humano que apalanque, 

su visión de competitividad tendrá que 

tomar decisiones políticas profundas 

como poder evaluar a todos sus maes-

tros – independientemente del estatuto 

al que estos pertenezcan– y elevar la 

importancia que se les da a los esfuer-

zos para el cierre de brechas de capital 

humano –tal como el montaje del Marco 

Nacional de Cualificaciones y el sistema 

que lo soporte–.

 En el capítulo Salud se exa-

minan los problemas que el 

sistema de salud del país 

tiene y que han resultado en un proyec-

to de reforma por parte del Gobierno. A 

pesar de los avances en cobertura de las 

últimas décadas y del desligue parcial de 

la financiación de la salud a través de la 

nómina formal que se derivó de la Refor-

ma Tributaria de 2012, el sistema de salud 

colombiano muestra niveles de calidad in-

aceptables y una sostenibilidad financiera 

en entredicho. Mejorar en estos aspectos 

implicará reformas importantes que gene-

ren incentivos para una mayor promoción 

y prevención en salud, además de instru-

mentar una agenda de competitividad para 

abordar los cuellos de botella en materia 

de productividad del sector.

 En el capítulo Pensiones se 

analiza el sistema pensional 

colombiano desde la óptica 

de los tres problemas estructurales que 

lo aquejan: baja cobertura para las perso-

nas en edad de pensionarse; inequidad 

tanto entre quienes reciben –o podrían 

recibir– una pensión, como entre quienes 

la reciben y quienes no, e insostenibilidad 

financiera en el largo plazo. A partir de 

este análisis, se hacen recomendaciones 

de manera que se puedan corregir estos 

problemas estructurales y se tenga un 

sistema pensional en línea con la visión 

de competitividad del país.

 En el capítulo Mercado Labo-

ral y Formalización se anali-

zan varios cuellos de botella 

que impiden un correcto funcionamiento 

del mercado laboral, lo que impide una 

mayor generación de empleo y formali-

dad. Entre estos cuellos de botella están 

los altos costos laborales no salariales –a 

pesar de su reducción en la pasada Refor-

ma Tributaria–, la distorsión que ejerce un 

salario mínimo tan alto como el que existe 

en el país en relación con la productividad 

laboral, los costos de contratación y des-

pido y las barreras a la movilidad laboral. 

Además de proponer soluciones a estos 

problemas, el capítulo reconoce que mu-

chas de las explicaciones detrás de la 

informalidad son específicas a los secto-

res y a la ubicación geográfica de estos. 

Por tanto, será clave masificar la puesta 

en marcha de agendas a nivel de sector-

región para la formalización.

 En el capítulo Ciencia, Tecno-

logía e Innovación (CTeI) se 

muestra cómo el país sigue 

sin consolidar una estrategia nacional en 

la materia. Si bien los recursos de regalías 

para CTeI son un avance importante, los 

esfuerzos que realizan múltiples enti-

dades del nivel nacional –como Colcien-

cias, Bancóldex (Innpulsa), SENA, entre 

otras– se dan sin mayor articulación, lo 

que genera duplicidades y vacíos de ins-

trumentos en la oferta institucional para 

el fomento de la CTeI. En este sentido, es 

clave organizar los esfuerzos que viene 

haciendo el país en la materia. Para ello, 

se debe trabajar a partir del esfuerzo que 

viene realizando el Comité Técnico Mixto 

de Innovación del SNCeI, el cual viene ma-

peando esta oferta institucional con el fin 

de facilitar la coordinación entre entida-

des y de presentarla de forma organizada 

y sencilla ante sus potenciales clientes 
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–sector privado, academia, centros de 

investigación, etc.– mediante una venta-

nilla única de instrumentos. También será 

crucial articular la agenda de CTeI del país 

como soporte de la Política de Cambio Es-

tructural que propone el INC 2013-2014.

 En el capítulo Infraestructu-

ra, Transporte y Logística 

(IT&L) se argumenta que 

los cuellos de botella del país en esta 

materia van más allá de los atrasos en 

infraestructura y pasan por una agen-

da en materia de transporte y logística 

que debe ser instrumentada de forma 

paralela a la agenda en infraestructura. 

Más aún, acontecimientos recientes 

muestran cómo el país ha dado marcha 

atrás en materia de regulación del sector 

transporte. Luego de haber desmontado 

la tabla de fletes, el Ministerio de Trans-

porte ha generado una serie de norma-

tivas –tales como el congelamiento del 

parque automotor de camiones de carga 

y la posible prohibición de cobrar fletes 

por debajo de los “costos eficientes” que 

calcula el Ministerio– que limitan la com-

petitividad del sector privado colombiano.

 En el capítulo Tecnologías 

de la Información y las 

Comunicaciones (TIC) se 

reconocen los avances que ha hecho 

el país en cuanto a cobertura de banda 

ancha y acceso a telefonía móvil, pero 

queda como gran reto la apropiabilidad 

de estas TIC. Además, se hace referencia 

a cómo las TIC pueden apoyar la instru-

mentación de la agenda de competitivi-

dad del país en temas como educación, 

justicia y salud. Por otro lado, además de 

resaltar la importancia de una agenda 

vertical para abordar los cuellos de bo-

tella que limitan el desarrollo del sector 

TIC, se insiste en la necesidad de arti-

cular este sector con las necesidades 

específicas en materia de TIC de otras 

apuestas sectoriales del país, en par-

ticular aquellas de los departamentos.

 De acuerdo con el capítulo 

sobre el Sistema Financiero, 

un sistema alineado con una 

mayor competitividad del país debe tener 

tres características. Primero, debe ser só-

lido y estable. Segundo, debe fomentar el 

acceso y el uso adecuado de productos 

financieros. Tercero, los costos de los 

servicios financieros deben responder 

a estructuras de costo y a regulaciones 

eficientes. Si bien el sector financiero co-

lombiano ha hecho avances importantes 

en función de estos principios, claramen-

te existe mucho espacio por mejorar. Por 

ejemplo, el país sigue sin contar con una 

estrategia de promoción del mercado de 

valores con objetivos de largo plazo. Tam-

poco cuenta con una Estrategia Nacional 

de Educación Financiera y Económica 

que determine, entre otros, los arreglos 

institucionales que aseguren la coordina-

ción entre las entidades –tanto públicas 

como privadas– para su implementación.

 En el capítulo sobre el Sis-

tema Tributario se destaca 

el avance que representó la 

Reforma Tributaria de 2012, en la medida 

en que esta redujo de forma importante 

los costos laborales no salariales, al des-

ligar parcialmente la financiación del ICBF, 

el SENA y la salud de la contratación for-

mal. Sin embargo, la estructura tributaria 

colombiana sigue presentando una serie 

de inconvenientes que vulneran los prin-

cipios constitucionales de equidad ver-

tical (progresividad), equidad horizontal 

y eficiencia, con los que debería cumplir. 

Por ejemplo, el umbral salarial a partir 

del cual se empieza a tributar en el país 

sigue siendo bajo frente a estándares in-

ternacionales. El IVA continúa con un gran 

número de exenciones y exclusiones que 

no tienen mayor justificación técnica. En 

materia de tributos locales también exis-

ten muchos problemas. Una de las reco-

mendaciones al respecto es la necesidad 

de desplegar un esfuerzo desde el nivel 

nacional para fortalecer las capacidades 

institucionales de las entidades territoria-

les en materia de gestión fiscal.

 El capítulo Promoción y Pro-

tección de la Competencia, 

por su lado, analiza el estado 

y el avance de la política de competencia 

a la luz de cuatro aspectos específicos 

que, a juicio del CPC, se pueden mejorar 

para que la implementación de la política 

en esta materia sea más efectiva. Estos 

aspectos son: normatividad, estructura 

de la Superintendencia de Industria y 

Comercio (SIC), gestión de la SIC, y po-

lítica de abogacía de la competencia. 

En particular, se recomienda evaluar la 

conveniencia de separar la SIC en dos 

entidades, con el fin de crear una Auto-

ridad Nacional de Competencia que se 

encargue única y exclusivamente de la 

implementación de la política de protec-

ción de la competencia en el país, la cual 

estaría regida por un órgano colegiado.

 En el capítulo Justicia se 

muestra cómo el desempeño 

de la rama judicial impacta 

negativamente al país en los diferen-

tes indicadores de competitividad, en 

la medida en que el país cuenta con uno 

de los sistemas judiciales más ineficien-

tes e inefectivos del mundo. Más que 

continuar con un enfoque “tradicional” 

bajo el cual los problemas de la justicia 

se resuelven con cambios regulatorios 

adicionales, este capítulo invita a pasar 
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a enfoques que mejoren la productividad 

del sistema, con medidas tales como la 

implementación de una agenda de TIC 

para el sector, el fortalecimiento de las 

capacidades organizacionales y de los 

sistemas de incentivos, el uso de esta-

dísticas y analítica de datos para mejorar 

su eficiencia, entre otras.

 El capítulo Corrupción ana-

liza los avances más impor-

tantes que ha tenido el país 

en el último año en materia de política 

anticorrupción. A pesar de estos avan-

ces, el sector privado colombiano sigue 

considerando que la corrupción es el 

factor más problemático para hacer ne-

gocios en el país. Por tanto, se deben pro-

fundizar los esfuerzos en la materia. En 

este sentido, el capítulo presenta algu-

nas recomendaciones tanto para el sec-

tor público como para el sector privado. 

Por ejemplo, se propone replicar la expe-

riencia de otros países que han creado 

equipos para el diseño de políticas desde 

el punto de vista de “Economía del Com-

portamiento” (Behavioural Economics) 

con el fin de reducir la corrupción. Adi-

cionalmente se recomienda al sector pri-

vado crear programas de cumplimiento 

de obligaciones anticorrupción, con el 

objetivo de que sus empresas establez-

can medidas pertinentes para evitar la 

comisión de delitos de corrupción.

 El capítulo Energía sostie-

ne que el sector eléctrico 

colombiano ha tenido una 

evolución de largo plazo favorable en 

términos de sostenibilidad financiera, 

cobertura y confiabilidad del servicio. Sin 

embargo, se considera fundamental que 

este sector contribuya aún más a una 

mayor competitividad del país, a través 

de la adopción de medidas que permitan 

alcanzar precios más competitivos y un 

mayor nivel de consumo, sin deteriorar la 

sostenibilidad financiera de las empresas 

del sector energético y los incentivos a la 

inversión. En este sentido, se espera que 

se adopten las recomendaciones priorita-

rias que surgieron del estudio elaborado 

por ECSIM, el cual fue posible gracias a 

una alianza público-privada que el CPC 

acompañó. Si bien el capítulo se enfoca 

en el funcionamiento del mercado eléc-

trico, también incluye un recuadro con al-

gunas consideraciones sobre el mercado 

de gas natural, debido a la fuerte inter-

dependencia entre estos dos mercados.

 En el capítulo sobre Política 

Comercial se muestra cómo 

–a diferencia de lo que cree 

la opinión pública– Colombia sigue sien-

do un país cerrado al comercio internacio-

nal y con una oferta exportable cada vez 

menos diversificada y sofisticada. Esto 

se debe, en parte, a debilidades en la po-

lítica comercial del país tales como: falta 

de capacidad para enfrentar restricciones 

no arancelarias; persistencia de altos gra-

dos de protección arancelaria en ciertos 

sectores de la economía; falta de efecti-

vidad de la política comercial en materia 

de diversificación de los destinos comer-

ciales; una estructura arancelaria que ha 

generado distorsiones en los incentivos 

para la agregación de valor; y falta de ali-

neación entre la política comercial y los 

esfuerzos que viene haciendo el país en 

materia de política industrial moderna.

 El último capítulo es sobre la 

Política de Cambio Estructu-

ral (PCE). Si bien en otros ca-

pítulos del INC se abordan elementos que 

podrían ser parte de la agenda vertical de 

competitividad8, este es el capítulo en el 

cual se profundiza en ella. El país viene 

implementando una serie de esfuerzos 

que se podrían catalogar como de política 

industrial moderna. Sin embargo, estos 

esfuerzos no corresponden a una política 

que articule los diferentes actores y es-

fuerzos. Más que volver a las justificacio-

nes teóricas para una política de este tipo 

en el país, este capítulo hace propuestas 

concretas para poner en orden lo que se 

viene haciendo en la materia. En este sen-

tido, se proponen nuevos arreglos institu-

cionales –tanto del nivel nacional como del 

local– para la coordinación y la implemen-

tación de la política; se pone sobre la mesa 

una alternativa para resolver el dilema de 

la priorización; se propone una revisión ex-

haustiva de la “caja de herramientas” bajo 

la política, además de sugerir una serie de 

instrumentos faltantes; se sugiere el esta-

blecimiento de reglas claras, mecanismos 

de transparencia y rendición de cuentas, y 

se recomiendan roles para el sector priva-

do en el marco de esta política.

 Convencido de la correspon-

sabilidad de lo local en mate-

ria de competitividad, el CPC 

presenta este año por primera vez, como 

una publicación que complementa el INC 

2013-2014, su Índice Departamental de 

8.	 Por ejemplo, brechas de capital humano (capítulo Educación), necesidades de logística específica (capítulo IT&L), agendas de CTeI particulares 
(capítulo CTeI), desarrollo del sector TIC y su apoyo a demás apuestas productivas del país (capítulo TIC), abordaje de barreras no arancelarias para 
la oferta exportable (capítulo Política Comercial), entre otros.
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Competitividad (IDC) 20139, el cual fue 

elaborado en conjunto con el Centro de 

Pensamiento en Estrategias Competiti-

vas (CEPEC) de la Universidad del Rosa-

rio. Se pretende que este IDC, que saldrá 

anualmente junto al INC, se convierta en 

el principal referente en materia de com-

petitividad subnacional del país. Entre los 

múltiples usos que podrá tener el IDC, se 

espera que sirva de guía en el momento 

de definir los programas de gobierno en 

materia de competitividad por parte de 

los mandatarios de las entidades terri-

toriales. Adicionalmente, este indicador 

debe servir de referente para la discusión 

y la definición de las agendas de compe-

titividad y prioridades en el marco de las 

CRC. También deberá ser una fuente para 

identificar buenas prácticas que imple-

menten departamentos con buen des-

empeño en las diferentes dimensiones 

que mide el IDC y que podrán ser replica-

das por las demás entidades territoriales. 

Por último, será una herramienta para los 

ciudadanos y la opinión pública, quienes 

podrán hacer un monitoreo del desempe-

ño de su departamento y exigir mejores 

resultados a sus mandatarios en el IDC.

Si el país quiere avanzar en materia de 

competitividad no sólo tendrá que ace-

lerar la implementación de su agenda de 

competitividad, sino que esta debe ser 

de una mayor profundidad, tanto en su 

arista horizontal como en la vertical, tal 

como se propone en el INC 2013-2014. 

Como todos los años, se espera que este 

documento no sólo se convierta en el ter-

mómetro para medir cómo va el país en 

diferentes dimensiones que impactan su 

competitividad, sino que sirva de guía no 

sólo para lo que resta del actual Gobier-

no –en los diferentes capítulos se podrá 

encontrar una serie de acciones que se 

podrían llevar a cabo durante 2014–, sino 

que se convierta en insumo para la defi-

nición del programa del próximo Gobierno 

que comenzará en agosto de 2014.

Lo anterior en la medida en que en 

los próximos años el país va a necesi-

tar una profundización de su agenda de 

competitividad si no quiere ver en ries-

go su potencial de crecimiento. Si bien 

este INC no aborda todos los elementos 

que pudiera tener una agenda de compe-

titividad, sí constituye una buena base 

para definir la agenda de competitividad 

que deberá implementar el país durante 

los próximos cuatro años. Adicionalmen-

te, junto con su Índice Departamental de 

Competitividad, este INC deberá también 

dar luces a los actores públicos y priva-

dos del nivel local, en la medida en que 

ellos tienen una responsabilidad ineludi-

ble con la competitividad del país.
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Formación para el Trabajo y Educación Superior. Puesto entre 148 países (donde 1 indica el país con mejor formación).

Fuente: WEF (2013).
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Colombia ha hecho esfuerzos importantes 

por mejorar el acceso a la educación, al igual 

que su calidad y su pertinencia. Sin embargo, 

todavía existen grandes retos, especialmen-

te si se tiene en cuenta que el país ocupa el 

puesto 98 en el pilar de Educación Primaria 

y Salud –luego de perder 13 posiciones– y 

el puesto 60 en el de Educación Superior y 

Formación para el Trabajo, entre 148 países, 

según el más reciente Reporte Global de 

Competitividad 2013-2014 del Foro Económi-

co Mundial (WEF, por su sigla en inglés). La 

situación es aún más preocupante si se mira 

el Anuario de Competitividad Mundial del Ins-

titute for Management Development (IMD), 

en el que entre 60 países, el país ocupa el 

puesto 58 en el pilar de Educación2.

Con esto en mente, el país ha fijado 

una serie de acciones en materia de edu-

cación dentro de su Agenda Nacional de 

Competitividad (ANC), lanzada por el pre-

sidente de la República en julio de 2012. 

La ANC incluye 16 acciones orientadas a 

mejorar cobertura, calidad y pertinencia 

de la educación. A pesar de estos compro-

misos, el cuadro 2 muestra la existencia 

de importantes rezagos en el estado de 

avance de estas acciones.

En este capítulo se presenta un diagnóstico 

sobre el avance de los indicadores y de las 

políticas públicas en materia educativa, y se 

dan recomendaciones para el mejoramiento 

de la cobertura, la calidad y la pertinencia de 

la educación en el país, con miras a cumplir 

el objetivo que se ha propuesto de ser uno 

de los tres países más competitivos de 

América Latina al año 2032.

Diagnóstico y avances

primera infancia

Posiblemente uno de los pocos puntos en 

los que coinciden la economía, la sociología, 

la neurociencia, la pediatría, la pedagogía y 

la medicina es en que la inversión en prime-

ra infancia es la más importante y la más 

rentable desde los puntos de vista indivi-

dual y social (Vargas, 2009). En Colombia, 

la Ley 1098 de 2006 estableció las normas 

para la atención integral de la infancia y la 

adolescencia en Colombia. A partir de ella, 

se creó el Programa de Atención Integral a 

la Primera Infancia del Ministerio de Educa-

ción Nacional (Mineducación), que desde 

comienzos de este gobierno pasó a ser par-

te del Instituto Colombiano de Bienestar Fa-

miliar (ICBF), bajo el marco de la estrategia 

De Cero a Siempre.

El gráfico 1 muestra que la cober-

tura de la atención a la primera infancia 

aún es muy baja, a pesar de haber pasa-

do de 560.000 niños en 2010 a cerca de 

750.000 en mayo de 20133, sobre un to-

tal de 2,5 millones de niños y niñas me-

nores de 5 años reportados en el Sisbén 

III como población pobre y vulnerable (co-

bertura de 30%). 

Con el fin de cumplir las metas es-

tablecidas de atender integralmente 1,2 

millones de niños y niñas menores de 5 

años a 2014, la estrategia De Cero a Siem-

pre ha tomado la decisión de potenciar 

algunos de los programas “tradicionales” 

del ICBF (e.g. Hogares Comunitarios, Ma-

dres Comunitarias, entre otros) y avalar-

los como estrategias de atención integral, 

unificando una población que era atendi-

da en los programas tradicionales a aque-

lla que se atiende integralmente bajo el 

esquema de la estrategia. Con esto se ha 

logrado aumentar significativamente el 

número de niños atendidos integralmen-

te en los últimos tres años.

El acceso a una educación pertinente y de calidad es indis-
pensable para reducir la desigualdad, incrementar la produc-
tividad laboral y transformar el aparato productivo de un país. 
Existe amplia evidencia de la correlación entre el nivel educa-
tivo de la población y el crecimiento económico de un país1.

1.	 Ver, por ejemplo, Hanushek & Wößmann (2007); (Stevens & Weale, 2003) y Barrera-Osorio et al. (2012). 
2.	 Este pilar incluye indicadores de gasto público, cobertura, calidad y pertinencia de la educación, entre otras.
3.	 Estos datos incluyen información de los programas del ICBF, Mineducación y Entes Territoriales.
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752.161739.831
566.429

Gráfico 1. Evolución de la Atención a 
la Primera Infancia en Colombia, re-
sultados y metas 2010-2014.

El Gobierno todavía se encuen-
tra lejos de cumplir su meta de 
cubrir a 1,2 millones de niños 
y niñas menores de 5 años a 
2014, meta que incluso se que-
da corta con respecto a la po-
blación objetivo

Fuente: SIGOB, ICBF y Sisbén III.

Nota: La cobertura de Educación Superior es una co-

bertura bruta y se calcula como el total de la matrícula 

sobre la población entre 17-21 años. 

Fuente: Mineducación.

Gráfico 2. Cobertura Neta en Educa-
ción por niveles 2007 y 2012.

Aunque hay avances importan-
tes en cuanto a matrícula, aún 
preocupan las bajas cobertu-
ras en educación preescolar, 
media y superior
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Gráfico 3. Matrícula de Educación Superior por 
nivel de formación del programa, 2002-2012.

La participación de la educa-
ción técnica y tecnológica ha 
aumentado considerablemente 
en la última década, impulsada 
principalmente por una cre-
ciente matrícula del SENA.

Fuente: Mineducación, Sistema Nacional de Institucio-

nes de Educación Superior (SNIES).

Sena TyT

IES TyT

Pregrado Universitario

A pesar de esto, es evidente la falta de 

voluntad política, en especial a nivel lo-

cal, para que se logre atender a todos los 

niños menores de edad en condiciones 

de vulnerabilidad.

cobertura

El acceso a la educación es indispensable 

para impulsar la movilidad social y dismi-

nuir la desigualdad. El gráfico 2 muestra 

las coberturas netas por nivel educativo 

en 2007 y 2012. Salvo en el caso de edu-

cación primaria, en todos los niveles se 

ha venido aumentando la cobertura. A 

pesar de esto, la cobertura en preesco-

lar sigue siendo baja, en la medida en que 

uno de cada tres niños de 5-6 años no se 

encuentra matriculado. También es pre-

ocupante el caso de la educación media, 

pues sólo cuatro de cada 10 adolescen-

tes de entre 15 y 17 años se encuentran 

matriculados en este nivel, situación que 

empeora en el sector rural.

Se han incluido acciones en la ANC 

enfocadas en mejorar la infraestructu-

ra física de las instituciones educativas 

del país, a través de la figura de alian-

zas público-privadas, mediante la cual 

se ha dado prioridad a la reconstrucción 

de 40 sedes educativas afectadas por la 

ola invernal en varios departamentos del 

país. Adicionalmente, el Mineducación ha 

incluido dentro de su plan de mejoramien-

to de la calidad educativa la construcción 

y la reparación de más de 3.500 sedes y 

la construcción de 30 megacolegios. 

La cobertura en educación superior, 

por otro lado, ha aumentado y se empie-

za a acercar a la meta que se ha fijado 

el Gobierno (50%). Sin embargo, inclu-

so si la alcanza, Colombia se encontrará 

rezagada en el contexto latinoamerica-

no, al situarse detrás de países como 

Cuba (115%), Venezuela (78%), Argenti-

na (71%), Uruguay (63%) y Chile (59%) 

(Unesco, 2009)4. El gráfico 3 muestra 

cómo los grandes avances se han dado 

principalmente por un crecimiento exor-

bitante en la matrícula del SENA –cerca-

no a 600% en nueve años–, frente a un 

4.	 Los datos de cobertura de Unesco representan la matrícula en todos los niveles universitarios, incluidos doctorados y maestrías, para una base de 
población de 17-26 años. Sobre esta base, en 2009 Colombia presentaba una cobertura en educación superior de 37%.
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5.	 Sin contar aportes al SENA.
6.	 El proyecto de alianzas estratégicas de 2013 es la segunda fase de un proyecto del año 2010 financiado por la CAF.
7.	 El Registro Calificado es el estándar de calidad mínimo que debe cumplir un programa de educación superior como prerrequisito para ser ofrecido y 

desarrollado por una IES. 
8.	 PISA mide las competencias de estudiantes de 15 años en las áreas de lectura, ciencia y matemáticas. Colombia también participó en 2012, pero 

los resultados oficiales no se conocerán hasta finales de 2013. 
9.	 PIRLS es una prueba que evalúa las competencias en lectura de los estudiantes de 9-10 años de edad (usualmente en 4º de primaria). 
10.	 Para PIRLS esto corresponde a los niveles “bajo” y “muy bajo”, mientras que para PISA corresponde a “Nivel 1” y “Debajo de 1”. 
11.	 Estas 28 IES concentran 20% del total de la matrícula, lo que implica que el 80% (1,5 millones de estudiantes) restante no accede a instituciones 

con garantías de alta calidad.

incremento significativo, pero gradual, de 

la matrícula universitaria y del resto de la 

matrícula en programas técnicos profe-

sionales y tecnológicos (TyT) –cercano a 

50% para los últimos diez años. Este cre-

cimiento acelerado de la oferta del SENA 

ha permitido que se cumplan las metas 

de reducir la brecha entre la matrícula 

universitaria y la de programas TyT, pero 

se ha hecho en perjuicio de garantías mí-

nimas de calidad de esta formación.

Más aún, surge la pregunta de si el 

país debe apostarle a cubrir sus necesi-

dades de formación TyT, principalmente 

a través de un SENA cuasi-monopólico y 

gratuito. Además, un informe de la Red 

de Instituciones Técnicas, Tecnológi-

cas y Universitarias Públicas (REDTT) 

(2011) muestra cómo los aportes de 

la Nación a las 32 universidades públi-

cas recogen 98,2% del total del gasto en 

educación superior, lo que muestra gran 

concentración en la asignación5. Sólo en 

tres universidades se concentra cerca 

de 50% del gasto público en educación 

superior, lo que va en contravía de los 

objetivos de diversificación de la ofer-

ta de programas TyT y de desconcentra-

ción geográfica (Gómez, 2012).

Como parte de la ANC, el Mineduca-

ción ha venido trabajando en convoca-

torias que buscan que las IES formen 

alianzas estratégicas regionales con 

sectores productivos, organizaciones 

sociales y gobiernos locales, para el for-

talecimiento de la educación técnica pro-

fesional y tecnológica. En 2013 se abrió 

una nueva convocatoria que busca apo-

yar 30 nuevas alianzas en diferentes re-

giones del país, teniendo en cuenta las 

apuestas productivas regionales y del 

país como criterios de selección, con el 

fin de garantizar la pertinencia de los pro-

gramas propuestos6. Sin embargo, sólo 

se espera crear 15.000 nuevos cupos, 

frente a los 100.000 que abrirá el SENA 

para formación tecnológica en su nuevo 

programa “100.000 oportunidades para 

los jóvenes.” Por otro lado, es de anotar 

que la participación del sector producti-

vo en estas alianzas ha sido muy baja, 

en parte por las demoras que conlleva la 

obtención del Registro Calificado para los 

programas de formación7.

calidad

La calidad de la educación básica y me-

dia, medida por los resultados en las 

pruebas internacionales PISA 20098 y 

PIRLS 20119 (gráficos 4 y 5, respecti-

vamente), presenta un panorama des-

alentador. Aunque en ambas pruebas los 

estudiantes colombianos han ido mejo-

rando frente años anteriores, siguen pre-

sentando unos de los peores resultados 

entre los países participantes. En PISA, 

a Colombia le faltaría mejorar en las tres 

pruebas para situarse delante de Chile, 

Uruguay y México, mientras en PIRLS 

ocupó el puesto 39 entre 45 países. En 

ambas pruebas más de 60% de los estu-

diantes colombianos se ubicó en niveles 

de desempeño bajo10.

En cuanto a evaluaciones internas, 

el gráfico 6 muestra los resultados en 

los exámenes de Estado (Saber 11) de 

los estudiantes matriculados en progra-

mas de educación superior para los últi-

mos 14 años. Los resultados muestran 

cómo año a año, y en la medida en que 

se ha ido incrementando la matrícula, 

ha venido aumentando también el por-

centaje de estudiantes matriculados en 

educación superior con resultados bajos 

en esta prueba. Si bien se destacan los 

esfuerzos de inclusión educativa que 

esto implica, esta situación evidencia 

que existe un problema de calidad que 

debe ser atendido.

En cuanto a la calidad de la educa-

ción superior, el panorama no es mejor. 

Sólo 10% de las IES del país (28) cuen-

ta con acreditación de alta calidad11 y ni 

siquiera estas se encuentran bien po-

sicionadas a nivel mundial. El cuadro 1 

muestra claramente que son muy po-

cas las universidades del país que se 

encuentran reportadas en los rankings 

mundiales, y en los latinoamericanos e 

iberoamericanos, Colombia aún se en-

cuentra detrás de países como Chile, Bra-

sil, México y Argentina.

Por otro lado, existen deficiencias en 

la calidad de la formación TyT en el país 
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Gráfico 5. Distribución porcentual de los 
estudiantes colombianos en PIRLS 2011.

Fuente: Consejo Privado de Competitividad, con 

base en PIRLS 2011.

Gráfico 4. Puntaje promedio y pues-
to general en PISA 2009.

Colombia puntúa muy bajo en 
las pruebas internacionales 
de calidad educativa
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Fuente: Consejo Privado de Competitividad, con 

base en PISA 2009.

Nota: El puesto, en paréntesis, corresponde al 

ocupado en la prueba de lectura de PISA 2009, en 

la cual se hizo especial énfasis ese año.
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Fuente: Mineducación, Sistema de Prevención y Análisis a la Deserción en las Institucio-

nes de Educación Superior (SPADIES).

Nota: Se toma la clasificación “Bajo, Medio y Alto” tal y como es reportada por el 

Ministerio de Educación - SPADIES.

Gráfico 6.% de Matriculados en Educación Superior en Colombia, según puntaje en examen de Estado (ICFES o Saber 11), 1998-2012.

La proporción de puntajes altos en el Saber 11 se ha ido deteriorando en el tiempo, acompañada de 
un aumento en el porcentaje de estudiantes con puntajes bajos
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que dificultan un mayor reconocimiento 

de este tipo de formación por parte del 

mercado laboral y de la sociedad en gene-

ral. Por ejemplo, en las pruebas Saber Pro, 

los estudiantes en programas TyT tienen 

en promedio puntajes muy inferiores en 

competencias genéricas (lectura crítica, 

inglés, razonamiento cuantitativo y escri-

tura) a los obtenidos por estudiantes en 

programas universitarios (Gómez, 2012). 

Por el lado del SENA, aunque ahora casi 

todos sus programas de formación TyT 

cuentan con Registro Calificado, persis-

ten dudas sobre su calidad. Desde hace 

dos años el SENA ha empezado a evaluar 

sus programas de formación tecnológica, 

y los resultados revelan que, en compa-

ración con programas similares, los es-

tudiantes del SENA obtienen un puntaje 

promedio menor en las competencias ge-

néricas12 (ICFES, 2013). Actualmente el 

SENA trabaja en el diseño de currículos 

para reforzar la enseñanza de competen-

cias básicas, algo que hasta el momento 

no se contemplaba como prioritario.

Por último, vale la pena reconocer 

que el Gobierno ha dado pasos para pro-

mover y hacer seguimiento a la educa-

ción superior en las diferentes regiones 

del país, a través del programa Travesías 

por la Educación Superior y el índice de 

progreso de la educación superior, que 

contempla indicadores de cobertura, ca-

lidad y logro (graduados). Los resultados 

del índice muestran avances importan-

tes a nivel país, pero una situación pre-

ocupante de inequidad a nivel regional13 

(Mineducación, 2013).

La calidad del docente como 
principal determinante de la calidad 
educativa 

Diversos estudios sugieren que el factor 

que más incide sobre la calidad de la 

educación es la calidad de los docentes 

(McKinsey y Co., 2010; Ome, 2013b). En 

contraste, el gráfico 7 muestra cómo en 

12.	 Las tres pruebas que han presentado los estudiantes del SENA hasta el momento se han hecho de manera voluntaria. Los resultados son ilustrati-
vos, aunque no son estadísticamente representativos.

13.	 Para mayor detalle ver Consejo Privado de Competitividad y Universidad del Rosario (2013).

Cuadro 1. Número de instituciones educativas 
en los mejores puestos en rankings interna-
cionales de universidades, según país.

Nota: El Academic Ranking of World Universities (ARWU) fue 

el primer ranking universitario en hacerse a nivel mundial y lo 

realiza el Instituto de Educación Superior de Shanghai Jiao Tong 

University, China. El ranking de QS es realizado por el centro de 

información de educación superior Quacquarelli Symonds, el 

cual realiza un ranking Mundial y uno para Latinoamérica, te-

niendo en cuenta indicadores de internacionalización, investiga-

ción y reputación, entre otros. Por último, el ranking de SCImago 

para Iberoamérica se basa en indicadores bibliométricos que 

dan cuenta del nivel de investigación de las universidades.

Fuente: Consejo Privado de Competitividad, con base en 

ranking QS 2012/2013, ARWU 2012 y SCImago 2013.

Son muy pocas las universidades 
de talla mundial en el país, según 
los rankings internacionales. 
Cuatro países latinoamericanos 
están por delante de Colombia

País
QS 2012/2013 ARWU 2012 QS 2012/2013 SCImago 2013

Top 400 en el 
mundo

Top 500 en el 
mundo

Top 100 en 
Latinoamérica

Top 200 en 
Iberoamérica

Corea del Sur 11 10 - -

Malasia 5 1 - -

Brasil 3 6 28 69

Argentina 3 1 19 18

Suráfrica 2 3 - -

Chile 2 2 13 13

México 2 1 14 21

Colombia 2 0 12 7

Turquía 0 1 - -

Perú 0 0 3 2

11

5

3

3

2

2

2

2

0

0

10

1

6

1

3

2

1

0

1

0

-

-

28

19

-

13

14

12

-

3

-

-

69

18

-

13

21

7

-

2
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Colombia la mayoría de quienes se están 

formando en Ciencias de la Educación –

es decir, los futuros profesores de los 

niños colombianos– obtuvo resultados 

bajos en la prueba Saber 11, lo que de-

nota el bajo nivel de quienes ingresan a 

la formación docente en Colombia14. Un 

estudio de Barrera-Osorio et al. (2012) 

muestra, además, que aquellos estu-

diantes matriculados en estas carreras 

obtienen resultados inferiores en la Prue-

ba Saber Pro que los de otras carreras. Es 

decir, no sólo el capital humano que está 

ingresando a estas carreras no es bueno, 

sino que la formación que reciben no está 

ayudando a nivelarlo.

Como si fuera poco, la mayoría de do-

centes no se puede evaluar para poder 

gestionar su desempeño. En Colombia, la 

carrera docente se rige bajo dos estatutos: 

el Decreto 2277 de 1979 (el estatuto anti-

guo) y la Ley 715 de 2001 y Decreto 1278 

de 2002 (el nuevo estatuto). Este último 

creó un sistema de remuneración sujeto 

al desempeño y el nivel de formación del 

docente. Sin embargo, la gran mayoría de 

docentes del país pertenece al estatuto an-

tiguo, que impide su evaluación y ata el sa-

lario únicamente a la antigüedad. Lo más 

grave es que pasarán cerca de 30 años 

para que el último de ellos salga del sistema 

(Consejo Privado de Competitividad, 2012).

Reconociendo la importancia del do-

cente como principal garante de la cali-

dad educativa, el Mineducación desarrolló 

desde un inicio su Programa de Transfor-

mación de la Calidad Educativa “Todos a 

Aprender,” del cual se han incluido algu-

nas acciones dentro de la ANC. Principal-

mente, se ha enfocado en la capacitación 

de docentes y personal administrativo 

del sistema educativo. A 2013 se ha lo-

grado capacitar cerca de 60.000 educa-

dores en más de 4.300 establecimientos 

educativos (Mineducación, 2013). Como 

estrategias privadas en este sentido, se 

destacan algunas iniciativas como En-

seña por Colombia, que ofrece un riguro-

so modelo de selección y formación de 

docentes, y el programa de Rectores Lí-

deres Transformadores de la Fundación 

Empresarios por la Educación, que plan-

tea acompañamiento y capacitación a 

rectores para garantizar la formación de 

competencias básicas y ciudadanas.

La ANC también da prioridad a la pro-

moción de las carreras de Licenciatu-

ras entre los jóvenes. Para incentivar la 

demanda por estos programas y atraer 

mejores bachilleres, el Mineducación –en 

alianza con el Icetex– ha creado una línea 

de crédito condonable para estudiantes 

de bajos recursos.

Por último, la ANC propone el acce-

so equitativo a la Cultura Escrita en los 

municipios y departamentos, a través 

del Plan Nacional de Lectura y Escritura. 

Aunque se ha avanzado en la formación 

de docentes y directores que contempla 

el plan (en alianza con el Programa Todos 

a Aprender), todavía es necesario garan-

tizar su implementación en el aula y de-

sarrollar acciones complementarias como 

el uso de las TIC en educación. 

Integración de las TIC en las 
instituciones y los procesos 
educativos

En Colombia, al igual que en el resto del 

mundo, está tomando fuerza la incorpo-

ración de las TIC en la educación para 

ayudar a mejorar la calidad y capacitar a 

los alumnos en el uso de las herramien-

tas digitales. Los estudios muestran que 

la entrega de equipos por sí sola, aún 

cuando se hace en forma masiva, no tie-

ne mayor impacto, a no ser que sea par-

te de un proceso integral de cambio que 

cuente con componentes de capacitación 

y acompañamiento de la comunidad edu-

cativa, hardware, contenidos especializa-

dos y banda ancha.

Además, las habilidades digitales se es-

tán convirtiendo en una de las competen-

cias más solicitadas por el mercado laboral 

a nivel global (Oxford Economics, 2012). Lo 

anterior implica que no sólo se debe pensar 

en términos de educación con TIC (docen-

tes, ambientes de aprendizaje y contenidos 

digitales), sino también en educación en TIC 

(competencias digitales).

Los resultados de la prueba Pisa Lec-

tura Digital 2009 evidenciaron el rezago de 

Colombia en esta materia, pues cerca de 

70% de los estudiantes de 15 años que pre-

sentaron el examen no alcanzaron el nivel 

mínimo. Por su lado, la Encuesta de Alfabe-

tización Digital15 que se realizó en Colombia 

en el año 2009 también arrojó resultados 

similares, al clasificar como “Alfabetizado 

Digital” sólo a 45% de los encuestados.

Parte de las dificultades en la apro-

piación de las TIC en educación tiene que 

ver con temas exclusivamente normati-

vos. Ejemplo de ello es el Decreto 1860 de 

1994, el cual establece que las TIC nece-

sarias para la educación (e.g. contenidos 

digitales, tableros digitales, video-beams, 

computadores portátiles, etc.) no pueden 

ser consideradas parte de los cobros aca-

démicos por parte de los colegios priva-

dos, al considerarse equipos de dotación 

14.	 Para mayor detalle ver Informe Nacional de Competitividad 2010-2011. 
15.	 La Encuesta de Alfabetización Digital fue realizada por ICDL Colombia, el SENA y el Ministerio de TIC. 
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Fuente: Consejo Privado de Competitividad, con base en Mineducación - SPADIES.

Gráfico 7. Clasificación de estudiantes matriculados en programas de Educación Superior en las pruebas Saber 11, según área de conocimiento, 2012.

Los programas de Ciencias de la Educación concentran estudiantes con los resultados más bajos en 
las Pruebas Saber 11 y atraen a muy pocos con buenos resultados
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institucional. Esta situación limita la ca-

pacidad de los colegios privados de hacer 

mejoras sustanciales en su infraestructu-

ra tecnológica y de contenidos digitales, 

además de limitar la capacidad de la in-

dustria proveedora de estas tecnologías.

Como avances, se debe destacar el 

programa Computadores para Educar 

(CPE), liderado por el Ministerio de TIC 

–MinTIC–, el cual ha logrado aumentar 

el acceso a computadores y tabletas en 

más de 44.000 sedes educativas. El pro-

grama CPE viene trabajando en la forma-

ción de docentes en el uso pedagógico de 

las TIC, aunque no de manera coordina-

da con el programa Todos a Aprender del 

Mineducación. En materia de educación 

superior también ha habido experiencias 

exitosas en cuanto a educación con TIC, 

principalmente a través del programa 

PlanES TIC, el cual plantea formulación, 

fortalecimiento e implementación de pla-

nes estratégicos de incorporación de TIC. 

pertinencia

La pertinencia de la educación tiene que 

ver con el desarrollo de competencias 

necesarias para la vida en un contexto 

determinado. Dichas competencias se 

pueden clasificar en dos tipos: por un 

lado están las competencias básicas y 

ciudadanas y, por otro lado, las compe-

tencias específicas. Según lo dispuesto 

en el Plan Nacional de Desarrollo 2011-

2014, las primeras se refieren a compe-

tencias aritméticas, de comunicación, 

en tecnologías y participación ciudada-

na, entre otras. Las competencias es-

pecíficas (profesionales y laborales) se 

refieren a aquellas que son requeridas 

por un sector en particular y para des-

empeñarse en funciones específicas. 

Como se mostró en la anterior sección, 

aún hay brechas muy importantes en la 

formación de competencias básicas en 

todos los niveles educativos. 

Por el lado de las competencias es-

pecíficas, existe una gran brecha entre 

el capital humano que se está forman-

do y el que necesita el país, en particular 

en relación con las apuestas productivas 

que Colombia viene haciendo en el marco 

de su política industrial (i.e. Programa de 

Transformación Productiva (PTP), clus-

ters departamentales, etc.). Por ejem-

plo, un estudio realizado por el MinTIC y 

Fedesoft sobre el mercado laboral en la 

industria de Software y TI evidencia los 

descalces entre oferta y demanda de 

capital humano que existen en el sec-

tor (gráfico 8). Estos descalces se tra-

ducen, por ejemplo, en la contratación 

de profesionales universitarios para que 

cumplan funciones de técnicos profesio-

nales o tecnólogos. Esto no sólo es muy 

costoso, sino ineficiente, en la medida en 

que las competencias requeridas en es-

tos puestos son muy diferentes a las que 

adquiridas en el proceso de formación.

La situación del sector de Software y 

TI se repite una y otra vez en otros secto-

res a los cuales el país le está apostando. 

Por esto, como parte de la ANC se vienen 

adelantando las acciones previstas en el 

Conpes 3674 de 2010 sobre Gestión del 

Recurso Humano. Infortunadamente, el 

avance del Conpes y las estrategias que 

este propone para la creación de un Sis-

tema Nacional de Cualificaciones que 

sirva como articulador entre el sector de 

formación y las necesidades de capital 

humano del país ha sido incipiente. Es-

casamente se puede rescatar el inicio de 

un ejercicio de normalización de compe-

tencias en el Cluster TIC de Medellín que 

el CPC ha venido acompañando. Parte del 

atraso se debe a la dificultad de articular 

las innumerables entidades públicas que 

participan en este Conpes, principalmen-

te por la falta de liderazgo y relevancia 

que el Gobierno le ha dado a este tema.

Cabe destacar los esfuerzos por au-

mentar la demanda estudiantil por pro-

gramas relevantes a través de convenios 

firmados por Icetex con el PTP –para pro-

gramas relacionados con los sectores 

de talla mundial– y con el MinTIC –como 

parte de su programa de Fortalecimiento 

de la Industria TI (FITI). Este último con-

venio, denominado Talento Digital, agotó 

los recursos destinados a financiar es-

tudiantes en posgrado, pero no logró ad-

judicar el presupuesto para programas 

técnicos y tecnológicos. La principal ra-

zón de esto fue la falta de codeudores por 

parte de los interesados. Aunque varias 

empresas se mostraron interesadas en 

actuar como codeudoras, los términos 

del convenio no permiten que una perso-

na jurídica cumpla este papel.

Complementariamente, el PTP viene 

adelantando estudios de identificación de 

brechas de capital humano para algunos de 

sus 16 sectores. Así mismo, se destaca el 

trabajo del SENA en la búsqueda de acuer-

dos y alianzas con el sector productivo16, 

que esperan generar cerca de 6.700 em-

pleos directos. A esto se suma el programa 

de los 100.000 tecnólogos, que se crea pre-

cisamente porque esta línea de formación 

del SENA presenta los mayores niveles de 

empleabilidad. Vale la pena resaltar también 

la inclusión de preguntas sobre formación 

para el trabajo en la Gran Encuesta Integra-

da de Hogares y el diseño de la Encuesta de 

16.	 Estos convenios buscan responder a las necesidades de capital humano específicas para las empresas y garantizan empleo a los aprendices.
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Productividad y Formación para el Trabajo 

que se realizará a empresas y que arrojará 

resultados a finales de 2013. 

De otro lado, para una economía cada 

vez más integrada al mundo es necesa-

rio que su población domine una segunda 

lengua, en particular, el inglés. Sin embar-

go, la población bilingüe en Colombia es 

una clara minoría. Muestra de ello es que 

escasamente 7% de los bachilleres que 

presentan el examen de Estado (Saber 

11) alcanza un puntaje satisfactorio en la 

prueba de inglés17. Parte de la explicación 

detrás de estos resultados es que los pro-

fesores de inglés en Colombia no saben 

inglés. De los casi 13.000 docentes eva-

luados en Colombia en 2010, sólo 12,2% al-

canzó el nivel B2 en las pruebas de inglés, 

nivel mínimo para considerar que una per-

sona domina el idioma (Sánchez, 2012). 

La ANC incluye algunas estrategias 

de bilingüismo, a través de la formación 

de profesores (donde participan sólo 150 

docentes), la definición de un documento 

Conpes de bilingüismo que aún no des-

pega, y la masificación de un programa 

formación virtual que no cuenta con las 

licencias de los cursos.

Finalmente, se destaca la iniciati-

va ispeak, coordinada desde el PTP, que 

permite no sólo que las personas certifi-

quen sus competencias en inglés de ma-

nera gratuita, sino también que ingresen 

a una base de datos consultada por em-

presas nacionales y extranjeras en busca 

de candidatos para empleos. Además, en 

2013 se han ofrecido 5.000 licencias de 

formación en inglés a los empleados de 

las empresas de los 16 sectores del PTP 

y se está trabajando con empresarios y 

entidades de gobiernos locales, Cámaras 

de Comercio y regionales del SENA, para 

construir estrategias de bilingüismo regio-

nales con componentes de empleabilidad. 

Desde el sector privado se resalta el pro-

grama English for Opportunities and Com-

petitiveness de la organización Volunteers 

Colombia, el cual trae profesionales volun-

tarios de países angloparlantes para que 

enseñen durante un año en instituciones 

educativas del país. Esta misma organiza-

ción apoya la formalización de la política 

de bilingüismo del SENA, en colaboración 

con otras entidades.

Gráfico 8. Composición de plantas y stock 
de graduados en el sector Software y TI en 
Colombia, por nivel educativo (2012).

Existen evidentes descalces en-
tre oferta y demanda de capital 
humano en el sector de TI, tanto 
por la falta de programas como 
por la calidad de los mismos

Fuente: Consejo Privado de Competitividad, con 

base en Mineducación, Observatorio Laboral para 

la Educación y MinTIC-Fedesoft (2012).
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17.	 Fuente: Subdirección de Referentes y Evaluación de la calidad Educativa, Mineducación.
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Grupo de acciones Acción ANC Acción Grupo Comentarios CPC

Alianzas Estratégicas 
para aumentar oferta de 
programas TyT

Mejorar la cobertura de educación superior: Generar nueva oferta de 
educación superior TyT, 120 programas en 30 alianzas estratégicas 
entre IES, Sector Productivo, Gobiernos locales y organizaciones socia-
les (Crédito Mineducación – BID por 46 millones de dólares).

Mejoramiento de la in-
fraestructura educativa

Dar continuidad a las Asociaciones Publico Privadas para responder 
a las necesidades de las infraestructuras educativas en entidades 
territoriales certificadas que han sido afectadas por desastres natura-
les y/o situaciones antrópicas.

Cultura Escrita Beneficiar las sedes educativas oficiales con el programa Plan Nacio-
nal de Lectura y Escritura.

Mejoramiento de la 
Calidad de los Docentes 
y Administración de 
Centros Educativos

Implementar la jornada escolar complementaria mediante la coordina-
ción de las diferentes entidades.

Se ha adelantado en lo que tiene que ver 
con la capacitación de docentes, en un 
esquema que no garantiza que éstos se 
estén apropiando de los conocimientos 
e implementando nuevos métodos 
pedagógicos. Aún es necesario trabajar 
en dos puntos fundamentales que 
presentan retrasos significativos: la 
evaluación de docentes y la creación de 
incentivos para atraer mejores estudian-
tes a la carrera. 

Optimizar la administración y el uso de la jornada laboral de los docen-
tes y su asignación académica.

Promover la carrera docente a través del reconocimiento de esta labor 
por parte de entidades públicas y privadas, y lograr la vinculación de 
los mejores estudiantes en dicha carrera.

Definir un esquema de incentivos para educadores del sector oficial.

Adelantar acciones de formación y acompañamiento permanente 
en aula (formación situada) a docentes y directivos docentes para el 
mejoramiento de las prácticas de aula.

Implementar una Cultura de la Evaluación a través de estrategias que 
permitan fortalecer el proceso evaluativo, sus resultados y apropiación por 
parte de las Secretarias de Educación y de Establecimientos Educativos.

Implementación de la 
estrategia de Gestión del 
Capital Humano (Conpes 
3674 de 2010)

Implementar el Sistema de Certificación de Competencias Laborales 
(SICECOL).

La poca articulación entre las entidades 
y la débil estructura institucional han 
forzado ajustes en la CIGERH y aún no 
se ha definido el nuevo esquema para la 
gerencia de la estrategia. Son pocos los 
avances en los últimos años y mucho lo 
que queda por hacer en tan sólo un año. 

Implementar el Sistema de Calidad de la Formación de Capital Humano 
(Educación Básica y Media, Superior y para el Trabajo).

Diseñar el Sistema Nacional de Cualificaciones.

Diseñar un Modelo de Predicción de Recurso Humano para Colombia.

Crear la Comisión Interinstitucional para la Gestión del Recurso Huma-
no (CIGERH).

Bilingüismo

Acompañar a las Secretarías de Educación, Establecimientos Educa-
tivos, Escuelas Normales Superiores e Instituciones de Educación 
Superior para fortalecer el desarrollo de competencias en inglés como 
lengua extranjera.

Implementar una estrategia masiva de formación virtual en lenguas.

Cuadro 2. Avances de la Agenda Nacional de Competitividad en materia de Educación (primer semestre 2013).

Fuente: Consejo Privado de Competitividad, con base en DNP – Sistema Nacional de 

Competitividad e Innovación.
Avance con retrasos

Sin avances  
y/o retrasos significativos

Acción terminada

Avance satisfactorio
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Recomendaciones

primera infancia

Si todos los estudios apuntan a que la 

atención integral a la primera infancia es 

la mejor inversión que puede hacer país 

alguno, no tiene sentido que Colombia 

siga teniendo coberturas tan bajas. En 

este sentido, se propone que los entes 

territoriales utilicen recursos del Sistema 

General de Regalías (SGR) para financiar 

proyectos de atención integral a la primera 

infancia. En particular, los proyectos para 

primera infancia podrían ser cubiertos a 

través del Fondo de Desarrollo Regional y 

el Fondo de Compensación Regional.

Por otro lado, es necesario asegurar la 

calidad del recurso humano responsable de 

atender la primera infancia. Por la naturaleza 

de la labor, se debe garantizar un perfil mul-

tidisciplinario y con certificación de com-

petencias asociadas a las 10 realizaciones 

(derechos de los niños y sus familias) que se 

plantean en la estrategia De Cero a Siempre.

Por último, se propone fortalecer el 

sistema de registro y posterior monito-

reo y seguimiento a los niños para orien-

tar mejor las políticas públicas y hacer 

seguimiento de los avances en los nive-

les regional y nacional. La meta debe ser 

lograr tener un sistema de información 

que permita el seguimiento niño-a-niño.

cobertura educativa

Si bien existen retrasos de cobertura en 

varios niveles, preocupa particularmente 

el rezago en materia de formación TyT, en la 

medida en que las necesidades de expandir 

cobertura se enfrentan a una posición do-

minante del SENA, contra cuya gratuidad es 

difícil competir. Por esta razón, y en línea 

con lo que plantea la OCDE en la reciente 

evaluación que hizo de la Educación Su-

perior en Colombia, se recomienda crear 

mecanismos de financiación basados en 

resultados (e.g. empleabilidad, graduados, 

ingresos de egresados, etc.), de tal forma 

que se logre una repartición más equitativa 

de los recursos y que ofrezca incentivos a 

las instituciones a ser más eficientes, de 

mayor calidad y pertinentes (OCDE, 2012). 

Por otra parte, se propone crear meca-

nismos que ayuden a generar competencia 

al SENA y que incentiven una mayor calidad 

en la formación TyT. La propuesta es apoyar 

tanto la oferta como la demanda de estos 

programas. En el primer caso, se propone 

la creación de nuevos fondos concursables 

o convocatorias para incentivar la oferta de 

programas TyT por parte de IES públicas y 

privadas, lo que expande el programa de 

alianzas estratégicas regionales.

Por el lado de la demanda, se propone 

disponer de un fondo para la financiación 

de estudiantes en programas TyT, con el 

fin de apoyar económicamente estudian-

tes por los cuales compitan el SENA y las 

IES públicas y privadas. De esta manera, se 

eliminaría la restricción presupuestal de los 

estudiantes y se generaría una competen-

cia por calidad entre el SENA y otras IES. 

Es importante mencionar que para fi-

nanciar estas acciones se cuenta en el cor-

to plazo con el punto porcentual temporal 

del que dispone el nuevo impuesto sobre 

la renta para la equidad (CREE). A través de 

este se esperan alrededor de 1,5 billones 

de pesos para el incremento de la cobertu-

ra de educación superior en los próximos 

tres años, pero es necesario pensar en su 

sostenibilidad en el largo plazo, a través de 

mecanismos diferentes a un impuesto de 

renta con destinación específica.

calidad

Es necesario desarrollar una estrategia 

integral para atraer mejor capital humano 

a la carrera docente, que incluya tanto in-

centivos salariales como no-salariales. Por 

el lado salarial, la estrategia debería incluir 

una mejor remuneración salarial para los 

docentes que se vinculen a ella, además de 

la creación de bonos por desempeño, medi-

do –entre otros– a partir del desempeño de 

los estudiantes en las pruebas Saber.

Por el lado no-salarial, es clave dise-

ñar e implementar una agresiva estrategia 

mediática para cambiar la percepción que 

tiene la sociedad sobre la carrera docente, 

al estilo de lo que se ha hecho en Brasil 

a través de la campaña de medios “Todo 

buen comienzo tiene un profesor” o lo que 

se hizo en Inglaterra, donde a través de un 

esfuerzo mediático contundente se cam-

bió la percepción del profesor en menos de 

cinco años (McKinsey & Company, 2007).

Por otro lado, es hora de que el país 

tome la decisión política de evaluar a to-

dos sus maestros. Se debe acelerar la 

implementación de un proceso de eva-

luación de desempeño que cobije al 100% 

de docentes del país. La evaluación uni-

versal permitirá que se puedan tomar ac-

ciones remediales, en caso de encontrar 

deficiencias, y que se pueda premiar con 

los bonos por desempeño a aquellos que 

obtengan resultados sobresalientes.

Dada la baja calidad de los programas 

de licenciaturas que no están ayudando 

a nivelar el débil capital humano que les 

está llegando, se debe crear un mecanis-

mo de control que permita identificar e in-

habilitar la continuidad de programas de 

baja calidad. En vista de que el Registro 

Calificado actual no es un mecanismo su-

ficientemente confiable para garantizar la 

calidad de los programas, se propone que 

el Mineducación reevalué los parámetros 

de este para que se tenga un mayor ni-

vel de exigencia al otorgarlo. Esta revisión 

debe empezar por programas que hoy es-

tán formando los futuros docentes del 
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país. Además, se debe fortalecer el siste-

ma de calidad, de tal forma que el proceso 

de obtención del registro se haga de mane-

ra más expedita y genere menores distor-

siones. Igualmente, se debe incentivar la 

acreditación de alta calidad de programas 

de este tipo, a través del otorgamiento de 

créditos o recursos de cofinanciación.

Por otro lado, la mayor disponibilidad 

de TIC en manos de los estudiantes requie-

re de un maestro preparado para capita-

lizar dicha situación. De esta manera, se 

hace necesaria una política de TIC en edu-

cación que sea liderada por el Mineduca-

ción, como en otros países, y no sólo sea 

impulsada por el MinTIC, como ha ocurrido 

hasta el momento. El liderazgo del Minedu-

cación se hace particularmente importan-

te, ya que una política de TIC en educación 

implica una transformación de los conte-

nidos de los currículos, del perfil y el papel 

del maestro y de la calidad misma de la 

educación (Fontdevila, 2012).

Las estrategias de TIC en educación 

deberán incentivar la adquisición de 

equipos y contenidos digitales. En este 

sentido, por ejemplo, se debe ajustar el 

Decreto 1860 de 1994, de manera que se 

permita que las inversiones en TIC se pue-

dan incluir como parte de los cobros aca-

démicos que hacen los colegios privados.

Por último, en Colombia hace falta la 

implementación de una estrategia masiva 

que permita situar la educación en el cen-

tro de la agenda pública. A pesar de que en 

2012 hubo avances importantes del pro-

grama liderado por Empresarios por la 

Educación y acompañado por el Consejo 

Privado de Competitividad, “Un país uni-

do por la educación”18 –a través de una 

serie de foros con la revista Semana y el 

acompañamiento del Mineducación–, este 

no ha avanzado mucho en 2013 hacia la 

construcción del compromiso de conver-

tir la Educación en el principal tema de la 

agenda del país. Por tanto, es clave que el 

sector privado retome la batuta de este es-

fuerzo para consolidarlo y poder lanzar la 

firma de este compromiso social en 2014.

pertinencia de la educación

Los avances del país en materia de cierre 

de brechas de capital humano han sido más 

bien tímidos. Por tanto, en el caso del Con-

pes de Gestión del Recurso Humano, será 

clave que el Gobierno eleve su importancia 

al más alto nivel, en la medida en que ac-

tualmente es la política más importante 

que tiene el país sobre la mesa en materia 

de cierre de brechas de capital humano. Si 

bien no se puede esperar que el Conpes 

resuelva el problema de brechas de capital 

humano por sí solo, un Marco Nacional de 

Cualificaciones –como el que contempla el 

Conpes– sí se deberá convertir en la Piedra 

de Roseta que permita articular a los dife-

rentes actores, de manera que la formación 

se ajuste de manera más fácil a las cam-

biantes necesidades laborales del país. 

En este sentido, y dada la dificultad en 

articulación interinstitucional que ha puesto 

de manifiesto la implementación del Conpes, 

se recomienda que el país dé los pasos hacia 

la creación de una agencia que tenga como 

únicas funciones la construcción y la gestión 

de dicho Marco; al estilo de las que coordinan 

estos temas en países como Nueva Zelan-

da, Reino Unido y Australia, con sus propios 

espacios de articulación interinstitucional 

y sectorial. Para migrar hacia este modelo, 

se propone la creación de una alta gerencia 

en la Presidencia de la República, que sirva 

como articuladora de los diferentes actores. 

De otro lado, se deberá reestructurar y forta-

lecer la actual Comisión Intersectorial para 

la Gestión del Recurso Humano (Cigerh), de 

manera que permita la vinculación del sector 

privado desde el primer momento, tal como 

lo recomiendan los consultores internacio-

nales. En aras del pragmatismo y para evi-

tar inflación institucional, se propone que 

inicialmente se utilice el Sistema Nacional 

de Competitividad e Innovación para la crea-

ción del espacio de articulación público-pri-

vada. Adicionalmente, se recomienda, para 

la construcción del Marco Nacional de Cua-

lificaciones, comenzar por los sectores a los 

cuales el país está apostando en el marco de 

su política industrial (ver Capítulo Política de 

Cambio Estructural).

De manera complementaria, se reco-

mienda impulsar el trabajo entre los acto-

res del nivel local (e.g. IES, SENA, sector 

privado, Secretarías de Educación, etc.) 

para la identificación y el cierre de brechas 

de capital humano para las apuestas pro-

ductivas locales, al estilo de lo que se vie-

ne haciendo en el Cluster TIC de Medellín. 

En este caso, la Cámara de Comercio de 

Medellín ha creado una estrategia integral 

–con acciones de corto, mediano y largo 

plazo– de cierre de brechas de capital hu-

mano que se podría replicar en otras re-

giones del país a través de sus homólogos 

regionales o de las Comisiones Regiona-

les de Competitividad (CRC). Es importan-

18.	 Este programa busca emular la experiencia del programa en Brasil “Todos pela Educaçao”, a través del cual se estableció un compromiso de todos 
los actores relevantes de la sociedad (estudiantes, profesores, Gobierno, sector privado, medios, padres de familia, etc.) para poner el tema de la 
educación como el principal tema de la agenda en este país, incluida una campaña mediática agresiva. Como parte del compromiso se estableció 
una serie de metas puntuales, a las cuales les vienen haciendo seguimiento todos los actores.
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No. Recomendación Plazo Lo mínimo a realizar antes de agosto de 2014 Principales responsables

1
Utilizar el Sistema General de Regalías para 
aumentar cobertura de los programas de 
atención integral a la primera infancia. 

Mediano Plazo
Todos los municipios y departamentos con coberturas 
inferiores a la meta nacional deberán presentar proyec-
tos de primera infancia ante los OCAD.

Alcaldías y Gobernaciones.

2 Incentivar competencia al SENA para inducir 
una mayor calidad en la formación TyT. Mediano Plazo

Crear un fondo para la financiación de estudiantes (be-
cas) en programas TyT en los que compitan IES públicas 
y privadas y SENA y permitir que los codeudores sean 
personas jurídicas y naturales. Permitir que aprendices 
en empresas sean de IES públicas y privadas también, 
sin necesidad de autorización del SENA. 

Icetex - Mineducación.

3 Mejorar la calidad del capital humano que 
ingresa a la carrera docente. Corto Plazo

Implementar una campaña masiva de comunicación para 
cambiar la percepción sobre la carrera docente y buscar 
atraer mejor capital humano a ella.

Mineducación.

4 Fortalecer la calidad de los programas de 
formación de docentes en el país. Largo Plazo

Identificar e inhabilitar la continuidad de programas de 
baja calidad que hoy están formando los futuros docen-
tes del país.

Mineducación - Conaces.

5
Implementar evaluaciones de desempeño 
a toda la planta docente del sector oficial 
del país. 

Mediano Plazo
Garantizar que todos los docentes estén cobijados bajo 
un mismo estatuto que obligue la evaluación de desem-
peño para la entrada, permanencia y ascenso. 

Mineducación.

6 Implementar la estrategia “Un País Unido por 
la Educación. Mediano Plazo Hacer el lanzamiento oficial de los compromisos bajo la 

estrategia.
Sector Privado  
(ExE - CPC).

7

Diseñar e implementar una política de TIC en 
educación que integre el acceso, la formación 
del docente en el uso de TIC para educar, los 
ambientes de aprendizaje, la definición de 
contenidos, etc. 

Corto Plazo El Programa Computadores para Educar debe estar en 
cabeza del Ministerio de Educación Nacional. Mineducación.

8

Implementar el Conpes de Gestión del Recurso 
Humano, apuntando hacia la creación de una 
agencia que se encargue de diseñar y gestio-
nar el Marco Nacional de Cualificaciones. 

Mediano Plazo
Garantizar que la estrategia quede en manos de una 
instancia supra-ministerial, con una gerencia y presu-
puesto claros.

Cigerh.

9
Cerrar brechas de capital humano a través de 
las Comisiones Regionales de Competitividad. Mediano Plazo

Diseñar un documento guía para las Comisiones Regio-
nales de Competitividad que les dé línea sobre el trabajo 
a realizar para el cierre de brechas de capital humano 
para las apuestas productivas de los departamentos. 
Adicionalmente, se deben desarrollar varios pilotos de 
este tipo de trabajo.

Mincomercio.

Cuadro 3. Resumen: Principales recomendaciones en materia de Educación.

Fuente: Análisis Consejo Privado de Competitividad.

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Largo

Corto

Corto
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te que desde el nivel nacional, el Ministerio 

de Comercio, Industria y Turismo (Minco-

mercio), como coordinador de las CRC, dé 

línea a las Comisiones u otros actores loca-

les, sobre cómo llevar a cabo dicha tarea.

Finalmente, en el caso del bilingüismo, 

lo que ha hecho el país hasta el momento 

son acciones de impacto marginal. En este 

sentido, se recomienda el diseño de una 

política integral de bilingüismo que busque 

la articulación de diversos esfuerzos que 

hoy en día se vienen haciendo en la mate-

ria y que dé prioridad a esfuerzos sobre las 

necesidades de capital humano bilingüe 

de aquellos sectores sobre los cuales está 

apostando el país y las regiones en el mar-

co de su política industrial, y para los cua-

les las necesidades de bilingüismo son más 

apremiantes (e.g. Turismo de Salud, Turis-

mo de Naturaleza, BPO&O, etc.).
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La buena condición de salud de la población es determinan-
te en la productividad laboral de un país y, por consiguien-
te, en su competitividad. Aunque la productividad laboral 
depende de diversos factores1, la evidencia empírica ha 
demostrado que la salud de los trabajadores juega un papel 
fundamental en esta. Varios estudios han demostrado que 
trabajadores con mayores riesgos en salud y con estilos de 
vida menos balanceados –como inactividad física, estrés, 
colesterol elevado, entre otros– registran menores niveles 
de productividad en sus trabajos (Boles et al., 2004).

Colombia se ha caracterizado por tener 

una productividad laboral bastante baja. 

En 2012, luego de Brasil, ocupó el último 

lugar en relación con países de referencia 

(gráfico 1). Esto implica que si el país quie-

re alcanzar la meta propuesta para 2032 de 

convertirse en el tercer país más competi-

tivo de América Latina, una de las áreas en 

las que deberá centrar sus esfuerzos es en 

contar con un sistema de salud que permita 

garantizar una población sana.

La Ley 100 de 1993 ha permitido al-

canzar logros importantes en materia de 

salud. Por ejemplo, la cobertura registró 

un incremento sustancial2, el gasto de 

bolsillo se redujo3, la desigualdad en la 

afiliación en salud disminuyó no sólo en-

tre los niveles de ingreso sino también 

entre zonas geográficas4, entre otros as-

pectos. Sin embargo, el Sistema General 

de Seguridad Social en Salud (SGSSS) 

aún presenta grandes deficiencias que 

impiden garantizar una población sana. 

El país ha hecho innumerables esfuer-

zos –a través de diferentes Leyes y De-

cretos– para corregir estas deficiencias, 

pero hasta el momento sin mayor éxito. 

El más reciente fue la aprobación por 

parte del Congreso de la Ley Estatutaria 

que regula el derecho fundamental a la 

salud5, y al cierre de este Informe había 

sido aprobado por el Senado un Proyecto 

de Ley Ordinaria que redefine el SGSSS6.

Dado este contexto, el objetivo de este 

capítulo es aportar al análisis de la situa-

ción del SGSSS a la luz de tres dimensio-

nes: acceso y calidad de los servicios de 

salud, sostenibilidad financiera y compe-

titividad de la cadena. Posteriormente, se 

formulan algunas recomendaciones, las 

cuales podrían complementar la discusión 

del Proyecto de Ley en trámite.

1.	 Como por ejemplo: la educación de los trabajadores, los avances de la ciencia y sus aplicaciones, la organización de los procesos productivos, la 
eficiencia de los mercados, la infraestructura, el transporte y la logística, entre otros.

2.	 Mientras en 1990 31,4% de la población estaba cubierto, en 2012 esta proporción fue superior a 91%. Fuentes: Santa María (2008), Ministerio de 
Salud y Protección Social y DANE.

3.	 Pasó de representar 44% del gasto total en salud en 1993, a 14% en 2011. Fuente: Ministerio de Salud y Protección Social.
4.	 La afiliación en salud en el 20% más pobre de la población pasó de 4,3% en 1993 a 87% en 2011. Fuente: Ministerio de Salud y Protección Social.
5.	 Ley Estatutaria No. 209 de 2013 – Senado y 267 de 2013 – Cámara.
6.	 Proyecto de Ley No. 210 de 2013 – Senado.
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Diagnóstico y avances

acceso y calidad  
en la prestación de los servicios 

La mayor cobertura en el número de afi-

liados al SGSSS ha incrementado el uso de 

ciertos servicios. De acuerdo con la última 

Encuesta Nacional de Demografía y Salud 

(ENDS), el acceso a la consulta por preven-

ción pasó de 39% a 71,3% entre 1997 y 2010. 

Así mismo, los controles prenatales aumen-

taron de 70% a 90% entre 1990 y 20107.

Si bien estos resultados muestran me-

joras en el Sistema de Salud, aún existen 

grandes rezagos en términos de calidad. 

Con la Ley 100 de 1993 se esperaba crear 

un sistema basado en una agresiva com-

petencia entre proveedores y libre elec-

ción por parte de los usuarios, a partir de 

la calidad para administrar y prestar ser-

vicios de salud, donde la promoción de la 

salud y la prevención de enfermedades ju-

garan un papel fundamental. Sin embar-

go, el SGSSS se ha centrado en la solución 

de enfermedades de alta complejidad, con 

escasa capacidad en prevención y promo-

ción, y con costos muy altos.

En variables en las que se esperaba 

un impacto positivo de la Ley 100, como 

la valoración subjetiva de salud y el núme-

ro de citas preventivas, los resultados no 

han sido los mejores. De acuerdo con la En-

cuesta de Calificación de los Servicios de 

las Entidades Promotoras de Salud (EPS) 

que realiza el Ministerio de Salud y Pro-

tección Social (en adelante Minsalud), a 

la pregunta “¿Su EPS le ofreció vincularse 

a un programa para controlar una enfer-

medad crónica o mantenerse saludable?” 

5,8% de los encuestados respondió que 

“sí”, 37,1% respondió que “no” y 57,1% que 

“no sabía o no recordaba”. Esta situación 

se refleja en un mayor número de muer-

tes a causa de enfermedades prevenibles. 

Por ejemplo, mientras en 1993 las muertes 

por infarto representaron 11,7% del total de 

muertes en el país, en 2012 este porcenta-

je se incrementó a 15,3%8.

De otra parte, en materia de salud pú-

blica también existe mucho espacio para 

7.	 Para mayor detalle, ver Minsalud (2013 b).
8.	 Esta situación se refleja en un incremento de 7.712 personas muertas por causa de infarto.
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Luego de Brasil, Colombia pre-
senta la productividad laboral 
más baja en relación a países 
de referencia

Gráfico 1. Productividad laboral, 2012, US$ PPA.

Fuente: The Conference Board Total Economy Data-

base, 2013.
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El sistema de salud en Colom-
bia muestra grandes deficien-
cias, como lo evidencia los 
niveles inaceptables en morta-
lidad materna

Gráfico 2A. Tasa de mortalidad mater-
na (estimada mediante modelo, por 
cada 100.000 nacidos vivos), 2010.

Gráfico 2B. Tasa de mortalidad mater-
na para Colombia (1990-2010).

Nota: La tasa de mortalidad materna es la cantidad de 

mujeres que mueren durante el embarazo y el parto por 

cada 100.000 nacidos vivos. Los datos se estiman se-

gún un modelo de regresión que usa información sobre 

fertilidad, asistentes para el parto y prevalencia del VIH.

Fuente: Banco Mundial, World Develpment Indicators.
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mejorar. Si bien la mortalidad materna se 

redujo en más de la mitad entre 1990 y 

20109, esta tendencia se estancó duran-

te los últimos años y, después de Surá-

frica, el país registra la mayor tasa entre 

países de referencia (gráfico 2). En cuan-

to a mortalidad infantil, aunque ha dismi-

nuido sustancialmente10, el país está aún 

rezagado en el contexto internacional11.

La baja calidad en los servicios de 

salud también se refleja en los excesi-

vos trámites a los que se ven sometidos 

los afiliados, los cuales se terminan con-

virtiendo en una barrera de acceso a los 

servicios de salud. De acuerdo con la En-

cuesta de Calidad de Vida (ECV) de 2011, 

34,6% de las personas respondieron que 

los excesivos y dispendiosos trámites son 

el segundo aspecto que más influye en la 

calidad del servicio que reciben los usua-

rios de las EPS12. Estos trámites van des-

de autorizaciones para la prestación de 

los servicios, hasta trámites más largos y 

complejos como los que tiene que sopor-

tar un trabajador que pasa al régimen con-

tributivo (RC) porque consigue un empleo 

temporal, y al final del mismo busca regre-

sar al régimen subsidiado (RS)13.

La baja calidad en los servicios de sa-

lud se explica por diversas razones, dentro 

de las que se destacan: la falta de incen-

tivos para mejorar la calidad de los servi-

cios de salud, la integración vertical entre 

los actores del mercado y el abuso de posi-

ción dominante, la injerencia de la política 

clientelista en el Sistema, y la heterogenei-

dad en la capacidad de gestión de la salud.

Falta de incentivos  
para mejorar la calidad 

Bajo el esquema de la Ley 100 se esperaba 

que las EPS se enfocaran en la gestión del 

riesgo en salud. En la medida en que existía 

un pago fijo por afiliado –llamado Unidad de 

Pago por Capitación (UPC)–, se suponía que 

estas entidades, mediante actividades de 

promoción y prevención, debían disminuir 

el riesgo de enfermedad en sus afiliados a 

través de la contratación de Instituciones 

Prestadoras de Salud (IPS) que garantizaran 

la calidad. El objetivo era reducir los costos 

de atención al paciente y generar buenos re-

sultados en salud. Sin embargo, esto no es 

lo que ha sucedido, principalmente porque 

los incentivos no fueron los suficientes para 

inducir este comportamiento. 

Más aún, el grado de competencia 

que esperaba generar la Ley 100 –a par-

tir de remunerar a las EPS con la UPC– 

y su traducción en materia de calidad 

del servicio no se han dado. De hecho, 

se ha comprobado el abuso de posición 

dominante por parte de algunas EPS. 

En agosto de 2011, la Superintendencia 

de Industria y Comercio (SIC) halló tres 

acuerdos anticompetitivos cometidos en 

torno a la Asociación Colombiana de Em-

presas de Medicina Integral (ACEMI), lo 

que ocasionó la imposición de una multa 

a esta agremiación y a 13 EPS más por 

un valor que superó $16.000 millones14.

Adicionalmente, algunas EPS se han en-

focado en la selección de los pacientes sa-

nos, mientras otras se han concentrado en 

el recobro de los servicios no incluidos en 

el Plan Obligatorio de Salud (POS). Otras se 

han beneficiado de las barreras al acceso, 

ya sean geográficas –en la medida en que 

los centros de salud están situados lejos de 

las zonas rurales– o socioeconómicas –por 

ejemplo, los trabajadores informales enfren-

tan altos costos para ir al médico15.

Integración vertical

Si bien la Ley 100 no permitió explícita-

mente la integración vertical en el sector 

salud, dejó abierta la posibilidad de hacer-

lo, al autorizar mediante el artículo 177, 

que el Instituto de Seguro Social (ISS) 

pudiera continuar con su funcionamiento 

de EPS con su propia red de IPS. Poste-

riormente, la Ley 1122 de 2007 intentó 

controlar la integración vertical, al limitar 

la contratación entre EPS y sus propias 

IPS al 30%. No obstante lo anterior, de 

acuerdo con expertos del sector salud, la 

integración vertical hoy es muy superior 

a este límite que fijó la Ley. 

Aunque desde el punto de vista eco-

nómico la integración vertical podría traer 

9.	 Mientras en 1990 de cada 100.000 niños que nacían, morían 170 mujeres, en 2010 esta cifra se redujo a 92.
10.	 De acuerdo con el Banco Mundial, mientras en 1965 de cada 1.000 niños menores de cinco años morían 118, en 2011 sólo morían 18. Vale la 

pena resaltar que esta reducción no se debe exclusivamente al progreso del SGSSS, sino que es también resultado de la mejor infraestructura y de 
la provisión de mejores servicios durante los últimos 50 años, así como de los progresos en los programas de atención a la primera financia.

11.	 En 2011, en Colombia de cada 1.000 niños menores de cinco años morían 17,7, mientras en otros países de Latinoamérica esta cifra llega a ser 
menos de la mitad –por ejemplo, en Cuba y Chile esta tasa fue de 5,8 y 8,7, respectivamente–. Fuente: Banco Mundial.

12.	 Para mayor detalle, ver Minsalud (2013 b).
13.	 Hasta que la EPS reciba la última compensación, no libera al usuario, lo que impide que este se afilie nuevamente al RS. Para mayor detalle, ver 

Minsalud (2013 b).
14.	 Resolución 10958 de 2011.
15.	 Para mayor detalle, ver Minsalud (2013 b).
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consigo beneficios –en la medida en que 

permite aprovechar economías de escala, 

reduce costos de producción y transac-

ción, evita comportamientos oportunis-

tas de proveedores y comercializadores, 

entre otros aspectos–, en el sector salud 

podría generar incentivos que irían en de-

trimento de la calidad del servicio, al li-

mitar la competencia y restringir la libre 

elección del usuario. 

Un estudio que midió el grado de in-

tegración del servicio de atención bási-

ca en las cinco principales ciudades del 

país encontró que cerca de 70% de las 

EPS presta estos servicios únicamen-

te a través de su red o la de su grupo 

empresarial. Así mismo, identificó que 

el 16% de las EPS lo presta mediante IPS 

sobre las que tiene algún dominio o con-

trol vertical, y sólo el 14% con IPS sobre 

las que no tiene ningún control. Este es-

tudio concluye que algunas EPS sólo de-

sean prestar los servicios más rentables 

o aquellos cuya demanda permite redu-

cir costos y hacer ahorros que no se lo-

grarían si se contrataran con terceros 

(Restrepo et al., 2006). 

Lo anterior podría estar limitando el 

acceso y muchas veces estimulando la 

adquisición de seguros alternativos –ta-

les como medicina prepagada– para te-

ner la posibilidad de elegir libremente el 

prestador. Adicionalmente, podría estar 

reduciendo el grado de discrecionalidad 

de los médicos, en aras del interés cor-

porativo (Restrepo et al., 2006). La in-

tegración vertical podría incluso estar 

conllevando mayores gastos, en la medi-

da en que incentiva a que las EPS contra-

ten más caro con su propia red o compren 

medicamentos más costosos. 

Política clientelista

La injerencia de la política clientelista ha 

permeado varias instituciones del sector 

salud, lo que ha terminado afectando la 

calidad de los servicios y ha generado 

un efecto negativo sobre la legitimidad 

y confianza del SGSSS. El Sistema se ha 

prestado como botín burocrático del clien-

telismo16, incluidos los entes de control 

del orden nacional y regional, lo que ha re-

dundado en la debilidad de la capacidad de 

inspección, vigilancia y control del sector. 

Esta situación no sólo se ha traduci-

do en problemas en la calidad del servi-

cio, sino que ha traído efectos negativos 

sobre la sostenibilidad del Sistema. Se ha 

comprobado que algunas EPS han regis-

trado sobrecostos en los medicamentos 

y desviación de recursos a otras activi-

dades. Así mismo, el crecimiento en los 

recobros –de lo que se hablará más ade-

lante– no sólo se debe a la financiación 

de medicamentos y a prestaciones no co-

bijadas en el POS, sino también a prácti-

cas corruptas por parte de algunas EPS e 

IPS, como por ejemplo la de generar doble 

facturación por paciente.

Heterogeneidad en la capacidad  
de gestión en salud 

Las diferencias a nivel territorial son evi-

dentes en materia de resultados en salud. 

Por ejemplo, en indicadores como la tasa 

de mortalidad materna existe una gran 

disparidad entre las regiones. Mientras en 

departamentos como Santander, Arauca 

y Quindío, de cada 100.000 niños naci-

dos en 2012, menos de 24 madres mu-

rieron, en departamentos como Chocó, 

Cauca y Putumayo, el número ascendió a 

120 (Consejo Privado de Competitividad 

y Universidad del Rosario, 2013).

Las diferencias también se pre-

sentan en los servicios que prestan 

las EPS, dependiendo del tipo de régi-

men. De acuerdo con información en-

viada por las EPS sobre actividades de 

protección específica y detección tem-

prana, en ningún departamento las EPS 

del RC registran desempeño calificado 

como “muy deficiente”17, en tanto que 

las EPS del RS tienen calificación “muy 

deficiente” en cuatro departamentos18, 

y en Bogotá y otros 14 departamentos 

registran calificación “deficiente”19. Es-

tas brechas no sólo se presentan en-

tre departamentos y regímenes, sino 

también entre zonas urbanas y rurales. 

Según la ENDS de 2010, 22,5% de la po-

blación urbana respondió tener un es-

tado de salud “malo” o “regular”, frente 

a 34,1% de la población rural20.

Estas diferencias se presentan por 

distintas razones, entre ellas la disper-

sión geográfica de la oferta de servicios 

de salud y su falta de articulación. Sin 

embargo, quizá la mayor explicación es 

la heterogeneidad en la capacidad institu-

cional de los entes territoriales, en la me-

dida en que muchas regiones no cuentan 

16.	 Ver, por ejemplo, Hommes, R. (2012).
17.	 Sin embargo, varias EPS del RC en muchos departamentos obtuvieron una calificación “aceptable”.
18.	 Los departamentos son: Antioquia, Guaviare, Guainía y Vaupés.
19.	 Los departamentos son: Magdalena, Santander, Norte de Santander, Boyacá, Cundinamarca, Risaralda, Tolima, Huila, Meta, Vichada, Caquetá, Ama-

zonas, Putumayo y Cauca. Para mayor detalle, ver Minsalud (2013 b).
20.	 Para mayor detalle, ver Minsalud (2013 b).
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dad del Sistema

Gráfico 3. Cobertura y porcentaje de personas activas afiliadas al SGSSS, 1996-Julio de 2013.

Nota: Los cálculos se basan en el total de afiliados activos al SGSSS. 

Fuente: Ministerio de Salud y Protección Social, DNP y DANE. Cálcu-

los Consejo Privado de Competitividad.
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La falta de equidad en el acceso 
a los servicios de salud y de una 
permanente actualización del 
POS en el pasado y de su unifi-
cación llevó a un sinnúmero de 
demandas, afectando la sosteni-
bilidad financiera del Sistema

Gráfico 4. Número de reclamaciones al 
Fosyga y gastos por recobros del No POS.

Fuente: Fosyga. Cálculos: Ministerio de Salud y 

Protección Social.

Gastos por recobros 
(billones de pesos)

Porcentaje de CTC

Porcentaje de Tutelas

con la suficiente capacidad para realizar 

una buena gestión de la salud21.

sostenibilidad financiera

Cualquier sistema de salud que busque 

garantizar una buena salud de su pobla-

ción, necesariamente debe ser sostenible 

financieramente. En Colombia, la sosteni-

bilidad financiera del SGSSS se ha visto 

cuestionada durante los últimos años 

debido a varios factores, entre los cuales 

se destacan: el financiamiento parcial del 

Sistema vía impuestos a la nómina, los 

recobros a los que ha sido sometido y los 

altos costos de transacción en la admi-

nistración de los recursos.

Régimen Contributivo (RC)  
e informalidad

La Ley 100 cambió la forma de financiar el 

SGSSS al introducir un factor de solidaridad y 

establecer que parte del RS se financiara con 

recursos del RC, los cuales serían recauda-

dos vía un impuesto a la nómina formal. Sin 

embargo, esta nueva forma de financiación 

–por el incentivo implícito en la misma–, 

llevó a un mayor crecimiento del número de 

afiliados del RS frente a los del RC, con lo cual 

hoy más de 53% de los afiliados del Sistema 

pertenece al RS (gráfico 3). Esto se debió a 

que el esquema aumentó los costos atados a 

la nómina, lo cual incentivó la informalidad y, 

por lo tanto, el crecimiento del RS. Hoy en día 

el país presenta cifras de informalidad entre 

50% y 70%, con un importante impacto ne-

gativo sobre la productividad laboral22 (ver 

capítulo Mercado Laboral y Formalización).

Para promover la formalización –y en 

concordancia con recomendaciones del 

CPC23–, la pasada Reforma Tributaria –Ley 

1607 de 2012– introdujo cambios estruc-

turales, entre los que se destaca el nuevo 

mecanismo para financiar la salud. Esta 

21.	 DNP (2012, 15 de junio).
22.	 Hay diferentes motivos por los cuales la informalidad afecta la productividad laboral. Las empresas informales tienen menores posibilidades de ac-

ceder a financiación y menos propensión a crecer, y a la vez, poseen pocos incentivos para invertir e innovar, entre otros aspectos.
23.	 Ver Informe Nacional de Competitividad 2012-2013.
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Ley eliminó parcialmente los aportes que 

realizan los empleadores por concepto de 

salud e impuestos parafiscales – ICBF y 

SENA– para los trabajadores que ganan 

menos de 10 salarios mínimos y creó un 

nuevo impuesto llamado impuesto sobre 

la renta para la equidad (CREE). De este tri-

buto, que equivale a 9% durante los tres pri-

meros años –a partir de 2013– y a 8% para 

los años subsiguientes24, destinó 4,4% a la 

salud (ver capítulo Sistema Tributario).

Desligar en buena medida la financia-

ción de la salud de la contratación formal 

fue un gran paso. Sin embargo, se teme que 

aún persista el incentivo perverso de man-

tenerse a toda costa en el RS –más aún con 

la unificación del POS–, en la medida en que 

la formalización implica la pérdida de acce-

so a este régimen luego de cierto tiempo25.

A los incentivos de permanecer en el RS 

se suma el problema de sobreestimación 

en la base de datos del Sisbén, el cual se 

evidencia al realizar los cruces entre bases 

de datos de la DIAN y de los afiliados al RS. 

Estudios han encontrado que personas con 

ingresos suficientes para ameritar declarar 

renta se encuentran afiliadas al RS26.

Recobros

La existencia de dos regímenes diferentes 

en salud (RC y RS) con hasta hace poco 

distintos grados de cobertura, conjugado 

a la garantía constitucional del derecho a 

la salud sin límites, fueron los factores que 

redundaron en ingentes recobros al SGSSS 

y que amenazaron su sostenibilidad finan-

ciera. Así mismo, la falta de actualización 

del POS, el cual no evolucionó acorde con 

las necesidades de los colombianos y con 

los avances científicos, explica también el 

incremento desproporcionado en el núme-

ro de recobros27.

Lo anterior se manifestó en un sinnú-

mero de demandas –a través de tutelas– 

sobre las cuales la Corte Constitucional se 

pronunció a favor de los afiliados, lo que ge-

neró un sistema de salud paralelo conocido 

como “los recobros No POS al Fondo de So-

lidaridad y Garantía (Fosyga)”28. Los reco-

bros pasaron de $20.000 millones en el año 

2002, a $1,7 billones en 2012, con el pico 

más alto en el año 2010 –$2,4 billones–, 

un incremento de 85 veces en tan solo 10 

años (gráfico 4). Este crecimiento desbor-

dado en los recobros ha puesto las finanzas 

del SGSSS en estado de vulnerabilidad.

El Gobierno ha implementado algunas 

medidas para contrarrestar el crecimien-

to de los recobros y darle sostenibilidad al 

Sistema. Con el fin de reducir las tutelas, 

en 2007, mediante la Ley 1122, estableció 

llevar a consideración del Comité Técnico 

Científico (CTC) los casos de enfermedad 

de alto costo. Esta es la razón por la cual se 

observa una reducción en el número de tu-

telas durante los últimos años (gráfico 4). 

De otra parte, la Ley 1393 de 2010 creó nue-

vos impuestos para que el Sistema pudiera 

responder financieramente a estas necesi-

dades y redefinió la destinación de otros29.

Igualmente, el año pasado el Gobier-

no actualizó, amplió e igualó los POS del 

RC y del RS, aunque no sucedió lo mismo 

con la UPC. Si bien la UPC del RS se ha in-

crementado, aún sigue estando por deba-

jo de la del RC30. Así mismo, recientemente 

se estableció una nueva metodología para 

controlar directamente los precios de los 

medicamentos, sujetándolos a precios 

internacionales de referencia31. Se espera 

que esta última decisión reduzca tanto los 

gastos POS como los no POS.

Con el propósito de resolver parte del 

asunto de fondo en materia de recobros –la 

definición del núcleo esencial del derecho a 

la salud–, recientemente, el Congreso apro-

bó una Ley Estatutaria por medio de la cual 

se reglamenta el derecho fundamental a la 

salud, se definen los componentes esen-

ciales del mismo, se imponen límites y se 

establece el deber del Estado. Esta Ley aún 

está pendiente de aprobación final por par-

te de la Corte Constitucional.

Costos de transacción

Además de lo anterior, el esquema de finan-

ciamiento del SGSSS con sus múltiples fuen-

24.	 De este 1% adicional, se utilizará 30% para la nivelación de la UPC del RS.
25.	 Mediante la Ley de Formalización y Generación de Empleo (Ley 1429 de 2010) se trató de corregir esta situación. Esta Ley prohíbe la suspensión 

del beneficio derivado del Sisbén dentro del año siguiente al que el beneficiario haya sido vinculado a un contrato laboral formal. Adicionalmente, 
permite mantener, por dos años siguientes a la vinculación laboral, el cupo del beneficiario al RS.

26.	 En 2008 un estudio del Ministerio de Hacienda encontró que de 22.119 declarantes de renta que se encontraban afiliados al RS, 25% reportó in-
gresos anuales superiores a $92 millones y 14% declaró patrimonios líquidos superiores a $230 millones (Salazar, 2011).

27.	 Prueba de ello es que hasta enero de 2012, el POS era prácticamente igual al manual de tarifas que utilizaba el ISS para pagarles a sus prestadores en 1993.
28.	 El Fosyga es una cuenta adscrita a Minsalud, manejada por un consorcio de empresas fiduciarias, las cuales administran los recursos del RC y RS, 

así como los destinados al seguro de riesgos catastróficos y accidentes de tránsito.
29.	 Esta Ley aumentó la tarifa de IVA a la cerveza y cigarrillos, impuso una sobretasa al consumo de cigarrillos y modificó la tasa impositiva al consumo de licores.
30.	 En 2013, en promedio, la UPC del RS asciende a $508.993 y la del RC a $568.944. Esta diferencia entre las UPC ha llevado a que muchas EPS ha-

yan decidido no administrar más el RS.
31.	 Circular 03 de 2013 de Minsalud.
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tes es bastante complejo, lo que redunda en 

altos costos de transacción. En la actuali-

dad, la financiación del Sistema se basa en 

cuatro fuentes principales. La primera pro-

viene de los aportes que realizan los emplea-

dos pertenecientes al RC y los empleadores 

para los trabajadores que ganan más de 10 

salarios mínimos. Estos recursos son recau-

dados por las EPS mediante el impuesto a la 

nómina32. La segunda fuente se deriva del 

nuevo impuesto para la equidad (CREE), el 

cual empezará a destinar recursos al Siste-

ma a partir de 2014. La tercera fuente se ori-

gina con base en impuestos generales, que 

son destinados al financiamiento del RS y 

en su mayoría son girados directamente a 

las regiones a través del Sistema General de 

Participaciones (SGP)33. La cuarta fuente es 

producto de las rentas territoriales de los de-

partamentos y municipios. Adicional a estas 

cuatro grandes fuentes de financiación, del 

Presupuesto General de la Nación se sacan 

recursos para suministrar subsidios a la de-

manda a través del RS y para atender a vícti-

mas de accidentes, catástrofes y terrorismo.

Las diversas fuentes y los distintos 

actores involucrados en el recaudo, opera-

ción y control de los recursos incrementan 

los costos de transacción, lo que dificulta 

el flujo de los mismos. Un claro ejemplo de 

esta situación es la complejidad en los gi-

ros de recursos desde y hacia el Fosyga. 

Las EPS recaudan las cotizaciones del RC 

y, mediante un proceso denominado “giro 

y compensación”, deducen del total recau-

dado los costos correspondientes a la UPC 

–de acuerdo con el número de sus afilia-

dos– y giran el superávit o reclaman el dé-

ficit al Fosyga34. Además de ser un proceso 

complejo, genera costos de transacción 

elevados. De acuerdo con Minsalud, el cos-

to promedio anual de recaudo de cotizacio-

nes, a pesos de 2011, ascendió a $55.000 

millones, de los cuales 60% es pagado a los 

operadores de información de la planilla 

única de liquidación de aportes (PILA) y el 

restante a las entidades financieras por los 

convenios que las EPS deben realizar para 

garantizar el recaudo35.

A esto se suman los altos costos de 

operación del Fosyga, producto –entre 

otros aspectos– de la administración de 

la fiducia y de la recepción y la revisión 

de recobros y reclamaciones. De acuerdo 

con Minsalud, estos costos de operación 

y gestión del Fosyga ascendieron a más 

de $63.000 millones en 2012. En con-

junto, los costos anuales de operación y 

gestión del Fosyga, sumados a los costos 

asociados al recaudo de cotizaciones, as-

cendieron aproximadamente a $118.000 

millones anuales36.

Por último, la administración de infor-

mación del Fosyga tampoco ayuda en la 

reducción de los costos de transacción. El 

proceso de afiliación, actualización de la in-

formación y novedades está a cargo de las 

EPS y estas no cuentan con una misma es-

tructura de bases de datos. Esta situación 

genera ineficiencias e impide contar con in-

formación oportuna sobre el estado de afi-

liación de los usuarios. La Agenda Nacional 

de Competitividad (ANC), lanzada por el pre-

sidente Santos en julio de 2012, incluyó una 

serie de acciones, tales como la unificación 

de los sistemas de afiliación y cotización a 

la seguridad social, para reducir los trámites 

administrativos y crear mecanismos para la 

formalización. Sin embargo, esta acción no 

ha avanzado lo suficiente y se continúa dan-

do prórroga a su puesta en marcha (ver ca-

pítulo de Mercado Laboral y Formalización).

competitividad de la cadena

Una forma alternativa de ver la relación en-

tre salud y competitividad es considerar el 

sector salud como un sector más del apa-

rato productivo. Es claro que la crisis de la 

salud en el país es, en parte, atribuible a 

la misma falta de competitividad en la ca-

dena, la cual se debe a diversos factores, 

entre los que se encuentran los abordados 

hasta el momento en el capítulo.

Sin embargo, hay factores intrínse-

cos a la función de producción de la salud 

que explican la falta de competitividad de 

este sector. Por ejemplo, la baja calidad de 

algunos profesionales del sector salud37. 

En 2012, de acuerdo con las pruebas Sa-

berPro del ICFES, las carreras relaciona-

das con el sector salud –con excepción 

de Medicina– obtuvieron un puntaje in-

ferior al promedio nacional en todas las 

áreas evaluadas (gráfico 5). 

32.	 La contribución que realizan los empleados pertenecientes al RC equivale al 4% de sus ingresos y los aportes que hacen los empleadores por los 
trabajadores que ganan más de 10 salarios mínimos equivalen al 8,5% del 70% de los salarios de estos últimos.

33.	 El Gobierno también realiza aportes autónomos para ampliar la cobertura del RS y para pagar a las IPS. Así mismo, transfiere otros recursos para for-
talecer la red de urgencias de los hospitales públicos.

34.	 El recaudo de las cotizaciones representa aproximadamente $14 billones y con la Reforma Tributaria se espera que se reduzcan a $8 billones. La 
administración de este proceso, que es delegado a las EPS, se vuelve dispendiosa y costosa. 

35.	 Para mayor detalle, ver Minsalud (2013 b).
36.	 Ibíd.
37.	 Vale la pena anotar que así como existen grandes deficiencias en el capital humano en este sector, también se da el caso de muchos médicos y enferme-

ras colombianos que son reconocidos a nivel internacional por su alta calidad y buena preparación y que ha llevado a su migración hacia otros países.
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A excepción de Medicina, las carreras relacionadas con el sector salud obtuvieron un puntaje inferior 
al promedio nacional en todas las áreas evaluadas

Gráfico 5. Pruebas SaberPro en el sector de la salud, 2012.

Fuente: ICFES. Cálculos Consejo 

Privado de Competitividad.
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No sólo existe un problema de baja calidad 

de los profesionales, sino que también 

existen grandes brechas de capital huma-

no en el sector. Se estima que hay un dé-

ficit superior a 2.000 médicos y que esta 

brecha entre oferta y demanda seguirá 

aumentado durante los próximos años 

(McKinsey&Company, 2009). Adicional-

mente, existen subespecialidades médicas 

en las cuales la tasa de formación de nue-

vos profesionales se encuentra muy reza-

gada frente al crecimiento de la demanda.

En el sector salud también es funda-

mental un buen nivel de bilingüismo de los 

profesionales y trabajadores, en particular 

cuando se trata del desarrollo de subsec-

tores como el de turismo en salud –el cual 

se pretende convertir en un sector de talla 

mundial a través del Programa de Trans-

formación Productiva (PTP) del Ministerio 

de Comercio, Industria y Turismo (ver ca-

pítulo Política de Cambio Estructural). Sin 

embargo, el porcentaje de capital humano 

bilingüe en el sector es bastante bajo. Se 

estima que en los médicos está alrededor 

de 55% y en las enfermeras de 8%, frente 

a 80% y 50%, respectivamente, en Tailan-

dia y 100% en ambas profesiones en India 

(McKinsey&Company, 2009).

De otra parte, el uso de herramientas 

tecnológicas en el sector salud es bastante 

escaso. En otros países se ha demostrado 

que estas no sólo han mejorado la preven-

ción de enfermedades y los tratamientos 

de los pacientes, sino que también han 

contribuido a la reducción de los costos en 

salud. Por ejemplo, existe un gran poten-

cial en el uso de la telemedicina. De acuer-

do con estudios de la multinacional Cisco, 

cerca del 85% de las consultas médicas 

no requieren de una interacción física en-

tre médicos y pacientes, razón por la cual 

la atención médica remota podría ayudar 

a descongestionar los centros médicos y 

beneficiar a los pacientes que realmente ne-

cesitan ser atendidos. En la misma línea, el 

país tiene muchos rezagos en materia de 

digitalización de historias clínicas y, en ge-

neral, de utilización de plataformas tecno-

lógicas para soportar la administración del 

Sistema de Salud. Por ello, el MinTIC, dando 

respuesta a lo estipulado en la Ley 1419 de 

201038 y en la Ley 1438 de 201139, creó el 

Nodo de Innovación en Salud, mediante el 

cual definió una agenda estratégica para el 

sector, dando prioridad a seis áreas de ac-

ción: i) normatividad, ii) infraestructura de 

soporte, iii) acceso a la salud, iv) sistemas 

de información de pacientes, v) garantías 

de seguridad para el paciente y vi) educa-

38.	 La cual establece lineamientos para el desarrollo de la telesalud.
39.	 Que establece la implementación de la historia clínica única electrónica.

Grupo de acciones Acción ANC Acción Grupo

Administración del riesgo financiero 
en salud.

Vigilar las funciones de administración del riesgo financiero inherente de las 
EPS: Realizar un proceso de transición de las facultades de supervisión a la 
Superintendencia Financiera.

Cuadro 1. Avances de la Agenda Nacional de Competitividad en materia de Salud (primer semestre 2013).

Fuente: Consejo Privado de Competitividad con base en DNP - Sistema Nacional  

de Competitividad e Innovación. Primer semestre de 2013.
Avance con retrasos

Sin avances  
y /o retrasos significativos

Acción terminada

Avance satisfactorio
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ción y formación del recurso humano en 

uso de las TIC (MinTIC, 2012). Sin embargo, 

a pesar de esto, todavía los esfuerzos por 

prestar servicios por medio de las TIC son 

aislados y no se ha logrado la implementa-

ción unificada de la historia clínica en línea.

Un avance en materia del uso de tec-

nologías se dio a partir de la creación 

del Instituto de Evaluación Tecnológica 

en Salud mediante la Ley 1438 de 2011. 

Este Instituto, cuyo objetivo principal es 

promover acceso equitativo, eficiente y 

sostenible a tecnologías de calidad a la 

población, está funcionado adecuada-

mente y con muy buenas perspectivas.

Por otro lado, existen grandes deficien-

cias en materia de información del sector 

que imposibilitan la toma de decisiones 

para mejorar la eficiencia y la efectividad 

de los procesos. Por ejemplo, en Colombia 

son escasas las mediciones de los resulta-

dos en salud más allá de las vacunas y la 

mortalidad. La implementación de indicado-

res, tales como tiempos de recuperación de 

los pacientes y tratamientos y procedimien-

tos realizados, ha mejorado la eficiencia de 

muchos proveedores de salud en otros paí-

ses. Así mismo, los seguimientos a los cos-

tos de los tratamientos, la estandarización 

de los procesos, la mejor adecuación de las 

capacidades del personal a las tareas, entre 

otros, han permitido a proveedores en otros 

países alcanzar ahorros superiores a 25% 

(Porter & Lee, 2013).

Existen también grandes vacíos en ma-

teria de agendas de ciencia, tecnología e 

innovación que apunten a mejorar la compe-

titividad del sector. Un gran porcentaje de las 

patentes de medicamentos en el mundo pro-

vienen de las alianzas universidad-empresa. 

Sin embargo, en el país este tipo de alianzas, 

en particular en este sector, son escasas.

Falta también la masificación de tra-

bajo articulado entre diferentes actores de 

la cadena para incrementar su productivi-

dad a través de, por ejemplo, el desarrollo 

de clusters de salud. Algunas iniciativas en 

este sentido se vienen dando en diferen-

tes regiones del país, sin embargo, siguen 

siendo la excepción. Por ejemplo, Atlánti-

co se encuentra desarrollando un cluster 

de salud, y Medellín está trabajando en un 

cluster dirigido a la exportación de servi-

cios médicos y odontológicos.

Recomendaciones

Si bien el Congreso ya aprobó una Ley Esta-

tutaria que regula el derecho constitucional 

a la salud, esta no es suficiente para resol-

ver los problemas del actual Sistema. Es ne-

cesario seguir avanzando, ya sea mediante 

la aprobación de una Ley Ordinaria que re-

defina el ordenamiento y el funcionamiento 

del Sistema de Salud, o buscando la manera 

de redefinirlos mediante reglamentación y 

Decretos. Cualquiera que sea el camino, es 

fundamental que exista una relación armó-

nica y sólida con la Ley Estatutaria. 

Las recomendaciones que siguen a 

continuación están encaminadas a contri-

buir a la discusión del Proyecto de Ley Or-

dinaria, que al momento de cierre de este 

capítulo ya había sido aprobado por el Se-

nado y se encuentraba a la espera de su 

trámite por la Cámara de Representantes. 

calidad en la prestación  
de los servicios de salud

El esquema de salud en el país ha sido más 

curativo que preventivo, lo que hace nece-

sario alinear los incentivos de todos los 

actores alrededor de mejores resultados 

en salud para los pacientes. Se requiere 

enfocar los esfuerzos de las EPS o de los 

nuevos “gestores de servicios de salud” –

en caso de aprobarse el Proyecto de Ley en 

la Cámara40– en la promoción de la salud, 

la prevención de enfermedades y la calidad 

del servicio. Para esto es fundamental ge-

nerar nuevos incentivos en esa dirección. 

Una alternativa es modificar el cálculo de la 

UPC y sujetarla al cumplimiento de este tipo 

de variables. Para esto, se podría dividir en 

dos partes el cálculo de la UPC: una fija, que 

le reconocería a cada EPS –o gestor– por 

afiliado; y una variable, que dependería del 

cumplimiento en indicadores de promoción, 

prevención, calidad del servicio, entre otros. 

Si bien una propuesta parecida fue hecha 

por el Gobierno cuando presentó el Proyecto 

de Ley, esta ya fue eliminada41.

Cualesquiera que sean los incentivos 

para generar mejores resultados en salud, 

es importante darlos a conocer a los afilia-

dos. Lo anterior permitiría a estos exigir un 

nivel de servicio adecuado o, en su defecto, 

trasladarse a otras EPS. Esto estimularía la 

competencia dentro del sector y garantiza-

ría la libre elección. Más aún, se recomienda 

40.	 El Proyecto de Ley –ya aprobado en el Senado– acaba con las EPS y define un nuevo sistema de incentivos a la gestión del riesgo en salud a cargo 
de los “gestores de servicios de salud”. Este nuevo esquema de gestión está basado en resultados y acceso efectivo a los servicios, lo que elimina 
la responsabilidad del recaudo y la administración directa de recursos.

41.	 Se debe reconocer que en el Proyecto de Ley aún existen obligaciones –no tan vinculantes– que permitirían generar estímulos en este sentido. 
Por un lado, está la obligación para los gestores de realizar rendición de cuentas sobre su desempeño en el cumplimiento de metas de cobertura, 
resultados, calidad en el servicio, gestión del riesgo financiero y en salud. Por otro lado, el Proyecto sujeta la asignación de los excedentes de los 
gestores a los resultados en salud.
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que la SIC defina una estrategia particular 

para la vigilancia del comportamiento de la 

competencia en este sector.

Precisamente, en relación con el tema 

de competencia, preocupa la propuesta del 

Proyecto de otorgar a los gestores la com-

petencia de conformar redes de prestación 

de servicios, ya que podría generar la repar-

tición de zonas exclusivas por parte de los 

mismos y favorecer el ejercicio de posición 

dominante y generar conflictos de interés 

e incentivos en contra de la calidad en los 

servicios. De aprobarse esta propuesta, es 

necesario establecer disposiciones que ga-

ranticen la competencia entre los actores 

en las diferentes regiones.

Siguiendo con la alineación de in-

centivos de los actores, si bien el Sena-

do aprobó la prohibición de la integración 

vertical entre los gestores y las IPS, no se 

entiende por qué se excluyó para los ser-

vicios básicos en salud. Se recomienda 

que esta prohibición sea completa en to-

dos los niveles de atención y para todos 

los actores del sector salud.

Por otro lado, el SGSSS jamás funcio-

nará correctamente si los grupos o sec-

tores políticos continúan utilizando el 

Sistema como fortín burocrático. Como, 

tal vez, en el corto plazo va a ser imposi-

ble eliminar el clientelismo, se hace cru-

cial establecer mecanismos para blindar 

sus instituciones. Por lo tanto, se reco-

mienda que nombramientos como el del 

superintendente de salud y los directores 

de instituciones relacionadas con el sec-

tor sean independientes del ciclo político. 

Así mismo, se propone realizar por con-

curso los nombramientos de los gerentes 

de los hospitales públicos42.

Complementariamente, es clave 

fortalecer la capacidad de inspección, 

vigilancia y control por parte de la Su-

perintendencia de Salud a los diferentes 

actores del Sistema, con el propósito de 

proteger los derechos de los usuarios, 

la calidad y el acceso a la prestación de 

servicios, y la oportunidad en el flujo de 

los recursos. En este sentido, será im-

portante que la Superintendencia cuen-

te con una normatividad apropiada que 

le permita implementar medidas de tipos 

correctivo y preventivo, así como de ca-

rácter sancionatorio. Vale la pena desta-

car que el Proyecto de Ley aprobado por 

el Senado establece un marco legal en 

este sentido que le da mayor fuerza a la 

actuación de esta Superintendencia.

Es preocupante la facultad que otor-

ga el Proyecto de Ley a los entes territoria-

les de asumir la organización y la garantía 

de la prestación de los servicios, en caso 

de que en situaciones especiales se pon-

ga en riesgo el acceso a la salud de la po-

blación. Este aspecto puede ser de doble 

filo en la medida en que se ha evidencia-

do que la capacidad institucional de algu-

nos entes territoriales es aún muy frágil. 

En algunos casos, porque no cuentan con 

la suficiente capacidad técnica, y en otros, 

porque puede conducir a mayores proble-

mas de politiquería y corrupción. De apro-

barse esta propuesta del Proyecto de Ley, 

será fundamental que Minsalud evalúe con 

detenimiento la capacidad institucional de 

cada ente. En este sentido, se recomienda 

a Minsalud la implementación de indicado-

res para monitorear, evaluar y analizar la 

situación de salud en las regiones. Estos 

deberían ser la base principal no sólo para 

conceder este tipo de competencias, sino 

también para que desde los entes territoria-

les se establezcan medidas correctivas y se 

formulen e implementen políticas públicas. 

Adicionalmente, se recomienda a Minsalud 

y al DNP apoyar y acompañar a los entes 

territoriales más rezagados en materia de 

salud, para que fortalezcan su capacidad de 

gestión institucional.

sostenibilidad financiera

En cuanto al problema de informalidad 

que generan los altos costos laborales 

no salariales y que redunda en un RS de-

masiado grande, se recomienda seguir 

reduciendo estos costos (ver capítulos 

Mercado Laboral y Formalización – Sis-

tema Tributario). Adicionalmente, con el 

fin de ajustar el Sisbén a la población que 

le corresponde, se sugiere establecer un 

comité técnico –conformado por funcio-

narios de la DIAN, el DNP y los Ministerios 

de Salud, de Trabajo y Educación– con el 

propósito de depurar la base de datos, de 

manera que este beneficio sólo aplique a 

las personas que realmente lo necesitan.

Respecto al problema de los reco-

bros, es fundamental que se realice la ac-

tualización del POS de manera periódica y 

constante. Adicionalmente, se recomienda 

redefinir su cobertura a partir de una com-

binación de prioridades en materia de sa-

lud pública y de exclusiones explícitas43. Así 

42.	 Con respecto a este aspecto, es infortunada la aprobación por parte del Senado de la propuesta del Proyecto de Ley relacionada con el nombramiento 
de los gerentes de los hospitales públicos por parte de la autoridad nacional o regional competente.De acuerdo con el Proyecto, esta entidad estará en-
cargada de afiliar, recaudar, administrar y girar los recursos destinados al pago de servicios de salud.

43.	 El Gobierno, en el Proyecto de Ley, ha planteado una nueva estructura al plan de beneficios, la cual incorpora una lista de exclusiones explícitas de 
servicios y tecnologías.
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mismo, con el fin de evitar problemas por 

haber exceptuado algún procedimiento y/o 

medicamento, es necesario que este proce-

so también sea apoyado desde el Instituto 

de Evaluación de Tecnología en Salud y des-

de el Instituto Nacional de Salud. 

La redefinición de cobertura del plan 

de beneficios implicaría necesariamente 

una evaluación técnica y actuarial de la 

UPC, de tal manera que su valor garantice 

el adecuado financiamiento y la sosteni-

bilidad de la misma en el largo plazo. En la 

medida en que el plan de beneficios se re-

vise de manera periódica, habría que es-

tablecer un mecanismo para que la UPC 

se actualice acorde con las nuevas nece-

sidades. Adicionalmente, es fundamental 

implementar la metodología de control a 

los precios de los medicamentos, con la 

cual se espera reducir tanto el gasto POS 

como el no POS, lo que impactará de for-

ma positiva el cálculo de la UPC. Así mis-

mo, se requiere que en el corto plazo se 

iguale la UPC del RS y del RC.

En la medida en que la Reforma Tri-

butaria introdujo cambios sustanciales 

en la financiación del SGSSS, es la opor-

tunidad para revisar el actual sistema de 

recaudo y manejo de los recursos. Con 

respecto a este punto, el Senado aprobó 

la propuesta del Proyecto de Ley de in-

tegrar todos los recursos a partir de la 

creación de Salud-Mía44, argumentando 

que esto le dará al sector mayor clari-

dad a la priorización, la asignación y la 

ejecución de los recursos disponibles, 

y reducirá los costos de administración 

del Sistema45. No obstante, se debe pro-

curar que esta sea una entidad lo más 

eficiente posible y se debe blindar de 

cualquier tipo de corrupción.

También se requiere trabajar en un 

sistema de información robusto, que in-

corpore acciones como las que contem-

pla la ANC relacionadas con la unificación 

de los sistemas de afiliación y cotización 

a la seguridad social. Lo anterior permiti-

ría contar con información oportuna so-

bre el estado de afiliación de los usuarios 

y reduciría los trámites administrativos.

mejorar la competitividad  
de la cadena

El sector salud necesita una agenda de 

transformación productiva que le permita 

incrementar su competitividad y ofrecer 

servicios de calidad. En este sentido, y 

de acuerdo con Porter y Lee (2013), una 

agenda de competitividad del sector debe 

tener como principal meta incrementar el 

valor para los pacientes, entendiéndose 

por este la obtención de los mejores re-

sultados posibles en salud con respecto 

al costo pagado por conseguirlos.

Esta agenda debe comprender las 

relaciones comerciales entre los acto-

res del Sistema46; la formación de ca-

pital humano relevante; los cambios 

regulatorios que se necesiten; los re-

querimientos de infraestructura espe-

cífica; las agendas de ciencia, tecnología 

e innovación requeridas por el sector; la 

adopción de Tecnologías de la Informa-

ción y las Comunicaciones (ver capítulo 

TIC); la implementación de medidas para 

evaluar los resultados de los servicios 

prestados; el desarrollo de clusters para 

este sector, entre otros.

En particular, para mejorar la cali-

dad del capital humano se recomienda 

elevar los niveles de exigencia estable-

cidos en universidades y centros de 

formación técnica y tecnológica que 

forman profesionales para el sector. 

Un mecanismo para esto podría ser in-

crementar los requerimientos exigidos 

en los resultados Saber 11 para los es-

tudiantes que ingresan a estas carre-

ras. Igualmente, es necesario fortalecer 

el sistema de inspección, vigilancia y 

control sobre las instituciones de edu-

cación superior, a través de mayores 

requisitos para el otorgamiento del re-

gistro calificado para estos programas 

(ver capítulo Educación). Adicional-

mente, es importante que la política de 

bilingüismo dé prioridad al sector salud 

en el momento de su implementación, 

en la medida en que este es uno de los 

sectores donde este tema es más rele-

vante para su productividad.

También es clave la implementación 

de las TIC en el sector salud. En este sen-

tido, se recomienda acelerar la agenda del 

Nodo de Innovación en Salud del MinTIC, 

la cual contempla los lineamientos para 

el desarrollo de la telesalud establecidos 

por la Ley 1419 de 2010 y la instrumenta-

ción obligatoria de la historia clínica única 

electrónica que prevé la Ley 1438 de 2011. 

Así mismo, es importante continuar 

apoyando el Instituto de Evaluación de 

Tecnología en Salud y blindarlo de cual-

44.	 De acuerdo con las disposiciones ya aprobadas, esta entidad estará encargada de afiliar, recaudar, administrar y girar los recursos destinados al 
pago de servicios de salud.

45.	 Minsalud estima que la inversión inicial para poner en funcionamiento Salud Mía es de $18.000 millones. En el corto plazo proyecta una reducción superior a 
50%, lo que implica que los costos anuales serían alrededor de $55.000 millones, frente a los actuales: $118.000 millones.

46.	 Productores de insumos, comercializadores y distribuidores de insumos, prestadores de servicios de salud y entidades que actúan como terceros pagadores.
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No. Recomendación Plazo Lo mínimo a realizar  
antes de agosto de 2014

Principales  
responsables

1
Dividir en dos partes el cálculo de la UPC: una fija y una 
variable que dependería del cumplimiento de indicadores 
de promoción y prevención.

Mediano Minsalud.

2 Prohibir por completo la integración vertical en todos los 
niveles de atención y entre todos los actores del Sistema. Mediano Minsalud.

3 Establecer mecanismos para blindar las instituciones del 
sector salud del clientelismo. Mediano Minsalud.

4 Actualizar la cobertura del plan de beneficios de manera 
periódica y constante. Mediano Minsalud.

5 Establecer un mecanismo para que la UPC se actualice 
acorde a las necesidades del plan de beneficios. Mediano Igualar la UPC del RC y del RS. Minsalud.

6

Establecer una agenda de transformación productiva que 
le permita al sector salud incrementar su competitividad 
y ofrecer servicios de calidad. 

Mediano Implementar experiencias de trabajo de 
clusters de salud en los departamentos.

Minsalud -Mineducación - Min-
TIC - Entes territoriales.

Cuadro 2. Resumen: Principales recomendaciones en materia de Salud (no incluidas en el proyecto de Ley de reforma a la salud).

Fuente: Análisis Consejo Privado de Competitividad.

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

quier tipo de corrupción, con el propósi-

to de continuar promoviendo el acceso a 

tecnologías de calidad.

Igualmente, son fundamentales la 

implementación y el seguimiento perma-

nente de indicadores que permitan me-

dir los resultados en salud, más allá del 

perfil demográfico y de la morbilidad de la 

población. Por ejemplo, en las IPS se pue-

den establecer indicadores que permitan 

evaluar el tiempo de recuperación de las 

distintas enfermedades con base en los 

tratamientos y procedimientos realiza-

dos. Así mismo, en el largo plazo las IPS 

podrían medir las consecuencias de las 

terapias, llevando estadísticas como pér-

didas en la movilidad debido a rehabilita-

ciones inadecuadas, susceptibilidad de 

infecciones, riesgos de fractura comple-

ja, entre otros. Adicionalmente, se podría 

hacer seguimiento a los costos de los tra-

tamientos, a los recursos utilizados para 

el cuidado de los pacientes, incluida la in-

fraestructura requerida, entre otros. 

Es importante que buena parte de 

estas agendas se trabaje desde el nivel 

regional, en la medida en que muchos 

de los cuellos de botella que limitan la 

productividad del sector sólo se pueden 

identificar y abordar a tal nivel. Por lo 

tanto, se recomienda que se repliquen 

en otros departamentos las experien-

cias de trabajo de cluster de salud que 

se vienen implementando en Barranqui-

lla y Medellín. En dicho trabajo las Co-

misiones Regionales de Competitividad 

podrían jugar un papel importante en la 

articulación de los diferentes actores 

públicos y privados relevantes.
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Pensiones

Cobertura del sistema de pensiones.

Fuente: Ministerio de Trabajo (2013).
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Existen varios canales a través de los cuales el esquema 
pensional de un país afecta su competitividad. Uno de 
ellos tiene que ver con su relación con la capacidad de 
ahorro del país ya que, por lo general, los ahorros pensio-
nales se convierten en una de las principales fuentes de 
inversión de largo plazo –en particular en materia de in-
fraestructura–, por lo que un sistema con baja cobertura 
no sólo se convierte en una bomba social, sino que limita 
las capacidades de inversión. 

Otro canal es el de la equidad. Un sistema 

que termina privilegiando a los individuos de 

mayor ingreso profundiza las brechas de des-

igualdad de un país, con lo que genera efectos 

negativos sobre su competitividad. Un tercer 

canal es el de su impacto sobre las cuentas 

fiscales. Un sistema pensional financiera-

mente insostenible puede conducir a deu-

das pensionales impagables, desequilibrios 

macroeconómicos y subsecuentes efectos 

negativos en materia de competitividad.

Colombia necesita un sistema pen-

sional sólido si quiere lograr la visión de 

ser uno de los tres países más competi-

tivos de América Latina en el año 2032. El 

sistema pensional vigente hoy tiene baja 

cobertura, una gran desigualdad al inte-

rior del mismo y el enorme reto de garan-

tizar su sostenibilidad financiera.

El Gobierno nacional, en cabeza del Mi-

nisterio de Trabajo, ha anunciado la pre-

sentación al Congreso de un proyecto de 

reforma pensional que aborde estas tres 

deficiencias del sistema. Mediante un 

Nuevo Modelo de Protección para la Vejez, 

el proyecto busca que todos los trabaja-

dores, formales e informales, cuenten al 

llegar a la edad de jubilación con un ingre-

so, bien sea mediante una pensión o un 

apoyo parcial del Estado.

A continuación se presenta un diag-

nóstico sobre la situación del sistema 

pensional en Colombia, destacando sus 

cuellos de botella, los avances y la pro-

puesta de reforma del Gobierno. Poste-

riormente se hacen recomendaciones 

para el mejoramiento de la cobertura, la 

equidad y la sostenibilidad del sistema.

Diagnóstico y avances

cobertura

El Sistema General de Pensiones (SGP) 

actual está compuesto por dos regíme-

nes1: el Régimen de Prima Media (RPM)2 

y el Régimen de Ahorro Individual con 

Solidaridad (RAIS)3. Según información 

de la Superintendencia Financiera, a no-

viembre de 2012, existían 22,8 millones 

de trabajadores participando en el mer-

cado laboral colombiano, de los cuales 

17,2 millones se encuentran afiliados en 

alguno de los dos regímenes del SGP (6,5 

millones al RPM y 10,7 millones al RAIS). 

No obstante, del total de afiliados única-

mente 7,7 millones cotizan activamente4 

(dos millones en el RPM y 5,7 millones 

1.	 También existen regímenes exceptuados (Fuerzas Militares- Policía, Magisterio-Senado, Ecopetrol).
2.	 Es el sistema de ahorro para la vejez administrado por el Estado a través de Colpensiones. Este régimen cuenta con beneficios predefinidos subsi-

diados por el Estado.
3.	 Es el sistema de ahorro para la vejez administrado por los fondos de pensiones privados. La pensión depende del esfuerzo de ahorro individual.
4.	 Cotizaron al menos una vez en el último semestre.
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en el RAIS), de los cuales se estima que 

solamente dos millones lograrán pensio-

narse en el futuro (gráfico 1). Por tanto, 

en términos relativos, sólo uno de cada 

10 colombianos llegará a pensionarse, 

debido a la falta de opciones y mecanis-

mos de inclusión al sistema pensional.

Un estudio de Hugo López y Francisco 

Lasso (2012) estima que si todas las per-

sonas de entre 18 y 55 años (19.912.334) 

estuvieran hoy en el RPM, únicamente 

8,7% (1.734.679) se pensionaría. En con-

traste, si todas las personas estuvieran 

en el RAIS, este porcentaje sería de 11,1% 

(2.201.917). Esto muestra la baja proba-

bilidad de pensionarse de los colombianos 

que actualmente están afiliados al SGP.

Las estadísticas de cotizantes acti-

vos reflejan la baja cobertura del SGP, en 

la medida en que solamente 32,8% de las 

personas que participan en el mercado la-

boral está ahorrando para su vejez. Esta ci-

fra contrasta con las de países de la región, 

como Argentina, que tiene una cobertura de 

90,4%; Brasil de 86,3%; Uruguay de 85,7%, 

y Chile de 57,2% (Mintrabajo, 2013). Una si-

tuación similar se presenta con las perso-

nas en edad de pensionarse: solamente uno 

de cada tres adultos mayores tiene acceso 

a una pensión de vejez5.

Entre las principales causas de la baja 

cobertura se encuentra la informalidad la-

boral, así como algunas rigideces del mis-

mo SGP. En Colombia, aproximadamente 

el 70% de los ocupados son informales 

(ver capítulo Mercado Laboral y Formali-

zación), es decir que no cumplen con las 

obligaciones prestacionales laborales, en-

tre ellas la de cotizar a pensiones. Adicio-

nalmente, muchos trabajadores, al entrar 

y salir de la informalidad continuamente, 

no alcanzan a cotizar el número de sema-

nas necesario para pensionarse. La mayo-

ría de los trabajadores pasan en promedio 

casi la mitad de la vida laboral sin cotizar6 

(Mintrabajo, 2013). 

Una de las rigideces que más atentan 

contra la cobertura del SGP la establece 

la Constitución Política de Colombia7. De 

acuerdo con esta, tanto la cotización mí-

nima como la pensión mínima están ata-

das al salario mínimo8. Lo anterior implica, 

por un lado, que gran parte de los traba-

jadores informales que ganan menos 

de un salario mínimo9 no tienen acceso 

al SGP. Por otro lado, en términos relati-

vos el ahorro que se debe hacer al RAIS 

para conseguir una pensión de al menos 

un Salario Mínimo Legal Mensual Vigente 

(SMLMV) es muy elevado. Esta rigidez le-

gal se aúna al hecho de que, comparado 

con otros países, el salario mínimo en Co-

lombia es demasiado alto10 (ver capítulo 

Mercado Laboral y Formalización).

Como alternativa a esta rigidez, el Go-

bierno cuenta con dos instrumentos: el 

programa Colombia Mayor y el sistema 

de Beneficios Económicos Periódicos 

(BEPS)11 próximo a implementarse. El 

programa Colombia Mayor busca otor-

garles a los adultos mayores de 65 años 

pertenecientes a Sisbén 1 y 2 que, da-

das sus condiciones, no lograron ahorrar 

para su vejez, un aporte monetario12 del 

Estado que les permita financiar sus ne-

cesidades básicas y mejorar su calidad 

de vida. Esta iniciativa ha beneficiado a 

cerca de un millón de adultos mayores. 

El Gobierno espera duplicar en cinco años 

los beneficiarios, aproximándose a una 

cobertura universal de adultos mayores 

que vivan en extrema pobreza.

Por su lado, los BEPS se focalizarían 

en todas aquellas personas pertenecien-

tes al Sisbén 1, 2 y 313 que han logrado 

ahorrar recursos para su vejez, pero que 

debido a la volatilidad en el mercado la-

boral no logran ahorrar lo suficiente para 

acceder a una pensión14. En este siste-

ma los trabajadores podrán ahorrar lo 

que puedan y cuando puedan15. El Go-

bierno premiará este esfuerzo aportando 

20 pesos por cada 100 pesos de ahorro. 

De esta forma, este grupo de trabajado-

res contará, al llegar a su edad de retiro, 

con un ingreso que le permita tener una 

5.	 Según información de Mintrabajo, de los 5,3 millones de colombianos en edad de pensionarse, únicamente 1,6 millones cuentan con una pensión.
6.	 Según Mintrabajo, el promedio de cotización es de 10,3 años para vidas laborales de 25 años (1.300 semanas).
7.	 Artículo 48 de la Constitución Política Colombiana y Ley 100 de 1993.
8.	 En ningún caso el ingreso base de cotización podría ser inferior a un Salario Mínimo Legal Mensual Vigente (SMLMV). Cumplidas ciertas condicio-

nes, una pensión mínima no puede ser inferior a un SMLMV.
9.	 Según Mintrabajo, el 57,5% de los ocupados ganan un salario mínimo o menos. La mayoría de ellos (78%) en las zonas rurales del país.
10.	 El salario mínimo en Colombia es el 60% del producto interno bruto per cápita mensual, superior al de Argentina, equivalente al 45%; Chile, al 38%; 

Brasil, al 31%, y México, al 20% (Mintrabajo, 2013).
11.	 Fueron creados por el Acto Legislativo 01 de 2005. El Decreto No. 604 de abril de 2013 reglamenta el acceso y la operación del mecanismo de 

BEPS. Su administración está a cargo de Colpensiones.
12.	 El valor del subsidio es entre $40.000 y $75.000 mensuales. Su fuente de financiamiento es el Fondo de Solidaridad Pensional (Ley 1328 de 2009).
13.	 Decreto 604 de 2013, por el cual se reglamentan el acceso y la operación del Servicio Social Complementario de Beneficios Económicos Periódicos (BEPS).
14.	 En particular, este esquema apuntaría a cubrir a trabajadores informales o que devengan menos de un salario mínimo.
15.	 El esquema está basado en un ahorro individual flexible, en cuantía y periodicidad, con un tope anual, permitiendo períodos en los que no se realicen ahorros.
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Gráfico 1. Afiliados al Sistema General de Pensiones.

De los 17,2 millones de trabajadores afiliados en alguno de los dos regímenes del SGP, se estima 
que solamente 2 millones lograrán pensionarse

Fuente: Mintrabajo (2013) a partir de información de la Superintendencia Financiera.
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vejez digna. El Gobierno espera que este 

sistema cobije a cerca de siete millones 

de colombianos que no logran ahorrar lo 

suficiente para una pensión16.

La implementación de estos ins-

trumentos está en línea con la reco-

mendación del Consejo Privado de 

Competitividad (CPC) de establecer un 

subsidio mínimo para toda la población 

en edad de pensión y de permitir mesa-

das o pagos periódicos por debajo del 

salario mínimo. Adicionalmente, vale la 

pena destacar la implementación de la 

pensión familiar17, que permite a los cón-

yuges o compañeros acceder a la pen-

sión uniendo sus esfuerzos de ahorro.

Por otro lado, con el objetivo de au-

mentar la cobertura, el Gobierno con-

templa en su propuesta de reforma dos 

mecanismos de flexibilización dentro del 

SGP. El primero, la cotización posterior al 

otorgamiento de la pensión, que permitiría 

a las personas que no cumplen el reque-

rimiento de semanas de cotización, reci-

bir voluntariamente su pensión, siempre y 

cuando continúen realizando los aportes, 

incluidos intereses, hasta cubrir los perío-

dos faltantes. El segundo es el mecanismo 

de adquisición de semanas, que permitiría 

la compra de semanas que hacen falta por 

cotizar para lograr la pensión.

equidad

Más allá de la inequidad que representa su 

baja cobertura, el actual esquema del SGP 

presenta desigualdades tanto entre regíme-

nes como al interior de ellos. Con respecto a 

la desigualdad entre afiliados de uno y otro 

régimen, los pensionados del RPM reciben 

un subsidio por parte del Estado, mientras 

que los pensionados en el RAIS no. Es así 

como trabajadores con la misma historia 

laboral podrían recibir una pensión mayor 

en el RPM que en el RAIS. Esta diferencia se 

incrementa a medida que los ingresos son 

mayores, lo que incentiva el traslado de 

afiliados del RAIS al RPM faltando 10 años 

para la edad de pensión, y atenta contra la 

sostenibilidad del sistema.

A diferencia de esto, cuando el afi-

liado no alcanza a cumplir los requisitos 

para adquirir una pensión, la devolución 

de lo ahorrado es mayor en el RAIS que 

en el RPM. Mientras en el RAIS al afiliado 

se le devuelve un monto equivalente a su 

ahorro más los rendimientos causados, 

en el RPM sólo se le devuelve el valor de 

los recursos que cotizó ajustados por in-

flación. No obstante, el subsidio asociado 

al RPM sigue haciéndolo más atractivo en 

relación con el RAIS, en especial para las 

personas que devengan salarios altos.

También se presentan inequidades 

al interior del RPM, ya que los trabajado-

res con mayores ingresos son los que se 

llevan la mayor porción de los subsidios. 

Si bien el subsidio como proporción de la 

pensión disminuye con el ingreso pen-

sional, el valor absoluto del subsidio es 

mucho mayor para las personas con sa-

larios altos (ver gráfico 2). Esto conlleva 

a que, según Núñez (2009), mientras el 

20% más pobre de la población recibe so-

lamente el 0,1% de los subsidios en pen-

siones, el 20% más rico de la población 

recibe el 86,3%. Esta situación es inacep-

table, en especial en Colombia, que sigue 

siendo uno de los países con mayor coe-

ficiente Gini18 del mundo.

La reestructuración del SGP, incluida 

en la propuesta del Gobierno, contempla 

un esquema de complementariedad entre 

los dos regímenes, RPM y RAIS, para elimi-

nar los problemas de inequidad del actual 

sistema. En dicho esquema los cotizantes 

efectuarían simultáneamente aportes al 

RPM y al RAIS. Al RPM llegarían todas las 

cotizaciones sobre el primer salario míni-

mo y, por lo tanto, garantizarían pensio-

nes equivalentes al salario mínimo, con 

un subsidio fijo del Estado para todos los 

afiliados con hasta 10 SMMLV de pensión.

Las cotizaciones por encima del pri-

mer salario mínimo se ahorrarían en el 

RAIS y no recibirían subsidio, lo que eli-

mina los altos subsidios otorgados a las 

pensiones de mayor valor en el RPM. Lo 

anterior conduciría a que afiliados con el 

mismo historial de cotización reciban la 

misma pensión, elimina la actual inequi-

dad y acaba con el incentivo de trasladar-

se de un régimen a otro.

Sin embargo, dicha reestructuración 

podría reducir la cobertura pensional, ya 

que al obligar a todos los trabajadores a 

cotizar su primer salario al RPM, condicio-

naría su acceso a pensión a los criterios 

de este régimen, los cuales, según Aso-

fondos (2013), son mucho más restricti-

vos que los del RAIS.

sostenibilidad financiera

Los incentivos al traslado de régimen para 

los afiliados del RAIS –en virtud de que 

en el RPM reciben mesadas pensionales 

16.	 De hecho, en los casos en que se cumplan ciertas condiciones, las personas podrán sumar los beneficios de Colombia Mayor con los BEPS.
17.	 Ley 1580 de 2012.
18.	 El coeficiente de Gini es un índice de desigualdad de la población, medido a través de la distribución del ingreso de sus miembros. Mientras más 

cercano sea a 1, la población es más desigual.
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más altas, consecuencia de los altos sub-

sidios– generan un grave impacto sobre 

las finanzas y la estabilidad del SGP. Desde 

2007, del RAIS al RPM se han trasladado 

cerca de 500.000 afiliados y se han girado 

recursos por más de $11 billones (Consejo 

Privado de Competitividad, 2012). Si bien 

este traspaso resulta en ingentes flujos de 

recursos hacia las arcas del Gobierno en el 

corto plazo, esto resultará en el incremento 

de un pasivo pensional público altamente 

subsidiado en el largo plazo.

Por otro lado, el sistema pensional pone 

en riesgo su sostenibilidad financiera al con-

tar con prestaciones definidas que no tienen 

en cuenta la evolución de las variables demo-

gráficas. En los últimos 50 años, la pirámide 

poblacional cambió drásticamente al aumen-

tar la proporción de adultos mayores de 60 

años en relación con los jóvenes, una ten-

dencia que continuará durante los próximos 

50 años. Este cambio en la distribución de 

la población aumenta la relación entre pen-

sionados y afiliados, lo que compromete la 

sostenibilidad del RPM. Por tanto, existe una 

clara desconexión entre el incremento en la 

expectativa de vida y la edad de pensión. En 

Colombia, mientras la esperanza de vida al 

nacer ha aumentado en cinco años entre 

1993 y 2011, las edades requeridas para ac-

ceder a una pensión ascendieron escasos 

dos años durante ese mismo período (Con-

sejo Privado de Competitividad, 2012). Más 

aún, Colombia –en comparación con otros 

países– tiene un promedio bajo de edad de 

jubilación (Mintrabajo, 2013). Por tanto, no 

hay que hacer sofisticados ejercicios actua-

riales para concluir que dicha desconexión 

compromete la sostenibilidad financiera de 

cualquier sistema pensional.

El Gobierno argumenta que el tema 

de sostenibilidad no es una preocupación 

en el momento, en la medida en que la co-

bertura es muy baja. Por tanto, de acuer-

do con esta visión, el equilibrio financiero 

se genera a costa de una baja cobertura; 

en otras palabras, el sistema es sosteni-

ble porque son pocos los trabajadores que 

se pensionan. 

 Aún así, existen preocupaciones con 

relación al tamaño del pasivo pensional. 

Mientras el Departamento Nacional de Pla-

neación (DNP) lo estimó en 116 % del PIB en 

2005 –lo que corresponde a 89% en térmi-

nos del PIB de 2013–, un reciente estudio 

de ANIF (2013) lo estima en 144% del PIB. 

Por tanto, inquieta la tendencia creciente del 

pasivo pensional que denotan proyecciones 

realizadas con 8 años de diferencia.

Adicionalmente, Sin embargo, los 

egresos del SGP son significativamente 

mayores a sus ingresos, lo que hace ne-

cesario destinar fondos del Presupuesto 

Gráfico 2. Inequidad en las mesadas del RPM.

el sistema de pensiones 
actual genera inequidades 
significativas

Nota: Ejemplo con 1.300 semanas de cotización 

de un hombre que se pensiona a los 62 años.

Fuente: Colpensiones y Ministerio de Trabajo.

Una persona que cotiza sobre un SMMLV 

durante toda su vida, recibe un subsidio del 

Estado por valor de 

$87,6 millones

Una persona que cotiza sobre 10 SMMLV 

durante toda su vida, recibe un subsidio del 

Estado por valor de 

$428,3 millones

Subsidio

Cotización o ahorro
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General de la Nación para el pago de pen-

siones del RPM. Para 2014, por ejemplo, se 

destinará la suma de $40,6 billones, apro-

ximadamente 6% del PIB, según el Minis-

terio de Hacienda y Crédito Público, para 

atender únicamente las pensiones de un 

poco más de 1,6 millones de personas.

Si a lo anterior se suma el crecimiento 

de las pensiones por la aplicación del régi-

men de transición especial para la Rama 

Judicial, la Procuraduría, la Contraloría, la 

Defensoría, la Fiscalía y Medicina Legal, que 

–según cálculos de la Dirección General de 

Regulación Económica de la Seguridad So-

cial (2011, 7 de mayo) de Minhacienda– 

pueden tener un costo actuarial adicional 

de entre 2,2% y 3,8% del PIB, la suma reque-

rida se incrementa sustancialmente.

De acuerdo con estimaciones del 

DNP, el gasto público en pensiones pre-

sentará una tendencia decreciente una 

vez finalice el régimen de transición de 

la Ley 100 de 1993; y llegará a niveles 

de 0,8% del PIB en 2060. En comparación 

con otros países, el gasto pensional en 

Colombia como porcentaje del PIB ha sido 

bajo y tendría tendencia decreciente, a di-

ferencia de países europeos en donde el 

gasto aumenta (gráfico 3). Sin embargo, 

de nuevo, este impacto está asociado a la 

baja cobertura del SGP, por lo que es claro 

que cualquier intento por mejorar esta im-

plicará un mayor costo y esfuerzo fiscal.

Otro de los problemas que dificultan la 

estabilidad financiera del SGP es la obliga-

ción de ajustar las pensiones bajo la moda-

lidad de rentas vitalicias con el incremento 

del salario mínimo. En Colombia, esta obli-

gación genera incertidumbre al calcular 

el monto de recursos requeridos para ga-

rantizar una pensión a través del tiempo y, 

por consiguiente, el valor de la renta men-

sual que debería recibir quien se pensione 

bajo esta modalidad. Esto en la medida en 

que el aumento del SMLMV es imposible de 

modelar y proyectar, ya que, además de la 

inflación, el ajuste involucra un componen-

te político muy significativo.

En materia de avance, cabe resaltar la 

sentencia19 de la Corte Constitucional sobre 

las pensiones millonarias para congresistas 

y magistrados, la cual sigue la recomenda-

ción del CPC de limitar las altas pensiones 

que se otorgan en el RPM al máximo per-

mitido por la Ley. La Corte estableció que 

a partir del primero de julio de 2013 no se 

pagarán mesadas pensionales superiores 

a los 25 SMMLV20 a servidores públicos, 

dando cumplimiento al Acto Legislativo 01 

de 2005. Según Minhacienda, con la sen-

tencia, unas 1.171 pensiones superiores a 

25 salarios mínimos se reducirán al nuevo 

tope máximo, lo que le representa al Estado 

un ahorro anual de $72.000 millones. Estos 

recursos serán destinados al programa Co-

lombia Mayor, para aumentar el beneficio a 

más de 70.000 ancianos. Más allá del aho-

rro que esta medida haya podido generar, la 

sentencia de la Corte es una señal positiva 

no sólo de un Estado que apunta a tener un 

esquema pensional financieramente soste-

nible, sino de una sociedad que está decidi-

da a romper con los focos de desigualdad.

Recomendaciones

La coyuntura política hace poco proba-

ble que una reforma al esquema pen-

sional colombiano se presente en lo que 

resta de este Gobierno. Por lo tanto, y 

dadas las repercusiones políticas, eco-

nómicas y sociales de una reforma de 

este tipo, sería conveniente que se utili-

zara este tiempo para la preparación de 

documentos técnicos que sirvieran de 

soporte para las discusiones de la refor-

ma. Incluso, se podría considerar la con-

formación de una comisión de expertos 

para que elabore estos documentos y 

plantee una propuesta de reforma, tal 

como se hizo en España a través del 

conocido Pacto de Toledo21. A continua-

ción, una serie de recomendaciones 

que se podrían tomar en cuenta en el 

marco de estas discusiones técnicas y 

que apuntan a mejorar la cobertura, la 

equidad y la sostenibilidad del sistema 

pensional colombiano.

cobertura

El Gobierno debe asegurar mecanismos 

para que todos los colombianos en 

edad de recibir una pensión tengan dis-

ponible un ingreso suficiente para al-

canzar un nivel de vida digno, tal como 

se establece en el marco general de la 

Ley 100, donde se contempla la exis-

tencia de un pilar solidario. Este debe 

ser uno de los principios de cualquier 

modelo de protección a la vejez que se 

proponga. En esta línea, se recomienda 

la adopción de un sistema de varios pi-

lares22, donde se separe la función de 

ahorro del rol redistributivo.

El primero de ellos sería un pilar soli-

dario, focalizado hacia la población más 

19.	 Sentencia C258 del 7 de mayo de 2013.
20.	 Excepto la del presidente de la República y los miembros de la fuerza pública, que tienen otro régimen especial.
21.	 Este proceso contó con amplios estudios técnicos realizados por comisiones independientes creadas formal y específicamente para estos efec-

tos, y con participantes escogidos con base en los más altos estándares académicos y profesionales.
22.	 Análogo al sistema multipilar en Suiza, uno de los sistemas pensionales más exitosos y admirados del mundo (Guerra, 2012).
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Gráfico 3. Gasto público de pensiones (% PIB).

El bajo impacto del pasivo pensional colombiano sobre las cuentas fiscales, en comparación con otros 
países, se explica en buena medida por la baja cobertura del sistema colombiano

Fuente: OECD (2012) para proyecciones y OECD 

(2001) entre 1990 y 2010.
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No. Recomendación Plazo Lo mínimo a realizar  
antes de agosto de 2014

Principales  
responsables

1
Preparar documentos técnicos que sirvan de soporte 
para las discusiones de la reforma, con la posibilidad de 
establecer una comisión de expertos para ello.

Ministerio de Trabajo - Departamento Nacio-
nal de Planeación - Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público.

2
Adoptar un sistema de varios pilares que busque incre-
mentar sustancialmente la cobertura de protección a 
la vejez.

Presentar reforma pensional. Ministerio de Trabajo.

3 Universalizar la cobertura del programa Colombia Mayor e 
implentar los BEPs.

Ministerio de Trabajo - Ministerio de Hacien-
da y Crédito Público.

4 Eliminar cualquier diferencial de beneficios entre el RPM 
y el RAIS. Presentar reforma pensional. Ministerio de Trabajo.

5
Eliminar los subsidios para las pensiones altas y con-
centrarlos exclusivamente sobre las pensiones bajas y 
el pilar solidario.

Presentar reforma pensional. Ministerio de Trabajo.

6 Ajustar los parámetros pensionales, en concordancia con 
el aumento en la esperanza de vida en el país. Presentar reforma pensional. Ministerio de Trabajo.

Cuadro 1. Resumen: Principales recomendaciones en materia de Pensiones.

Fuente: Análisis Consejo Privado de Competitividad.

Corto

Mediano

Mediano

Corto

Mediano

Mediano
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pobre, cuya financiación se daría a través 

del Presupuesto General de la Nación. El 

beneficio de este pilar consistiría en ga-

rantizar una suma de dinero a toda la po-

blación en edad de pensionarse, el cual 

–por viabilidad financiera y para evitar las 

mismas distorsiones que existen hoy día 

que incentivan la informalidad– tendría 

que ser inferior al SMLMV. El Gobierno, con 

la expansión del programa Colombia Ma-

yor y la puesta en marcha del sistema de 

BEPS, estaría constituyendo dicho pilar 

solidario. En este sentido, se recomienda 

universalizar la cobertura del programa 

Colombia Mayor y agilizar la implemen-

tación de los BEPS.

Un segundo pilar sería el de ahorro 

individual obligatorio para todos los co-

tizantes, y un tercer pilar lo constituiría 

uno de ahorro individual voluntario, igual 

al que existe en la actualidad para quie-

nes desean ahorrar más para la vejez.

Es importante tener en cuenta, al di-

señar el esquema de pilares, no ir a ge-

nerar incentivos perversos que terminen 

profundizando problemas estructurales 

que aquejan actualmente al sistema. 

Como se mencionó, el principal problema 

de la baja cobertura del SGP lo genera la 

informalidad, por lo que una propuesta de 

reforma pensional podría llevar a exacer-

barla al no ser diseñada apropiadamente. 

Como esquema de protección social que 

es, dicha propuesta podría generar pro-

blemas de riesgo moral y disminuir los 

incentivos para salir de la informalidad. 

Por tanto, es clave que en el momento 

de implementar el pilar solidario –a tra-

vés de, por ejemplo, el programa Colom-

bia Mayor y del sistema BEPS–, se tenga 

en cuenta esta situación, de manera que 

exista un diferencial importante entre los 

beneficios que reciben los individuos del 

pilar solidario y los beneficios que reciben 

aquellos que cotizarían en el SGP.

equidad

Es importante que cualquier proyecto de 

reforma al SGP elimine las inequidades 

que existen actualmente para aquellas 

personas que hacen parte del pilar de 

ahorro individual obligatorio. En primer 

lugar, se debe eliminar cualquier diferen-

cial que exista entre pertenecer al RPM y 

al RAIS. De esa manera se estarían elimi-

nando los incentivos que existen actual-

mente para trasladarse al RPM, dados 

los altos subsidios que reciben quienes 

pertenecen a este. Esto no sólo corregi-

ría los incentivos de traslado, sino que 

eliminaría la inequidad que puede exis-

tir al tener beneficios pensionales dife-

rentes para trabajadores con la misma 

historia laboral.

En segundo lugar, una reforma al 

sistema pensional debe eliminar el he-

cho de que los mayores subsidios estén 

concentrados en las pensiones más al-

tas. En este sentido, y para lograr un 

esquema con mayor progresividad que 

ayude a disminuir los niveles de des-

igualdad del país, se recomienda que 

los subsidios sólo estén concentrados 

sobre las pensiones bajas. Por tanto, los 

subsidios no se deben otorgar por igual 

hasta cierto nivel de salario para todos 

los beneficiarios –por ejemplo, para el 

primer salario mínimo de todos los pen-

sionados, como sugiere la propuesta del 

Gobierno–, sino focalizarse sobre cierto 

rango de pensiones bajas –por ejemplo, 

hasta pensiones de dos salarios míni-

mos. Más aún, la distribución de este 

subsidio al interior de este rango debe 

ser progresiva, siendo más generosa 

con las pensiones menores y reducién-

dose a cero para las pensiones por enci-

ma del umbral de dos salarios.

Al definir la cantidad de subsidio 

para esta población objetivo dentro del 

pilar de ahorro obligatorio, es importan-

te tener en cuenta la magnitud de subsi-

dios que estaría recibiendo la población 

bajo el pilar solidario. En la medida en 

que a través de una reforma se procura-

ría apuntar a mejorar los niveles de pro-

gresividad del sistema, es clave que los 

subsidios que reciba la población bajo 

este último pilar sean mayores a aque-

llos recibidos por la población bajo el pi-

lar de ahorro obligatorio.

sostenibilidad

Se recomienda que una futura reforma 

pensional contemple la modificación de 

parámetros, de modo que los requisi-

tos de edad y número de semanas de 

cotización –por ejemplo– se ajusten de 

manera dinámica en concordancia con 

el aumento en la esperanza de vida. En 

este sentido, se podría considerar la pro-

puesta de ANIF (2013) de incrementar la 

edad de pensión en dos años y reducir 

las tasas de reemplazo de niveles del 

65%-80% a 45%-50%.

Por otro lado, en la medida en que la 

obligación de actualizar pensiones se ha 

basado principalmente en el incremento 

del SMLMV –lo que hace imposible calcu-

lar actuarialmente la renta mensual que 

debería recibir una persona bajo renta vi-

talicia–, es clave reglamentar el artículo 

45 de la Ley 1328 de 2009, el cual faculta 

al Gobierno para cubrir el riesgo del incre-

mento de las rentas vitalicias con base en 

el aumento del SMMLV, en caso de que di-

cho incremento sea superior a la inflación 

para el respectivo año.

Por último, no se considera adecua-

da la propuesta del Gobierno de que los 

ahorros pensionales hasta el primer sa-

lario mínimo –bajo lo que sería el nuevo 

RPM– sean administrados por Colpen-

siones, en la medida en que esto cons-
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tituye el grueso del ahorro pensional 

del país, y dejaría al régimen privado 

administrando una fracción menor de 

este. En la medida en que se considera 

que los fondos privados podrían hacer 

una mejor gestión financiera de dichos 

recursos y podrían apalancar las ne-

cesidades de inversión del país –por 

ejemplo, en materia de infraestructura–, 

se recomendaría permitir a los fondos 

privados administrar ahorros pensiona-

les asociados a pensiones de un SMMLV, 

y que Colpensiones transfiera a los fon-

dos privados el monto equivalente a los 

subsidios a que haya lugar, cuando co-

mience el desembolso pensional.
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Eficiencia del Mercado Laboral. Puesto entre 148 países (donde 1 indica el país con mayor eficiencia).
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El buen funcionamiento del mercado laboral es un ele-
mento fundamental para la competitividad de un país. Una 
alta tasa de desempleo refleja ineficiencia en la asigna-
ción del factor trabajo, mientras la informalidad es a la vez 
causa y resultado de una baja productividad. Por un lado, 
la informalidad impacta negativamente la productividad 
en la medida en que las empresas informales tienen me-
nores posibilidades de acceder a financiación y menos 
propensión a crecer, por miedo a ser detectadas. Al mismo 
tiempo, la competencia desleal que representa la informa-
lidad genera desincentivos para que las empresas forma-
les decidan invertir e innovar. Por el otro, un bajo nivel de 
productividad impide a su vez la formalización, ya que no 
les permite a las empresas cumplir las obligaciones lega-
les que impone la formalidad.

Colombia muestra síntomas de un mer-

cado laboral con ineficiencias que impac-

tan su competitividad, al tener una tasa 

de desempleo superior a 10% y una tasa 

de informalidad entre 50% y 70%1. Estas 

ineficiencias son síntomas de una serie 

de inflexibilidades que siguen aquejando 

el mercado laboral colombiano. De acuer-

do con McMillan y Rodrik (2011), estas 

rigideces en el mercado laboral son de las 

condiciones que dificultan el proceso de 

cambio estructural positivo en un país, 

e incluso podrían resultar en cambios 

estructurales negativos.

Por todo lo anterior, el Gobierno ha in-

cluido una serie de acciones dentro de la 

Agenda Nacional de Competitividad (ANC), 

lanzada por el presidente Santos en julio 

de 2012, que apuntan a la creación de in-

centivos para la formalización y la creación 

de nuevos empleos (ver cuadro 1). Tam-

bién cabe destacar el lanzamiento en 2013 

del Plan de Impulso al Empleo y la Produc-

tividad (PIPE), una política anticíclica de 

corto plazo para dar un empujón a la eco-

nomía, que incluye esfuerzos para incen-

tivar la creación de empleo en los sectores 

de construcción e infraestructura. Por últi-

mo, se resalta la reducción de costos labo-

rales no salariales a través de la reciente 

1.	 Varía dependiendo de la definición de informalidad que se utilice. Ver Informe Nacional de Competitividad 2012-2013. Las últimas mediciones del DANE la 
sitúan en 49,59%, un hecho de amplia relevancia, pues desde mediados de los 90 no se observaba una tasa de formalidad mayor a la de informalidad. 
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Reforma Tributaria. Si bien todos estos son 

avances importantes, los niveles de infor-

malidad y desempleo en el país evidencian 

la necesidad de cambios más profundos en 

el funcionamiento del mercado laboral, tal 

como se propone en este capítulo. 

Diagnóstico y avances

La tasa de desempleo en Colombia es alta 

si se compara con las de algunos países 

de referencia (gráfico 1) y, a pesar de que 

ha tenido un comportamiento decreciente 

en los últimos años (gráfico 2), continúa 

situándose por encima de 10%. Estudios 

recientes indican que las tasas de desem-

pleo observadas en los últimos meses2 

están cercanas a la tasa de desempleo 

natural de la economía colombiana, la cual 

se calcula en alrededor de 10,7% (Ball, De 

Roux, & Hofstetter, 2012; Fedesarrollo, 

2013a). Además, se estima que la tasa 

desempleo natural podría haber bajado a 

cerca de 10% como consecuencia de refor-

mas como la Ley 1429 de 2010 (Ley de 

Formalización y Generación de Empleo) y 

la Ley 1607 de 2012 (Reforma Tributaria) 

(Fedesarrollo, 2013a). Sin embargo, la dis-

minución en 2013 de la tasa de desempleo 

parece obedecer más a una menor tasa de 

oferta laboral que a un aumento en la crea-

ción de empleos (ANIF, 2013). 

Por otra parte, como se comentó al 

inicio, la informalidad en Colombia es un 

problema que refleja y acentúa la baja 

productividad del país. La evidencia indi-

ca que la informalidad laboral en el país 

oscila entre 50% y 70%, mientras que la 

informalidad empresarial alcanza valores 

entre 45% y 65% (Minhacienda, 2012). El 

gráfico 3 muestra que el país tendría que 

reducir sus niveles de informalidad labo-

ral a cerca de 35% para lograr ubicarse en-

tre los tres países latinoamericanos con 

menor informalidad. 

En resumen, el gráfico 4 ilustra cua-

tro puntos clave sobre el mercado laboral 

colombiano y su productividad: i) existe 

una estrecha relación positiva entre los 

niveles de formalidad y productividad; ii) 

la informalidad en Colombia varía de sec-

tor a sector; iii) existen grandes brechas 

de productividad inter-sectorial; y iv) los 

sectores donde se concentra la mayor 

2.	 El promedio anual de la tasa de desempleo a julio de 2013 fue del 10%, según datos del DANE. 

Gráfico 1. Tasa de desempleo en 
países seleccionados, 2012.

El país tiene una de las tasas de 
desempleo más altas entre paí-
ses de referencia

Fuente: Fondo Monetario Internacional-WEO.
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Gráfico 2. Tasa de Desempleo y Crecimiento 
Económico en Colombia, 2000-2010.

Existe una estrecha relación en-
tre el desempeño económico del 
país y la tasa de desempleo, pero 
incluso en buenas épocas el  
desempleo se ha mantenido alto

Fuente: Consejo Privado de Competitividad, con 

base en DANE y Banco Mundial. 20
02

20
01

20
00

20
04

20
03

20
06

20
08

20
09

20
10

20
07

20
05

PIB per cápita 
(US$ corrientes)

% Tasa de desempleo

% Crecimiento PIB

Gráfico 3. Tasa de Informalidad en Co-
lombia y países de referencia, 2012.

El país debe reducir casi a la 
mitad la informalidad laboral 
para estar al nivel de los paí-
ses latinoamericanos con me-
jores índices de formalidad

Fuente: OIT (2012) - Panorama Laboral 2012 América 

Latina y el Caribe; OIT (2010) - Women and Men in the 

Informal Economy - A Statistical Picture. *Datos 2010. 

Nota: La definición de informalidad utilizada por la OIT en este 

estudio excluye el sector agrícola y se refiere a: a) trabajo 

por cuenta propia y empleados en empresas informales, b) 

miembros de cooperativas no constituidas legalmente, c) 

trabajadores familiares, d) empleados informalmente en 

empresas formales, informales y trabajadores domésticos. 

Los países aquí presentados definen empleo informal como 

empleados que no están cubiertos por la seguridad social y 

que no tienen derecho a beneficios laborales. Su
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Gráfico 4. Informalidad y Productividad Laboral relativa en Colombia, 2012-I.

Es clara la relación entre informalidad y productividad: los sectores con mayores niveles de infor-
malidad son precisamente aquellos con bajas productividades

Fuente: Consejo Privado de Competitividad, con base en DANE – GEIH y Cuentas Nacionales Trimestrales.

Nota: La productividad laboral relativa es la productividad laboral de cada sector como porcentaje de la 

productividad laboral del sector de Explotación de minas y canteras (la más alta). Los datos se calculan 

para el primer trimestre de 2012.
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3.	 Ver Informe Nacional de Competitividad 2012-2013 - Capítulo de Productividad Laboral.
4.	 Galvis (2012) explica la existencia de dos enfoques predominantes en el análisis de la informalidad y que se abordan en este capítulo: el institu-

cionalista y el estructuralista. El primero supone que los trabajadores o empresarios informales deciden racionalmente no formalizarse y que son 
las reglas de juego impuestas por el Estado las que distorsionan la economía y generan informalidad. El segundo plantea la noción de exclusión, 
en tanto es el escaso desarrollo del sector formal el que no es capaz de absorber la oferta laboral existente.

5.	 Según datos del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo (Mincomercio), en el marco de esta Ley se beneficiaron más de 630.000 empresas 
hasta julio de 2013. Sin embargo, sólo una de cada cinco de estas realiza aportes al Sistema de Protección Social, según datos del Ministerio de 
Trabajo y Confecámaras (Carranza, 2013).

6.	 Ver Informe Nacional de Competitividad 2012-2013.
7.	 En 2009 y 2010, por ejemplo, la productividad decreció, mientras el salario mínimo real tuvo tasas de crecimiento positivas, según datos del DANE. 

cantidad de fuerza laboral (e.g. Comer-

cio, Transporte, Construcción, etc.) son 

los más informales. Adicionalmente, hay 

evidencia de que en Colombia también 

hay amplias brechas de productividad 

al interior de cada sector, donde en mu-

chos sectores la gran mayoría de empre-

sas tiene bajos niveles de productividad3. 

Dichas brechas en productividad la-

boral (intra e inter-sectoriales) son carac-

terísticas de países en desarrollo, y dan 

cuenta de una ineficiente asignación de 

recursos que reduce la productividad la-

boral agregada de un país (McMillan & 

Rodrik, 2011). Más aún, dicha asigna-

ción ineficiente se explica en parte por 

diferentes cuellos de botella que impi-

den un correcto funcionamiento del mer-

cado laboral. A continuación se presenta 

la situación del país en cuanto a dichos 

cuellos de botella que impiden una mayor 

generación de empleo y formalización4. 

costos laborales no salariales 

Los costos laborales no salariales (CLNS) 

se refieren a los pagos adicionales al sa-

lario que debe hacer un empleador a la 

hora de contratar un trabajador. Desde el 

punto de vista teórico, la informalidad se 

ha asociado a la existencia de altos CLNS, 

hipótesis que ha sido confirmada por la 

evidencia empírica en Colombia (Santa-

maría et al., 2009). El gráfico 5 prueba 

que Colombia tiene uno de los impuestos 

a la nómina más altos entre países de 

referencia. Aunque todavía no se tienen 

estos datos post-Reforma Tributaria, muy 

seguramente sus efectos no alcanzarán 

para llegar a los bajos niveles de otros 

países latinoamericanos, como Chile 

(4%), Ecuador (14%) y Guatemala (14%).

El avance más importante en ma-

teria de formalización se dio precisa-

mente a través de la Reforma Tributaria 

de 2012, la cual redujo de forma im-

portante los CLNS, más allá de las gra-

dualidades en el pago de impuestos y 

parafiscales que había ofrecido la Ley 

1429 de 20105. Esta reforma se enfocó 

–en línea con las recomendaciones del 

Consejo Privado de Competitividad6– 

en disminuir la carga de los parafisca-

les destinados a financiar el ICBF (3%) 

y el SENA (2%) y de los aportes a salud 

(8,5%) para el caso de trabajadores que 

devengan menos de 10 salarios míni-

mos. Con esto se espera la eliminación 

de una carga de 13,5% en el total de los 

CLNS. Sin embargo, la reforma no con-

templó la reducción de CLNS adiciona-

les, como la contribución a las cajas de 

compensación familiar, uno de los im-

puestos más regresivos en el país (Fe-

desarrollo, 2013b). 

salario mínimo

El Premio Nobel de Economía en 2010, 

Christopher Pissarides, recientemente 

estuvo en Colombia y resaltó que el 

salario mínimo del país es muy alto, lo 

que ha contribuido a que tenga unas de 

las tasas de desempleo e informalidad 

más altas de Latinoamérica (Ávila R., 

2012). En 2008, un estudio publicado 

por el Banco de la República mostró que 

el incremento del salario mínimo desde 

1999 hasta 2006 (16%) tuvo impactos 

negativos sobre el mercado laboral (Ló-

pez & Lasso, 2008). Entre otras cosas, 

el aumento del salario mínimo redujo la 

utilización de trabajo no calificado en 

el sector formal. Además, se tradujo en 

mayor evasión (informalidad) por parte 

del sector empresarial, particularmente 

los microempresarios. A pesar de que los 

ajustes salariales en Colombia –en teo-

ría– tienen en cuenta los incrementos 

en productividad laboral, han aumenta-

do consistentemente por encima de la 

inflación, incluso cuando la productivi-

dad ha decrecido7.

El Banco Mundial, en su informe 

Doing Business 2009, concluyó que 

cuando la relación entre el salario míni-

mo y el salario medio equivale a 25% o 

más, se afecta negativamente la posibi-

lidad de crear nuevos puestos de trabajo. 

El gráfico 6 muestra cómo dicha relación 

sobrepasa el 50% en el caso colombiano, 

y cómo frente a otros países Colombia se 

encuentra en una posición desventajosa. 

Cuando la relación se hace sobre el PIB 

per cápita, el país se ubica como el país 
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Gráfico 5. Impuestos al trabajo y contribu-
ciones como % de las ganancias, 2011.

Gráfico 6. Salario Mínimo como por-
centaje del salario promedio, 2010.

Para ser competitivos, el país 
debe hacer esfuerzos mucho 
mayores para reducir los im-
puestos al trabajo

Sólo Perú –el único de los 
países de referencia con tasas 
de informalidad más altas que 
Colombia– tiene un salario 
mínimo relativo mayor que el 
del país

Fuente: Banco Mundial - K4D, Knowledge 

Assessment Methodology 2012.

Nota: El indicador da cuenta de los impuestos 

laborales y las contribuciones obligatorias que 

pagan las empresas, como porcentaje de las 

utilidades comerciales.

Fuente: OIT – Global Wage Database 2012. 

Nota: *Datos 2009.
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con el salario mínimo relativo más alto 

de América Latina (60%), muy por enci-

ma de Argentina (45%), Chile (38%), Bra-

sil (31%) y México (20%) (López, 2011). 

Mientras más alta sea la relación 

entre el salario mínimo y el salario pro-

medio, mayor es la proporción de per-

sonas que no logran ni siquiera acceder 

a ese mínimo salarial y, por tanto, ma-

yor es la proporción de informalidad 

(OCDE, 2013). En el gráfico 7 se obser-

va claramente cómo esta relación pre-

senta resultados heterogéneos a nivel 

regional y cómo no tiene sentido –des-

de un punto de vista económico– que 

en muchos departamentos el salario 

mínimo sea mayor que el ingreso me-

dio que devenga su población. 

otras inflexibilidades  
laborales

Más allá de los altos CLNS y salario míni-

mo, existen otros costos de transacción 

asociados a la contratación y el despido 

de trabajadores. En cuanto a la contra-

tación, el Banco Mundial calcula dos ín-

dices en los cuales Colombia presenta 

buenos resultados (ver gráfico 8). El 

primero, el Índice de Dificultad de Con-

tratación, mide la flexibilidad –o no– de 

los esquemas de contratación8.

En contravía a este desempeño de 

Colombia, en el Congreso se estaban dis-

cutiendo tres proyectos de Ley –deno-

minados “Anti-PIPE”– que terminaban 

reduciendo las flexibilidades en la con-

tratación: el Proyecto de Ley 81 de 2012, 

el Proyecto de Ley 184 de 2012 y el Pro-

yecto de Ley 82 de 2012. El primero de 

ellos busca prohibir “la contratación de 

personal a través de cooperativas de 

trabajo asociado y cualquier otro tipo 

de asociación o esquema legal que pre-

tenda hacer intermediación laboral des-

tinada a favorecer a beneficiarios y/o 

empleadores”. El segundo proyecto de 

Ley buscaba incrementar la cuota de 

aprendices para las empresas de mayor 

tamaño9 y proponía también la creación 

de mecanismos para que la formación 

se pudiera impartir a través de la empre-

sa privada. Este proyecto, sin embargo, 

fue archivado en el Congreso en el pri-

mer semestre de 2013. 

El segundo índice del Banco Mun-

dial en que a Colombia le va bien es el 

de Rigidez de Horarios, el cual da cuenta 

de las flexibilidades para el trabajo noc-

turno o de fines de semana, el máximo 

de horas laborales permitidas por Ley 

y los días de vacaciones pagas. Colom-

bia también obtiene buenos resultados 

en este índice. Vale la pena anotar que 

el tercer proyecto de Ley “Anti-PIPE” –

que también fue retirado del Congreso– 

buscaba la reducción del horario laboral 

diurno ordinario, lo cual habría afectado 

el desempeño del país en este indicador.

Si bien en estos índices a Colombia 

le va bien, existe espacio de mejora en 

materia de flexibilización en la contra-

tación en el país. Precisamente, una de 

las acciones de la ANC apunta a imple-

mentar la cotización a seguridad social 

por días o semanas, como se propo-

ne en el artículo 171 de la Ley 1450 de 

2011 (Plan Nacional de Desarrollo 2011-

2014). Esquemas como este se han uti-

lizado en países como Holanda y Gran 

Bretaña, al incrementar la vinculación 

al empleo formal, particularmente en 

lo que respecta la población joven y de 

adultos mayores. Infortunadamente, el 

proyecto de Ley de cotización por días 

fue presentado ante el Congreso a fina-

les de 2012 para un primer debate y des-

de entonces se ha intentado programar 

–sin éxito–para un segundo debate.

La ANC incluyó, además, una se-

rie de acciones enfocadas en reducir 

los trámites administrativos y crear 

mecanismos de transición del sector 

informal al formal. La reducción de trá-

mites contempla la unificación de los 

sistemas de afiliación y cotización a la 

seguridad social. Sin embargo, esta ac-

ción no ha avanzado lo suficientemen-

te rápido y se continúa dando prórroga 

a su puesta en marcha a través de va-

rios decretos. Por otra parte, aunque la 

ANC proponía la implementación de una 

Red de Inclusión a la Economía Formal 

(RIE), con el fin de disminuir las barre-

ras a la formalidad y promover el paso 

gradual de la informalidad a la forma-

lidad, esta no fue incluida dentro de 

la Reforma Tributaria, y el Ministerio 

de Hacienda y Crédito Público (Minha-

cienda) ha solicitado que se retire de la 

agenda, lo cual es inadmisible.

Otra de las áreas donde existe es-

pacio para mejora tiene que ver con el 

despido de personal. El gráfico 9 mues-

tra que en Colombia los costos de des-

pido –medidos como el número de 

semanas de salario que en promedio 

8.	 Este indicador se construye teniendo en cuenta la aplicabilidad de contratos de término fijo o tercerización y los incentivos a la contratación de 
aprendices o primer empleo.

9.	 Un incremento en la exigencia en número de aprendices sin mejorar la relevancia y la calidad de la formación –cuando en la actualidad muchas 
empresas prefieren pagar la multa por la falta de pertinencia y calidad en los aprendices– hubiese sido un retroceso.
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Gráfico 7. Salario Mínimo como porcentaje del PIB per cápita departamental, 2011.

La mayoría de departamentos del país se encuentra en clara desventaja, al no poder fijar salarios 
mínimos por debajo del nivel nacional

Fuente: DANE - GEIH.
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Gráfico 8. Índices de dificultad de con-
tratación y rigidez de horarios, 2010.

Gráfico 9. Costos de despido (núme-
ro de semanas de salario), 2010.

Colombia obtiene resultados 
positivos en los índices del 
Doing Business, aunque los 
proyectos de Ley “Anti-PIPE” 
buscan dar pasos en la direc-
ción contraria

Más allá de los altos costos 
monetarios asociados al despi-
do, en el país existen otros cos-
tos que dificultan el proceso 
de despido, como la ineficien-
cia de la justicia

Fuente: Banco Mundial - K4D, Knowledge Assessment 

Methodology 2012.

Fuente: Banco Mundial - K4D, Knowledge As-

sessment Methodology 2012.
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se deben pagar como compensación de 

despido– son moderados, pero relativa-

mente altos en comparación con países 

latinoamericanos. Mientras en Colombia 

se paga en promedio el equivalente a 59 

semanas de salario por un despido, en 

países como Costa Rica, Uruguay, Brasil, 

Chile y México se pagan 29, 31, 46, 52 y 

52, respectivamente. 

Por supuesto, la reducción en los cos-

tos de despido debe estar complemen-

tada con políticas de protección social, 

como subsidios de desempleo y progra-

mas de capacitación y facilitación de la 

empleabilidad. El Ministerio de Trabajo 

(Mintrabajo) ha avanzado en este sen-

tido, mediante la Ley de Protección al 

Cesante, sancionada en junio de 2013, 

la cual crea un mecanismo para que las 

personas que pierdan su empleo man-

tengan el acceso a salud y el ahorro para 

su pensión hasta por seis meses. Ade-

más, durante el período de desempleo, 

las personas podrán acceder a servicios 

de intermediación y capacitación laboral, 

a través del Servicio Público de Empleo 

que se puso en marcha en abril de 2013. 

Por último, es importante resaltar 

que las rigideces asociadas al despido 

se agudizan debido a las falencias del 

sistema de justicia. Dadas la ineficien-

cia de la rama judicial (ver capítulo de 

Justicia) y las ambigüedades en la de-

finición de las causales de despido por 

justa causa, muchas veces los empresa-

rios prefieren asumir los costos del des-

pido injustificado que esperar los fallos 

judiciales a su favor.

barreras a la movilidad

La movilidad laboral se refiere a la capaci-

dad de asignación del factor trabajo en di-

ferentes sectores o lugares geográficos. 

Las barreras a la movilidad son de los 

factores que limitan el acceso al mercado 

laboral formal Galvis (2011)10.

Existen condiciones que facilitan 

o limitan dicha movilidad, entre ellos la 

existencia de estándares claros en la de-

finición de competencias y funciones 

(OIT, 2009). La oferta de certificación de 

competencias laborales está conformada 

por el SENA y cuatro empresas privadas 

acreditadas por el Organismo Nacional 

de Acreditación de Competencias, a tra-

vés de los cuales se pueden certificar –a 

la fecha– cerca de 2.300 competencias 

que ya están normalizadas. Sin embar-

go, la capacidad de respuesta del SENA y 

las entidades acreditadas es baja, ya que 

incluso con una cobertura de la demanda 

menor al 10% de la potencial, el sistema 

no está logrando evacuar con suficiente 

prontitud las solicitudes (DNP - Econome-

tría - S.E.I., 2012).

Para abordar esto, el Conpes 3674 de 

2010 plantea, dentro de la estrategia de 

gestión del recurso humano, el fortaleci-

miento del Sistema de Certificación de 

Competencias Laborales y la creación de 

un Marco Nacional de Cualificaciones. Sin 

embargo, los avances en la implementa-

ción de este Conpes son precarios (ver 

capítulo de Educación). 

Por otro lado, las migraciones, tan-

to aquellas de índole rural-urbana, como 

aquellas de carácter internacional, pre-

sentan un gran reto en materia de movi-

lidad laboral y su capacidad de inserción. 

En Colombia, las primeras se han vis-

to particularmente aceleradas debido al 

desplazamiento forzoso, producto del 

conflicto armado (Sánchez, 2008). En 

particular, la población desplazada que 

llega a las zonas urbanas se ve afectada 

dadas las diferencias entre las competen-

cias laborales que demandan el campo y 

la ciudad (Ibáñez et al., 2011).

El país ha dado pasos importantes 

para abordar esta problemática. Se desta-

ca la Política de Generación de Ingresos11 

para la población en situación de pobre-

za extrema y/o desplazamiento (PPED), 

plasmada en el documento Conpes 3616 

de 2009. Sin embargo, las evaluacio-

nes que se han hecho a esta política de-

jan entrever por lo menos tres grandes 

fallas (Castañeda, 2013; Núñez et al., 

2011). La primera es la predilección de 

parte de los beneficiarios por la línea de 

emprendimiento (versus empleo), que ha 

resultado mayoritariamente en empren-

dimientos de subsistencia, de carácter 

informal. En segundo lugar, la incapaci-

dad de ubicar a las personas como conse-

cuencia de unos sistemas de información 

sin suficiente capacidad, incluso para el 

otorgamiento de becas e incentivos. Por 

último, las tasas de cobertura de los pro-

gramas de formación para el trabajo son 

bajas (cercanas a 5%). Esto se debe, prin-

cipalmente, a la ausencia de competen-

cias mínimas (i.e. lectura y escritura) de 

la PPED (Castañeda, 2011). 

10.	 Otros factores relevantes desde la perspectiva estructuralista son la baja diversificación de la economía (ver capítulo de Política de Cambio Estruc-
tural) y los bajos niveles de inversión e innovación en el sector privado (ver capítulo de Ciencia, Tecnología e Innovación).

11.	 Dicha política cobija una población de alrededor de 350.000 personas de un total de 1,2 millones de familias catalogadas como población en situa-
ción de extrema pobreza o desplazamiento. Se destacan el acuerdo de voluntades firmado en julio de 2013 por varias entidades y el Programa de 
Transformación Productiva (PTP) para crear vínculos directos entre la PPED y el sector productivo para la formación pertinente y el empleo. 
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En cuanto al tema de migración interna-

cional, se resaltan los esfuerzos plasma-

dos en la ANC por atraer capital humano 

del extranjero requerido por el sector 

productivo. Esta estrategia se divide en 

dos acciones, una enfocada en atraer 

capital humano extranjero, a través de 

la flexibilización y la simplificación de 

requisitos y procedimientos para la ob-

tención de visas de trabajo, y otra que 

plantea una política integral migratoria 

que pretende identificar y vincular co-

lombianos residentes en el exterior con 

el desarrollo del país. 

La primera de estas culminó con 

la expedición del Decreto 834 de 2013, 

que entró en vigencia en junio del mis-

mo año y que modifica los tipos de visa 

y simplifica los requerimientos para su 

obtención. La segunda se traduce en la 

realización de un diagnóstico de las ba-

rreras al empleo por parte de la diás-

pora colombiana, la inclusión del tema 

migratorio en los planes de empleo lo-

cales y la articulación de los buscado-

res de empleo con el Servicio Público 

de Empleo del Mintrabajo. 

Por otro lado, cabe destacar que en 

convenio con el Instituto de Investigación 

para el Desarrollo (IRD), de Francia, y la 

Unión Europea, se ha creado también el 

Observatorio de las Diásporas Calificadas 

(MICAL), como un sistema de informa-

ción y georreferenciación que contribu-

ye a los objetivos del programa Colombia 

Nos Une, de la Cancillería. 

cuellos de botella sectoriales 
y regionales

El problema de la informalidad es com-

plejo, ya que en muchos casos las ra-

zones para que un agente económico 

se mantenga en la informalidad son 

específicas a los contextos sectorial y 

geográfico. El estudio sobre patrones de 

la informalidad en el sector de construc-

ción realizado por la Cámara Colombiana 

de Construcción (Camacol)12 en 2011 es 

un claro ejemplo de ello. Este estudio 

encontró que la informalidad del sector 

está asociada a la inestabilidad y la dis-

continuidad en el trabajo de los obreros, 

así como a las necesidades de forma-

ción y certificación de competencias 

laborales. No sólo difieren las causales 

de la informalidad en este sector con los 

de otros sectores13, sino que existen ra-

zones distintas para este mismo sector 

en diferentes regiones14.

Para abordar esta problemática, se 

resaltan los convenios firmados por el 

Mincomercio para la implementación de 

proyectos de formalización en los ni-

veles sectorial y regional, como el que 

se está llevando a cabo en el sector de 

moda y textil en Bogotá. Igualmente, se 

resalta el trabajo que se viene realizan-

do a través del BID y las Cámaras de Co-

mercio15, el cual incluye la realización 

de estudios de identificación de barre-

ras a la formalización en seis sectores 

y seis ciudades del país. En el marco de 

este convenio, se realiza también una 

consultoría que resultará en la defini-

ción de una guía metodológica para la 

implementación de un modelo de ase-

soría de formalización empresarial que 

pretende ser flexible y adaptarse a las 

especificidades de cada región y cada 

sector. También se ha firmado recien-

temente un convenio entre el Minco-

mercio y Confecámaras, con el cual 

se busca la suscripción de acuerdos 

de formalización empresarial en nue-

ve regiones y el levantamiento de un 

inventario de programas orientados a 

aumentar la formalidad.

Por otra parte, se destacan las ac-

ciones en la ANC orientadas a la crea-

ción de incentivos y facilidades para 

el proceso de formalización, princi-

palmente a través de las Brigadas de 

Formalización16 y las Ruedas de Servi-

cios para la Formalización17 que lidera 

el Mincomercio. A través de las briga-

das se ha logrado la sensibilización de 

más de 75.000 empresas, de las cuales 

aproximadamente una tercera parte se 

formalizó. Así mismo, por medio de la 

estrategia de ruedas se logró atender 

a más de 2.000 empresarios y brindar 

12.	 Este estudio fue patrocinado por el Mincomercio y el Mintrabajo. 
13.	 En el sector de frigoríficos de carne bovina, por ejemplo, la informalidad está asociada en gran medida a la falta de cumplimiento de normativas 

zoosanitarias y de inocuidad.
14.	 En Bogotá se habla de la complejidad de los trámites, mientras en Medellín parece haber un desconocimiento de los requisitos que se deben cum-

plir para ser formal. 
15.	 En cabeza de la Cámara de Comercio de Cali. 
16.	 Las brigadas tienen por objeto el acompañamiento personalizado en el proceso de formalización a empresarios informales, ofreciendo un paquete 

de servicios de entidades públicas y privadas.
17.	 A través de las ruedas de servicios para la formalización se generan escenarios donde los empresarios informales se reúnen bajo el mismo techo 

con cerca de 30 entidades públicas y privadas que ofrecen su portafolio de servicios para fomentar la formalización.
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Grupo de acciones Acción ANC Acción Grupo Comentario CPC

Reducción de 
inflexibilidades en 
el mercado laboral 

Implementar la cotización a seguridad social por días mediante 
reglamentación del artículo 171 de la Ley 1450 de 2011.

Se encuentra en el Congreso desde el 2012, pero 
no ha sido considerado aún para segundo debate. 

Disminución de 
trámites y barreras 
a la formalización 
laboral y empre-
sarial 

Avanzar en la integración de los sistemas de afiliación y cotiza-
ción a la seguridad social, a través del Sistema de Registro Único 
de Afiliados al Sistema de Protección Social - AFILIATE.

Promover la implementación de la Red de Inclusión a la Economía 
Formal (RIE): Fortalecer el desarrollo del aplicativo para ingresar al 
libro fiscal en línea e incluir la RIE en la PILA.

Solicitud de eliminación de la acción por parte del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, dado que la 
RIE no fue incluida en el texto de la Reforma Tributaria. 

Estrategias de for-
malización laboral y 
empresarial 

Diseño de estrategias de formalización laboral en el sector 
agropecuario.

Implementar el programa de brigadas para la formalización em-
presarial y realizar ruedas de servicios para la formalización.

Estrategias para 
atraer capital 
humano requerido 
del extranjero

Establecer estrategias para atraer capital humano altamente 
calificado residente en el extranjero en el marco de la Política 
Integral Migratoria.

Flexibilizar y agilizar los requisitos y procedimientos para la 
expedición de visas de trabajo.

Cuadro 1. Avances de la Agenda Nacional de Competitividad en materia de Mercado Laboral y Formalización (primer semestre 2013).

Fuente: Consejo Privado de Competitividad, con base en DNP – Sistema Nacional de 

Competitividad e Innovación.
Avance con retrasos

Sin avances  
y/o retrasos significativos

Acción terminada

Avance satisfactorio
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más de 6.000 asesorías en formaliza-

ción a lo largo y ancho del país.

Adicional a estos avances, en el 

marco del Comité Técnico Mixto de For-

malización del Sistema Nacional de Com-

petitividad e Innovación también se viene 

trabajando en fortalecer los sistemas de 

información y los mecanismos de super-

visión, vigilancia y control. Además, se 

han involucrado también entidades como 

el Ministerio de Tecnologías de Informa-

ción y Comunicaciones —MinTIC— (i.e. 

apropiación de TIC en negocios) y el SENA 

(i.e. formación) para articularlas con las 

diferentes estrategias de formalización 

(ruedas, brigadas y formalización en ca-

denas productivas).

Recomendaciones

reducción de los clns

Pese a la eliminación de los parafiscales 

destinados al ICBF y SENA y del aporte a 

salud, los CLNS en Colombia continúan 

siendo relativamente altos y se podrían 

reducir en mayor medida. Por ejemplo, 

aún hay un 4% restante relacionado con 

los aportes a las Cajas de Compensación 

Familiar que se debe eliminar o se le debe 

buscar una fuente de financiación alter-

nativa. En este sentido, se recomienda la 

realización de una evaluación del impacto 

de las cajas en los diferentes frentes en 

los que operan (i.e. como operadores de 

los subsidios de vivienda y como prestado-

res de servicios de recreación), de manera 

que se confirme la justificación de que de-

ban ser financiadas con recursos públicos.

Si los resultados de la evaluación son 

positivos, se deben repensar los meca-

nismos de financiación, puntualmente 

a través de impuestos generales que no 

distorsionen el mercado laboral. Aunque 

en el proceso de elaboración de la refor-

ma se argumentó que esta opción no era 

factible, puesto que se trata de empresas 

privadas que no pueden ser financiadas 

con recursos del Estado, se cuestiona la 

validez de este argumento en la medi-

da en que la reforma a la salud plantea 

la financiación con recursos del Estado 

de las EPS –muchas de las cuales tam-

bién son privadas (ver capítulo de Siste-

ma Tributario). 

salario mínimo

Actualmente, el incremento en el salario 

mínimo se fija anualmente a través de 

una negociación tripartita entre Gobier-

no, sindicatos y gremios, según lo esti-

pulado en la Ley 278 de 1996. Tal como 

lo ha recomendado a través de los años 

el CPC, para incrementar la brecha entre 

el salario mínimo y el salario medio, y 

así aumentar los incentivos para la for-

malización y la generación de empleo, se 

sugiere sujetar el crecimiento del salario 

mínimo durante varios años al crecimien-

to de la inflación.

Por otra parte, vale la pena dar el de-

bate sobre el salario mínimo regional o 

departamental (Fedesarrollo, 2013c), 

puesto que el análisis subnacional evi-

dencia que no tiene sentido exigir el 

actual nivel de salario mínimo en depar-

tamentos en los cuales éste está incluso 

por encima del ingreso per cápita depar-

tamental, lo cual implica condenar a es-

tos departamentos a la informalidad.

otras inflexibilidades  
laborales

Es importante no retroceder en térmi-

nos de flexibilidades en la contratación. 

En este sentido, se debe tener cuidado 

con los proyectos de Ley “Anti-PIPE” que 

buscan introducir nuevas rigideces al 

mercado laboral. Si bien se reconoce que 

dichas flexibilidades en el caso colombiano 

han llevado a que tanto el sector privado 

como el público hayan abusado de este 

tipo de esquemas de contratación (Esla-

va et al., 2012), lo que se debe fortalecer 

es el esquema de vigilancia y control, y 

crear mecanismos para evitar abusos en 

la contratación de terceros y trabajadores 

temporales, en lugar de acabar con aque-

llos mecanismos que flexibilizan la contra-

tación laboral. Este mismo fortalecimiento 

debe servir para ejercer un mayor control 

sobre la informalidad y sancionarla si es el 

caso. Para ello, habrá que lograr una ma-

yor articulación entre entidades (e.g. DIAN, 

Mintrabajo, Invima, SIC, etc.) que permita 

incrementar la efectividad del “garrote” 

contra la informalidad.

Adicionalmente, con el fin de flexibi-

lizar la contratación de acuerdo con las 

necesidades temporales de las empre-

sas, se debe reglamentar el artículo 171 

de la Ley 1450 de 2011, el cual establece 

la cotización por períodos inferiores a un 

mes. Esquemas como los “contratos de 

cero horas” utilizados en países como 

Holanda e Inglaterra se pueden utilizar 

como modelo. Se podría dar prioridad al 

uso de este tipo de contratos en secto-

res de alta informalidad que tengan una 

demanda por trabajo que varíe por tem-

poradas, como el sector de servicios y 

el agropecuario.

barreras a la movilidad laboral

Certificación de competencias 
laborales

Como se menciona en el capítulo de 

Educación, se debe acelerar la imple-

mentación de la Estrategia de Gestión 

del Recurso Humano (Conpes 3674 de 

2010), la cual contiene como una de 
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No. Recomendación Plazo Lo mínimo a realizar  
antes de agosto de 2014

Principales  
responsables

1
Realizar una evaluación del impacto de las 
cajas de compensación y replantear los me-
canismos de financiación de las mismas. 

Hacer una evaluación de impacto de las cajas de com-
pensación y encontrar alternativas a su financiación.

Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público.

2
Sujetar el incremento del salario mínimo a 
la inflación hasta que se reduzca la relación 
entre salario mínimo y salario promedio. 

Crear mecanismos para que el incremento del salario 
mínimo nunca esté por encima del crecimiento de la 
productividad laboral. 

Ministerio de Trabajo.

3 Descentralizar la definición del salario mínimo 
en los departamentos. 

Convocar a las Gobernaciones, Alcaldías y centros de 
investigación para debatir a nivel nacional la posibilidad 
de tener salarios mínimos regionales. 

DNP.

4
Fortalecer el sistema de Inspección, Vigilancia 
y Control y establecer reglas claras sobre el 
uso de esquemas de contratación flexibles. 

Integrar los sistemas de información de las diferentes 
entidades de control para hacer vigilancia sobre temas 
de formalización en sus diferentes dimensiones. 

DIAN.

5
Reglamentar el artículo 171 de la Ley 1450 
de 2011: cotización por períodos inferiores 
a un mes. 

Reglamentación del Artículo. Ministerio de Trabajo.

6

Implementar la Estrategia de Gestión del 
Recurso Humano (Conpes 3674 de 2010): 
fortalecimiento del Sistema de Certificación de 
Competencias Laborales y construcción de un 
Marco Nacional de Cualificaiones.

Realizar la priorización de sectores y empezar normaliza-
ción de competencias en al menos 5 de estos. Ministerio de Trabajo.

7

Refocalizar la estrategia de Generación de 
Ingresos para la PPED y articular con los 
esfuerzos de cierre de brechas de capital 
humano para los sectores a los que le está 
apostando el país.

Mejorar los sistemas de información para que no se des-
aprovechen oportunidades de formación y vinculación al 
trabajo de la PPED. 

DPS.

8

Crear una estrategia "integral" para atraer el 
capital humano residente en el exterior que 
el país requiere y que no está siendo formado 
interiormente. 

Identificar necesidades de los sectores priorizados 
en materia de capital humano y crear incentivos para 
el retorno de la diáspora colombiana o la atracción de 
trabajadores extranjeros. 

Ministerio de Relaciones 
Exteriores.

9
Realizar estudios desde las regiones para la 
identificación de barreras a la formalidad en 
diferentes sectores. 

Cada departamento debe identificar sectores de alta 
informalidad y altos niveles de ocupación y firmar conve-
nios con los actores públicos y privados del nivel local y 
nacional a participar en la realización de los estudios (e.g. 
Gobiernos locales, Cámaras de Comercio, Mincomercio, 
Ministerio de Trabajo, etc.). 

Comisiones Regionales de 
Competitividad.

Cuadro 2. Resumen: Principales recomendaciones en materia de Mercado Laboral y Formalización.

Fuente: Análisis Consejo Privado de Competitividad.

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Largo

Largo

Corto

Corto
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las piezas fundamentales el Sistema de 

Certificación de Competencias Labora-

les y el Marco Nacional de Cualificacio-

nes. Para esto, es muy importante el 

involucramiento del sector privado en la 

definición de sectores prioritarios a nor-

malizar, puesto que este es un proceso 

que requiere tiempo y recursos. Por tanto, 

se debe empezar en sectores sobre los 

cuales el país y las regiones estén apos-

tando y que, preferiblemente, ya estén 

adelantando otros esfuerzos de certifica-

ción (e.g. en procesos de calidad bajo es-

tándares nacionales o internacionales). 

La baja divulgación del proceso de 

certificación de competencias ha lleva-

do a que se tengan tasas de cobertura 

muy bajas. Por ello, se deben hacer ma-

yores esfuerzos de socialización y divul-

gación de sus beneficios en empresas y 

a través del Servicio Nacional del Empleo, 

de tal forma que para los desempleados 

se convierta en una oportunidad impor-

tante. Dada la imposibilidad del SENA de 

atender toda la demanda y que sólo hay 

cuatro entidades privadas autorizadas 

para ofrecer el servicio de certificación, 

se debería ampliar el portafolio de oferen-

tes, de modo que el SENA fuese uno de 

los oferentes y se incentive la ampliación 

de oferentes privados (DNP - Econome-

tría - S.E.I., 2012). 

Empleo para la PPED 

Se requiere mayor coordinación entre 

las entidades que encabezan la política 

de generación de ingresos para la PPED 

y el Ministerio de Educación para la ni-

velación de personas en competencias 

básicas, lo que garantiza el acceso a 

programas de formación para el trabajo 

y capacitación. Además, se deben forta-

lecer los sistemas de información con 

los que cuenta la entidad, con el fin de 

lograr hacer seguimiento a las personas 

vinculadas al programa y evitar que se 

desperdicien oportunidades de empleo 

por el hecho de no poder ubicar a los po-

tenciales beneficiarios. Finalmente, se 

debe buscar una mayor articulación con 

la política industrial moderna del país y 

sus apuestas productivas, más allá del 

Programa de Transformación Productiva 

(e.g. Programa de Rutas Competitivas de 

Innpulsa, clusters regionales, etc.). 

Migraciones

Es necesario mejorar la “estrategia in-

tegral” de atracción de capital humano 

residente en el exterior. Para esto, es 

necesaria la colaboración activa entre 

migrantes, Gobierno y sector privado, lo 

cual obliga a priorizar actores y sectores. 

En el caso colombiano, esto implica nece-

sariamente la articulación de la política 

de la Cancillería con iniciativas puntua-

les como el Programa de Transformación 

Productiva, las Rutas Competitivas de In-

npulsa y las apuestas departamentales 

que se trabajan a través de las Comisio-

nes Regionales de Competitividad.

Adicionalmente, se deben crear in-

centivos para atraer el capital humano 

que el país necesita y que no está gene-

rando internamente, independientemen-

te de que sean extranjeros o colombianos 

residentes en el exterior. En especial, Co-

lombia debe aprovechar la diáspora al-

tamente calificada que se podría estar 

generando desde países desarrollados 

con altísimas tasas de desempleo, como 

España o Italia (Hommes, 2012). 

cuellos de botella sectoriales 
y regionales

Más allá de los estudios que se han reali-

zado, como aquel de Camacol, y de los es-

tudios que se están realizando en el marco 

del convenio entre el BID y las Cámaras de 

Comercio, se requiere que la identificación 

de barreras a la formalidad y la implemen-

tación de estrategias de formalización se 

conviertan en prácticas cotidianas de los 

actores locales a lo largo y ancho del país. 

Estos estudios deben ser impulsados por 

actores que tengan conocimiento de las 

particularidades de los sectores y regio-

nes, como las Comisiones Regionales de 

Competitividad, las Cámaras de Comercio 

y los gremios. Valdría la pena que estos es-

tudios cuenten con el apoyo del Mintrabajo 

y del Mincomercio18 para la implementa-

ción de las estrategias de formalización 

que los sucederán. 
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El papel de la Ciencia, Tecnología e Innovación (CTeI) en el 
crecimiento económico y en el fortalecimiento de la com-
petitividad de los países es cada vez más relevante1. El pro-
ceso de globalización, al generar mayor competencia entre 
países y firmas, ha incentivado a los agentes económicos a 
emprender procesos productivos más innovadores para di-
ferenciar sus bienes y servicios de sus competidores. 

Los países de ingreso medio-alto como 

Colombia tienen el reto de convertir a 

la CTeI en un generador de crecimiento 

económico y de competitividad de largo 

plazo. Este tipo de países debe dar un 

salto contundente hacia economías del 

conocimiento e innovación para garan-

tizar su competitividad en un entorno 

cada vez más globalizado. Este reto 

surge porque es probable que sus ven-

tajas competitivas en bienes básicos o 

de baja intensidad tecnológica sean 

propensas a disminuir en el tiempo. 

Por un lado, los recursos naturales no 

renovables tienden a agotarse. Por el 

otro, los altos costos de producción, en 

particular la mano de obra, en relación 

con los de países con un nivel menor de 

desarrollo limitan las oportunidades co-

merciales de productos con un bajo nivel 

de diferenciación y sofisticación, cuya 

competitividad depende en gran medida 

de su costo de producción. En este con-

texto, para estos países es fundamental 

contar con un entorno de CTeI robusto 

que les permita profundizar el proceso 

de cambio estructural y apalancar una 

senda de crecimiento económico pro-

nunciada de largo plazo (ver capítulo 

Política de Cambio Estructural)2.

Diagnóstico y avances

Los principales indicadores de CTeI seña-

lan que Colombia todavía no ha dado el 

salto contundente hacia una economía 

basada en el conocimiento y la inno-

vación. La inversión en actividades de 

ciencia, tecnología e innovación (ACTI) 

y en Investigación y Desarrollo (I+D) 

como porcentaje del PIB no ha crecido de 

manera significativa en la última década 

(gráfico 1)3. La inversión en ACTI como 

porcentaje del PIB sólo creció 10 pun-

tos básicos al pasar de 0,35% en 2003 

a 0,45% en 2012. Lo anterior implica que 

el país sólo aumentó su inversión en 

ACTI en $223.000 millones anuales en 

promedio durante este período. El bajo 

crecimiento de la inversión en ACTI es 

preocupante si se tiene en cuenta que 

esta inversión en Latinoamérica creció a 

una tasa casi tres veces mayor que la de 

Colombia entre 2003 y 20104. 

De la misma manera, la inversión del 

país en I+D no ha sido dinámica. En los 

últimos 10 años sólo creció 3 puntos bá-

sicos ($86.000 millones adicionales por 

año en promedio), al ubicarse en 0,17% del 

PIB en 2012 (gráfico 1)5. La brecha en este 

1.	 Griliches (1979) y Hall y Jones (1999) presentan evidencia empírica en países industrializados sobre el papel de la innovación en el crecimiento 
económico. Crespi y Zuñiga (2010) presentan evidencia empírica para seis países latinoamericanos.

2.	 Para una mayor discusión sobre el proceso de cambio estructural, ver Consejo Privado de Competitividad (2012).
3.	 Las ACTI incluyen las siguientes actividades: i) administración y otras actividades de apoyo, ii) apoyo a la formación y capacitación científica y tec-

nológica, iii) servicios científicos y tecnológicos y iv) actividades de innovación e I+D.
4.	 De acuerdo con datos de la Red de Indicadores de Ciencia y Tecnología Iberoamericana e Interamericana, la inversión en ACTI en América Latina cre-

ció 40 puntos básicos al pasar de 0,69% en 2003 a 1,09% del PIB en 2010. Por su parte, la inversión en Colombia creció 15 puntos básicos, al pa-
sar de 0,35% a 0,5% del PIB en el mismo período.

5.	 Esta cifra no incluye los recursos del fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación del Sistema General de Regalías.
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Gráfico 1. Inversión en ACTI* e 
I+D** como porcentaje del PIB.

* ACTI: Actividades de investigación y desarrollo. 

Incluye: administración y otras actividades de apoyo, 

apoyo a la formación y capacitación científica y tecno-

lógica, servicios científicos y tecnológicos, actividades 

de innovación e I+D.

**I+D: Investigación y desarrollo.

Fuente: Observatorio Colombiano de Ciencia y Tecno-

logía (2012).

Fuente: Red de Indicadores de Ciencia y Tecnología Ibe-

roamericana e Interamericana (RICYT) Banco Mundial, 

The Jakarta Post y Battelle (2012).

Gráfico 2. Inversión en I+D como 
porcentaje del PIB, 2010.
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indicador con América Latina se ha amplia-

do, pues la inversión en la región creció a 

una tasa cuatro veces superior a la colom-

biana6. Es preocupante que Colombia no 

haya avanzado decididamente en cerrar 

la brecha en este indicador en relación con 

los líderes de la región (Brasil, Argentina, 

Cuba, México y Chile), así como con otros 

países relevantes (Corea del Sur, Suráfri-

ca, Turquía y Malasia) (gráfico 2). 

Otro factor que el país debe mejorar 

es la composición de la inversión de I+D 

entre el sector público y el privado. Du-

rante la última década, la inversión del 

sector público en I+D ha representado, 

en promedio, 55% del total, mientras que 

la inversión del sector privado sólo ha 

correspondido a 40% en promedio (grá-

fico 3). Es importante señalar que aun-

que esta composición es similar a la de 

América Latina (51% del sector público y 

45% para el sector privado), es inversa 

a la presentada por los países pertene-

cientes a la Organización para la Coope-

ración y Desarrollo Económico (OCDE), 

cuyo sector privado es responsable por 

60% de la inversión total en I+D7. 

En cuanto al otorgamiento de pa-

tentes, el número de patentes otorga-

das por 100.000 habitantes de Colombia 

ha mostrado una importante tendencia 

creciente, al pasar de 0,5 en 2007 a 1,3 

en 2011, lo que implica un crecimiento 

anual promedio de 33% (gráfico 4). Este 

comportamiento se explica, principal-

mente, por el incremento del porcenta-

je de otorgamiento, que pasó de 11% en 

2007 a 32% en 2011, lo que compensó 

la falta de dinamismo de las solicitudes 

de patentes, las cuales se han mante-

nido por debajo de 2.000 anuales des-

de 20088. Es importante destacar que la 

Superintendencia de Industria y Comer-

cio (SIC) ha reducido en 43% el tiempo 

de decisión de las patentes (otorga-

miento o negación), al pasar de 67 me-

ses en 2007 a 38 meses en 2013. 

A pesar de esta tendencia positiva, 

lo cierto es que el número de patentes 

otorgadas por 100.000 habitantes está 

seriamente rezagado en relación no sólo 

con países líderes como Corea del Sur, 

sino con países latinoamericanos. Efec-

tivamente, los coeficientes de invención 

de México, de Chile y de Brasil son 7,6, 

4,5 y 1,3 veces superiores al colombia-

no, respectivamente (gráfico 5). 

Estas tendencias son consistentes 

con los últimos resultados disponibles 

(años 2009-2010) de la Encuesta de 

Desarrollo e Innovación Tecnológica del 

DANE, que muestra que 60,6% de las em-

presas del sector manufacturero y 68,5% 

de las empresas del sector servicios son 

“no innovadoras”9. Es preocupante que 

entre 2005 y 2010, el porcentaje de em-

presas del sector manufacturero cla-

sificadas como innovadoras (tanto en 

sentido estricto como en sentido am-

plio) se ha mantenido prácticamente 

constante alrededor de 34%, pues la caí-

da del porcentaje de empresas innova-

doras en sentido estricto (11,2 puntos 

porcentuales) ha sido compensada por 

un aumento del porcentaje de las em-

presas innovadoras en sentido amplio 

(11,9 puntos porcentuales), como se 

puede observar en el gráfico 6. Adicio-

nalmente, la inversión de las empresas 

del sector manufacturero en ACTI presen-

ta un rezago importante en relación con 

la inversión que hacen las empresas del 

sector servicios. En 2010 la inversión en 

ACTI promedio por empresa manufacture-

ra fue $940,1 millones, mientras que la 

inversión en ACTI promedio por empresa 

del sector servicios fue 2,2 veces supe-

rior, al alcanzar $2.109 millones10. 

El comportamiento de los anterio-

res indicadores sugiere que el sector pri-

6.	 Red de Indicadores de Ciencia y Tecnología Iberoamericana e Interamericana. 
7.	 Si bien es necesario que el sector privado aumente su participación en la inversión total del país en I+D, esto no quiere decir que los niveles de in-

versión pública sean satisfactorios. Como se analizará más adelante, la inversión pública presenta serios rezagos, incluso si se tienen en cuenta 
los recursos de las regalías destinados a CTeI. En este contexto, tanto la inversión privada como la pública se deben incrementar, pero la primera 
debe hacerlo de manera más dinámica.

8.	 En 2006 se presentaron 2.085 solicitudes de patentes, la cifra más alta hasta el momento. 
9.	 La Encuesta de Desarrollo e Innovación Tecnológica (EDIT) del DANE clasifica a las empresas en cuatro categorías: i) innovadoras en sentido estricto: 

aquellas empresas que obtuvieron al menos un servicio o bien nuevo o significativamente mejorado para el mercado internacional. ii) innovadoras en 
sentido amplio: aquellas empresas que obtuvieron al menos un servicio o bien nuevo o significativamente mejorado para el mercado nacional o para 
la empresa, o que implementaron un proceso productivo nuevo o significativamente mejorado para la línea de producción principal o para las líneas de 
producción complementarias, o una forma organizacional o de comercialización nueva. iii) potencialmente innovadoras: aquellas empresas que repor-
taron tener en proceso o haber abandonado algún proyecto de innovación. iv) no innovadoras: aquellas empresas que en el período de referencia de la 
encuesta no obtuvieron innovaciones, ni reportaron tener en proceso, o haber abandonado algún proyecto para la obtención de innovaciones. 

10.	 Cálculos del CPC con base en información de la EDIT V del DANE. 2010 es el último año disponible para hacer comparaciones entre estos dos secto-
res, pues hay datos disponibles para el año 2011 para el sector servicios, pero no los hay para el sector manufacturero. La inversión promedio por 
empresa del sector servicios para el año 2011 fue $1.972,4 millones.
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Gráfico 4. Coeficiente de invención (número de 
patentes otorgadas por 100.000 habitantes).

Gráfico 3. Distribución de la financia-
ción de la I+D por tipo de recurso (%).

Fuente: Cálculos Consejo Privado de Competiti-

vidad con datos del Observatorio Colombiano de 

Ciencia y Tecnología y Banco Mundial.

Fuente: Observatorio Colombiano de Ciencia y Tecno-

logía (2012).
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Fuente: Encuesta de Desarrollo e Innovación Tecnológica 

del DANE.

Fuente: Cálculos Consejo Privado de Competitividad 

con datos de la OMPI y Banco Mundial.

Gráfico 6. Distribución de las empresas ma-
nufactureras por grado de innovación (%).

Gráfico 5. Patentes otorgadas por 
100.000 habitantes, 2011.
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vado colombiano enfrenta dificultades 

para utilizar la CTeI como un generador 

de crecimiento y de productividad. La 

baja inversión en I+D como proporción 

del PIB, la escasa contribución del sec-

tor privado a esta inversión, y la falta de 

dinamismo de las solicitudes de paten-

tes indican que el sector privado colom-

biano tiene espacio para incorporar más 

intensivamente la innovación dentro de 

sus procesos productivos. 

Si bien es cierto que el bajo desem-

peño de Colombia en materia de CTeI se 

explica por una combinación de factores 

como la informalidad empresarial, las de-

ficiencias en el sistema educativo nacio-

nal, la debilidad de las sinergias entre las 

universidades y el sector productivo, la 

escasa cultura de innovación, y la falta de 

diversificación y sofisticación de la eco-

nomía nacional, lo cierto es que desde el 

punto de vista del ecosistema de CTeI del 

país, la falta de articulación entre las enti-

dades públicas encargadas de promover 

la CTeI y la ausencia de foco de los instru-

mentos limitan seriamente el impacto de 

las iniciativas públicas en esta área, a tra-

vés de la duplicación de esfuerzos y/o de 

la ausencia de instrumentos para corregir 

fallas relevantes de mercado11. 

Adicionalmente, la falta de coor-

dinación dificulta el acceso por parte 

del sector privado a los instrumentos 

disponibles, en la medida en que se 

encuentran dispersos en la densa ins-

titucionalidad pública colombiana, se 

utilizan diferentes lenguajes y criterios 

para su implementación, y su difusión es 

confusa y poco efectiva. Con el fin de so-

lucionar este problema, en el marco del 

Sistema Nacional de Competitividad e 

Innovación (SNCeI), Colciencias lidera el 

Comité Técnico Mixto de Innovación para 

lograr la articulación institucional entre 

las entidades del Gobierno nacional cen-

tral y la coordinación con las regiones12. 

A la fecha de publicación de este infor-

me, este comité estaba construyendo un 

mapa con información detallada de los 

instrumentos de promoción de CTeI de 

las principales entidades del Gobierno na-

cional, el cual permitirá tomar acciones 

concretas de política pública para evitar 

duplicidades y para que la oferta guber-

namental en materia de CTeI responda a 

las necesidades del sector privado. 

De la misma manera, este comité 

definió una agenda para reglamentar 

aspectos específicos de la normatividad 

relacionada con la CTeI. En particular, 

este grupo de trabajo tiene la responsa-

bilidad de armonizar los conceptos re-

lacionados con CTeI para que todas las 

instituciones utilicen las mismas defi-

niciones en sus instrumentos, de definir 

los espacios de coordinación necesarios 

para que las diferentes entidades del Go-

bierno nacional central puedan estable-

cer objetivos comunes y líneas de acción 

concretas, de proponer cambios norma-

tivos a los beneficios tributarios a la CTeI 

con el objetivo de incrementar su utiliza-

ción por parte del sector privado, y de dar 

claridad sobre los esquemas de contrata-

ción disponibles para las entidades públi-

cas en materia de CTeI13. 

Si bien es de destacar el trabajo del 

Comité Técnico Mixto de Innovación en 

el marco del SNCeI para solucionar los 

problemas de articulación y de regla-

mentación actuales, lo cierto es que es 

fundamental que Colciencias culmine su 

proceso de reestructuración, acción que 

se encuentra incluida en la Agenda Nacio-

nal de Competitividad (cuadro 1), con el 

fin de que pueda cumplir cabalmente con 

las responsabilidades que le otorgó la Ley 

1286 de 2009, incluida la de ser el coordi-

nador del ecosistema de CTeI en el país14. 

A la fecha de publicación de este informe, 

y después de más de cuatro años de pro-

mulgación de la Ley, este proceso no ha 

sido culminado en los tiempos estableci-

dos en la ANC, a pesar de que se cuenta 

con un proyecto de Decreto con la pro-

puesta de estructura administrativa que 

está siendo analizado por diferentes en-

tidades del Gobierno nacional, así como 

con documentos técnicos de soporte 

como la identificación de cadenas de 

proceso, estudio de cargas de trabajo, 

y matriz de costo de nómina comparati-

va. A pesar de la importancia de esta re-

estructuración, el Gobierno nacional, a 

través del Ministerio de Hacienda y Cré-

dito Público (Minhacienda), tomó la deci-

sión de postergar el proceso hasta 2014 

por motivos presupuestales. Para el CPC, 

11.	 Para una mayor discusión al respecto ver Bitrán, Benavente y Maggi (2011) y Consejo Privado de Competitividad (2012).
12.	 El grupo de trabajo se constituyó como un Comité Técnico Mixto que le reporta al Comité Ejecutivo del Sistema Nacional de Competitividad e Innovación. 

Las entidades que participan de este comité son: Colciencias, Presidencia de la República, Departamento Nacional de Planeación, Ministerio de Comer-
cio, Industria y Turismo, SENA, Innpulsa, Confecámaras, el Programa de Transformación Productiva y el Consejo Privado de Competitividad. 

13.	 Para una mayor discusión sobre los beneficios tributarios ver Parra (2013, marzo) y Consejo Privado de Competitividad (2013).
14.	 Una de las responsabilidades más importantes está incluida en el artículo 5, el cual establece que Colciencias es el “organismo principal de la ad-

ministración pública, rector del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (SNCTeI), encargado de formular, orientar, dirigir, coordinar, 
ejecutar e implementar la política de Estado en la materia, en concordancia con los planes y programas de desarrollo”.
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Fuente: Cálculos Consejo Privado de Competitividad 

con datos de Colciencias y Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público.

Gráfico 7. Inversión como porcenta-
je del PIB de las locomotoras del Plan 
Nacional de Desarrollo, 2012.

Porcentaje del PIB

la innovación es la locomotora 
que menos recursos de inver-
sión recibe del presupuesto 
general de la nación

esta decisión es preocupante pues im-

plica que la locomotora de la innovación 

continuará con un maquinista sin los re-

cursos y el personal idóneo.

Por otro lado, la inversión del Gobier-

no nacional en CTeI es relativamente baja. 

En efecto, las entidades del Gobierno na-

cional central invirtieron $710.054 mi-

llones en ACTI (0,11% del PIB) en 2012; 

lo que representa solamente 1,9% de 

la inversión total del Gobierno y lo que 

convierte a la ciencia, tecnología e inno-

vación en la décimo segunda prioridad 

sectorial del país en términos de inver-

sión proveniente del presupuesto nacio-

nal y en la locomotora del Plan Nacional 

de Desarrollo con menor cantidad de re-

cursos de inversión (gráfico 7)15. 

Aunque la destinación de recursos 

provenientes de las regalías para finan-

ciar proyectos de CTeI es un paso en la 

dirección correcta para disminuir el reza-

go de la inversión pública en CTeI, lo cierto 

es que este esfuerzo no es suficiente16. 

Por un lado, la locomotora de la innova-

ción sigue siendo la que menos recursos 

recibe, incluso si se tienen en cuenta los 

recursos de regalías de la vigencia 2012 

destinados a proyectos aprobados17. Por 

el otro, el nivel de inversión en la materia 

seguirá lejos de pares internacionales. De 

acuerdo con estimaciones del Observato-

rio Colombiano de Ciencia y Tecnología, 

los recursos de regalías incrementarían 

la inversión en ACTI a alrededor de 0,68% 

del PIB en 2014. Por su parte, el Consejo 

15.	 El presupuesto de inversión del Gobierno nacional de la locomotora de la infraestructura (sector transporte) es 11 veces superior, el de la locomo-
tora minero-energética (sector minas y energía) es cuatro veces superior, el de la locomotora agrícola es 2,4 veces superior y el de la locomotora 
de la vivienda es 1,7 veces superior. 

16.	 De acuerdo con el Decreto 1243 de 2012, el presupuesto para 2012 ascendió a $869.000 millones (de los cuales sólo se comprometieron $446.595 mi-
llones al 2 de agosto de 2013). Para la vigencia 2013-2014, se estableció un presupuesto de $1,7 billones (Ley 1606 de 2012). 

17.	 Teniendo en cuenta los recursos de regalías de la vigencia 2012 destinados a proyectos aprobados al 2 de agosto de 2013 ($446.595 millones), 
el presupuesto de la locomotora de la infraestructura (sector transporte) es 6,9 veces superior, el de la locomotora minero-energética (sector mi-
nas y energía) es 2,4 veces superior, el de la locomotora agrícola es 1,5 veces superior, y el de la locomotora de la vivienda es 1,1 veces superior.
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Grupo  
de acciones Acción ANC Acción Grupo Comentario CPC

Fortalecer insti-
tucionalidad de 
Ciencia, Tecnología e 
Innovación

Reestructurar Colciencias de modo que pueda sa-
tisfacer las responsabilidades asociadas a su triple 
funcionalidad (i. Depto. Administrativo, ii. Rector del 
sector CyT, iii. Administrador y líder del SNCTeI), lo cual 
incluye el fortalecimiento del Fondo Caldas.

El estado de avance de este grupo de acciones es insatisfac-
torio a juicio del CPC, debido a los retrasos significativos en 
el proceso de reestructuración de Colciencias. Para el CPC la 
reestructuración de Colciencias es una condición necesaria 
para una adecuada institucionalidad.

Fortalecer los centros nacionales de Investigación y De-
sarrollo (I+D): Estructurar proyectos de fortalecimiento 
de centros de I+D mediante redes de conocimiento, que 
incluyan recursos financieros, infraestructura, recursos 
humanos, gestión de tecnología y metodologías.

Mejorar capacidad 
innovadora de las 
regiones

Capacitar a entidades territoriales para la presentación 
de proyectos de CTeI al Fondo de Regalías para CTeI. 

Aunque se han hecho algunos talleres de capacitación, todavía no 
se ha aprobado los lineamientos de mediano plazo para fortalecer 
las capacidades regionales para la gestión de proyectos.

Establecer modelo de Oficinas de Transferencia de 
Tecnología (OTT) e implementar 3 con apoyo y cofi-
nanciación de las regiones. 

Colciencias abrió la convocatoria 621 de 2013 con el fin de confor-
mar un banco de propuestas elegibles para la creación o fortaleci-
miento de oficinas de transferencia de resultados de investigación.

Desarrollar el programa Rutas Competitivas en 16 
departamentos y transferir la metodología para el 
fortalecimiento de clúster.

Se cuenta con 12 hojas de rutas formuladas en 12 departa-
mentos.

Poner en marcha el Fondo de Ciencia, Tecnología e 
Innovación del Sistema General de Regalias. 

Desarrollar el capital 
humano para la 
innovación y la 
investigación 

Incrementar en 30% el número de beneficiarios de be-
cas para formación avanzada (Maestrías y Doctorados). 

11 proyectos presentados al OCAD de CTeI para la formación 
de capital humano altamente calificado, por un valor de 
$161.688 millones.

Promover sofistica-
ción de los negocios 
a través de la 
innovación 

Promover el Emprendimiento Dinámico Innovador: 
apoyar 150 proyectos con servicios de pruebas 
empresariales, y 45 entidades académicas y no 
académicas.

41 entidades académicas y no académicas se han beneficia-
do de la convocatoria que busca fortalecer las capacidades en 
identificación, aceleración y acompañamiento del Emprendi-
miento Dinámico Innovador. Por su parte, Innpulsa ha apoyado 
146 iniciativas empresariales para la innovación y el empren-
dimiento dinámico.

Apoyar la cofinanciación de proyectos de innovación 
empresarial y de encadenamientos productivos a 
traves del Fondo de Modernización e Innovación para 
las Mipymes.

La convocatoria de innovación ha apoyado 36 proyectos por 
un valor de $7.700 millones. Por su parte, la convocatoria de 
encadenamientos productivos ha apoyado 44 proyectos por 
un valor de $8.600 millones. 

Realizar convocatorias que atiendan las brechas de 
productividad entre las Mipymes.

El SENA, a través de dos convocatorias, aprobó la cofinancia-
ción a 90 proyectos por un valor $15.644 millones. 

Formular e implementar un Programa Piloto de Exten-
sionismo Tecnológico para Mipes a nivel de productos, 
procesos u organización. 

Se realizó la inscripción por convocatoria de 183 empresas del 
sector autopartes de las regiones Bogotá-Cundinamarca, Valle del 
Cauca, Medellín y Eje Cafetero. Se inició proceso de intervención 
de la fase 1 del programa en 32 empresas de Bogotá.

Implementar acciones de capacitación en protección, 
gestión, valoración y aprovechamiento de la propiedad 
intelectual en instituciones educativas y empresas.

Se realizarón 91 eventos capacitando cerca de 2.819 perso-
nas a través de la Academia de Propiedad Industrial - API.

Cuadro 1. Avances de la Agenda Nacional de Competitividad en materia de Ciencia, Tecnología e Innovación (primer semestre 2013).

Fuente: Consejo Privado de Competitividad con base en DNP - Sistema Nacional de 

Competitividad e Innovación. Primer semestre de 2013.
Avance con retrasos

Sin avances  
y/o retrasos significativos

Acción terminada

Avance satisfactorio
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Privado de Competitividad (CPC) estima 

que las regalías incrementarían la inver-

sión en I+D a 0,26% del PIB en 201418. 

Dado que la adecuada ejecución de 

los recursos de regalías destinados a 

CTeI depende de la capacidad de inno-

vación de las regiones, la ANC incluyó 

dos acciones puntuales para mejorar di-

chas capacidades. De un lado, en 2013 

Colciencias comenzó una serie de talle-

res de capacitación sobre la verificación 

de requisitos que deben cumplir los pro-

yectos para ser elegibles. En el media-

no plazo, esta acción de la ANC incluye 

la implementación de una estrategia 

que mejore las capacidades regiona-

les para la presentación de proyectos 

al fondo de CTeI de regalías. Del otro, la 

ANC incluye una acción para establecer 

modelos de Oficinas de Transferencia 

Tecnológica. En 2013 Colciencias apro-

pió $3.500 millones para financiar una 

convocatoria para la creación o fortale-

cimiento de Oficinas de Transferencia de 

Resultados de Investigación (OTRIS) y 

para la elaboración y difusión de nor-

mas técnicas (cuadro 1). Por su par-

te, Innpulsa, una unidad de desarrollo 

administrada por Bancóldex, tiene el 

objetivo de mejorar las capacidades ins-

titucionales regionales para que puedan 

apalancar procesos de crecimiento rápi-

do, rentable y sostenido. Para tal fin, In-

npulsa implementó convocatorias para 

fortalecer la capacidad de las organi-

zaciones regionales relacionadas con 

comercialización y transferencia de tec-

nologías; así como para mejorar los pro-

cesos de ideación y estructuración de 

proyectos que apalenquen el crecimien-

to empresarial en las regiones. Innpulsa 

también viene apoyando el fortaleci-

miento de las Comisiones Regionales 

de Competitividad, en particular para 

que estos espacios de coordinación 

público-privada cuenten con las capa-

cidades suficientes para definir focos 

estratégicos para el crecimiento empre-

sarial. De la misma manera, a través del 

programa Rutas Competitivas, Innpulsa 

tiene el objetivo de “mejorar la competi-

tividad de las empresas pertenecientes 

a un cluster, a partir de la redefinición 

de la estrategia de largo plazo para que 

estas puedan competir en segmentos 

de negocios más atractivos que los ac-

tuales”19. Este programa, que también 

se encuentra incluido en la ANC, apoya 

36 clusters en 18 departamentos (dos 

iniciativas por departamento).

Es importante recalcar que la crea-

ción de Innpulsa es uno de los esfuerzos 

más importantes que el país emprendió 

para involucrar de manera más decidida 

al sector privado en procesos de innova-

ción. En su primer año de operaciones 

esta entidad adjudicó $92.550 millo-

nes, destinados a 167 proyectos en 15 

departamentos. Adicionalmente, Innpul-

sa, dentro de la ANC, es responsable de 

promover el emprendimiento dinámico 

innovador (cuadro 1)20.

A pesar de los avances que se han 

dado en las acciones de la Agenda Na-

cional de Competitividad (cuadro 1), así 

como en otros frentes, los retos que tie-

ne Colombia en materia de CTeI continúan 

siendo significativos. Si bien las iniciati-

vas que se han descrito en este capítulo 

van en la dirección correcta, es indispen-

sable que el país avance en otras dimen-

siones para acelerar su transición hacia 

una economía basada en el conocimiento 

y la innovación, tal como se analiza en la 

siguiente sección de este capítulo.

Recomendaciones

Las políticas públicas que se adopten 

en Colombia deben contribuir decidida-

mente a que la CTeI sea un generador 

significativo de crecimiento económi-

co, productividad y competitividad. Para 

lograr ese objetivo de largo plazo, es 

fundamental que los sectores privado 

y público incrementen sus actividades 

e inversiones relacionadas con CTeI. 

Aunque el incremento de la inversión 

pública es necesario, el involucramien-

to del sector privado en actividades de 

CTeI debe ser preponderante, pues es 

prácticamente imposible que los es-

fuerzos públicos reemplacen las inicia-

tivas privadas en esta materia. Es decir, 

Colombia no sólo debe redoblar los es-

fuerzos para aumentar la inversión en 

ACTI y en I+D como porcentaje del PIB, 

sino asegurar que la mayoría de estas 

inversiones sea realizada por el sector 

privado. Paralelamente, el Gobierno na-

cional y las entidades regionales deben 

18.	 Se supone que la inversión en I+D mantiene su participación promedio en la inversión en ACTI en la última década (38,3%).
19.	 Innpulsa (2013, abril).
20.	 Es importante señalar que Innpulsa también opera el Fondo de Modernización e Innovación para las mipymes, el cual es un instrumento de cofi-

nanciación no reembolsable para apoyar programas, proyectos y actividades dirigidas a la innovación de las mipymes. Los recursos de este fondo 
provienen del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, así como del Ministerio de Tecnologías de Información y Comunicaciones. A la fecha de 
publicación de este informe, el Fondo había beneficiado más de 22.000 mipymes al aportar más de $70.000 millones para el desarrollo de pro-
yectos que fortalezcan los encadenamientos productivos y los procesos de modernización empresarial, entre otros objetivos. 
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promover la sofisticación y la diversifi-

cación productiva mediante la utiliza-

ción de la CTeI para potenciar ventajas 

competitivas tanto en nuevos sectores 

como en los actuales.

En este contexto, esta sección del ca-

pítulo presenta recomendaciones del CPC 

para que el país acelere el tránsito hacia 

una economía basada en el conocimiento 

y la innovación. Estas recomendaciones 

están agrupadas en dos dimensiones: 

institucionalidad y capacidad de innova-

ción del país. El cuadro 2 resume las prin-

cipales recomendaciones del CPC.

institucionalidad

La implementación de una política pública 

robusta en materia de CTeI requiere de la 

definición de objetivos estratégicos de 

largo plazo, de la determinación de los 

papeles que deben desempeñar todas las 

instituciones que tienen la responsabilidad 

en promover la CTeI, del establecimiento 

de espacios formales de concertación y 

coordinación, y de un sistema sólido de 

monitoreo y evaluación de los programas, 

iniciativas e instrumentos públicos. 

Colombia, a pesar de contar con 

arreglos institucionales como el Siste-

ma Nacional de Ciencia, Tecnología e In-

novación (SNCTeI) y el SNCeI, todavía no 

ha logrado consolidar una instituciona-

lidad que le permita definir una política 

de CTeI de largo plazo y apalanque ac-

ciones coordinadas de las entidades en-

cargadas de la promoción e innovación. 

Aunque los avances del Comité Técni-

co Mixto de Innovación son valiosos, se 

deben tomar medidas de mayor calado 

para que el país cuente con la institucio-

nalidad adecuada.

Para el CPC, contar con un Colciencias 

reestructurado y fortalecido, tanto a ni-

vel de personal como de recursos finan-

cieros, es condición necesaria para que 

la implementación de la política de CTeI 

sea adecuada. Este fortalecimiento es 

fundamental para que pueda ejercer su 

papel como entidad rectora de la política 

de CTeI y obtenga el suficiente peso espe-

cífico para liderar los procesos de articu-

lación y coordinación que tanto necesita 

el país, en particular ahora cuando ejerce 

un papel clave en la institucionalidad de 

regalías para CTeI. Es preocupante que la 

reestructuración de Colciencias no haya 

terminado después de cuatro años de ha-

ber sido aprobada la Ley 1286 de 2009. 

En este contexto, el CPC recomienda que 

se acelere este proceso, el cual termina 

cuando se hagan las contrataciones ne-

cesarias de personal y se trasladen los 

recursos financieros requeridos, para 

que la entidad pueda cumplir tanto con 

sus responsabilidades misionales de po-

lítica, como con sus actividades operati-

vas y administrativas21. 

En cuanto al fortalecimiento de la ar-

ticulación institucional, en primer lugar 

se debe lograr que el SNCTeI y el SNCeI 

tengan objetivos estratégicos comunes 

y sus actividades, dentro de su ámbito, 

contribuyan decidida y complementa-

riamente al alcance de dichos objetivos. 

Para tal fin, Colciencias y la Presidencia 

de la República, al ser actores claves 

en estos sistemas, deben actuar como 

punto focal para que las entidades in-

tegrantes de estos sistemas logren una 

definición de objetivos estratégicos co-

munes y una determinación de líneas de 

acción para cada uno22. 

Dentro del proceso de definición de 

objetivos estratégicos, se recomienda 

contar con un enfoque de smart specia-

lization, que consiste en la concentración 

de recursos públicos en actividades e in-

versiones en el campo del conocimiento 

para fortalecer las ventajas comparativas 

en nuevos sectores o en los existentes, a 

través de tres líneas de acción: i) realzar 

el papel de la especialización científica, 

tecnológica y económica en el desarro-

llo de ventajas comparativas y en la ge-

neración de crecimiento económico, ii) 

construir capacidades para identificar 

circunstancias presentes o futuras de 

ventajas comparativas, y iii) efectuar 

arreglos institucionales que otorguen 

un papel central a las regiones, al sector 

privado y a los emprendedores en el pro-

ceso de convertir las estrategias de es-

pecialización en resultados económicos 

y sociales (OCDE, 2012)23. 

De la misma manera, se debe im-

plementar una estrategia formal de pla-

neación colectiva, en donde todas las 

instituciones encargadas de la promo-

ción de la CTeI del Gobierno nacional 

puedan definir sus papeles –de acuerdo 

21.	 Para el CPC, es deseable que la nueva estructura de Colciencias separe formalmente las áreas encargadas de las actividades misionales de política 
de aquellas áreas operativas y de administración de programas, para evitar conflictos de interés y asegurar que las actividades misionales no que-
den desatendidas ante necesidades operativas de corto plazo. 

22.	 Colciencias es la entidad rectora del SNCTeI, mientras Presidencia de la República, a través de la Alta Consejería para la Gestión Pública y Privada, 
ejerce la coordinación general del SNCeI.

23.	 El enfoque de smart specialization es una de las estrategias que pueden emplear los países para incrementar la productividad y la sofisticación de 
sus economías. Para una discusión más detallada el respecto, ver capítulo Política de Cambio Estructural de este informe.
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con sus funciones misionales y los ob-

jetivos estratégicos definidos–, poten-

ciar sinergias y complementariedades, e 

identificar nuevas demandas del sector 

productivo, de los investigadores y de la 

academia del país. Si bien el país cuen-

ta con el Marco de Inversión en Ciencia, 

Tecnología e Innovación como herra-

mienta de programación del gasto pú-

blico en materia de CTeI, lo cierto es que 

su alcance en la práctica se ha queda-

do corto para las necesidades del país, 

pues se ha concentrado en el tema pre-

supuestal y ha dejado por fuera la defini-

ción y la coordinación de las prioridades 

de inversión de cada entidad en CTeI24. 

Por lo tanto, se recomienda que se for-

talezca el alcance del Marco de Inversión 

en CTeI, con el fin de incluir espacios de 

coordinación formales tendientes a de-

finir los papeles, actividades y priorida-

des de inversión de cada institución, de 

manera que respondan adecuada y co-

herentemente a los objetivos estratégi-

cos definidos. Un espacio natural para 

realizar estas actividades de coordina-

ción es el SNCeI a través de su Comité 

Técnico Mixto de Innovación.

Los esfuerzos conjuntos de las enti-

dades públicas relacionados con la pro-

moción de CTeI deben ser evaluados de 

manera robusta y sistemática, de ma-

nera que la oferta institucional se ajuste 

y los recursos para CTeI se inviertan efi-

cientemente. En la actualidad, cada enti-

dad cuenta con su propia base de datos 

de beneficiarios, y las evaluaciones de 

impacto son esporádicas y con alcances 

limitados. Adicionalmente, la fragmenta-

ción de la información sobre los benefi-

ciarios limita la capacidad del Gobierno 

para identificar la coherencia de los pro-

gramas y dificulta el desarrollo de evalua-

ciones comprensivas que vayan más allá 

de la medición de los recursos ejecuta-

dos y del conteo de los beneficiarios aten-

didos por cada entidad. En este sentido, 

se debe aprovechar el trabajo del Comi-

té Técnico Mixto de Innovación para que, 

con base en el mapa de instrumentos que 

se está construyendo, se pueda evaluar 

comprensivamente la oferta institucional 

y se garanticen su relevancia y su per-

tinencia de cara a las necesidades del 

sector productivo. De la misma manera, 

se recomienda que el Gobierno nacional 

implemente un sistema de información 

único de beneficiarios de instrumentos 

de CTeI, lo cual facilitará el seguimiento 

de la gestión de las entidades a la luz de 

los objetivos conjuntos definidos, permi-

tirá hacer evaluaciones de impacto ro-

bustas y proveerá información sobre la 

complementariedad de los instrumentos 

ofrecidos por las diferentes entidades del 

Gobierno. Incluso, este sistema de infor-

mación tiene el potencial de disminuir 

las barreras de acceso del sector priva-

do a los instrumentos de política pública 

al centralizar y simplificar algunos de los 

trámites de los programas. 

La implementación de estas recomen-

daciones redundaría en una oferta públi-

ca de instrumentos de promoción a la CTeI 

que responda coherentemente a objetivos 

estratégicos del país y que pueda ser lo 

suficientemente robusta a las necesidades 

del sector productivo colombiano.

capacidad del país para innovar 

El país debe incrementar los recursos, 

tanto públicos como privados, destina-

dos a financiar proyectos de CTeI, con 

el fin de cerrar decididamente la brecha 

existente con países de referencia. En 

la esfera pública, a pesar del importante 

incremento de recursos destinados a la 

CTeI, a través de la creación de un fon-

do específico en el Sistema General de 

Regalías, es necesario que se aumente 

la inversión pública en ACTI. Como se 

mencionó anteriormente, este mayor 

esfuerzo presupuestal debe ir acom-

pañado de un sistema de seguimiento 

y de evaluación robusto, con el fin de 

maximizar el impacto de las inversio-

nes. Este sistema de seguimiento tam-

bién debe incluir información detallada 

sobre los proyectos de CTeI financiados 

con regalías, pues en la actualidad sólo 

es posible conocer los nombres de los 

proyectos y el monto aprobado, lo cual 

no permite realizar un análisis detallado 

sobre la calidad, la pertinencia y la cohe-

rencia de estos. 

En cuanto al fondo de CTeI de re-

galías, es fundamental que se fortalez-

can las acciones tendientes a mejorar 

las capacidades regionales para la 

presentación de proyectos. Lo ante-

rior es crucial para incrementar el im-

pacto económico de la inversión, así 

como para acelerar la ejecución de los 

recursos, la cual no ha sido tan rápida 

como se esperaba, pues al 2 de agosto 

de 2013 sólo se habían aprobado 145 

proyectos, por $1,1 billones, correspon-

24.	 El Marco de Inversión en Ciencia, Tecnología e Innovación fue creado por el artículo 21 de la Ley 1286 de 2009, que dispone que el Departamento 
Nacional de Planeación, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y Colciencias, con el apoyo de las instituciones involucradas, elaborarán anual-
mente un marco de inversión en ciencia, tecnología e innovación concebido como una herramienta de programación de mediano plazo del gasto 
público de las entidades de Gobierno, considerando las restricciones fiscales.
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dientes a 43% del presupuesto aproba-

do para el período 2012-2014, y sólo se 

habían terminado las labores de con-

tratación de 13 proyectos, por un va-

lor de $47.216 millones, equivalentes 

a 4,2% del valor total de los proyectos 

aprobados. De la misma manera, se re-

comienda fomentar decididamente la 

presentación de proyectos conjuntos 

entre departamentos que estén en lí-

nea con las apuestas sectoriales de las 

regiones, los cuales sólo representan 

alrededor de 20% del monto total apro-

bado. Lo anterior es clave para que los 

proyectos respondan a las caracterís-

ticas económicas de las iniciativas, y 

no a límites geopolíticos, lo que me-

jora el impacto de la inversión. Para 

esto, sería conveniente que en la eva-

luación de los proyectos se dé prioridad 

a aquellos que están en línea con las 

apuestas sectoriales de las regiones y 

son desarrollados conjuntamente. Pa-

ralelamente, el fortalecimiento de Col-

ciencias le debe permitir articular más 

efectivamente las diferentes iniciativas 

regionales, con el fin de aprovechar si-

nergias y evitar duplicidades. 

La formación adecuada de capital 

humano es una condición fundamental 

para que un país tenga una capacidad de 

innovación importante, la cual se debe 

caracterizar por incrementar la oferta de 

investigadores y profesionales en áreas 

pertinentes como ciencias naturales y 

exactas, ingeniería y tecnología. Por lo 

tanto, y adicional a los retos que tiene 

el país para mejorar su sistema educa-

tivo en términos de cobertura, calidad y 

pertinencia (ver capítulo Educación), se 

recomienda que se implemente un pro-

grama agresivo de atracción de capital 

humano especializado, tanto nacional 

como extranjero residente en el exterior, 

en estas áreas donde no es conveniente 

esperar a la formación de investigado-

res, a través del otorgamiento de benefi-

cios tributarios o incentivos económicos 

no reembolsables. De la misma manera, 

es fundamental proveer incentivos para 

que el sector privado contrate más in-

vestigadores, pues en la actualidad sólo 

0,5% de estos trabajan para el sector pri-

vado productivo25. En este contexto, se 

recomienda que los incentivos actuales 

de formación de doctores den prioridad 

a áreas aplicadas relevantes para la in-

dustria como ingeniería y tecnología, así 

como que se establezca incentivos a la 

contratación de doctores por parte del 

sector privado (ver Bitrán et.al (2011) 

para una mayor discusión).

Es importante que el Gobierno na-

cional incremente el acceso por parte 

del sector privado a los instrumentos 

públicos de promoción a la CTeI dispo-

nibles. Si bien las recomendaciones en 

torno a la institucionalidad del sistema 

disminuirían los costos de acceso, al or-

ganizar la oferta institucional, es desea-

ble que se profundicen y refuercen las 

iniciativas de difusión y sensibilización 

sobre la importancia de la innovación y 

sobre la existencia de instrumentos de 

promoción. Es importante señalar que 

aunque el contenido y la implementa-

ción de estas iniciativas deben ser es-

pecíficos a cada tipo de empresa de 

acuerdo con su comportamiento inno-

vador, es clave enfocar las actividades 

hacia micro, pequeñas y medianas em-

presas para incentivarlas a que hagan 

algo de mejoramiento o modernización 

productiva cuando actualmente hacen 

muy poco o nada. Al respecto, es funda-

mental esperar los resultados del piloto 

de extensionismo tecnológico a peque-

ñas y medianas empresas (ver cuadro 

1), con el fin de escalar esta iniciativa 

de la mejor manera posible. 

De la misma manera, se recomien-

da que el Gobierno nacional implemente 

una plataforma de internet que cumpla la 

función de ventanilla única de los instru-

mentos públicos de promoción a la CTeI. 

Esta herramienta debería centralizar la 

información de todas las convocatorias 

y demás instrumentos del Gobierno na-

cional en materia de CTeI, con el objetivo 

de facilitar el conocimiento y la compa-

ración de la oferta pública por parte del 

sector privado, y así fortalecer las ac-

tividades de CTeI de las empresas co-

lombianas. Es importante señalar que 

Colciencias y el Comité Técnico Mixto de 

Innovación del Sistema Nacional de Com-

petitividad e Innovación se encuentran 

trabajando esta iniciativa. 

Si bien todas las empresas, inde-

pendientemente de su tamaño, deben 

incrementar sus actividades innova-

doras con el fin de ser cada vez más 

competitivas, lo cierto es que es nece-

sario que las grandes empresas rea-

licen esfuerzos más profundos para 

diversificar su portafolio de produc-

tos y servicios, a través de empren-

dimientos corporativos en negocios 

totalmente diferentes a los de su core. 

En la medida que las grandes empresas 

25.	 De acuerdo con BID (2011), la baja contratación de investigadores por parte del sector privado productivo se explica por una combinación de facto-
res, incluidos mecanismos inadecuados de inserción laboral, la orientación hacia investigación básica, poca relevancia del conocimiento a las ne-
cesidades de la industria, y bajos incentivos a la movilidad.
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tengan las herramientas para realizar 

emprendimientos corporativos, estas 

podrán jalonar aún más la actividad 

económica del país a través de la crea-

ción de nuevos encadenamientos pro-

ductivos. Esto es lo que ha pasado en 

China, India y Corea del Sur entre 2000 

y 2010, donde 49% de los nuevos em-

prendimientos de los conglomerados 

más grandes han sido negocios nuevos 

que no estaban ligados a los negocios 

existentes26. En este contexto, y en lí-

nea con el capítulo de Política de Cam-

bio Estructural de este informe, el CPC 

recomienda que el Gobierno nacional, a 

través de Innpulsa, diseñe e implemen-

te instrumentos que fomenten los em-

prendimientos corporativos en el país. 

Finalmente, las últimas recomen-

daciones de este capítulo están rela-

cionadas con los beneficios tributarios 

para la CTeI, quizás uno de los instru-

mentos más importantes que tiene Co-

lombia para aumentar la inversión del 

sector privado en este campo. Por un 

lado, los beneficios tributarios tienen un 

impacto significativo en el desempeño 

de las empresas. De acuerdo con Parra 

(2013), las empresas que accedieron a 

este instrumento presentaron un incre-

mento de la productividad total de los 

factores de entre 4% y 16%, un aumen-

to en el empleo total de 8%, y una am-

pliación de la actividad exportadora de 

5%, en relación con empresas similares 

que no accedieron a los beneficios tribu-

tarios. Del otro, en 2012 el Gobierno na-

cional asignó un cupo de inversión total 

de un billón de pesos, mientras que en 

2013 hizo lo propio al aprobar un cupo 

total de 1,7 billones27.

A pesar de las bondades del ins-

trumento, su utilización por parte del 

sector privado no ha sido la esperada. 

En 2012 sólo se aprobaron proyectos 

por $330.176 millones, es decir, 33% 

del presupuesto total. Como lo anali-

zó el Consejo Privado de Competitivi-

dad (2013, abril), la Ley 1450 de 2011 

(Ley del Plan Nacional de Desarrollo) 

y la Ley 1607 de 2012 de reforma tri-

butaria incluyeron provisiones que 

desincentivan la utilización de los be-

neficios tributarios. La Ley 1450 de 

2011 obligó a que los proyectos sean 

presentados únicamente a través de 

universidades, centros o grupos de in-

vestigación acreditados por Colcien-

cias, lo que no responde a la realidad 

empresarial, pues muchas empresas 

tienen grupos de investigación no re-

gistrados y presentaban los proyectos 

directamente, como lo permitía la Ley 

633 de 2000. De la misma manera, de 

acuerdo con la Ley 1450 de 2011, sola-

mente los proyectos de investigación y 

desarrollo tecnológico pueden ser suje-

tos de los beneficios tributarios. Por lo 

tanto, actividades para la producción y 

la comercialización de productos inno-

vadores, por ejemplo, están excluidas 

del instrumento. De la misma manera, 

actividades relacionadas con la inno-

vación organizacional y con la forma-

ción de capacidades de gestión de la 

innovación dentro de las empresas no 

cuentan con beneficio tributario28. Adi-

cionalmente, la Ley 1607 de 2012, al in-

cluir una reconfiguración tributaria que 

disminuyó el impuesto de renta de 33% 

a 25%, implicó una caída del beneficio 

neto del instrumento de 6 puntos por-

centuales, al pasar de 25% a 19%, lo que 

desincentiva su utilización29. 

En este contexto, el CPC recomien-

da que se hagan los cambios de Ley ne-

cesarios para que se vuelva a habilitar 

la presentación directa de proyectos de 

CTeI por parte de las empresas, que los 

proyectos de innovación vuelvan a ser 

cobijados por el instrumento y que se 

aumente el porcentaje de deducción de 

175% a 200% para volver a alcanzar una 

tasa de beneficio neto del 25%. 

De manera paralela, es recomenda-

ble que el Consejo Nacional de Benefi-

cios Tributarios (CNBT) realice acciones 

tendientes a incrementar la probabilidad 

de aprobación de los proyectos presen-

tados. Dado que un porcentaje impor-

tante de rechazos se debe a problemas 

de forma en la presentación de proyec-

tos (Colciencias, 2013), se recomien-

da introducir una instancia oral y de 

acompañamiento dentro del proceso 

de evaluación de los proyectos, con el 

objetivo de que los proponentes tengan 

la posibilidad de corregir los problemas 

de forma antes de que las instancias del 

CNBT tomen una decisión definitiva so-

bre los mismos.

26.	 Mckinsey (2013, febrero). Para una mayor discusión, ver Hausmann (2013, julio).
27.	 Estos cupos hacen referencia a la inversión total de los proyectos. La reglamentación actual (tasa de renta de 25% y un porcentaje de deducción de 175%) 

implica un beneficio neto de 19%. Así, dichos cupos implican un esfuerzo fiscal de $190.000 millones para 2012 y de $323.000 millones para 2013. 
28.	 Para una mayor discusión, ver Consejo Privado de Competitividad (2013).
29.	 Es importante señalar que la carga tributaria para las empresas quedó inalterada, pues la reducción del impuesto de la renta fue reemplazada con 

el impuesto CREE de 8%.



103

ciencia, tecnología e innovación
consejo privado de com

petitividad

No. Recomendación Plazo Lo mínimo a realizar  
antes de agosto de 2014

Principales  
responsables

1 Culminar proceso de reestructuración de 
Colciencias.

Decretos de estructura administrativa y planta de personal publi-
cados, proceso de contratación de personal en ejecución.

Colciencias, Ministerio 
de Hacienda y Crédito 
Público.

2

Definición de objetivos estratégicos comunes 
para el Sistema de Competitividad e Innovación 
y el Sistema de Ciencia, Tecnología e Innova-
ción, con un enfoque de smart specialization.

Documento conceptual con la definición de objetivos consensua-
do entre el Comité Ejecutivo del Sistema Nacional de Competitivi-
dad e Innovación, el Consejo Asesor de Colciencias y Colciencias.

Colciencias, Depar-
tamento Nacional de 
Planeación y Presiden-
cia de la República.

3
Definición de roles y responsabilidades de 
cada entidad gubernamental que contribuyan 
a alcanzar los objetivos definidos.

Formalización del Comité Mixto de Innovación del Sistema 
Nacional de Competitividad e Innovación como el espacio de 
coordinación y articulación institucional.

Colciencias.

4 Sistema de información unificado de bene-
ficiarios.

Plan de acción para implementar el sistema, el cual debe incluir 
la definición de requerimientos de información y requisitos 
técnicos. 

Colciencias.

5
Incrementar inversión de las entidades 
gubernamentales en actividades de ciencia, 
tecnología e innovación.

Inversión del Presupuesto Nacional en ciencia, tecnología e 
innovación representa al menos 2,5% del presupuesto total de 
inversión de la Nación.

Departamento Nacional 
de Planeación, Minis-
terio de Hacienda y 
Crédito Público.

6 Programa de atracción de capital humano 
especializado residente en el exterior.

Documento técnico con propuesta de instrumento, incluyendo 
población objetivo, costo fiscal y otras características. Colciencias.

7 Ventanilla única de acceso a instrumentos 
públicos de promoción de CTeI.

Versión beta de la aplicación web con información de los instru-
mentos públicos actualizada y con una herramienta que permita 
comparar los diferentes instrumentos fácilmente.

Colciencias, Innpulsa.

8 Programa para fomentar emprendimiento 
corporativo.

Documento técnico con propuesta de instrumento, incluyendo 
población objetivo, costo fiscal y otras características. Innpulsa.

9 Modificaciones a los beneficios tributarios 
a la CTeI.

Introducción de la instancia oral y de acompañamiento dentro 
del proceso de evaluación de los proyectos. Adicionalmente, se 
debe contar con la justificación técnica y un proyecto de Ley que 
contenga las modificaciones relacionadas con la presentación 
directa de proyectos por parte de las empresas y el aumento del 
porcentaje de deducción a 200%.

Colciencias y las demás 
entidades miembro del 
Consejo Nacional de 
Beneficios Tributarios.

Cuadro 2. Resumen: Principales recomendaciones en materia de Ciencia, Tecnología e Innovación.

Fuente: Análisis Consejo Privado de Competitividad.

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Largo

Corto
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Infraestructura, 
transporte y logística

Infraestructura en general. Puesto entre 148 países (donde 1 indica el país con la infraestructura más sofisticada a nivel general).

Fuente: WEF (2013).
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La logística, entendida como la capacidad de optimizar 
tiempos y costos de transporte, almacenamiento y distri-
bución desde la fase de suministro hasta el consumidor 
final, es uno de los factores fundamentales para alcanzar 
la meta propuesta por Colombia de ser uno de los tres paí-
ses más competitivos de América Latina en 20321.

Las empresas del país enfrentan dife-

rentes cuellos de botella que dificultan 

la optimización de la logística, como lo 

muestra el Índice de Desempeño Logís-

tico (IDL) del Banco Mundial. Si bien el 

país mejoró su posición en las tres me-

diciones de este indicador que se han 

realizado –al pasar en 2007 del puesto 

82 entre 150 países al puesto 64 entre 

155 países en 2012–, lo cierto es que 

todavía le falta mucho para alcanzar a 

los líderes latinoamericanos en desem-

peño logístico (gráfico 1)2. Más allá de 

la infraestructura, el bajo desempeño en 

este indicador es el reflejo de falencias 

tales como la eficiencia y eficacia en las 

aduanas, la carencia de capacidad de se-

guimiento y localización de mercancías, 

y la falta de un sector de transporte de 

carga eficiente y la debilidad en el dise-

1.	 En el marco del Sistema Nacional de Competitividad e Innovación se estableció esta meta, basada en alcanzar una economía exportadora de bie-
nes y servicios de alto valor agregado e innovación.

2.	 En 2012 Colombia ocupó el octavo lugar en el índice de desempeño logístico entre los países de América Latina. Lo superaron, en su orden: Chile, 
Brasil, México, Argentina, Uruguay, Perú y Panamá.

3.	 La ANC compila acciones de corto, mediano y largo plazo. Fue elaborada en el marco del Sistema Nacional de Competitividad e Innovación. Está dis-
ponible en: http://sgr.dnp.gov.co/media/Innova/index.html. 

4.	 Para un mayor detalle sobre las principales restricciones en materia de infraestructura que afectan los diferentes modos de transporte, ver Conse-
jo Privado de Competitividad (2011).

ño de cadenas logísticas que permitan 

contratar envíos a precios competitivos 

(gráfico 2). Por lo tanto, se hace necesa-

rio avanzar no sólo en temas de infraes-

tructura, sino también en otros temas 

de eficiencia logística, muchos de los 

cuales podrían traer victorias tempranas 

al país en materia logística.

Es importante destacar que en julio 

de 2012, el Gobierno nacional lanzó la 

nueva Agenda Nacional de Competitividad 

(ANC)3, que incluye una serie de com-

promisos en materia de infraestructura, 

transporte y logística (IT&L) –para ma-

yor detalle ver el cuadro 1, el cual mues-

tra tales compromisos y sus avances–. 

No obstante, será clave que se acelere su 

cumplimiento y que este se complemen-

te con otra serie de acciones que se inclu-

yen en este capítulo.

Diagnóstico y avances

cuellos de botella transver-
sales en materia logística

Necesidad de una infraestructura  
de calidad4

Entre los factores que más afectan los 

resultados obtenidos en las diferentes 

mediciones en materia de competiti-

vidad están la oferta y la calidad de la 

infraestructura. En Colombia, estas son 

bastante deficientes y las mediciones 

a nivel internacional evidencian incluso 

un deterioro a lo largo de los años. Por 

ejemplo, mientras en el Reporte Global 

de Competitividad 2007-2008 del Foro 

Económico Mundial (WEF, por su sigla en 

inglés) 65,6% de los países medidos se 
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Si bien Colombia ha mejorado 
su desempeño logístico, aún 
debe hacer cuantiosos es-
fuerzos para alcanzar por lo 
menos al tercer país de Amé-
rica Latina

La trazabilidad de las mercan-
cías así como la facilidad para 
contratar envíos a precios 
competitivos son algunas de 
las principales dificultades 
que enfrenta el país en mate-
ria logística

Gráfico 1. Índice de Desem-
peño Logístico, 2012.

Notas: 1. Cada índice varía entre 5 y 1, donde 5 es el 

mejor desempeño y 1 el menor. 2. Posición entre 155 

países, entre paréntesis. 3. La posición de Colombia 

para 2010 fue entre 155 países y para 2007 fue 

entre 150 países.

Fuente: Banco Mundial.

Notas: 1. Cada índice varía entre 5 y 1, donde 5 es el 

mejor desempeño y 1 el menor. 2. Posición entre 155 

países entre paréntesis. 

Fuente: Banco Mundial.

Gráfico 2. Colombia: Índice de Desempeño 
Logístico y sus componentes, 2012.
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ubicaron en una mejor posición que Co-

lombia en materia de infraestructura, en 

el último reporte (2013-2014) este por-

centaje se incrementó a 79,1%, ubicando 

al país en el puesto 117 entre 148 y en el 

11º lugar entre 12 países de referencia 

(gráfico 3). Incluso en el contexto lati-

noamericano el país ocupa el puesto 15, 

lo que implica un gran rezago frente a la 

meta de convertirse en el tercer país más 

competitivo para el año 2032.

Para enfrentar este rezago, por pri-

mera vez el Gobierno nacional se ha pro-

puesto llegar a una inversión anual de 3% 

del PIB5, de los cuales 1% del PIB (seis bi-

llones de pesos) correspondería a inver-

siones por obra pública y 2% (12 billones 

de pesos) sería a través de concesiones. 

En particular, el programa de la cuarta 

generación de concesiones es bastante 

ambicioso6, al comprender una inversión 

alrededor de $47 billones en 47 proyectos 

para la construcción y la rehabilitación de 

aproximadamente 8.000 kilómetros de ca-

rreteras en los próximos seis años7.

Para abordar ciertos obstáculos que 

han impedido y continuarían impidiendo 

la normal y eficiente ejecución de este 

tipo de proyectos, en 2012 el Gobierno na-

cional convocó una Comisión de Expertos 

de Infraestructura, la cual realizó una se-

rie de recomendaciones (Comisión de In-

fraestructura, 2012). Muchas de éstas se 

plasmaron en un Proyecto de Ley que en 

la actualidad hace trámite en el Congreso8. 

Aclaraciones en materia de expropiación 

de predios y de licencias ambientales, así 

como la creación de una unidad de planea-

ción de proyectos de infraestructura y de 

una entidad a cargo de la regulación del 

transporte, son algunas de las propues-

tas contempladas en este Proyecto de Ley. 

Otra de las recomendaciones de la 

Comisión fue la creación de una Comi-

sión Intersectorial de Infraestructura, 

con el propósito de articular a las enti-

dades con funciones de estructuración, 

financiación, contratación y ejecución 

de proyectos de infraestructura. Esta 

propuesta se materializó mediante el 

Decreto 2306 de 20129.

A pesar de estos avances, el atraso 

en la implementación de proyectos es 

evidente. Para el período 2010-2014, el 

Gobierno se propuso contar con más de 

1.800 kilómetros de red vial pavimenta-

da y a marzo 31 de 2013 el avance era 

sólo de 39,4%10. También se propuso te-

ner más de 840 kilómetros nuevos de 

doble calzada en operación a través de 

concesiones y, para el mismo momento, 

el avance era apenas de 38,7%11.

Similares metas se han planteado 

para los otros modos de transporte. El 

Gobierno nacional se propuso activar por 

concesión 1.154 kilómetros de la red fé-

rrea durante 2010-2014; sin embargo, de 

acuerdo con el último reporte de la ANC, 

apenas se está culminando la contra-

tación de las obras. Metas análogas se 

trazó en materia fluvial: para el mante-

nimiento del río Magdalena se espera 

concesionar 800 kilómetros y hasta el 

momento el avance es de sólo 25%12.

La situación está menos rezagada en 

los puertos. Para el período 2010-2014 se 

estipuló realizar obras de mantenimien-

to y profundización en los canales de 

acceso de Buenaventura13, Cartagena, 

Tumaco, Barranquilla y San Andrés, y a 

diciembre de 2012 el avance era de 60%14. 

5.	 Durante los últimos 20 años la inversión en infraestructura no ha superado 1% del PIB anual.
6.	 Estos proyectos viales son producto de la priorización de obras de infraestructura que resultaron del Plan Maestro de Transporte (2010), así como 

del plan de inversiones del Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 y de algunas prioridades establecidas a nivel regional.
7.	 Este programa enmarca seis grupos de proyectos: el primero pretende comunicar el interior del país con el sur hasta llegar al Ecuador; el segundo 

conectará el centro del país con la región pacífica; el tercer grupo pretende enlazar el interior con los llanos orientales; el cuarto comunicará la costa 
con sus puertos; el quinto tiene por objetivo mejorar la comunicación de los departamentos de Boyacá y los Santanderes, y el sexto contempla las 
autopistas para la prosperidad. De acuerdo con el cronograma fijado por la Agencia Nacional de Infraestructura (ANI), se ha programado que a más 
tardar en el tercer trimestre de 2014 se tengan adjudicados todos los proyectos, o por lo menos la gran mayoría de ellos. Así mismo, se espera que 
para los años 2019 y 2020 haya culminado la totalidad las obras. Fuente: ANI.

8.	 Proyecto de Ley No. 223 de 2013.
9.	 La Comisión Intersectorial de Infraestructura tiene poder de decisión en temas ambientales, prediales, presupuestales, de consulta previa y de 

redes de servicios públicos. Está conformada por los ministros de Hacienda y Crédito Público, Minas y Energía, Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
Transporte, y es presidida por el Director del Departamento Nacional de Planeación (DNP).

10.	 Sistema Nacional de Evaluación de Gestión y Resultados (DNP): https://sinergia.dnp.gov.co/PortalDNP/default.aspx. Consulta realizada el 10 de junio de 2013.
11.	 Ibíd.
12.	 Ibíd.
13.	 En el caso particular del puerto de Buenaventura, según el último reporte de la ANC, las obras de dragado se han implementado de acuerdo con los 

tiempos programados (ver cuadro 1).
14.	 Sistema Nacional de Evaluación de Gestión y Resultados (DNP): https://sinergia.dnp.gov.co/PortalDNP/default.aspx. Consulta realizada el 10 de ju-

nio de 2013.
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Más de 79,1% de los países me-
didos por el WEF se encuentra 
en una mejor posición que Co-
lombia en materia de infraes-
tructura

Gráfico 3. Calidad de la in-
fraestructura (puntaje).

Países de referencia

Nota: Los índices reflejan para 148 países, de 

manera general y para cada modo de transporte, 

las respuestas a la pregunta: ¿cómo calificaría la 

infraestructura en su país? (1 = extremadamente 

deficiente; 7 = extensiva y eficiente según estánda-

res internacionales). Posición entre paréntesis.

Fuente: WEF, 2013.
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Se destaca la reciente consolidación de la 

nueva política marítimo-portuaria (Con-

pes 3744 de 2013 y Decreto 1099/2013), 

la cual presenta los lineamientos para la 

ampliación de la capacidad portuaria e 

identifica los proyectos –canales, vías 

de acceso y obras de protección coste-

ra– que la soportarán. 

En relación con la infraestructura ae-

roportuaria, aunque se ha programado 

continuar con la modernización de los ae-

ropuertos, a diciembre de 2012 el avance 

agregado de las obras era sólo de 18,3%15. 

En particular, respecto al aeropuerto El 

Dorado, si bien el 100% de las obras pro-

gramadas para la vigencia 2010-2014 ya 

se efectuó16, su capacidad se subestimó 

cuando se planeó la concesión del aero-

puerto, lo que implica que en el momento 

de entregar las obras, esta ya es insufi-

ciente17. Así mismo, el aeropuerto no 

cuenta con tecnología moderna suficien-

te para controlar el tráfico aéreo, lo que 

genera grandes problemas de conges-

tión. Por último, con respecto a sus vías 

de acceso, hubo una falta de planeación 

para atención en el manejo de la carga.

Ahora bien, los obstáculos en ma-

teria de infraestructura aérea no se 

limitan sólo a la carencia de infraes-

tructura y a problemas de congestión. 

falta de competitividad se explica por va-

rias razones. En primer lugar, el exceso 

de regulación. Por ejemplo, aunque el 

desmonte de la tabla de fletes20 –que 

acompañó el Consejo Privado de Compe-

titividad– fue un gran avance, se expidió 

recientemente el Decreto 2228 de 2013 

que prohíbe el cobro de fletes por debajo 

de “costos eficientes de operación”21, lo 

que en la práctica implica volver al es-

quema de tabla. Esta situación es muy 

preocupante en la medida en que es un 

retroceso significativo para la competiti-

vidad del sector privado colombiano.

No sólo se volvió a un esquema re-

gulado del precio de fletes, sino que el 

Gobierno congeló el parque de camio-

nes de transporte de carga, sujetando su 

ajuste –uno a uno– a la desintegración 

de camiones viejos22. Esto incluso em-

peora la situación con relación a la que 

se tenía, bajo la cual se exigía una póli-

za para que un nuevo vehículo de carga 

entrara en circulación. Dicha póliza ac-

tuaba como un impuesto que restringía 

el libre juego de oferta y demanda para 

ajustar el parque automotor a las condi-

ciones cambiantes de mercado.

La normatividad actual también limi-

ta el uso de vehículos de carga extralarga, 

incluido el uso de bitrenes, supuestamen-

En los aeropuertos concesionados 

existen problemas de abuso de tarifas 

no reguladas, lo que afecta la presta-

ción del servicio en la medida en que el 

usuario termina asumiendo estos ma-

yores costos18. Parte de esta situación 

se debe a errores del pasado en materia 

de estructuración de las concesiones, 

que se espera hayan servido de expe-

riencia para la nueva generación.

Otras restricciones transversales  
en materia logística

Si bien la infraestructura explica en parte 

el mal desempeño logístico del país, exis-

ten otros cuellos de botella que no invo-

lucran grandes obras de infraestructura 

y cuyo abordaje podría en el corto plazo 

incrementar la productividad logística.

Necesidad de un sector  

de transporte de carga competitivo

Una de las grandes restricciones que 

afectan el desempeño logístico de las 

empresas en Colombia son los elevados 

costos de transporte19, lo que –más allá 

de los problemas de infraestructura– 

evidencia un sector de transporte y una 

cadena logística poco competitivos. Esta 

15.	 Este porcentaje incluye la infraestructura concesionada de los aeropuertos de Barranquilla, Cartagena, San Andrés, Rionegro, Medellín, Carepa, 
Quibdó, Montería, Riohacha, Santa Marta, Valledupar, Bucaramanga, Barrancabermeja y Cúcuta. Información tomada del Sistema Nacional de Eva-
luación de Gestión y Resultados (DNP): https://sinergia.dnp.gov.co/portaldnp/default.aspx. Consulta realizada el 10 de junio de 2013.

16.	 Sistema Nacional de Evaluación de Gestión y Resultados (DNP): https://sinergia.dnp.gov.co/portaldnp/default.aspx. Consulta realizada el 10 de ju-
nio de 2013.

17.	 Se estima que el tráfico de pasajeros crecerá a 30 millones en 2016 y a 70 millones en 2041, y en la actualidad el aeropuerto tiene capacidad para 
menos de 21 millones.

18.	 Por ejemplo, mientras la tasa aeroportuaria –es decir la tarifa cobrada a los pasajeros por el uso la infraestructura– del aeropuerto de El Salvador es 
de US$22,1, en los aeropuertos de Bogotá, Barranquilla y Cartagena es de US$35, US$69 y US$90, respectivamente. 

19.	 De acuerdo con una serie de entrevistas con empresas que forman parte del Consejo Privado de Competitividad, se estima que los costos de trans-
porte representan entre la mitad y las tres cuartas partes de sus costos logísticos. 

20.	 Decreto 2092 de 2011.
21.	 Hacen referencia a los costos de operación del servicio público de transporte de carga que calcula el Ministerio de Transporte, considerando los pa-

rámetros de operación más eficientes que se observen en una ruta origen-destino.
22.	 Conpes 3759 de 2013.
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te para evitar el efecto negativo que pue-

dan generar éstos sobre la malla vial23. 

Sin embargo, esto no es del todo cierto. 

En la medida en que se incorporan más 

ejes a un vehículo, el peso se distribuye y 

genera menos daño al pavimento. De he-

cho, en otros países el uso de bitrenes24 

ha generado reducciones importante en 

costos logísticos25.

En segundo lugar, hasta hace poco, 

la falta de una política clara en términos 

de chatarrización se ha traducido en un 

parque automotor demasiado antiguo. 

La edad promedio de los vehículos es de 

23 años y 37,3% tiene más de 20 años26. 

Lo anterior, además de reducir la compe-

titividad del servicio prestado a través 

de este tipo de camiones, genera exter-

nalidades negativas para la sociedad, 

tales como problemas de seguridad vial 

y de la carga, congestión en los corre-

dores viales, altos costos de transporte 

y efectos negativos sobre el medio am-

biente en materia de emisión de gases 

efecto invernadero. Frente a esta situa-

ción, recientemente el Conpes 3759 de 

2013 estableció una política para la re-

novación del parque automotor, la cual 

busca –entre otros– la implementación 

de un fondo que contará con aproxima-

damente $1,1 billones para sacar de 

circulación vehículos con edades su-

periores a 20 años. Se ha programado 

implementar este proceso durante el pe-

ríodo 2013-2018. Adicionalmente, se es-

radores y transportadores, así como 

la falta de definición de estándares de 

calidad mínimos para la prestación del 

servicio de carga y el no uso de herra-

mientas que permitan la optimización lo-

gística al interior de las empresas, son 

sólo algunos ejemplos de áreas en las 

cuales la responsabilidad recae sobre el 

sector generador.

Falta de una política  

de transporte multimodal

La combinación de diferentes modos de 

transporte permite optimizaciones en 

materia logística y, por consiguiente, me-

nores costos de transporte. En Europa, 

por ejemplo, más del 60% del transporte 

es multimodal, mientras en Colombia 

este porcentaje apenas alcanza 1,5%28. 

La falta de una política de transporte 

multimodal y, por consiguiente, de un de-

sarrollo de los diferentes modos, ha con-

llevado a que más de 72% de la carga se 

realice por carretera, seguido por el modo 

férreo con una participación alrededor de 

24% –del cual 99% corresponde a carbón. 

El resto de la carga es transportada por 

vía fluvial y aérea, y un porcentaje muy 

reducido por cabotaje29.

Carencia de plataformas logísticas

Para mejorar el desempeño logístico en 

el país, en 2008 –mediante el Conpes 

tableció el compromiso de reglamentar 

la vida útil máxima –la cual se estimaría 

entre 20 y 25 años–, componente que 

hasta la fecha no contaba con desarro-

llos de tipo normativo por parte del Mi-

nisterio de Transporte (Mintransporte). 

En tercer lugar, el sector de transpor-

te se caracteriza por ser altamente infor-

mal27, lo que se traduce en bajos niveles 

de empresarismo y capital humano, bajos 

estándares en la prestación de servicio, 

al igual que condiciones precarias para 

los actores del sector. Sobre el particu-

lar, el Conpes 3759 presenta lineamien-

tos generales para la modernización del 

transporte automotor de carga, relativos 

a la formalización empresarial, el fomen-

to a la especialización en la prestación 

del servicio y otros aspectos relevantes.

En cuarto lugar, en el país existe una 

gran cantidad de compañías de transpor-

te que adolecen de verdaderos esque-

mas de gestión. Esta situación en parte 

se debe a la carencia de un exigente filtro 

por parte del Gobierno nacional en el mo-

mento de aprobar la constitución de tales 

compañías. Lo anterior hace mucho daño 

al sector y genera efectos que impiden la 

construcción de un sector de transporte 

de carga de talla mundial.

Por último, el bajo desempeño lo-

gístico del país también es producto de 

los escasos esfuerzos del mismo sector 

generador por mejorarlo. La poca coor-

dinación de mediano plazo entre gene-

23.	 Cada vez que se necesita transitar vehículos de carga extralarga se debe pedir un permiso especial ante el Invías.
24.	 Los bitrenes son vehículos modulares que constan de un tractor primario y dos semirremolques enganchados entre sí por un acople tipo “B”(Efron, 2012).
25.	 Desde hace más de dos décadas, en países como Australia, Nueva Zelanda, Estados Unidos, Canadá y Sudáfrica, y diversos países europeos, se 

ha utilizado este tipo de vehículos. Así mismo, esta tecnología se ha incorporado desde hace algunos años en países como Brasil, Uruguay y la pro-
vincia de San Luis en Argentina (Efron, 2012).

26.	 Fuente: documento Conpes 3759 de 2013.
27.	 De acuerdo con el Ministerio de Transporte, aproximadamente 1,2 millones de empleos en este sector son informales.
28.	 DNP, BID y Ministerio de Transporte, 2010.
29.	 Mintransporte (2012).
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misma. En relación con el otro tipo de car-

ga, este requerimiento aún no se ha sis-

tematizado. Para el caso de la inspección 

simultánea en importación, la legislación 

actual sigue sin permitir este proceso. 

En relación con el servicio de aten-

ción en puertos las 24 horas, los siete 

días a la semana, de acuerdo con el in-

forme de avances del primer semestre de 

la ANC, ya se está prestando en los puer-

tos de Buenaventura, Barranquilla, Santa 

Marta y Cartagena. Si bien el ingreso y la 

salida de la carga a estos puertos opera 

7x24, aún las autoridades a cargo de los 

trámites de comercio exterior no operan 

de esta manera. De hecho, muchas no 

han homologado sus horarios34. 

De otra parte, el proceso de inspec-

ción sigue generando costos y mayores 

tiempos que los necesarios. Aunque la 

ANC contempla la definición de están-

dares para la adquisición y la imple-

mentación de equipos de inspección 

no intrusiva (scanners), lo cierto es 

que se evidencia un atraso de esta ac-

tividad y, por consiguiente, en la adqui-

sición de los equipos. 

Finalmente, para mejorar la eficien-

cia en los trámites de comercio exterior, 

se viene trabajando desde hace algún 

tiempo la modificación del Estatuto 

Aduanero. Sin embargo, aún existen mu-

chos cuestionamientos al mismo, lo que 

ha retrasado su expedición.

3547– se estableció la Política Nacional 

Logística, la cual propuso la creación de 

plataformas logísticas que sirvieran 

como nodos de cargue y descargue y 

de transferencia modal. Sin embargo, 

hasta el momento son pocos los avan-

ces en la implementación de esta po-

lítica. Tan solo se cuenta con algunos 

estudios de prefactibilidad30.

Falta de eficiencia en los trámites  

de comercio exterior y en los 

puertos

En Colombia los trámites de comercio ex-

terior son dispersos y dilatados y aunque 

en los puertos –gracias al esquema de 

concesiones– se ha logrado incorporar 

tecnología especializada y modernizar-

los (ANIF-Correval, 2011), aún persisten 

brechas por subsanar. Por ejemplo, de 

acuerdo con el Mintransporte, en el país 

los tiempos muertos logísticos promedio 

ascienden a 17,6 horas, cuando según el 

mismo Ministerio estos se podrían redu-

cir a un promedio de seis horas31.

De acuerdo con el último informe del 

Doing Business (Banco Mundial, 2013), 

Colombia se ubica en una posición me-

dia en el número de días requeridos para 

exportar e importar una mercancía, tanto 

en el contexto latinoamericano como en 

relación con 11 países de referencia (grá-

fico 4). Sin embargo, cuando se analiza el 

costo de exportar e importar un contene-

dor32, Colombia registra los costos más 

elevados entre los países de referencia 

(gráfico 5) y, con excepción de Venezue-

la, es el país latinoamericano con los ma-

yores costos. Para igualar los costos de 

exportar una mercancía en Chile o El Sal-

vador –que son los países que ocupan la 

tercera posición en América Latina–, Co-

lombia debe reducir sus costos en 56,5%. 

En materia de importaciones, tendría que 

disminuirlos en 65,4% para alcanzar a El 

Salvador, que es el tercer país latinoame-

ricano de menores costos.

Aunque la Ventanilla Única de Comer-

cio Exterior (VUCE) ha buscado agilizar 

las autorizaciones y facilitar los trámi-

tes de comercio, ésta no se ha traducido 

del todo en una integración operacional 

de las entidades para la realización de 

un solo procedimiento de inspección. Si 

bien el proceso de inspección simultánea 

para la exportación de carga contenedo-

rizada se estableció de manera obligato-

ria33, aún no se ha implementado al 100%. 

Por ejemplo, no se están cumpliendo con 

todos los pasos que exige el sistema y en 

muchos casos la inspección se programa 

de forma manual. Igualmente, varias ins-

pecciones no se pueden realizar el mismo 

día por falta de coordinación entre las en-

tidades, lo que obliga a las empresas a al-

macenar la mercancía con algunos días 

de anticipación y genera sobrecostos a la 

30.	 El Gobierno actual se propuso como meta la realización de seis estudios y hasta el momento se pueden mostrar resultados de cuatro, que inclu-
yen las plataformas de Buenaventura, Barrancabermeja, Puerto Salgar-La Dorada y Eje Cafetero.

31.	 Para mayor detalle ver Consejo Privado de Competitividad (2012).
32.	 Este costo se refiere a tarifas aplicadas a un contenedor de 20 pies. Incluye las tarifas asociadas a procedimientos para importar y exportar como cos-

tos por documentos, tarifas administrativas, gastos de manipulación y transporte dentro del país (no incluye aranceles ni impuestos comerciales). 
33.	 Mediante la circular 032 de 2012 de la Dirección de Comercio Exterior se estableció la obligatoriedad de inspección simultánea de la VUCE en el 

puerto de Buenaventura. Así mismo, las circulares 041 y 049 de 2012 establecieron esta misma obligación en los puertos de Barranquilla, y Carta-
gena y Santa Marta, respectivamente.

34.	 Si bien el Gobierno ha argumentado que el proceso de inspección 7x24 ha tenido una escasa demanda por parte del sector privado y que debido a esto 
se está pensando en reducirlo hasta las 8:00 p.m., lo cierto es que son pocas las entidades a cargo de los trámites que trabajan hasta esa hora.



115

infraestructura, transporte y logística
consejo privado de com

petitividad

Colombia se ubica en una po-
sición media respecto al nú-
mero de días requeridos para 
exportar o importar una mer-
cancía con relación a países 
de referencia

Colombia debe reducir en más 
de 57% los costos de exportar e 
importar una mercancía para al-
canzar el nivel del tercer país 
de América Latina

Gráfico 4. Número de días para ex-
portar e importar una mercancía.

Fuente: Banco Mundial, Doing Business 2013.

Fuente: Banco Mundial, Doing Business 2013.

Gráfico 5. Costos de exportar e importar 
una mercancía (US$ por contenedor).
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Cuadro 1. Avances de la Agenda Nacional de Competitividad en materia de Infraestructura, Transporte y Logística (primer semestre de 2013).

Grupo de acciones Acción ANC Acción Grupo Comentario CPC

Infraestructura vial

Corredor Bogotá - Llanos Orientales (Contratación Tramo Puerto Gaitán - 
Puente Arimena).

Corredor Buenaventura - Bogotá - Cúcuta (Construcción doble calzada 
Loboguerrero-Citronela – Contratación doble calzada Loboguerrero-Citronela 
– Estructurar el proyecto prioritario del Corredor Bogotá-Cúcuta).

Troncal de Occidente (Contratación tramo Autopistas de la Prosperidad).

Troncal Magdalena Medio (Avance de la doble calzada en ejecución Villeta - 
Corán - San Roque - Ciénaga).

Infraestructura férrea

Identificar los corredores a rehabilitar y a construir, para conectar el sistema 
ferroviario central y la red del Pacífico

Rehabilitar los corredores afectados por la ola invernal (Bogotá - Belencito y 
La Dorada - Chiriguaná)

Infraestructura fluvial Consolidar el Río Magdalena como un corredor logístico prioritario definiendo 
el mejor modelo de gestión para su desarrollo integral.

Infraestructura aérea

Diseño y la implementación de la Unidad de Inmigración en el aeropuerto.

Ampliación del Aeropuerto El Dorado.

Infraestructura 
portuaria Ejecutar las obras de dragado del canal de acceso al Puerto de Buenaventura.

Licencias ambientales Fortalecer la Agencia Nacional de Licencias Ambientales y el sistema de segui-
miento de las licencias ambientales otorgadas.

Trámites de comercio 
exterior

Homologar los horarios de atención en puertos para la prestación de servi-
cios los 7x24. Si bien el proceso de inspección 

simultánea para la exportación de 
carga contenedorizada se estableció 
de manera obligatoria en algunos 
puertos, aún no se ha implementado 
al 100%. Por ejemplo, no se está 
cumpliendo con todos los pasos que 
exige el sistema y muchas inspeccio-
nes se programan de forma manual. 
De otro lado, aunque el informe de 
avances de la ANC, señala que se está 
prestando el servicio 7x24, aún en 
algunos casos no se ha implementa-
do completamente.

Implementar sistema de información aduanero en línea al que estén vincu-
lados todos los puertos nacionales para atender la estrategia "Primer llegado 
primer servido".

Definir los estándares para los equipos (scanner) a emplear así como los 
protocolos de inspección.

Implementar procedimiento a carga distinta de la contenedorizada para la 
inspección física simultanea y articulación con la VUCE.

Implementar la Inspección Simultánea en puertos.

Implementar los procesos en pasos fronterizos y aeropuertos.

Transporte multimodal

Diseñar una política para la implementación y desarrollo de redes multimo-
dales de transporte priorizando corredores logísticos.

Estructurar, elaborar y contratar estudios de plataformas logísticas.

Competitividad del 
sector transporte Programa de Renovación del Parque Automotor de Carga.

Tecnologías para la 
operatividad y segu-
ridad

Estructurar el órgano rector de Sistemas Inteligentes de Transporte (SIT) en 
Colombia.

Fuente: Consejo Privado de Competitividad con base en DNP - Sistema Nacional de 

Competitividad e Innovación. Primer semestre de 2013.
Avance con retrasos

Sin avances  
y/o retrasos significativos

Acción terminada

Avance satisfactorio
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cuellos de botella  
asociados a cadenas  
específicas y del nivel local

Muchos de los cuellos de botella en mate-

ria logística son específicos de determi-

nadas cadenas productivas y en algunos 

casos son específicos del contexto geo-

gráfico donde se ubica el sector35. Por 

ejemplo, en el sector agroindustrial la 

falta de operadores logísticos que pro-

vean el servicio de cadenas de frío y con-

gelación y la carencia de plataformas 

logísticas que contengan facilidades de 

inspección y tratamiento cuarentenario 

son obstáculos que enfrenta este sec-

tor. En otros sectores, las restricciones 

logísticas son de carácter regulatorio. Por 

ejemplo, debido a que el cemento sirve de 

insumo para la producción de estupefa-

cientes, la Policía de cada departamento 

exige un certificado especial para el trán-

sito de este producto.

Aunque algunas ciudades vienen 

implementando iniciativas de desarro-

llo de clusters y trabajos sobre apues-

tas productivas de los departamentos, 

que permitirán abordar cuellos de bote-

lla logísticos específicos, esta no es la 

regla general. Aún existe mucho espa-

cio para coordinar desde las regiones 

este trabajo público-privado que permi-

ta abordar las restricciones específicas 

a sectores particulares.

Por otro lado, muchas de las restric-

ciones logísticas que impactan la compe-

titividad del país son responsabilidad de 

las entidades territoriales. La provisión de 

vías amplias que permitan el acceso del 

tráfico de carga a las ciudades, la defini-

ción clara de reglas de movilidad de trán-

tos proyectos y de los nuevos que incluye 

la cuarta generación de concesiones, es 

fundamental que se apruebe el Proyecto 

de Ley sobre infraestructura mencionado 

en la sección anterior. Con el fin de acele-

rar la puesta en marcha de las obras, es 

clave que este proyecto permita que las 

licencias ambientales puedan irse gestio-

nando luego de la concesión de las obras. 

Exigir la tenencia de las licencias previo a 

salir a concesionar podría atentar grave-

mente contra la celeridad de implementa-

ción de estos proyectos.

Ahora bien, para agilizar estos pro-

yectos no es suficiente con lo contempla-

do en este Proyecto de Ley. También es 

necesario el establecimiento de un proce-

dimiento claro, expedito y equilibrado en 

materia de consultas previas, que permi-

ta el rápido desarrollo de los proyectos de 

infraestructura. En este sentido, es fun-

damental que el borrador del Proyecto de 

Ley en el que se encuentra trabajando el 

Ministerio del Interior sobre consultas 

previas incluya las recomendaciones da-

das por la Comisión de Infraestructura, 

entre las que se encuentran: el desarrollo 

de una herramienta de información sobre 

la ubicación de las comunidades ances-

trales; la actualización del registro de gru-

pos étnicos y la utilización de éste como 

única fuente para determinar los sujetos 

legitimados a participar en consultas; y la 

definición de compensaciones.

De otra parte, es fundamental apro-

vechar la Comisión Intersectorial de In-

fraestructura para generar una mayor 

articulación no sólo entre los Ministe-

rios, sino entre las entidades que tienen 

a cargo la estructuración de proyectos –

como la ANI, la Financiera de Desarrollo 

sito en los centros urbanos, la provisión 

de sistemas de transporte masivo, las 

vías secundarias y terciarias, entre otros, 

son ejemplos de cuellos de botella de 

competencia de los niveles departamen-

tal y municipal. Pero no todos los entes 

territoriales tienen las mismas priorida-

des en materia de IT&L, estas varían de-

pendiendo del departamento. De hecho, 

existe una gran heterogeneidad en estas 

necesidades. Por ejemplo, la relación en-

tre vías secundarias pavimentadas res-

pecto al total de vías inventariadas es 

bastante diversa. Mientras hay departa-

mentos como Quindío y Bolívar que cuen-

tan con más de 59% de la red secundaria 

pavimentada, departamentos como Ca-

quetá, Vichada y Vaupés tienen menos de 

1% (Consejo Privado de Competitividad y 

Universidad del Rosario, 2013). Esta he-

terogeneidad muestra que existe mucho 

espectro de mejora en la gestión en IT&L 

de las autoridades locales. 

Recomendaciones

agenda transversal

Fortalecer la infraestructura 

Si bien la ANC da prioridad a ciertos corre-

dores logísticos y establece compromisos 

en materia de estructuración para algunos 

proyectos, se quedó corta y no incluyó la 

ejecución de las obras. Por lo tanto, es cla-

ve que el seguimiento que se haga en el 

marco del Sistema Nacional de Competiti-

vidad e Innovación incluya el cronograma 

de implementación de las obras. 

Así mismo, para facilitar y viabilizar 

la construcción y mantenimiento de es-

35.	 A partir de discusiones y estudios de caso que el CPC adelantó con algunas empresas, se identificaron muchas restricciones en materia logística 
que son particulares a ciertos sectores. Para mayor detalle ver Consejo Privado de Competitividad (2011).
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Nacional (FDN), Fonade, Findeter, entre 

otras. Lo anterior, con el propósito de que 

en materia de infraestructura se especia-

licen en estructuración de proyectos don-

de cada una tenga ventajas competitivas.

La construcción de una red de trans-

porte moderna para el país requiere de 

un proceso de planeación continua; en 

particular, que permita ir planificando 

los proyectos que seguirán una vez cul-

mine la inversión compuesta por los pri-

meros $47 billones. En este sentido, es 

fundamental crear una unidad especial 

–como lo propone el Proyecto de Ley so-

bre infraestructura de transporte– a car-

go de identificar y priorizar las obras de 

infraestuctura que el país requiere hacia 

futuro. Esta planeación no se debe limi-

tar sólo al tema vial, sino que debe incluir 

la integración del transporte multimodal. 

Igualmente, es necesario crear espacios 

de coordinación entre los sectores públi-

co, privado y la academia, que permitan 

generar una planeación participativa. Por 

lo tanto, se propone que esta unidad de 

planeación cuente con una junta asesora 

externa que contribuya con su experticia 

y su visión de futuro a una mejor plane-

ción de obras de infraestructura36.

En cuanto a infraestructura portua-

ria, es indispensable implementar las 

recomendaciones de la nueva política 

marítimo-portuaria mencionada en la 

sección anterior, con el fin de garantizar 

la expansión de la capacidad y el mejo-

ramiento de la calidad de los terminales 

portuarios, así como la creación de nue-

vos puertos. Adicionalmente, es nece-

sario continuar de manera permanente 

con el dragado de los puertos para mejo-

rar sus condiciones.

logía de aeronavegación y radioayudas 

que permita extender los horarios de ope-

ración y ofrecer mayor cobertura, para 

optimizar el tráfico de pasajeros y de 

carga. Igualmente, es prioritaria una mo-

dificación de licencias ambientales que 

regule el tema de ruido, que tiene impacto 

directo en la operación de la pista sur. Lo 

anterior permitirá prolongar la prestación 

del servicio aéreo y generará un impacto 

directo sobre la competitividad.

También es necesario seguir estimu-

lando la participación del sector privado 

en el desarrollo de proyectos de infraes-

tructura. Por un lado, es fundamental 

continuar generando condiciones apro-

piadas para que los inversionistas ins-

titucionales financien los proyectos. En 

este sentido, es necesario que cualquier 

emisión de bonos que se realice para fi-

nanciar proyectos de infraestructura sa-

tisfaga los requerimientos de este tipo 

de inversionistas de manera que se pue-

da concretar su participación. Por otro 

lado, es importante que el sector privado 

se apropie de mejor manera de la Ley de 

Asociaciones Público Privadas (APP), de 

tal forma que participe activamente en la 

presentación de proyectos estructurados 

ante el Gobierno nacional y los gobiernos 

locales. Adicionalmente, se requiere se-

guir apoyando la Red de Estructuradores 

e incentivar la constitución de fondos de 

inversión privada.

Convertir al sector de transporte  
de carga en un sector de talla 
mundial

Contar con un sector de transporte que 

preste servicios de talla mundial no 

En materia aeroportuaria, es necesario 

solucionar los problemas de abuso de 

tarifas no reguladas, las cuales, como 

se señaló en la sección anterior, termi-

nan afectando las tarifas que pagan los 

usuarios. Por lo tanto, se propone que la 

Comisión de Regulación de Infraestruc-

tura y Transporte que se creará en virtud 

del Proyecto de Ley mencionado con an-

terioridad esté a cargo también de fijar 

las tarifas del modo aéreo que no estén 

reguladas en los contratos de concesión. 

En caso de no lograr que dicha función 

esté a cargo de esta nueva entidad37, 

se recomienda a la Superintendencia de 

Industria y Comercio, en su condición de 

autoridad única de competencia, investi-

gar si el cobro de tarifas no reguladas co-

rresponde a una práctica restrictiva de la 

competencia y, por consiguiente, dé lugar 

a sanciones y órdenes que impidan a los 

concesionarios cobrar precios presunta-

mente excesivos.

En cuanto al aeropuerto El Dorado, si 

bien se han dado grandes avances en in-

fraestructura, es clave solucionar los pro-

blemas de capacidad del aeropuerto. Por 

lo tanto, en concordancia con el recien-

te Plan Maestro del Aeropuerto, se reco-

mienda descongestionarlo de los vuelos 

militares y privados, para incrementar 

su capacidad operativa, lo que agilizará 

el tráfico aéreo. Igualmente, se propone 

mejorar las calles de rodaje de las pistas, 

lo cual facilitará la evacuación de los avio-

nes y reducirá el intervalo entre opera-

ciones e incrementará así su capacidad 

global de utilización. También es clave so-

lucionar los problemas de congestión del 

aeropuerto, para lo cual es fundamental 

continuar con la incorporación de tecno-

36.	 De forma análoga como se interrelaciona el Transportation Research Board con los responsables de la agenda de infraestructura en Estados Unidos.
37.	 Ya que en la actualidad el Proyecto de Ley exceptúa explícitamente esta competencia de la Comisión.
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sólo beneficiaría a este sector, sino que 

traería un impacto significativo sobre la 

productividad de todos sectores de la 

economía y, por consiguiente, sobre la 

competitividad del país. Para esto se re-

quiere la implementación de una agenda 

integral que involucre acciones concre-

tas en materia de cambios normativos 

y de regulación, de capital humano, de 

formalización, y de infraestructura espe-

cífica, entre otros aspectos, con el propó-

sito de incrementar la productividad del 

sector de transporte de carga terrestre.

Dado que el Programa de Transfor-

mación Productiva (PTP) del Ministerio 

de Comercio, Industria y Turismo ya tie-

ne una metodología establecida para con-

vertir a ciertos sectores en sectores de 

talla mundial, se propone transferir dicha 

metodología al Mintransporte, de manera 

que sea este Ministerio el encargado de 

coordinar la elaboración y la implementa-

ción de un plan de negocios que busque 

elevar la competitividad del sector.

Por ejemplo, en materia regulatoria, 

este plan de negocios deberá apuntar 

a tener una normatividad moderna que 

esté en línea con una visión de compe-

titividad del sector. En este sentido, es 

inadmisible volver una vez más a un es-

quema parecido al de la tabla de fletes. Si 

bien es clave contar con costos de refe-

rencia como los que arroja el Sistema de 

Información de Costos Eficientes (SICE) 

del Mintransporte, desde ningún punto de 

vista es conveniente fijarlos como un va-

lor mínimo a pagar. En este sentido, se 

propone eliminar este tipo de esquemas, 

de manera que la contratación de servi-

cios de transporte se realice libremente. 

Tampoco tiene lógica sujetar el incre-

mento del parque automotor a salidas 

pari passu de vehículos en circulación, 

en particular, cuando la mayor inserción 

de Colombia en la economía mundial 

que limitan la intermodalidad por estos 

corredores. A partir de esta priorización 

se propone utilizar la figura de geren-

cias de corredores, las cuales, además 

de velar por el buen mantenimiento y 

ejecución del corredor carretero, po-

drían buscar las formas más eficientes 

de transportar carga utilizando diferen-

tes modos de transporte. 

Respecto al modo fluvial, en parti-

cular frente al uso del río Magdalena, es 

prioritario ampliar las actividades de la 

ANC para incluir no sólo los estudios, 

sino la consolidación del corredor logís-

tico con sus respectivas infraestructu-

ras portuarias. Lo anterior permitirá que 

se generen incentivos para la creación 

de empresas de transporte.

Establecimiento  

de plataformas logísticas

Es clave retomar y acelerar la implemen-

tación de la Política Nacional Logística 

(Conpes 3547), buscando ajustar el es-

quema de incentivos para atraer al sector 

privado a que invierta en el establecimien-

to de plataformas logísticas. En este sen-

tido, es fundamental ampliar el alcance 

de las acciones de la ANC para que no se 

limiten solamente a estudios e incluyan 

la implementación de plataformas. En el 

corto plazo, se debe agilizar el proceso de 

estructuración y puesta en marcha de los 

proyectos basados en estudios ya exis-

tentes para las plataformas logísticas de 

Buenaventura, Barrancabermeja, Puerto 

Salgar-La Dorada y Eje Cafetero.

Eficiencia en los trámites  

de comercio exterior y en puertos

Es fundamental reducir los tiempos 

muertos y disminuir los costos logísti-

cos en los que incurren las empresas 

hace prever un incremento sustancial 

en la movilización de carga. Por lo tanto, 

se requiere la eliminación de este tipo de 

condiciones que restringen el ingreso de 

nuevos vehículos al parque automotor, 

de manera que la oferta se ajuste de for-

ma flexible a las condiciones de deman-

da. También es clave fijar lo antes posible 

un plazo de vida útil para los camiones 

y continuar con el fortalecimiento de los 

controles para la revisión técnico-mecá-

nica, los cuales son un mecanismo para 

presionar la salida de camiones viejos.

Igualmente, es necesario actualizar 

la regulación con el fin de permitir la 

entrada al mercado de vehículos combi-

nados de carga de alto rendimiento (bi-

trenes) que generen mayor capacidad 

de transporte, sin que comprometan el 

buen estado de la malla vial y la segu-

ridad de las carreteras. Por lo tanto, se 

propone actualizar la regulación de ma-

nera que se deje de hablar de peso bruto 

y se tenga en cuenta la distribución de 

la carga de acuerdo con los ejes del ve-

hículo. Lo anterior permitirá reducir los 

costos logísticos de la carga transpor-

tada y generará un impacto positivo en 

términos de competitividad.

Necesidad de una política  

de transporte multimodal

El diseño y la implementación de una 

política para el desarrollo del transporte 

multimodal traerían un gran impacto so-

bre la competitividad del país. Para esto 

se requiere generar incentivos que fo-

menten la integración –o al menos, arti-

culación– de las empresas de transporte 

de carga de los diferentes modos.

La implementación de una política 

de este tipo debe tener en cuenta una 

priorización de corredores logísticos e 

identificación de los cuellos de botella 
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Cuadro 2. Resumen: Principales recomendaciones en materia de Infraestructura, Transporte y Logística.

Fuente: Análisis Consejo Privado de Competitividad.

No. Recomendación Plazo Lo mínimo a realizar  
antes de agosto de 2014

Principales  
responsables

1 Aprobar proyecto de Ley de infraestructura. Corto plazo Mintransporte.

2 Reglamentar el proceso de consulta previa a 
comunidades. Corto plazo Mininterior.

3
Implementar la agenda de infraestructura 
incluida en el programa de cuarta generación de 
concesiones.

Largo plazo Adjudicar por lo menos 90% de los proyectos que se tienen 
previstos. ANI y Mintransporte.

4 Convertir el sector de transporte de carga en un 
sector de talla mundial.

Largo plazo

Transferir la metodología del PTP al Ministerio de Transporte, 
de manera que este Ministerio coordine la elaboración e 
implementación de un plan de negocios que busque elevar la 
competitividad del sector.

Mintransporte - Minco-
mercio.

Eliminar regulaciones que vienen limitando la competitividad 
del sector, tales como el establecimiento de precios mínimos 
para el transporte de carga, el congelamiento del parque 
automotor y la limitación al uso de bitrenes.

Mintransporte - DNP.

5 Diseñar e implementar una política de transporte 
multimodal. Largo plazo

Expedir documento Conpes teniendo en cuenta la priorización 
de corredores logísticos e identificación de los cuellos de 
botella que limitan la intermodalidad en los mismos. 

Mintransporte - DNP.

6
Implementar la Política Nacional Logística y 
atraer al sector privado a que invierta en el esta-
blecimiento de plataformas logísticas.

Mediano Plazo

Agilizar el proceso de estructuración y puesta en marcha de 
los estudios ya existentes para las plataformas logísticas de 
Buenaventura, Barrancabermeja, Puerto Salgar - La Dorada y 
Eje Cafetero.

Mintransporte - DNP 
- ANI.

7 Facilidades en los trámites de comercio exterior 
y eficiencia en puertos y aeropuertos. 

Mediano plazo
Agilizar la implementación de las acciones incluidas en la ANC, 
en el CNL y en la CPL, y en el plan de choque lanzado por el 
Gobierno.

Presidencia de la Re-
pública - Mintransporte 
- DNP - Mincomercio 
- DIAN.

Agilizar los procesos de inspección a través de la instalación 
de scanners y masificar la figura del Operador Económico 
Autorizado (OEA).

DIAN.

8
Identificar y abordar los cuellos de botella en 
materia de IT&L que limitan la productividad de 
las apuestas sectoriales de los departamentos.

Mediano Plazo Implemementación de agendas de este tipo en el marco de las 
Comisiones Regionales de Competitividad.

Gobiernos departa-
mentales y locales y 
Comisiones Regionales 
de Competitividad.

9
Mayor compromiso de los mandatarios de los 
entes territoriales en avanzar la agenda en IT&L 
del nivel local.

Mediano Plazo Incremento en el número de proyectos en materia de IT&L que 
son presentados ante los fondos de regalías.

Gobiernos departamen-
tales y locales.

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Largo

Largo

Largo

Largo

Corto

Corto
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por la ineficiencia en los trámites de 

comercio exterior y en los terminales 

portuarios. Para esto se requiere agilizar 

la implementación de las acciones in-

cluidas en la ANC, en el Comité Nacional 

de Logística (CNL) y en la Coordinación 

Programática Logística (CPL), así como 

en el plan de choque lanzado reciente-

mente por el Gobierno38.

Igualmente, es clave acelerar la ex-

pedición de un nuevo estatuto aduane-

ro que facilite los trámites de comercio, 

entre ellos la realización de procesos de 

inspección simultánea para el caso de las 

importaciones. De manera complementa-

ria, se requiere agilizar los procesos de 

inspección a través de la instalación de 

scanners que faciliten la inspección no 

intrusiva y de un sólido sistema de eva-

luación ex ante estadística de riesgos. Así 

mismo, se requiere agilizar la masifica-

ción de la figura del Operador Económico 

Autorizado (OEA).

Establecimiento  

de una agenda privada 

La agenda en materia de IT&L no puede 

caer en manos sólo de los actores públi-

cos y del sector transportador. Requiere 

que el sector privado en su conjunto 

asuma responsabilidades. En este sen-

tido, será necesaria la coordinación en-

tre generadores y transportadores para 

determinar esquemas de planeación lo-

gística de mediano plazo que redunden 

en menores costos logísticos, así como 

la definición de estándares de calidad 

mínimos para la prestación del servicio 

de carga. Más aún, las empresas gene-

radoras podrían implementar esquemas 

de desarrollo de proveedores de servicios 

logísticos, buscando incrementos de pro-

ductividad para ambas partes39. 

Por otro lado, se requiere que las em-

presas generadoras sigan fortaleciendo 

buenas prácticas en materia logística. El 

uso de softwares especiales que permi-

ten la optimización logística y la realiza-

ción de trazabilidad de la carga es sólo 

un ejemplo del tipo de acciones en que 

las empresas podrían avanzar. 

agendas de cadenas  
productivas específicas  
y del nivel local 

La identificación y el abordaje de cuellos 

de botella en materia de IT&L para ciertas 

cadenas productivas se deben dar en el 

marco de un trabajo público-privado 

sobre los sectores específicos. En este 

sentido, se recomienda diseñar e imple-

mentar agendas específicas en las que se 

identifiquen y aborden las restricciones 

que limitan la productividad de las apues-

tas productivas de los departamentos. 

Para esto, los encargados de liderar el 

trabajo sobre las apuestas sectoriales 

a nivel local –por ejemplo, gerentes de 

clusters– deberán estar a cargo de arti-

cular a actores públicos y privados en la 

38.	 La ANC incluye, entre otros, elementos como la coordinación y unificación de los procesos de inspección; la consolidación de la VUCE y adecuada operación en 
puertos las 24 horas, los siete días a la semana, y la definición de los estándares de scanners y protocolos de inspección (ver cuadro 1). El CNL y la CPL com-
prenden acciones para mejorar las buenas prácticas en los puertos, las restricciones de carga urbana e interurbana y el movimiento de contenedores, entre 
otros. Dentro de las acciones que contempla el plan de choque está la implementación del Proyecto de Ley sobre infraestructura de transporte.

39.	 Argos es un ejemplo de este tipo de esquemas. Esta empresa construyó una estrategia para vender y entregar cemento basada en parte en un 
proceso de formalización y profesionalización de sus transportadores. Este proceso incluyó aspectos como bancarización, eliminación de tiempos 
largos de espera, capacitaciones, requerimientos de seguridad social, entre otros. Para mayor información ver http://www.compite.com.co/site/wp-
content/uploads/2013/05/CPC_Compite20.pdf

construcción y la implementación de una 

agenda que pueda identificar y dar solu-

ción a estas restricciones. En esta labor 

las Comisiones Regionales de Competi-

tividad (CRC) surgen como los espacios 

idóneos de coordinación e implementa-

ción, por lo que se recomienda que en el 

marco de estas se establezca una mesa 

de trabajo sobre IT&L que agrupe a los ac-

tores públicos y privados relevantes para 

identificar y resolver las restricciones.

De otro lado, se recomienda que el PTP 

en materia de IT&L se dedique casi que 

exclusivamente a la identificación y la so-

lución de los cuellos de botella que son es-

pecíficos a los sectores bajo el programa, 

en vez de gastar sus recursos en la agen-

da de infraestructura nacional que vienen 

liderando otras agencias en el país.

De otra parte, para resolver las res-

tricciones logísticas a nivel territorial, es 

clave la coherencia entre los Planes Re-

gionales de Competitividad, los Planes 

de Desarrollo Local y los Planes de Or-

denamiento Territorial. A su vez, es fun-

damental que haya una coordinación 

entre estos planes locales y las políti-

cas y metas de mediano y largo plazo 

que se tracen desde el nivel nacional en 

materia de IT&L. También es necesario 

mayor entendimiento y compromiso de 

las autoridades de los entes territoriales 

en impulsar la agenda de IT&L del nivel 

local. Los recursos de los fondos de re-

galías podrían ser una fuente para llevar 

a cabo esta agenda. 
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Tecnologías  
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y las comunicaciones

Preparación Tecnológica. Puesto entre 148 países (donde 1 indica el país mejor preparado).

Fuente: WEF (2013).
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El acceso y la apropiación de las Tecnologías de la Informa-
ción y las Comunicaciones (TIC) se han convertido en pre-
rrequisitos para la competencia en mercados globales. El 
uso de estas permite incrementar la productividad y el de-
sarrollo social de un país, en la medida en que aumentan 
los volúmenes y la velocidad de transmisión de la informa-
ción (BID, 2011). Esto hace que se mejoren los flujos de 
información, se reduzcan los costos de transacción y se 
facilite el acceso a nuevos mercados. 

La Unión Internacional de Telecomunicacio-

nes (UIT) encontró, al compilar los resulta-

dos de diferentes evaluaciones de impacto 

de la penetración de internet de banda an-

cha sobre el crecimiento económico, que 

un incremento de 10% en la penetración de 

internet de banda ancha se traduce en un 

aumento en la tasa de crecimiento del PIB 

de entre 0,25% y 1,38% (UIT, 2012). Para el 

caso colombiano, se estima que un incre-

mento de 1% en el índice de infraestructu-

ra de TIC1 generaría un aumento en la tasa 

de crecimiento del PIB per cápita de entre 

0,04% y 0,1%. Según cálculos de Fedesarro-

llo (2011), los efectos de un incremento en 

la tasa de penetración de internet de banda 

ancha pueden ser aún mayores. 

Dada la importancia de las TIC en el 

desarrollo económico y la competitividad, 

el Gobierno ha incluido una serie de ac-

ciones dentro de la Agenda Nacional de 

Competitividad (ANC) –lanzada por el 

Presidente Santos en julio de 2012–, que 

buscan mejorar la oferta de TIC en el país 

e impulsar su uso y su apropiación por 

parte de la ciudadanía, el sector privado y 

el Estado. Sin embargo, todavía es mucho 

lo que queda por hacer en esta materia. 

Diagnóstico y avances

A grandes rasgos, se deben destacar los 

avances que ha tenido Colombia en los índi-

ces internacionales que miden la prepara-

ción tecnológica de los países. Tal es el caso 

del Networked Readiness Index2 (NRI) del 

Foro Económico Mundial (WEF, por su sigla 

en inglés), en el que el país logró avanzar 

siete puestos entre 2012 y 2013, para ubi-

carse en el puesto 66 entre 144 países. 

oferta: infraestructura,  
servicios, penetración y calidad

En primer lugar, vale la pena mirar lo que 

ha ocurrido en los últimos años en mate-

ria de telefonía móvil. Es de resaltar que 

aunque en el año 2000 sólo había cinco 

suscriptores a telefonía celular por cada 

100 habitantes en Colombia, en 2013 esta 

relación es casi de 1:13. Además, este 

servicio ha penetrado tanto el sector ur-

bano como el rural, lo que redujo en gran 

parte las desigualdades en comunicación 

que existían cuando se dependía exclusi-

vamente de la telefonía fija. Según la En-

cuesta Nacional de Calidad de Vida (ECV) 

1.	 Este índice se calcula a partir de las coberturas de telefonía fija, telefonía celular e internet (Fedesarrollo, 2011). 
2.	 Este índice mide el estado de los indicadores de infraestructura tecnológica, marco regulatorio de TIC y accesibilidad a las tecnologías, así como in-

dicadores de uso (en el Gobierno, hogares y empresas) y el impacto social y económico de las TIC. 
3.	 En 2011 y 2012 incluso había más suscripciones que habitantes en el país. En el primer trimestre de 2013 se registró un descenso importante en 

el número de suscripciones, reduciendo el índice de penetración de telefonía móvil a 98,4 %. 
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del DANE (2012), 96% de hogares urba-

nos y 88% de hogares rurales poseían 

servicios de telefonía celular en 2012. 

Aunque el país tiene una penetración 

alta de telefonía móvil, esto no es sinóni-

mo de acceso universal al servicio. Esto 

explica por qué en la mayoría de países 

de referencia los índices de penetración 

sean superiores a 100%: por ejemplo, Pa-

namá (189%), Uruguay (141%), Guatema-

la (140%) y Chile (130%)4. En este sentido, 

no se puede pasar por alto el hecho de que 

la alta concentración que presenta el mer-

cado, en el que un único operador agrupa 

cerca de 60% del mercado, se ha traducido 

en altas tarifas del servicios en compara-

ción con otros países5 (CRC, 2012). 

Ahora bien, la mayor cobertura gene-

ra una presión constante por la calidad. 

En Colombia, el porcentaje de caída de lla-

madas es de 1%, según el último reporte 

de calidad de la CRC (2013). Sin embargo, 

el análisis de la calidad se hace comple-

jo y depende de un sinnúmero de varia-

bles que impiden centrarse en un único 

indicador agregado. Recientemente, Fe-

desarrollo y la Cámara Colombiana de In-

formática (CCIT) publicaron un análisis 

de la problemática de calidad, en el que 

postulan que esta se relaciona con déficit 

de infraestructura, cantidad de espectro 

disponible y problemáticas de ilegalidad 

en los terminales y equipos disipadores 

de señal (CCIT y Fedesarrollo, 2013). 

De todo lo anterior, lo que luce evi-

dente es que se puede estar acumulan-

do un rezago en infraestructura frente al 

crecimiento fuerte de la demanda en los 

últimos años. Hasta 2013, sólo se habían 

asignado 215 MHz de espectro, cuando 

se calcula que Colombia podría necesitar 

700MHz para ofrecer servicios de alta ca-

lidad. Además, es de resaltar que aunque 

la tecnología 3G cubre actualmente 99,4% 

del territorio nacional, la tecnología 4G sólo 

llega a 9% de las cabeceras municipales. 

Por esta razón, y para mejorar la co-

bertura de los servicios de telefonía e in-

ternet móvil y su accesibilidad, el MinTIC 

subastó este año 220MHz adicionales de 

espectro para la prestación de servicio 

móvil 4G. Esta acción, que quedó consig-

nada dentro de la ANC, se dio por termina-

da con la adjudicación del espectro a seis 

operadores para la prestación de servicios 

de telefonía e internet móvil –a pesar de 

que la adjudicación es sólo el punto de 

partida–, recaudó más de $770.000 mi-

llones y ordenó la dotación de estudiantes 

y profesores con 556.374 tabletas6. Adicio-

nalmente, esta acción permitirá que se al-

cance una cobertura del servicio móvil 4G 

en 50% del territorio nacional.

Más allá de la ANC, el Gobierno ha ve-

nido tomando medidas para mejorar el ac-

ceso a la telefonía móvil y su calidad. Gran 

parte de estas se lleva a cabo a través de 

la Comisión de Regulación de Comunica-

ciones (CRC), la cual regula el sector y 

promueve la competencia en el mismo. 

Entre las regulaciones más importantes 

se encuentra una que pretende disminuir 

los sobrecostos por llamadas entre dife-

rentes operadores (precios off-net). Estos 

ahorros se deben reflejar –por mandato de 

la CRC– ya sea en menores costos para 

los usuarios o en el despliegue de nueva 

infraestructura que aumente las cober-

turas regionales y la calidad del servicio. 

Además de esta regulación, se destaca 

una reciente Resolución que busca que 

los usuarios sean recompensados por falta 

de disponibilidad de los servicios contrata-

dos, que obliga la compensación por parte 

de los operadores por la caída de llamadas 

(Resolución CRC 4296 de 2013). No me-

nos importante ha sido la intensificación 

de las labores de vigilancia y control por 

parte del MinTIC y la Superintendencia de 

Industria y Comercio, con multas que van 

desde 8.700 a 57.405 salarios mínimos 

mensuales legales vigentes.

En segundo lugar, es importante 

analizar la situación de los servicios de 

internet, en particular en cuanto a la in-

fraestructura de banda ancha. El número 

de suscriptores a internet de banda ancha 

(fijo y móvil) se ha más que triplicado en 

los últimos tres años, al pasar de 2,1 mi-

llones en 2010 a 6,6 millones en el primer 

trimestre de 2013. Esto se traduce en un 

índice de penetración de internet de ban-

da ancha de 14,1%. Aunque se avanza en 

la dirección correcta, según el Barómetro 

de Cisco 2012 el país todavía se encuen-

tra detrás de Chile (32%), Argentina (23%), 

México (20%) y Brasil (17%)7.

Por otra parte, como muestra el grá-

fico 1, la mayoría de suscriptores cuenta 

con internet de banda ancha8 fijo y móvil 

(3G y 4G), en tanto que sólo 12% de los 

4.	 Base de datos del Banco Mundial, con base en UIT (2011). 
5.	 El país ocupa el puesto 69 en el indicador del WEF (2013), que da cuenta del costo del acceso a la telefonía móvil, detrás de países como Costa 

Rica (18), Guatemala (38) y Panamá (55). 
6.	 http://www.mintic.gov.co/index.php/prensa/noticias/2289-gobierno-adjudica-licencias-de-4g
7.	 Datos a junio de 2012.
8.	 Se considera banda ancha toda conexión con velocidad de bajada igual o superior a 1.024 Kbps. Las conexiones con menor velocidad de bajada se 

denominan “banda angosta” y 2G. 
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Gráfico 1. Participación de suscrip-
ciones a internet por tipos de acce-
so, primer trimestre de 2013.

Gráfico 2. Tarifas promedio de internet 
de banda ancha fija, US$/mes (PPA).

La mayor parte de colombianos 
disfruta de internet de banda 
ancha, aunque todavía hay una 
porción grande que utiliza co-
nexiones lentas

Las tarifas de internet de banda 
ancha deberían reducirse a la 
mitad para ubicarse entre los 
tres países latinoamericanos 
con tarifas más competitivas

Fuente: MinTIC – Boletín trimestral de TIC.

Fuente: NRI – WEF (2013).
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suscriptores del país cuenta con conexio-

nes de baja velocidad. Sin embargo, según 

el Barómetro de Cisco 2012, las velocida-

des que se manejan en el país son aún 

muy bajas en comparación con los otros 

países de Latinoamérica que hacen parte 

del estudio. Chile lidera la lista con veloci-

dades promedio de bajada de 6,22 Mbps, 

seguido por Brasil (4,88 Mbps), México 

(2,74 Mbps) y Colombia (2,25 Mbps). 

Al igual que en el caso de la telefonía 

celular, los servicios de internet en Co-

lombia tienen costos relativamente altos 

frente a países de referencia. El gráfico 

2 muestra que al país le tocaría reducir 

los costos de las canastas de internet a 

cerca de la mitad para lograr ubicarse en-

tre los tres países latinoamericanos con 

tarifas de internet más competitivas. El 

WEF, en su Global Information Technolo-

gy Report 2012, estimó que conectar el 

siguiente billón de hogares requiere de 

paquetes de banda ancha y PC que no 

ocupen más de 3% del ingreso del hogar. 

Tomando esos mismos cálculos y los in-

gresos por estrato, para el caso colom-

biano, se encuentra que paquetes como 

estos sólo son viables para hogares de 

estrato 4 en adelante. 

Los avances en materia de internet son 

el reflejo de una serie de acciones –muchas 

de las cuales hacen parte de la ANC, inclui-

das aquellas relacionadas con el aumen-

to de la cobertura 3G y la adjudicación del 

espectro para servicios 4G– que apuntan 

a mejorar la infraestructura para la presta-

ción de este servicio. Es así como se pasó 

de tener conectados con fibra óptica única-

mente 200 municipios en 2010, a cerca de 

800 en 2013. Además, ya se ha contrata-

do la conexión para 278 municipios adicio-

nales, para que prácticamente todo el país 

esté conectado a internet en 2014. 

Por otra parte, la ANC incluyó dentro 

de sus acciones otras estrategias para 

garantizar servicios de internet en todos 

los rincones del país. De esta manera, se 

han instalado 1.144 Kioscos Vive Digital 

–en centros rurales de más de 100 habi-

tantes–, y otros 4.200 están en proceso 

de contratación. La ANC también planteó 

la construcción de 800 Puntos Vive Digi-

tal (tecnocentros), en donde se podrá 

acceder a internet y obtener asistencia y 

capacitación en el uso de las TIC9. 

En materia de regulación del mercado 

y generación de mayor competencia, la 

CRC ha establecido medidas relacionadas 

con diseño, construcción y puesta en ser-

vicio de las redes internas de telecomu-

nicaciones en inmuebles en régimen de 

copropiedad o propiedad horizontal, con 

el fin de evitar la captura de mercados 

por parte de las empresas prestadoras 

de servicios y permitir que los usuarios 

elijan su operador. La CRC también ha pro-

puesto el arriendo de infraestructuras ex-

ternas (e.g. postes de energía, etc.) para 

la instalación del cableado necesario para 

la prestación de servicios de telecomuni-

caciones, como estrategia para disminuir 

los costos de inversión en infraestructura 

y aumentar coberturas. 

Por último, la reciente Reforma Tri-

butaria (Ley 1607 de 2012) propuso la 

exención del impuesto al valor agregado 

(IVA) a una serie de productos, dentro de 

los que se destacan teléfonos inteligen-

tes, tabletas y computadores. El artícu-

lo de la Ley fue reglamentado mediante 

el Decreto 1793 de 2013, y se espera así 

incentivar la compra de equipos termi-

nales que dentro de sus funcionalidades 

permitan la conexión a internet. El Min-

TIC también ha otorgado subsidios para 

que la población de estratos 1 y 2 compre 

computadores y contrate servicios de in-

ternet con exención del IVA. 

demanda: uso y apropiación  
de las tic

De poco sirve el esfuerzo que el país está 

haciendo por aumentar la oferta si no hay 

apropiación de las TIC –definida como la 

adquisición y el aprovechamiento de las 

tecnologías para mejorar la productivi-

dad y la calidad de vida de la sociedad. 

Por esto, la política de TIC en el país se ha 

planteado como principal reto la apropia-

ción y el uso de las tecnologías por parte 

de tres grandes actores: i) los hogares, ii) 

el sector privado y iii) el sector público. 

Adicionalmente, se debe reconocer que el 

uso de las TIC en algunos sectores trans-

versales –como el educativo, el de salud y 

el de justicia (ver capítulo Justicia)–, es de 

vital importancia para apalancar el resto 

de la agenda de competitividad del país. 

TIC en los hogares

Como se mencionó anteriormente, el país 

ha pasado de tener 2,1 millones de sus-

criptores a internet de banda ancha, a 6,6 

millones. Aproximadamente 90% de estas 

suscripciones es de carácter residencial 

(MinTIC, 2013a). Sin embargo, el gráfico 

3 muestra claramente que Colombia aún 

está rezagada en el uso individual de 

las TIC10. Para lograr ubicarse entre los 

tres primeros países latinoamericanos, 

Colombia debe mejorar los indicadores 

9.	 Actualmente se encuentran en operación 101 tecnocentros. 
10.	 Medido a partir del uso de celulares, computadores, internet y redes sociales. 
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Gráfico 3. Subíndice de uso individual de 
las TIC, (1-7, mejor resultado posible).

Gráfico 4. Índice de absorción de TIC 
en firmas, (1-7, mejor resultado).

A pesar de las estrategias para 
incentivar la penetración de in-
ternet en los hogares, Colombia 
todavía se encuentra rezagada 
en el uso individual de las TIC

El país debe avanzar casi 50 pues-
tos en este índice para lograr 
ubicarse en el tercer puesto en-
tre los latinoamericanos

Fuente: NRI – WEF (2013).

Fuente: NRI – WEF (2013).
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de uso productivo de celulares, internet, 

computadores y redes sociales. 

La ECV 2012 revela que en Colombia 

sólo alrededor de 45% de las personas uti-

liza computadores y 41%, internet. Esto 

contrasta con los altos índices de utili-

zación de internet en países como Co-

rea del Sur (84%), Malasia (61%) y Chile 

(54%). Además, la frecuencia con que los 

colombianos utilizan internet no es muy 

alta, tan solo 39% de quienes respondie-

ron que utilizan internet en la ECV 2012 

reportaron hacerlo diariamente. 

La ANC incluyó una serie de acciones 

encaminadas a incentivar la adopción de 

tecnologías por parte de los hogares. En-

tre ellas, la reducción de aranceles para 

equipos hasta 2015, que se ha traducido 

en que en el país se adquieran los com-

putadores más baratos de todo el con-

tinente americano (MinTIC, 2013b). Por 

otro lado, el proyecto “Redvolución” bus-

ca promover las TIC y su uso responsa-

ble en la población de estratos 1, 2 y 3 

a través del servicio social obligatorio de 

educación media (grados 10º y 11º)11. Fi-

nalmente, es importante reconocer que 

mediante el programa Hogares Digitales 

se han creado 116.000 accesos a inter-

net en hogares de estratos 1 y 2. 

Como estrategias adicionales para la 

promoción de las TIC en los hogares, el 

MinTIC ha destinado más de $330.000 

millones en subsidios para la adquisición 

de computadores en hogares de estratos 

1 y 2, además de la exención del IVA en los 

servicios de internet para esta población. A 

lo anterior se añade la estrategia nacional 

de apropiación “SOY TIC,” que se centra en 

el entrenamiento de la población pobre y 

vulnerable en el uso productivo de las TIC.

TIC en las empresas

Entre muchas otras cosas, las TIC permiten 

incrementar la capacidad de las empresas 

de codificar conocimientos tácitos, descen-

tralizar procesos de producción, expandir 

mercados y optimizar procesos de pro-

ducción (BID, 2011). En Colombia, apro-

ximadamente 13% de las empresas tiene 

computador y 10% cuenta con suscripción 

a internet (MinTIC, 2013b). Estas cifras son 

extremadamente bajas y explican, en gran 

medida, el hecho de que Colombia se ubi-

que último entre los países de referencia 

en el índice de absorción de tecnologías a 

nivel de firmas12 (ver gráfico 4), además de 

explicar la baja productividad de una gran 

mayoría de mipymes del país (ver Informe 

Nacional de Competitividad 2012-2013). 

Una de las principales bondades de 

las TIC es la posibilidad de ampliación de 

potenciales mercados, específicamente a 

través del comercio electrónico. Sin em-

bargo, el e-commerce requiere de infraes-

tructura de soporte, como datacenters o 

servidores de internet seguros (OCDE, 

2001). Como indicador del avance del 

país en cuanto a infraestructura de so-

porte, el gráfico 5 presenta la situación 

del país en materia de servidores de inter-

net seguros en los últimos años. En resu-

men, a pesar de los indudables avances, 

Colombia aún se encuentra muy rezaga-

da, pues a pesar de los aumentos en pe-

netración de internet y uso de las TIC, la 

falta de crecimiento en el número de ser-

vidores ejerce mayor presión por la mis-

ma infraestructura de conectividad. 

La ANC planteó explícitamente acciones 

para fomentar la apropiación de las TIC en 

las empresas, buscando que la mitad de las 

mipymes del país estén conectadas a in-

ternet. El problema es que de las microem-

presas –que representan 96% del total de 

empresas del país–, sólo 7% tiene conexión. 

El proyecto MiPyme Vive Digital –del MinTIC 

e incluido en la ANC– busca mejorar la pro-

ductividad de las mipymes mediante el uso 

las TIC (e.g. internet, aplicaciones a la me-

dida, etc.). Hasta el momento, en articula-

ción con Innpulsa, se han invertido más de 

$20.000 millones a través de este proyec-

to, que beneficiaron a más de 17.000 em-

presas directamente (aproximadamente 1% 

de las empresas del país). 

De la mano de lo anterior, el programa 

Apps.co, del MinTIC, busca la promoción del 

desarrollo de aplicaciones locales, lo cual no 

sólo promueve la comunidad y las empre-

sas nacionales dedicadas al desarrollo de 

software, sino que entra a subsanar en cier-

to modo la escasez de contenidos relevan-

tes que representan un freno a la adopción 

en segmentos como las mipymes.

TIC en el Estado

Si hay un aspecto en el que el país se ha 

mostrado como potencia a nivel interna-

cional, es en el tema de gobierno en línea. 

El país ha sido reconocido por la ONU como 

ejemplo de gobierno electrónico en el mun-

do. Según el índice de uso de TIC en el Go-

bierno, Colombia es líder en Latinoamérica 

en cuanto a e-Government, al situarse úni-

camente por detrás de Chile (gráfico 6). 

Según datos del programa Gobierno en 

Línea (GEL) del MinTIC, 55% de los ciudada-

nos que interactuaron con el Gobierno en 

2012 lo hizo a través de internet. Además, 

los datos sugieren que 77% de las empresas 

formales ha utilizado GEL en su interacción 

11.	 Este proyecto se está llevando a cabo en cerca de 900 instituciones educativas.
12.	 Indicador de percepción del NRI. 
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Gráfico 5. Número de servidores 
seguros de internet por cada mi-
llón de habitantes, 2010-2012.

Gráfico 6. Índice de uso de las TIC en 
el Gobierno, (1-7, mejor resultado).

La infraestructura de soporte 
en el país no ha aumentado en 
las cantidades y velocidad que 
se requiere

El país es modelo a nivel mun-
dial en el uso de tecnologías 
en el Gobierno

 Fuente: Banco Mundial.

Fuente: NRI – WEF (2013).
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con el Gobierno y 73% ha realizado pagos 

de trámites u obtenido servicios a través 

de la estrategia de GEL (MinTIC, 2013c). En 

resumen, cada vez es más fácil la interac-

ción entre el sector público y la ciudadanía 

y el sector privado, gracias al uso de las TIC. 

En el marco de la ANC, se estableció 

como meta la implementación de la estrate-

gia de GEL en todas las entidades del orden 

nacional y en la mitad de las entidades pú-

blicas de los órdenes departamental y mu-

nicipal. Hasta el primer semestre de 2013, 

80% de las entidades del orden nacional ha-

bía sido acompañado en la implementación 

de GEL, y todas las entidades de los órdenes 

nacional y territorial (i.e. Alcaldías y Gober-

naciones) habían recibido sensibilización 

y capacitación para la implementación de 

GEL13. Adicionalmente, se creó el Consejo 

Nacional Digital y de Información Estatal 

–a través del Decreto 032 de 2013–, cuyo 

objetivo es coordinar el manejo de la infor-

mación pública y el uso de las TIC para la in-

teracción entre el Estado y los ciudadanos. 

Del mismo modo, con la aplicación de 

la Ley 1437 de 2011 (Nuevo Código Conten-

cioso Administrativo), se dan pasos impor-

tantes, como la obligatoriedad para todas las 

entidades de tener sede electrónica, de re-

cibir solicitudes por medios electrónicos y, 

sobre todo, de no solicitar al ciudadano in-

formación que ya repose en otras entidades. 

Otras acciones complementarias inclu-

yen la creación del viceministerio de TI en el 

MinTIC, el desarrollo de un plan de TIC en la 

rama Judicial (ver capítulo Justicia) y la de-

finición de Acuerdos Marco de precios para 

la compra de TI en el Estado. A través de la 

creación del nuevo viceministerio se está im-

pulsando, entre otras cosas, la inclusión de 

gerentes de informática (CIO) en todas las 

entidades del Estado. El plan tecnológico en 

el sector de justicia pretende mejorar la efi-

ciencia de esta rama, uno de los grandes las-

tres de la competitividad del país. Por último, 

a través de los Acuerdos Marco de precios y 

la instalación de un portal de compras único 

(marketplace) para la adquisición de tecno-

logías de información y software, se pre-

tende mejorar la eficiencia en este tipo de 

compras, de tal manera que estas se ajus-

ten a las necesidades específicas de las en-

tidades y se genere mayor competencia14.

TIC en sectores transversales

Existen sectores de la agenda horizon-

tal de competitividad en los que el uso 

de las TIC es de vital importancia para 

apalancar la competitividad del país. 

Uno de ellos, el de justicia, ya ha sido 

mencionado. Otros dos prioritarios son 

el sector educativo y el de salud. 

Las TIC se han convertido en un ins-

trumento indispensable en la educación, 

y su buen uso, en una finalidad misma del 

proceso educativo. Además, el país le ha 

apostado a llevar computadores y table-

tas a todas las sedes educativas oficiales 

del país que ofrecen educación preesco-

lar, básica y media15. A través del progra-

ma Computadores para Educar, se han 

entregado cerca de 600.000 computado-

res, y se espera la entrega de alrededor 

de 550.000 tabletas, como resultado de 

la reciente subasta de 4G. No obstante, el 

país aún no cumple su meta de tener 12 

estudiantes por cada computador en las 

escuelas oficiales16. Además, esta meta 

parece insuficiente si se tiene en cuenta 

que la mayoría de países desarrollados 

tienen una relación 1:1 en este indicador. 

Adicionalmente, es importante tener en 

cuenta las diferencias entre dotar escuelas 

con terminales y garantizar la apropiación 

de las TIC en el aula. Mientras lo primero re-

quiere del acceso a terminales, lo segundo 

requiere capacitación docente, cambios en 

los currículos con planes en el aula que in-

volucren las TIC y gestión de los recursos de 

conectividad, entre otros. Ninguna de estas 

últimas estrategias se encuentra en desa-

rrollo en la actualidad (ver capítulo Educa-

ción). El gráfico 7 muestra claramente que 

Colombia debe avanzar cerca de 30 pues-

tos en la clasificación del indicador del WEF 

de acceso a internet en las escuelas para 

lograr ubicarse entre los tres países latinoa-

mericanos con mejor acceso. 

El uso de internet en el sector educati-

vo está asociado al acceso a un mayor vo-

lumen de contenidos digitales, así como a 

la posibilidad de implementar esquemas de 

educación a distancia (teleducación), su-

premamente relevantes en un país como 

Colombia, donde la precariedad de la in-

fraestructura, la violencia en zonas rura-

les y la difícil geografía limitan el acceso a 

la educación. Sin embargo, la adopción y la 

apropiación de estas nuevas tecnologías 

requieren una política educativa integral 

que no se ha liderado desde el Ministerio de 

Educación (Mineducación) –como en otros 

países– y que no ha permitido el cambio ne-

13.	 Sin embargo, sólo al final de 2013 se sabrá cuántas han implementado efectivamente la estrategia.
14.	 Ya se han dado pasos necesarios en este sentido, como la expedición del Decreto 1510 de julio de 2013 que dota a la Agencia Nacional de Com-

pras de las herramientas necesarias para implementar acuerdos marco de precios, esquemas que han resultado exitosos en países como: Chile, 
Irlanda, Alemania, Australia, entre otros.

15.	 Esto equivale a más de 55.000 sedes en todo el país. 
16.	 Actualmente son 15 estudiantes por computador. 
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cesario en la infraestructura de las escuelas, 

los contenidos y las pedagogías. Además, en 

muchos casos su adopción se está viendo 

limitada por normativas que desincentivan 

o limitan las posibilidades de inversión en 

estas (ver capítulo Educación). 

De otra parte, el uso de las TIC en el 

sector salud puede impactar positiva-

mente en la prevención, el diagnóstico, el 

tratamiento, el monitoreo y la misma ad-

ministración de la salud. De acuerdo con 

la multinacional Cisco, la gran mayoría de 

consultas médicas se puede resolver a 

través de sistemas virtuales (ver capítu-

lo Salud). Por ello, el Gobierno, bajo el li-

derazgo del MinTIC, ha creado el Nodo de 

Innovación en Salud (NIS). El NIS definió 

en 2012 una agenda estratégica para el 

sector, en el que se priorizaron seis áreas 

de acción: i) normatividad, ii) infraestruc-

tura de soporte, iii) acceso a la salud, iv) 

sistemas de información de pacientes, v) 

garantías de seguridad para el paciente 

y vi) educación y formación del recurso 

humano en uso de las TIC (MinTIC, 2012). 

En gran medida, esta agenda se dio 

como respuesta a lo estipulado en la Ley 

1419 de 2010 –lineamientos para el de-

sarrollo de la telesalud– y la Ley 1438 de 

2011 –implementación de la historia clí-

nica única electrónica–. A pesar de esto, 

todavía los esfuerzos por prestar servi-

cios por medio de las TIC son aislados y 

no se ha logrado la implementación unifi-

cada de la historia clínica en línea. 

tic en el marco de la agenda 
vertical 

Si bien las TIC pueden ser entendidas 

como soporte a la agenda horizontal de 

competitividad del país –como se mostró 

en las secciones anteriores–, también 

es importante reconocer su papel dentro 

de una política de cambio estructural –o 

agenda vertical– (ver capítulo Política de 

Cambio Estructural). Las TIC son de vital 

importancia en esta última agenda, a tra-

vés de dos canales: en primer lugar, como 

sector al que el país le apuesta para su 

transformación productiva y, en segundo 

lugar, como herramienta esencial para 

lograr que otros sectores prioritarios se 

conviertan en sectores de talla mundial.

En el primer caso, se destacan ini-

ciativas como el Programa de Transfor-

mación Productiva (PTP) del Ministerio 

de Comercio, Industria y Turismo (Minco-

mercio), el Programa de Fortalecimiento 

de la Industria de TI (FITI) del MinTIC, el 

programa Apps.co mencionado anterior-

mente y el trabajo que se desarrolla de 

manera descentralizada en algunas re-

Gráfico 7. Índice de acceso a internet en 
las escuelas, (1-7, mejor resultado).

A pesar de que la mayoría de se-
des educativas del país tienen 
computadores, la penetración 
de internet en las escuelas es 
todavía incipiente.

Fuente: NRI – WEF (2013).
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giones del país, como el cluster de TIC en 

Medellín, los clusters de Software y TI y 

de Industrias Creativas y de Contendidos 

en Bogotá, CaribeTIC en la costa norte y la 

apuesta productiva en Manizales a través 

de la tercerización de servicios de alto va-

lor agregado (BPO&O), entre otros.

A través del programa FITI, por ejem-

plo, se ha creado una línea de créditos 

condonables con Icetex para el cierre de 

brechas de capital humano (ver capítu-

lo Educación), se trabaja en la creación 

de un data center de alto rendimiento 

para soportar la industria y se ha lanza-

do recientemente la Marca País TI, para 

posicionar el país y facilitar el acceso a 

nuevos mercados para las pymes del sec-

tor. Además, se resalta el reciente trabajo 

del MinTIC por construir de una Visión Es-

tratégica del Sector de TI (VES) para las 

seis regiones que vienen impulsando el 

desarrollo del sector de forma activa17. 

Este trabajo busca dar respuestas espe-

cializadas –en materia de TIC– a alguna 

de las apuestas productivas regionales 

en cada territorio (e.g. Energía en Antio-

quia, Logística y Transporte en el Caribe 

y Banca, y Servicios Financieros en Cun-

dinamarca, entre otros). 

Las mismas regiones que están apos-

tando al sector de TIC, en su gran mayoría, 

tienen planes estratégicos y mecanismos 

para abordar diferentes cuellos de botella 

que limitan la transformación productiva 

del sector a nivel regional. Por ejemplo, el 

cluster TIC de Medellín viene trabajando en 

una estrategia con visión de mercado y en 

especial en el desarrollo del segmento de 

Servicios de Outsourcing Avanzados que 

17.	 Es decir, la región Caribe, Antioquia, Santander, Cundinamarca, la región Pacífico y el Eje Cafetero. 

Cuadro 1. Avances de la Agenda Nacional de Competitividad en materia de TIC (primer semestre de 2013).

Fuente: Consejo Privado de Competitividad, con base en DNP – Sistema Nacional de 

Competitividad e Innovación.

Grupo de acciones Acción ANC Acción Grupo Comentario CPC

Mejoramiento de la 
infraestructura y servi-
cios de TIC

Diseñar mecanismos que faciliten la adquisición de termi-
nales para el ciudadano, de manera que para el 2014 se 
cuente con 34 computadores por cada 100 habitantes

Estrategias de apropia-
ción y uso de las TIC 

Impulsar la masificación de la conexión a internet en 
Colombia para alcanzar 8,8 millones de conexiones y el 
50% de los hogares y Pymes del país.

No se va a alcanzar la meta de conectar al 50% 
de las Pymes del país. 

Desarrollar un proyecto piloto para implementar 50 
tecnocentros El avance cuantitativo es muy pequeño, pero 

en junio se adjudicaron 5 contratos para la 
primera fase y ya hay 101 Tecnocentros en 
funcionamiento. 

Incrementar el acceso a las TIC a través de la implemen-
tación de 800 tecnocentros en el país.

Mejorar la disponibilidad y adopción de tecnologías 
de última generación: Alcanzar cobertura de internet 
inalámbrico con servicio de 3G (100% de las cabeceras 
municipales) y 4G (50% de las cabeceras municipales)

Con la adjudicacion del espectro para servi-
cios 4G se dio por terminada esta acción, pero 
aún no se cumplen las metas propuestas. 

Un Estado Eficiente a 
través de las TIC 

Implementar la Estrategia Gobierno en Línea para que 
100% de las entidades del orden nacional y 50% del orden 
territorial logren nivel alto en el índice de Gobierno en Línea.

Contar con un marco para el manejo efectivo de la infor-
mación del Estado y las tecnologías de la información: 
crear el Consejo Nacional Digital y de Información Estatal.

Avance con retrasos

Sin avances  
y/o retrasos significativos

Acción terminada

Avance satisfactorio
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integran tecnologías y procesos en pro-

puestas de valor únicas18.

En el segundo caso, se resaltan todas 

las otras apuestas productivas del país 

que en mayor o menor medida pueden re-

querir de la adopción de las TIC para con-

vertirse en sectores de talla mundial. En 

este sentido, se destaca el hecho de que 

el PTP, dentro de su estructura de cuatro 

ejes transversales, tenga uno de infraes-

tructura, que incluye el componente de 

infraestructura tecnológica. 

Adicionalmente a estos sectores del PTP 

se encuentra un sinnúmero de apuestas 

productivas que se están trabajando desde 

el nivel local –por ejemplo, los 36 clusters a 

través del programa Rutas Competitivas de 

Innpulsa–, que estarían necesitando abor-

dar sus necesidades en materia de TIC para 

incrementar su productividad (e.g. el caso 

del cluster de muebles en el Atlántico) y que 

habría que articular con los demás esfuer-

zos para fortalecer al sector TIC. 

A pesar de lo anterior, han sido eviden-

tes los problemas de coordinación tanto en-

tre instituciones del nivel nacional, como en 

la relación nación-región, que han resulta-

do en la dificultad de abordar los cuellos de 

botella en materia de TIC que presentan las 

apuestas productivas del nivel local. Esto 

ha ocurrido, en gran medida, por la falta de 

una política de cambio estructural por par-

te del Gobierno y la ausencia de una institu-

cionalidad capaz de movilizar y articular a 

las instituciones involucradas (ver capítulo 

Política de Cambio Estructural). 

Recomendaciones

A pesar de los importantes avances del país 

en materia de TIC, es claro que aunque la 

infraestructura tecnológica ha mejorado, se 

requiere adoptar una nueva agenda que vaya 

más allá de esto y que proponga una estra-

tegia más agresiva de apropiación de las TIC. 

oferta: infraestructura, servi-
cios, penetración y calidad

Con miras a garantizar el sostenimiento –y 

el posible incremento– de las coberturas de 

telefonía e internet móvil, se debe pensar en 

la renovación de los contratos con los ope-

radores de la tecnología 3G que están por 

vencer. La renegociación de dichos contra-

tos debería procurar mejorar las coberturas 

regionales, así como la calidad y el precio 

de los servicios, mediante una mayor com-

petencia y desconcentración del mercado, 

que actualmente está mayoritariamente 

en manos de un único operador. Para esto 

es importante que el MinTIC cuente con el 

apoyo de la CRC y la SIC y, en la medida de lo 

posible, que se le den más herramientas a la 

CRC para ejercer un control efectivo ex post.

Además de los esfuerzos por promover 

la competencia y mejorar la infraestructura, 

se podría modificar la definición de banda 

ancha. En la actualidad, en el país se consi-

dera que una conexión es de banda ancha 

si la velocidad de bajada es igual o mayor a 

1.024Kbps. Se sugiere adoptar la definición 

utilizada en el Barómetro de Cisco, donde 

se considera que la banda ancha empieza 

a partir de 2Mbps (o 2.000Kbps).

Finalmente, se propone al MinTIC, como 

principal responsable de la política de TIC en 

el país, hacer un monitoreo a los avances 

del país que vaya más allá de los indicado-

res de penetración y que incluya también 

indicadores de calidad (e.g. caída de llama-

das, velocidad de bajada de internet, etc.).

demanda: uso y apropiación  
de las tic

TIC en los hogares

Se recomienda al Gobierno continuar con 

el esquema de articulación entre las cone-

xiones a internet y la entrega de nuevas vi-

viendas de interés social y prioritario. Este 

modelo –propuesto por el Consejo Privado 

de Competitividad en el Informe Nacional de 

Competitividad 2011-2012– se debería con-

vertir en política de Estado, de tal forma que 

todas las viviendas de interés social y priori-

tario sean entregadas con acceso a internet 

y, preferiblemente, contemplando el otorga-

miento de equipos para su aprovechamien-

to. En el largo plazo, esta estrategia deberá 

incluir mecanismos para hacer sostenibles 

los subsidios entregados en los primeros 

años y para que los servicios de internet 

sean accesibles para los estratos 1, 2 y 3, 

pues actualmente no lo son y mucho menos 

cuando se incluye el costo de los equipos. 

En este sentido, la interacción con el sector 

privado es prerrequisito para desarrollar los 

modelos de negocio que mejor se ajusten a 

las particularidades de la población.

TIC en las empresas

Se debe aumentar significativamente la 

tasa de adopción de tecnologías por parte 

del sector productivo, particularmente las 

mipymes. Para ello, es importante que se 

afiance la articulación entre el MinTIC y el 

Mincomercio, en el marco de los modelos de 

formalización en cadenas productivas (ver 

capítulo Mercado Laboral y Formalización).

La oferta de soluciones integradas de 

tecnología ha madurado en sectores que 

18.	 La estructura institucional de la gerencia del cluster, desde la Cámara de Comercio de Medellín, contempla espacios o mesas de trabajo temáticas 
alrededor de los principales cuellos de botella que enfrenta el sector (por ejemplo, para el cierre de brechas de capital humano). 
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han entendido la utilidad de las TIC19. Sin 

embargo, en el país persiste el reto de ar-

ticular la industria de tecnología con sec-

tores como manufacturas, agroindustria, 

logística o turismo, con el fin de desarrollar 

ecosistemas que permitan la apropiación 

tecnológica para su industrialización. Por 

tanto, se requiere que se definan políticas 

conjuntamente entre el MinTIC y el sector 

privado, bajo esquemas de alianzas públi-

co-privadas, como el trabajo que se viene 

adelantando en la VES.

TIC en el Estado

Uno de los principales cuellos de botella 

que limitan las posibilidades del país para 

implementar políticas sociales (e.g. entre-

ga de subsidios al desempleo, recaudo de 

impuestos y aportes a la seguridad social, 

esquemas de créditos contingentes al in-

greso para la educación superior, etc.) es 

la baja capacidad de ejercer vigilancia y 

control sobre el registro de los ciudadanos. 

Es decir, hace falta un registro efectivo, que 

vaya más allá de una identificación y que 

permita hacer seguimiento y monitoreo a 

las personas. Se propone la implementación 

de un sistema de identificación electróni-

ca20 como los que se han adoptado recien-

temente en India y Estonia (McKinsey & 

Company, 2012). A través de estos siste-

mas, se han agilizado los trámites en línea 

en ambos países y se espera –al menos en 

el caso indio–, que el nuevo programa, que 

ya cobija más de 200 millones de personas, 

permita incrementar los niveles de formali-

dad de la economía, dadas las mejoras en 

vigilancia y control de las condiciones labo-

rales de las personas. 

Adicionalmente, el uso de Big Data21 en 

el Estado ha caracterizado las últimas ten-

dencias en el mundo, como un mecanismo 

idóneo para mejorar la productividad esta-

tal. Según un reciente informe del McKin-

sey Global Institute (2011), el uso de Big 

Data, y los instrumentos de análisis que 

conlleva, podría reducir los costos de ad-

ministración del aparato estatal europeo 

entre 15% y 20%, gracias a incrementos 

en eficiencia y una mayor capacidad de 

recaudo de impuestos. Además, el uso de 

estas tecnologías podría resultar en una 

mejor orientación de las políticas públi-

cas, al ayudar a disminuir las asimetrías 

de información y a mejorar los mecanis-

mos de participación ciudadana y rendi-

ción de cuentas transparentes (McKinsey 

& Company, 2012). 

TIC en sectores transversales

En primer lugar, es necesario acelerar el 

ritmo de apropiación de las TIC en el sector 

educativo. Esto pasa por reformar el actual 

modelo educativo integralmente e incen-

tivar la adopción de tecnologías en las es-

cuelas (ver capítulo Educación). Aunque el 

esfuerzo por llevar computadores y tabletas 

a las escuelas ha sido importante, se hace 

necesario impulsar la compra de dispositi-

vos y la adquisición del servicio de internet 

en todas estas instituciones, además de la 

tecnología que se requiera para gestionar 

los mismos (e.g. servidores, servicios web, 

seguridad, etc.). Para ello, se podría pensar 

en tener alianzas público-privadas y nación-

región, como ha hecho Computadores para 

Educar este año, con el fin de aprovechar 

las economías de escala de compras en 

grandes volúmenes22.

Adicionalmente, la validación y la 

adopción de cursos en línea, abiertos y 

masivos (MOOCs, por su sigla en inglés), 

se presenta como una gran oportunidad 

para aumentar el acceso a educación con 

contenidos de calidad en las zonas más 

alejadas del país. En la actualidad ya exis-

ten varias plataformas de este tipo en es-

pañol que han servido en otros países 

para mejorar los procesos educativos de 

los estudiantes. Sin embargo, una estra-

tegia como esta debe ser liderada por el 

Mineducación y contemplar ajustes inte-

grales en la formación de docentes, méto-

dos pedagógicos e infraestructura de los 

colegios (ver capítulo Educación). 

Para el caso de los colegios privados 

–como se menciona en el capítulo Educa-

ción–, se deben crear los incentivos para 

que estos adopten nuevas tecnologías. En 

este sentido, se propone eliminar las trabas 

normativas que impiden el cobro de las in-

versiones en TIC como gastos curriculares, 

toda vez que las TIC y los contenidos digi-

tales se han convertido en parte esencial 

de la enseñanza. En países desarrollados, 

precisamente son los mismos colegios pri-

19.	 Este es el caso, por ejemplo, del sector financiero. 
20.	 El registro digital se traduce no sólo en un número de identificación, sino también en un número de cuenta bancaria de donde se pueden deducir 

las obligaciones de los ciudadanos y en donde se hacen las tranferencias de subsidios y reembolsos. 
21.	 El término Big Data se refiere a bases de datos cuyo tamaño va más allá de lo que los programas típicos de manejos de bases de datos son capa-

ces de capturar, gestionar, guardar y analizar (McKinsey Global Institute, 2011). Más allá de esto, el término Big Data implica la utilización de gran-
des cantidades de datos para la toma de decisiones informadas. 

22.	 Computadores para Educar incluyó varias entidades territoriales en el proceso de licitación para la compra de computadores en el año 2013. Esto 
resultó en la compra de 100.000 unidades adicionales a precios cercanos a 50 % de lo que habría costado a cada entidad territorial si se hubiese 
hecho individualmente. 
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Cuadro 2. Resumen: Principales recomendaciones en materia de TIC.

Fuente: Análisis Consejo Privado de Competitividad.

No. Recomendación Plazo Lo mínimo a realizar  
antes de agosto de 2014

Principales  
responsables

1 Mejorar el servicio de internet móvil banda ancha en el 
país y aumentar las coberturas regionales. 

Corto Plazo
Renegociar los contratos de 3G que están por vencer, 
teniendo en cuenta criterios de velocidad mínima y 
generando mayor competencia. 

MinTIC - ANE.

Modificar la definición de internet de banda ancha, de 
acuerdo a la que se utiliza en el Barómetro de Cisco (la ve-
locidad de bajada en Banda Ancha 2.0 equivale a 2Mbps).

MinTIC - CRC.

2 Potenciar el esquema de entrega de vivienda nueva con 
conexión a internet para la población de estratos 1 y 2. Largo Plazo

Diseñar una estrategia con los proveedores de servicio 
para garantizar la apropiación de los servicios en los 
hogares al finalizar el primer año (subsidiado).

MinTIC - Minvivienda.

3 Impulsar el entendimiento de la utilidad de las TIC en 
sectores productivos. Mediano Plazo Masificar la utilización de Acuerdos Marco en el país y 

apropiación de las guías de contratación asociadas. 
MinTIC - Colombia 
Compra Eficiente.

4 Implementar un sistema de identificación digital en 
el país. 

Largo Plazo Contratar el diseño de un plan de acción para la puesta 
en marcha del sistema. 

Registraduría - DIAN 
- MinTIC - Minsalud - 
Mintrabajo.

Expedir los decretos o normativas necesarias para que 
se pueda compartir información relevante entre las 
entidades públicas. 

5
Adoptar el uso de Big Data en el Gobierno nacional y 
los Gobiernos locales para reducir costos administrati-
vos y fomentar la toma de decisiones informada. 

Mediano Plazo Apoyar la implementación de proyectos piloto de Smart 
City, como el que cursa actualmente en Medellín. 

MinTIC - Gobiernos 
locales.

6 Acelerar la implementación de las acciones propues-
tas en la Agenda de Innovación del Nodo de Salud. Mediano Plazo Implementar lo previsto en la Ley 1419 de 2010 (telesa-

lud) y Ley 1438 de 2011 (historia clínica electrónica). MinTIC - Minsalud.

7
Articular el trabajo sobre las apuestas productivas del 
país –tanto del nivel nacional como local– con los 
esfuerzos por desarrollar el sector TIC. 

Corto Plazo Identificar las necesidades tecnológicas de los sectores 
priorizados en el nivel local. 

Comisiones Regionales 
de Competitividad - 
MinTIC - Mincomercio

Mediano

Mediano

Mediano

Largo

Largo

Corto

Corto
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vados y las juntas de padres quienes pro-

mueven la compra de tecnología como 

parte de la dotación básica de los alumnos.

Adicionalmente, se podría promover la 

utilización de los Kioscos Vive Digital, que 

benefician a los centros rurales, para la im-

plementación de programas de teleduca-

ción, e incluso telemedicina. De esta forma 

se podría acelerar la implementación de la 

Ley 1419 de 2010, que establece los linea-

mientos para los servicios de telesalud. 

Dentro de lo previsto por la Agenda de 

Innovación en el NIS, se propone acelerar 

la implementación de las acciones previs-

tas para aumentar el acceso a la salud a 

través de las TIC –que la Ley 1419 de 2010 

tenía prevista para enero de 2014– y me-

jorar los sistemas de información para la 

salud. Esto último permitirá, adicionalmen-

te, utilizar herramientas de Big Data para 

mejorar la eficiencia y la efectividad de la 

prestación del servicio de salud. En el caso 

de Estados Unidos, por ejemplo, se prevé 

que la implementación de estos métodos 

resultará en la generación de ingresos adi-

cionales equivalentes a más de US$300 

billones (cerca del PIB colombiano) anual-

mente dentro de 10 años, gracias a mejo-

ras en eficiencia y a una mayor integración 

de la información sobre historias clínicas, 

preferencias de los pacientes, costos de 

operación, y actividades de investigación 

y desarrollo en la industria farmacéutica. 

las tic en el marco de la  
agenda vertical

A pesar de los esfuerzos del nivel nacional, 

particularmente a través del programa FITI 

y el PTP, es necesario mejorar la articula-

ción interinstitucional (del nivel nacional) 

y nación-región para la adopción de tec-

nologías en otros sectores productivos 

que buscan convertirse en sectores de 

talla mundial. En primer lugar, y si bien el 

PTP ha creado la institucionalidad para dar 

respuesta a las necesidades de infraes-

tructura tecnológica en sus 16 sectores 

priorizados, el MinTIC deberá tener un papel 

más protagónico en el marco de la política 

de cambio estructural del país. Para ello, es 

necesario que haya una política que sea 

coordinada desde el más alto nivel del Go-

bierno y que se redefina la institucionalidad 

(nacional y regional) que la soporte (ver 

capítulo Política de Cambio Estructural).

En segundo lugar, se hace de vital im-

portancia contar con estudios regionales 

que den cuenta de las necesidades tecno-

lógicas específicas de los sectores prio-

rizados a nivel local. En este sentido, se 

debe potenciar lo que viene haciendo el 

MinTIC a través de la creación de una VES 

en seis regiones, para llevar la infraestruc-

tura y servicios de TIC de acuerdo con la 

demanda de las apuestas productivas re-

gionales. Dichos estudios deberían ser li-

derados por actores locales –por ejemplo, 

por las Comisiones Regionales de Compe-

titividad– y apoyados por el MinTIC y otras 

entidades relevantes del nivel nacional. 
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Sistema financiero

Desarrollo del mercado financiero. Puesto entre 148 países (donde 1 indica el país con el sistema financiero de mayor desarrollo).

Fuente: WEF (2013).
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En 2013, Colombia ocupó el puesto 63 

entre 148 países en el pilar de desarrollo 

del mercado financiero, y los empresarios 

identificaron el acceso a la financiación 

como el cuarto factor que más dificulta 

la implementación de iniciativas empre-

sariales, después de la corrupción, la in-

adecuada infraestructura y la ineficiencia 

del Gobierno. Estos resultados ratifican la 

importancia que tiene el sector financiero 

para promover una mayor competitividad 

de la economía colombiana.

Diagnóstico y avances

A juicio del Consejo Privado de Competi-

tividad (CPC), un sistema financiero que 

esté alineado con una mayor competiti-

vidad del país debe tener tres caracterís-

ticas: primero, debe ser sólido y estable. 

Segundo, debe fomentar el acceso y el 

uso adecuado de productos financieros 

con el fin de apalancar el crecimiento 

de la actividad empresarial. Tercero, los 

costos de los productos financieros de-

ben responder a estructuras de costo y a 

regulaciones eficientes. En este contexto, 

el capítulo analiza estas tres característi-

cas del sistema financiero colombiano y 

presenta sus avances más importantes 

del último año.

solidez

Colombia se caracteriza por tener un 

sistema financiero sólido. En febrero de 

2013, el Fondo Monetario Internacional 

(FMI) y el Banco Mundial presentaron 

una evaluación de la estabilidad del sis-

tema financiero colombiano (Financial 

Sector Assessment Program), la cual 

concluyó que “Colombia tiene un sis-

tema financiero amplio, dominado por 

conglomerados financieros complejos y 

con la presencia de una variedad de in-

termediarios. La salud financiera de las 

entidades crediticias parece sólida, las 

hojas de balance de las firmas y de los 

hogares son sanas, la calidad del crédito 

es buena y los bancos son rentables”2, 3.  

Las conclusiones de esta evaluación 

son sumamente importantes, pues es 

la primera que se realiza con la Superin-

tendencia Financiera de Colombia (SFC) 

como supervisor integrado, por lo que no 

sólo evaluó el cumplimiento de los prin-

cipios y estándares bancarios internacio-

nales, sino que también se incluyeron los 

principios internacionales de las indus-

trias de valores y seguros.

Adicionalmente, las principales com-

paraciones internacionales resaltan la 

solidez del sistema financiero como una 

fortaleza de Colombia. En el Índice de 

Desarrollo Financiero del WEF, Colombia 

ocupó el puesto 28 (entre 62 países) en 

el pilar de estabilidad financiera, debido 

principalmente al buen desempeño en in-

dicadores de riesgo soberano y de esta-

bilidad cambiaria4. Es importante señalar 

que, de acuerdo con este Índice, Colombia 

tiene espacios de mejora en cuanto a la 

estabilidad del sistema bancario, subpi-

lar en el que el país ocupa la posición 53 

entre 62 naciones. 

El adecuado funcionamiento del mercado financiero es un 
elemento fundamental en la competitividad de los países. En 
efecto, el Índice Global de Competitividad del Foro Económico 
Mundial (WEF, por su sigla en inglés) incluye el desarrollo del 
mercado financiero como uno de los 12 pilares para medir la 
competitividad de las 148 economías evaluadas1.

1.	 Ver WEF (2013), para mayor información.
2.	 FMI (2013). Traducción del Consejo Privado de Competitividad. 
3.	 Es importante señalar que esta evaluación incluyó una serie de recomendaciones encaminadas a mejorar la regulación y la supervisión del merca-

do bursátil, especialmente de operaciones apalancadas. Para una mayor discusión, ver ANIF (2013, 6 de mayo).
4.	 El Índice de Desarrollo Financiero mide y analiza los factores que inciden sobre el desarrollo financiero de diferentes países. Este Índice está inclui-

do en el Reporte de Desarrollo Financiero que es publicado anualmente por el WEF desde 2008.
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En este contexto, la expedición del De-

creto 1771 de 2012 es un avance signi-

ficativo, al definir un cronograma para 

que los bancos, a partir de agosto de 

2013, cuenten con capital suficiente y 

de buena calidad para absorber pérdi-

das inesperadas generadas por la ma-

terialización de riesgos asociados al 

desarrollo de su negocio. La adopción 

gradual hacia estos nuevos estándares 

es positiva para incrementar la solidez 

del sistema bancario5. De otro lado, se 

destaca la entrada en vigencia de la Cir-

cular Externa 044, la cual robustece la 

gestión, la medición y la cobertura del 

riesgo de liquidez, pues la introducción 

del concepto de Activos Líquidos de Alta 

Calidad obliga a las entidades financie-

ras a contar con una mejor composición 

de los activos líquidos como proporción 

de sus exigibilidades. 

acceso y uso de productos  
financieros

Productos bancarios

Colombia ha avanzado significativa-

mente en el aumento del acceso a pro-

ductos financieros, pues la cobertura 

de los puntos de contacto disponibles 

entre entidades y consumidores se 

ha incrementado significativamente. 

En 2012 el número total de puntos de 

contacto creció 33% con relación al año 

inmediatamente anterior, al pasar de 

200.857 a 267.712. Este incremento se 

explica, principalmente, por el dinamis-

mo de los corresponsales bancarios, 

los cuales crecieron 68,8% en 2012 y 

representaron 11% del total de puntos 

de contacto del país. El gráfico 1 ilustra 

la tendencia de las oficinas, correspon-

sales bancarios y cajeros automáticos 

para el período 2008-20126.

El crecimiento promedio anual de 

25% de este tipo de puntos de contacto 

en los últimos cinco años se ha traducido 

en un incremento significativo de la co-

bertura geográfica de los servicios finan-

cieros formales. Mientras en el año 2006, 

28,1%7 de los municipios (309) no con-

taban con presencia bancaria a través 

de oficinas o corresponsales bancarios, 

en 2012 esta cifra se redujo a 1,3% (14 

municipios)8. De la misma manera, la co-

bertura de los puntos de contacto medida 

por área (1.000 kilómetros cuadrados) y 

por población (10.000 adultos) ha tenido 

una clara tendencia creciente en los últi-

mos años, de acuerdo con Banca de las 

Oportunidades y Superintendencia Finan-

ciera de Colombia (2013). Si bien existen 

diferencias importantes en la cobertura 

a nivel departamental, estos resultados 

evidencian la relevancia que ha tenido la 

alianza público-privada entre Banca de 

las Oportunidades y la industria financie-

ra para promover la oferta de servicios fi-

nancieros en el país. 

En cuanto a la tenencia de productos 

financieros, el índice de bancarización 

para personas naturales –el cual mide 

el porcentaje de la población adulta que 

tiene al menos un producto financiero– 

ha presentado una tendencia positiva en 

los últimos años. Efectivamente, este ín-

dice se ubicó en 67% en 2012 y creció a 

una tasa promedio anual de 2,8 puntos 

porcentuales (gráfico 2). De acuerdo con 

información de Asobancaria (2013), los 

productos que presentaron un creci-

miento anual promedio más alto para 

el período 2008-2012 son microcrédi-

to (25,8%), tarjeta de crédito (11,5%), 

crédito de vivienda (6,7%) y cuentas de 

ahorro (6,3%)9.

Por su parte, el número de empre-

sas con al menos un producto financiero 

ha presentado una tasa de crecimiento 

anual promedio de 1,9% en el período 

2008-2012. De acuerdo con Asobancaria 

(2013), los productos que presentaron 

un crecimiento anual promedio más alto 

para el período 2008-2012 son crédito de 

consumo (35,3%), microcrédito (19,8%) 

y comercial (10,0%).

A pesar de los avances del país en 

los índices de bancarización de perso-

nas naturales y de empresas, que miden 

únicamente la tenencia de productos, lo 

cierto es que la utilización de los pro-

ductos financieros en Colombia toda-

vía se encuentra en niveles bajos. Por 

un lado, 48% del total de las cuentas de 

5.	 De acuerdo con ANIF (2012, 17 de septiembre), la banca colombiana deberá allegar recursos por el equivalente de 0,96% del PIB para cumplir con 
los lineamientos del Decreto 1771 de 2012 y mantener los niveles de solvencia alcanzados al finalizar 2011. Por lo tanto, es importante que se lo-
gre un equilibrio entre la convergencia hacia los estándares internacionales y la capacidad de la banca de elevar sus niveles de capital.

6.	 En el gráfico se excluyen los datáfonos, los cuales alcanzaron 219.907 a diciembre de 2012 y representan 82% del total de puntos de contacto, 
debido a que el rango de servicios financieros ofrecidos a través de éstos es limitado. 

7.	 CGAP (2013).
8.	 Banca de las Oportunidades y Superintendencia Financiera de Colombia (2013).
9.	 Para un análisis más profundo sobre las tendencias de la inclusión financiera en Colombia, ver Banco de la República (2012, septiembre).
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Gráfico 1. Número de puntos de 
contacto: oficinas, corresponsales 
bancarios y cajeros-ATM (miles).

Fuente: Banca de las Oportunidades y Super-

intendencia Financiera de Colombia (2013). Se 

excluyen datáfonos.

Fuente: Asobancaria.

Gráfico 2. Índice de bancarización 
para personas naturales (%).
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ahorro se encuentran inactivas, lo que 

quiere decir que estas cuentas no re-

gistran movimientos en los últimos seis 

meses. El hecho de que el porcentaje 

de cuentas inactivas se haya manteni-

do en niveles altos en los últimos tres 

años sugiere que la utilización del pro-

ducto pasivo más masivo es realmente 

baja10. Por el otro, el crédito dirigido al 

sector privado representó 49% del PIB en 

2012, inferior a la cifra alcanzada por la 

mayoría de países de referencia, entre 

los que se encuentran Panamá (90%) y 

Chile (73%) (gráfico 3).

Es importante señalar que durante 

2013 hubo avances importantes para fo-

mentar la mayor utilización de produc-

tos financieros en el país. Se destaca la 

aprobación de la Ley de garantías mobi-

liarias por el Congreso de la República en 

el primer semestre de 2013, acción que 

estaba incluida en la Agenda Nacional de 

Competitividad (ANC) lanzada por el pre-

sidente Santos en julio de 2012 (cuadro 

1). Esta Ley amplía el universo de ga-

rantías que están disponibles para con-

traer obligaciones crediticias, crea un 

registro electrónico de garantías centra-

lizado y establece un esquema de eje-

cución extrajudicial ágil y eficiente11. La 

adecuada reglamentación de esta Ley 

es fundamental para que se impacte de 

manera significativa el acceso a crédito 

por parte del sector privado colombiano, 

en particular de las micro, pequeñas y 

medianas empresas.

Por su parte, la SFC, a través de la Cir-

cular Externa 13 de 2013, aumentó el lí-

mite del monto de las operaciones débito 

de las cuentas de ahorro de trámite sim-

plificado de dos a tres salarios mínimos 

mensuales. Adicionalmente, autorizó la 

tenencia de varias cuentas de ahorro de 

este tipo, con la restricción de poseer 

solamente una cuenta por entidad ban-

caria. Es importante señalar que estas 

medidas están en línea con la recomen-

dación del CPC de flexibilizar los requi-

sitos de este tipo de cuentas de ahorro, 

con el fin de fomentar la inclusión finan-

ciera (Consejo Privado de Competitivi-

10.	 El porcentaje de Cuentas de Ahorro Electrónicas inactivas (a través de las cuales se consignan los pagos de Familias en Acción) es 35% a junio de 2013. 
11.	 Ver Asobancaria (2012, 23 de julio) y Consejo Privado de Competitividad (2012) para una mayor discusión.

Gráfico 3. Crédito al sector privado 
como porcentaje del PIB, 2012.

Fuente: Banco Mundial.
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dad, 2012). De manera similar, tanto la 

SFC como el Banco de la República han 

avanzado en la reglamentación de los 

depósitos electrónicos en temas como 

encajes, administración de riesgos, defi-

nición de formatos para recolectar infor-

mación relevante, entre otros12.

Los depósitos electrónicos, y en me-

nor medida las cuentas de ahorro de trá-

mite simplificado (CATS), presentan una 

dinámica muy positiva, a pesar de su cor-

to período de creación. Después de un 

poco más de dos años de su implemen-

tación (al primer trimestre de 2013), el 

país ya cuenta con 1,5 millones de depó-

sitos electrónicos y alrededor de 20.000 

CATS, lo cual equivale a alrededor de 8% 

de las cuentas de ahorro tradicionales del 

país13. De otro lado, Davivienda, AV Villas 

y Bancolombia tienen productos financie-

ros móviles en el mercado que permiten 

hacer transferencias, consultas de saldo, 

retiros, pagos y recargas a celular, entre 

otras transacciones.

Productos no bancarios

El desarrollo del sistema financiero im-

plica la creación y el fortalecimiento de 

nuevos mercados y productos diferentes 

a los ofrecidos tradicionalmente por las 

entidades bancarias. En efecto, el Índice 

de Desarrollo Financiero del WEF incluye 

un pilar llamado mercados financieros, el 

cual mide el desempeño de mercados di-

ferentes al bancario, como el mercado de 

divisas, el mercado de derivados, el merca-

do de capitales y el mercado de bonos. En 

2012, Colombia ocupó el puesto 50 entre 

62 países y fue el cuarto mejor país latino-

americano clasificado, superado por Brasil 

(puesto 32), Chile (puesto 40) y México 

(puesto 46). Estos resultados señalan 

que el mercado de capitales colombiano 

es el que presenta un grado menor de de-

sarrollo, pues el país ocupa la posición 45, 

mientras que alcanza los puestos 34, 35 y 

38 en los mercados de bonos, de divisas y 

de derivados, respectivamente14.

Es evidente que el mercado de capi-

tales colombiano se ha desarrollado sig-

nificativamente en la última década. En 

efecto, entre 2000 y 2012 la capitaliza-

ción bursátil como porcentaje del PIB se 

multiplicó por siete, al pasar de 10% a 71% 

del PIB, lo que ubica el país en el segun-

do puesto de la región en este indicador, 

después de Chile (117%).

No obstante lo anterior, lo cierto es 

que el mercado de capitales colombia-

no se encuentra rezagado con respecto 

a pares internacionales en términos de 

acceso y transaccionalidad. En cuanto al 

acceso, el número de empresas colombia-

nas listadas en bolsa por 10.000 habitan-

tes es sumamente bajo. Como se observa 

en el gráfico 4, en 2012 Colombia presen-

tó 0,016 empresas listadas en bolsa por 

10.000 habitantes, cifra ocho veces in-

ferior a la alcanzada por Chile (0,129), y 

rezagada frente a los resultados de El Sal-

vador, Paraguay, Perú y Brasil.

Estos datos indican que la utiliza-

ción del mercado de capitales por par-

te de las empresas colombianas es 

sumamente limitado, lo cual se pue-

de deber a los altos costos de acceso 

inherentes a los reglamentos de emi-

sión, que son especialmente relevantes 

para pequeñas y medianas empresas, 

así como para emisores por una sola 

vez (proyectos de infraestructura, por 

ejemplo). Al respecto, el Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público (Minhacien-

da) inició el diseño del segundo mer-

cado, a través de la publicación para 

comentarios de un documento concep-

tual, con el objetivo de implementar un 

canal simplificado para emisiones diri-

gidas a inversionistas institucionales 

y reducir el costo de acceso al merca-

do de valores por parte de pequeñas y 

medianas empresas, así como de emi-

sores por una sola vez15. Esta iniciati-

va es fundamental para incrementar el 

acceso al mercado de valores por parte 

de las pequeñas y medianas empresas 

pues, de acuerdo con ANIF (2013, 17 de 

abril), en la actualidad sólo una empre-

sa de las Small Caps que cotizan accio-

nes en la Bolsa de Valores de Colombia 

se puede clasificar como mediana. 

Por su parte, el valor de las transac-

ciones bursátiles en Colombia como por-

centaje del PIB es relativamente bajo, lo 

que indica una escasa profundidad del 

mercado. Como se observa en el gráfico 

5, y de acuerdo con el Banco Mundial, el 

valor de las transacciones en bolsa en Co-

lombia representa 7% del PIB, lo que impli-

ca que el país sólo supera a Perú en este 

12.	 En el último año la SFC expidió las Circulares Externas 43 y 46 de 2012 y 07 y 08 de 2013. Por su parte, el Banco de la República expidió la Resolu-
ción Externa No. 9 de 2012 y la Circular Reglamentaria DODM-147. 

13.	 Es importante señalar que los depósitos electrónicos y las CATS son diferentes a las cuentas de ahorros tradicionales. El porcentaje se incluye sólo 
para ilustrar el dinamismo que han presentado estos dos productos que facilitan transacciones móviles.

14.	 Cálculos del CPC. El puesto de Colombia se calcula como el promedio simple de los puestos que ocupó el país en las variables que miden el desem-
peño de cada mercado.

15.	 Ministerio de Hacienda y Crédito Público (2013, julio).
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Fuente: Asobancaria.

Gráfico 4. Número de compañías lista-
das por 10.000 habitantes, 2011.
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Fuente: Bancóldex (2012).

Gráfico 6. Capital comprometido 
en fondos de capital privado y ven-
ture capital (US$ millones).
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La industria de fondos de capi-
tal privado y de venture capital 
ha sido muy dinámica

indicador y que está muy rezagado con 

respecto a Brasil, Chile y México16.

El Gobierno nacional, liderado por el 

Minhacienda, inició una serie de iniciati-

vas para incrementar la profundidad del 

mercado de capitales. Por el lado de la 

oferta, se destaca el trabajo para activar 

la oferta de valores emitidos en el exterior 

a inversionistas nacionales. La regulación 

incluye la definición de emisor extranje-

ro; establece estándares mínimos para 

este tipo de jugadores relacionados con la 

revelación de información, con el gobier-

no corporativo y con la supervisión en la 

jurisdicción de origen, y homogeneiza las 

condiciones para el ofrecimiento de este 

tipo de valores. A la fecha de publicación 

de este informe, el Minhacienda y la SFC 

están discutiendo un documento concep-

tual sobre este tema. De la misma ma-

nera, el Minhacienda está elaborando un 

proyecto de Decreto para comentarios del 

público para permitir el acceso, por parte 

de inversionistas locales, a las colocacio-

nes en el mercado primario de emisores 

extranjeros participantes en el Mercado 

Integrado Latinoamericano (MILA). Esta 

iniciativa busca diversificar la base de ac-

tivos disponibles para los inversionistas 

locales y hacer más atractivo el mercado 

para los emisores, a través de la expan-

sión de la demanda potencial17.

Por el lado de la demanda, el Minhacien-

da expidió el Decreto 1242 de 2013, por 

medio del cual provee lineamientos rela-

cionados con la administración y gestión 

de fondos de inversión colectiva, con la 

finalidad de promover el desarrollo de 

esta industria. De la misma manera, el 

Minhacienda expidió el Decreto 1243 de 

2013, que reglamenta la actividad de cus-

todia y que hace obligatoria la prestación 

independiente de esta actividad para los 

fondos de inversión colectiva. 

Por otro lado, el desarrollo de la in-

dustria de fondos de capital privado y de 

venture capital juega un papel clave para 

irrigar recursos que permitan apalancar 

16.	 Es importante señalar que el valor de las transacciones bursátiles como porcentaje del PIB en Colombia ha presentado un dinamismo muy signifi-
cativo en la última década, al pasar de 0,3% del PIB en 2003 a 7% en 2012.

17.	 Ministerio de Hacienda y Crédito Público (2013).



149

sistema financiero
consejo privado de com

petitividad

el crecimiento de iniciativas empresaria-

les en etapas tempranas, las cuales son 

cruciales para la diversificación y la so-

fisticación del aparato productivo colom-

biano. Como se observa en el gráfico 6, 

el capital comprometido en fondos de ca-

pital privado y de venture capital creció 

a una tasa promedio anual de 104% en-

tre 2005 y 2012, año en el que alcanzó 

US$3.395 millones. De acuerdo con Ban-

cóldex (2012), este capital está com-

prometido en 31 fondos y se concentra 

principalmente en infraestructura, inmo-

biliario y multisectorial18. A pesar de esta 

importante dinámica, la industria en Co-

lombia continúa siendo relativamente pe-

queña, pues sólo representa 1% del total 

de la inversión en Latinoamérica, después 

de Brasil (79%), México (4%) y Perú (4%).

Es importante señalar que Bancóldex 

ha jugado un papel importante en el desa-

rrollo de la industria de fondos de capital 

privado y de venture capital, a través del 

programa Bancóldex Capital. Este progra-

ma ha realizado siete compromisos de in-

versión por $85.928 millones con corte a 

junio de 2013, los cuales han capitalizado 

19 empresas en Colombia por un valor de 

$335.920 millones, es decir, cuatro veces 

lo invertido por Bancóldex. Adicional al 

apoyo financiero, Bancóldex Capital, en el 

marco de un programa de asistencia téc-

nica suscrito con el Fomin, ha realizado 

esfuerzos para fortalecer la industria de 

los fondos de capital privado y de ventu-

re capital, entre los cuales se destacan la 

creación de la Asociación Colombiana de 

Fondos de Capital Privado, la realización 

de eventos de sensibilización a empresa-

rios e inversionistas potenciales y el se-

guimiento y la búsqueda de inversionistas, 

tanto nacionales como internacionales.

Colombia mantuvo el cuarto puesto 

en Latinoamérica en el LAVCA 2013 sco-

recard, indicador que mide el desarrollo 

de la industria de fondos de capital pri-

vado y de venture capital, al obtener un 

puntaje de 61 sobre 100, después de 

Chile (76), Brasil (72) y México (67)19. 

Es importante señalar que el país in-

crementó su calificación en un punto, 

debido a una mejora en el puntaje de la 

dimensión de emprendimiento. Si bien 

esto es positivo, lo cierto es que otros 

países como República Dominicana, 

Perú y México lograron mejoras de 3, 2 

y 2 puntos, respectivamente.

De acuerdo con este indicador, los de-

safíos más importantes que enfrenta el 

país para el desarrollo de esta industria 

están relacionados con las condiciones 

y la complejidad tributaria (ver capítulo 

Sistema Tributario), la protección de los 

derechos de propiedad intelectual, los 

procedimientos de declaración de ban-

carrota, el desarrollo del mercado de ca-

pitales, el sistema judicial (ver capítulo 

Justicia), y la calidad de los estándares 

contables. Con respecto a este último 

punto, vale la pena destacar que la expe-

dición del Decreto 2784 de 2012, el cual 

estipula que la implementación plena de 

los estándares contables internacionales 

se completará en 2015, debe represen-

tar un incremento en la calificación del 

país, al reducir la brecha en esta dimen-

sión con respecto a Brasil, México, Chi-

le y Perú20. Es importante señalar que la 

culminación del proceso de armonización 

contable también contribuirá a dinamizar 

el mercado de capitales colombiano.

Educación financiera 

Como es bien sabido, una estrategia de 

educación financiera es un pilar funda-

mental para incrementar la utilización 

adecuada de productos financieros por 

parte de la población. Varias entidades 

han hecho esfuerzos para mejorar las 

capacidades financieras de los colom-

bianos. En la ANC se incluyó una acción 

para incluir un componente de educación 

financiera dentro de la educación formal 

desde los primeros años de escolaridad, 

el cual debe estar listo en el primer se-

mestre de 2014. Esta acción se está 

implementando a través de una alianza 

público-privada entre el Ministerio de 

Educación y la Asobancaria (cuadro 1). 

Por su parte, en julio de 2013 el Ban-

co de la República y el Banco Mundial pre-

sentaron los resultados de la Encuesta 

Nacional sobre Conductas, Actitudes y Co-

nocimientos Financieros, con el fin de inda-

gar con mayor profundidad no sólo sobre 

los conocimientos financieros de la pobla-

ción, sino sobre sus actitudes y comporta-

mientos financieros21. Definitivamente, la 

información recolectada sobre los patro-

nes de los colombianos con respecto a la 

administración del dinero, la planificación 

financiera, las decisiones sobre productos 

financieros y los conocimientos financie-

18.	 Entre enero y junio de 2013 se cerraron siete fondos adicionales por un valor de US$200 millones. 
19.	 El LAVCA Scorecard mide 13 dimensiones que inciden en el desarrollo de la industria de fondos de capital privado y de venture capital. Para mayor 

información, ver LAVCA (2013).
20.	 La expedición de este Decreto está incluida en la ANC y, a pesar de los importantes retrasos en el proceso de armonización contable, es positivo 

que el país cuente con un cronograma definitivo. 
21.	 Para mayor información, ver Banco Mundial (2013). 
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ros es un insumo muy valioso no sólo para 

complementar las estadísticas disponibles 

de inclusión financiera, sino para identificar 

las áreas más relevantes de intervención 

en materia de educación financiera.

Desde el sector privado, la Asoban-

caria ha invertido alrededor de $15.000 

millones para desarrollar contenidos y 

herramientas para la difusión de men-

sajes y recomendaciones prácticas en 

finanzas personales22, 23.

Si bien estos esfuerzos son positivos, 

lo cierto es que sin la aprobación de una 

Estrategia Nacional de Educación Finan-

ciera que defina objetivos de largo plazo y 

que establezca los mecanismos de coor-

dinación interinstitucional necesarios, el 

avance del país en esta materia se que-

da corto (Consejo Privado de Competitivi-

dad, 2012). A pesar de la relevancia de la 

estrategia y al hecho de que han pasado 

más de cuatro años desde la aprobación 

del régimen de protección al consumidor 

financiero (Ley 1328 de 2009), el Gobier-

no nacional, en cabeza del Minhacienda y 

del Departamento Nacional de Planeación, 

todavía no ha aprobado el documento CON-

PES que contenga la estrategia, incluso in-

cumpliendo la fecha estipulada en la ANC 

(diciembre de 2012)24.

Costos de los productos financieros

Un sistema financiero desarrollado y ali-

neado con la competitividad debe tener 

costos que respondan a estructuras de 

costos y a regulaciones eficientes. Por 

un lado, la competencia y la rivalidad 

empresarial deben ser lo suficientemente 

intensas para que las entidades privadas 

mejoren sus procesos y ofrezcan produc-

tos superiores a menores costos para los 

consumidores25. Por el otro, la regulación 

a la que está sujeta la industria debe ser 

eficiente y debe evitar la imposición de 

sobrecostos innecesarios para el cumpli-

miento de los objetivos de política públi-

ca, tales como la estabilidad del sistema y 

la prevención de lavado de activos. Es así 

como el proceso regulatorio debe escoger 

la alternativa que alcance el objetivo de 

política propuesto de manera adecuada, 

al menor costo posible para la industria y 

para los consumidores.

La medición y la comparación del 

costo de los productos financieros son 

tareas complicadas debido a que son pro-

ductos con un alto grado de diferenciación 

y a la presencia de estructuras de precios 

complejas, que pueden incluir tanto cos-

tos administrativos (comisiones) como 

tasas de interés. En Colombia, entidades 

como la SFC, la Asobancaria y ANIF cons-

truyen índices de costos de productos fi-

nancieros, los cuales permiten identificar 

la evolución de los costos de diferentes 

productos financieros en el país. Interna-

cionalmente, una medida utilizada para 

medir los costos de los productos finan-

cieros es el margen financiero neto26. De 

acuerdo con datos del Banco Mundial, Co-

lombia tuvo un margen financiero neto 

de 5,1% en 2011, cifra levemente inferior 

al promedio de países de referencia y de 

los principales países latinoamericanos 

(5,3%), como se observa en el gráfico 

7. Si bien los costos de los productos fi-

nancieros en Colombia (medidos a tra-

vés del margen financiero neto) no son 

los más altos entre países de referen-

cia, tampoco se puede afirmar que estén 

completamente alineados con una ma-

yor competitividad del país, especialmen-

te frente a países con los que Colombia 

quiere incrementar sus relaciones comer-

ciales y de inversión, como Malasia, Corea 

del Sur, Suráfrica, México y Turquía.

Aunque el margen financiero neto 

depende de variables que difícilmente 

pueden ser controladas por las entida-

des financieras o por los reguladores, 

como el riesgo país o regional27, lo cier-

to es que existen algunas áreas regula-

torias donde el país puede mejorar para 

hacer más intensa la competencia y 

disminuir los costos de los productos 

financieros. Como lo analizó el Conse-

jo Privado de Competitividad (2012), 

las inversiones forzosas, los límites a la 

tasa de interés, el Gravamen a los Movi-

mientos Financieros (GMF), y el mono-

polio del Banco Agrario para el recaudo 

de los depósitos judiciales son ejemplos 

de medidas que están vigentes en la ac-

tualidad y que, a pesar de que buscan 

22.	 Para mayor información, ver Asobancaria (2013, julio).
23.	 Es importante señalar que otras entidades también han llevado a cabo esfuerzos importantes en materia de educación financiera. Tal es el caso de 

Finagro, Fasecolda, Fogafín y el Banco de la República. 
24.	 A la fecha de publicación de este informe, se cuenta con una estructura de contenido para el documento CONPES, la cual está siendo discutida con 

diferentes entidades del Gobierno nacional.
25.	 Para una compilación de diferentes medidas de concentración y rentabilidad de la banca colombiana, ver Asobancaria (2013, 29 de abril). Para 

una discusión sobre la competencia en la banca, ver Asobancaria (2013, 6 de agosto) y Banco de la República (2012, septiembre).
26.	 El margen financiero neto se define como la razón entre los ingresos netos causados por intereses y los activos que generan interés. Esta medida 

sólo tiene en cuenta los costos asociados a las tasas de interés y deja por fuera las comisiones y cargos administrativos de los productos.
27.	 Asobancaria (2013, 22 de julio).
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Gráfico 7. Margen financiero neto, 2011 (%).

Fuente: Banco Mundial.
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Grupo de acciones Acción ANC Acción Grupo Comentario CPC

Promover la toma de deci-
siones informadas sobre 
productos financieros

Implementar un Programa de Educación 
Económica y Financiera para desarrollar 
competencias que permitan a la población 
tomar decisiones responsables, informa-
das y autónomas en contextos económi-
cos y financieros.

A pesar de los avances que han hecho el Ministerio de Educa-
ción y Asobancaria relacionados con el programa de educación 
económica y financiera, el avance de este grupo de acciones 
es insatisfactorio debido al retraso significativo del documento 
CONPES que contiene la Estrategia Nacional de Educación 
Económica y Financiera.Implementar la Estrategia Nacional de 

Educación Económica y Financiera, en 
cumplimiento de la Ley 1328 de 2009.

Incrementar acceso a 
servicios financieros

Mejorar el acceso a servicios financieros a 
través de la consolidación de un sistema 
unificado de garantías: expedir la Ley de 
Garantías Mobiliarias.

Falta la adecuada reglamentación de la Ley de Garantías Mobi-
liarias para que esta acción se considere como terminada.

Avanzar en la conver-
gencia hacia estándares 
internacionales de 
contabilidad

Expedir decretos de convergencia para en-
tidades que coticen en bolsa y financieras.

Si bien se expidieron los decretos, a partir de 2014 se inicia 
el proceso de transición, pues las entidades deben reportar la 
contabilidad bajo el esquema vigente y el nuevo. A partir del 
1 de enero de 2015 comienza a regir de forma obligatoria la 
aplicación de los nuevos estándares de contabilidad.

Cuadro 1. Avances de la Agenda Nacional de Competitividad relacionados con el Sistema Financiero (primer semestre de 2013).

Fuente: Análisis del Consejo Privado de Competitividad, con información de DNP-

Sistema Nacional de Competitividad e Innovación.
Avance con retrasos

Sin avances  
y/o retrasos significativos

Acción terminada

Avance satisfactorio

cumplir objetivos de política pública, en-

carecen los productos financieros28, 29.

Es importante señalar que la mayor 

atención de la sociedad sobre los costos 

de los productos financieros ha permitido 

que se adelanten iniciativas en el sentido 

correcto, como la mayor difusión de infor-

mación sobre las tarifas de los servicios 

financieros de los establecimientos de cré-

dito, cuyo resumen por tipo de producto y 

entidad es publicado mensualmente por 

la SFC a través de un aplicativo en su pá-

gina de internet que incluso permite simu-

lar tarifas para productos específicos. No 

obstante, esta mayor atención de la socie-

dad también puede impulsar iniciativas, en 

especial legislativas, que, además de ser 

nocivas para el adecuado funcionamiento 

del sistema financiero, no disminuyen los 

costos de manera sostenible y no mejoran 

la inclusión financiera30. 

28.	 Con respecto al límite de las tasas de interés, es importante señalar que el CPC considera que esta política afecta negativamente la inclusión finan-
ciera e impide una mayor competencia en la banca, a pesar de la implementación de límites diferenciados por tipo de crédito. En particular, es pre-
ocupante que los créditos de consumo y los créditos comerciales no tengan una tasa diferenciada. Por su parte, las inversiones forzosas tienen el 
objetivo de solucionar fallas de mercado que limitan el flujo de financiamiento hacia el sector agropecuario. Si bien este objetivo de política es razo-
nable, las inversiones forzosas generan ineficiencias y sobrecostos en la industria bancaria que afectan negativamente la inclusión financiera. 

29.	 Asobancaria (2013, 22 de julio) analiza otros factores que reprimen el sistema financiero como los encajes bancarios, los cuales no son incluidos 
en este informe porque éstos son una medida generalmente aceptada para garantizar la estabilidad del sistema financiero. 

30.	 Un ejemplo es el proyecto de Ley No.172 de 2012, por medio del cual se determinan los costos para algunos productos financieros como las cuentas 
de ahorro. A juicio del CPC, el establecimiento de costos por vía legal, sin tener en cuenta el adecuado funcionamiento del sistema financiero, no sólo no 
soluciona el problema de costos financieros sino que afecta negativamente la inclusión financiera al generar desabastecimiento de productos. 
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Recomendaciones

solidez

Como se analizó anteriormente, el sis-

tema financiero colombiano se caracte-

riza por su estabilidad y su solidez. No 

obstante, la evaluación que realizaron 

el FMI y el Banco Mundial recientemente 

incluye una serie de recomendaciones 

para fortalecer la estabilidad del siste-

ma en áreas como regulación bancaria, 

regulación del mercado de valores, po-

lítica prudencial y manejo de liquidez, 

entre otras. A pesar de que el análisis 

exhaustivo de todas las recomendacio-

nes incluidas en esta evaluación está 

por fuera del alcance de este capítulo, 

el CPC considera importante respaldar 

explícitamente las propuestas concer-

nientes a la independencia de la SFC 

y a su capacidad para supervisar las 

compañías holdings de conglomerados 

financieros. Por un lado, el CPC conside-

ra fundamental incrementar la indepen-

dencia de la SFC, mediante la adopción 

de períodos fijos del superintendente y 

la inclusión de razones explícitas de re-

moción del cargo en la Ley31. Por el otro, 

el CPC se une a la recomendación del 

FMI y del Banco Mundial de aprobar una 

Ley que extienda el alcance regulatorio 

a compañías holdings de instituciones 

financieras, lo cual tiene el objetivo de 

que las compañías controlantes de en-

tidades vigiladas puedan ser supervisa-

das con el mismo alcance con el que se 

supervisa cualquier otra entidad some-

tida al control y la supervisión de la SFC. 

Por lo tanto, esta Ley representará una 

mayor transparencia en las transaccio-

nes entre relacionados y la convergencia 

a mejores prácticas internacionales en 

materia de supervisión.

En términos generales, el CPC reco-

mienda que la implementación de las su-

gerencias hechas por el FMI y el Banco 

Mundial incluya un análisis costo-bene-

ficio robusto con el fin de escoger las al-

ternativas de política y de regulación que 

cumplan el objetivo propuesto al menor 

costo posible, tanto para la industria 

como para los consumidores financieros. 

acceso y uso de productos  
financieros

Si bien el país ha avanzado de manera 

importante en la expansión de la cober-

tura geográfica de los puntos de contacto 

entre entidades y consumidores finan-

cieros, lo cierto es que se debe redoblar 

esfuerzos para incrementar el uso de los 

productos financieros.

Para incrementar la proporción de 

la población con acceso a productos fi-

nancieros, es fundamental el fortaleci-

miento de productos transaccionales 

móviles. En efecto, este tipo de produc-

tos tiene la ventaja de satisfacer nece-

sidades puntuales de los clientes (por 

ejemplo, hacer pagos o recargar el ce-

lular) a un costo bajo, debido al apro-

vechamiento de la infraestructura de 

telecomunicaciones y a regulaciones 

más livianas en comparación con las 

de otros productos como las cuentas de 

ahorro. Dados el importante crecimiento 

de los depósitos electrónicos y la exis-

tencia de tres productos móviles en el 

mercado, es importante que el antepro-

yecto de Ley “pague fácil-pague digi-

tal” incentive aún más la oferta de este 

tipo de productos e intensifique la com-

petencia entre entidades oferentes. No 

obstante, el CPC considera que el diseño 

de esta Ley debe ser lo suficientemente 

cuidadoso para no generar condiciones 

que propicien condiciones de arbitra-

je regulatorio entre diferentes tipos de 

competidores, lo cual desincentivaría la 

oferta de productos novedosos por parte 

de la industria que enfrenta una regula-

ción más compleja y costosa.

Con respecto a la Ley de garantías 

mobiliarias, es fundamental que su regla-

mentación sea expedita y suficientemen-

te clara. En particular, la reglamentación 

debe definir los requisitos para que los 

bienes puedan ser incluidos en el regis-

tro único de garantías, debe establecer 

los mecanismos necesarios para que el 

registro único de garantías contenga la 

información veraz de las garantías de 

manera actualizada y debe garantizar 

que el acceso a dicho registro sea expe-

dito. Adicionalmente, debe estipular li-

neamientos que guíen la valoración de 

estas garantías por parte de los estable-

cimientos financieros. A juicio del CPC, en 

la medida en que la reglamentación logre 

resolver estos retos, la Ley de garantías 

mobiliarias dinamizará el acceso al crédi-

to productivo de manera efectiva.

A pesar de la necesidad de am-

pliar el acceso a crédito por parte de 

las pequeñas y medianas empresas, 

el CPC considera que es contraprodu-

cente alcanzar este objetivo mediante 

mandatos legales, los cuales sólo ge-

neran un inadecuado funcionamiento 

del sistema financiero y un consecuen-

te encarecimiento de los productos fi-

31.	 Actualmente el superintendente financiero es un cargo de libre nombramiento y remoción, por lo que el presidente de la República puede remover-
lo por razones políticas.
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nancieros. En este contexto, el CPC 

recomienda al Gobierno nacional y al 

Congreso de la República abstenerse 

de aprobar iniciativas que impongan 

mandatos a las entidades financieras 

para dirigir crédito a sectores o tipo de 

empresas específicas32. 

En cuanto al mercado de capitales, 

a pesar de las diferentes iniciativas 

que viene impulsando el Minhacienda 

para mejorar la oferta, la demanda y la 

gestión de riesgos en dicho mercado, 

lo cierto es que el país sigue sin con-

tar con una estrategia de promoción de 

este mercado con objetivos de largo pla-

zo. Sin la formalización de esta estra-

tegia, se dificulta la evaluación de las 

iniciativas actuales, pues son inciertos 

los objetivos que tiene el país en el largo 

plazo. En este contexto, se puede correr 

el riesgo de que las iniciativas actuales, 

las cuales buscan solucionar proble-

mas puntuales del mercado, no tengan 

el impacto esperado sobre el desempe-

ño del mercado de capitales. Adicional-

mente, la ausencia de esta estrategia 

limita la capacidad del Gobierno para 

iniciar debates sobre temas estructu-

rales que afectan el mercado de capita-

les, como el tributario y el cambiario. En 

este contexto, y de acuerdo con el Con-

sejo Privado de Competitividad (2012), 

se recomienda “que el Gobierno, junto 

con la industria financiera, construyan 

una visión de largo plazo para el mer-

cado de capitales colombiano y priori-

cen los cambios regulatorios requeridos 

para lograr los objetivos propuestos. La 

existencia de esta estrategia definiría 

los derroteros de largo plazo de la polí-

tica pública sobre este importante tema 

y establecería un marco de acción inte-

gral y consistente en el tiempo para las 

diferentes entidades gubernamentales”.

Por su parte, la industria de fondos 

de capital privado y de venture capital 

debe ser promovida de manera más de-

cidida, pues, como se analizó anterior-

mente, el desarrollo de esta industria en 

Colombia presenta rezagos en relación 

con los países líderes de la región. Por 

un lado, el país debe mejorar el desem-

peño de sectores transversales que son 

claves para el desarrollo de esta indus-

tria, como el sector justicia (ver capítulo 

Justicia), el sistema tributario (ver capí-

tulo Sistema Tributario) y la corrupción 

(ver capítulo Corrupción). Por otro lado, 

el Gobierno debe solucionar obstáculos 

particulares al desarrollo de este tipo de 

fondos, por lo que se recomienda esta-

blecer una estrategia que i) incremente 

la participación de inversionistas insti-

tucionales, ii) desarrolle mecanismos 

de salida de inversiones más ágiles y 

eficientes, y iii) fomente la creación y 

el crecimiento de fondos enfocados en 

apoyar empresas en etapas tempranas, 

lo que se puede lograr a través de incen-

tivos tributarios bien diseñados (ver ca-

pítulo Sistema Tributario). 

Finalmente, y como se mencionó an-

teriormente, un adecuado programa de 

educación financiera es crucial para in-

crementar la inclusión financiera de la 

población. Dada la importancia de esta 

acción y su inclusión en la ANC, es pre-

ocupante que el país todavía no cuente 

con una Estrategia Nacional de Educa-

ción Financiera, con objetivos de largo 

plazo y con canales de coordinación for-

males entre las diferentes entidades, 

públicas y privadas, encargadas de lle-

varla a cabo. Si bien las iniciativas que 

ha hecho el Ministerio de Educación, la 

Asobancaria, el Banco de la República y 

el Banco Mundial, entre otras entidades, 

son contribuciones valiosas, la ausencia 

de esta estrategia dificulta seriamente 

el avance del país en este tema. Por lo 

tanto, el CPC reitera la necesidad de for-

malizar el documento CONPES con esta 

estrategia, que incluya sus objetivos de 

largo plazo; que determine los arreglos 

institucionales que aseguren la correcta 

coordinación entre las entidades, tanto 

públicas como privadas, y que garantice 

los recursos que sean necesarios para 

alcanzar las metas propuestas.

costos financieros

El mejoramiento de la regulación finan-

ciera es un elemento clave para que 

los costos de los productos financieros 

disminuyan en el país33. Efectivamente, 

el CPC ha identificado al menos tres re-

gulaciones específicas que reprimen el 

adecuado funcionamiento del sistema 

financiero y que deben ser eliminadas 

o, al menos, reemplazadas por políticas 

alternativas menos costosas para la in-

dustria y para los consumidores finan-

cieros: las inversiones forzosas, el límite 

32.	 Un ejemplo de estas iniciativas es el proyecto de Ley 218 de 2013,el cual estipula que los establecimientos bancarios deberán destinar no menos 
de 5% total de su presupuesto de colocación para microcréditos, y de ese porcentaje al menos 50% deberá ser destinado a los estratos 1, 2 y 3 de 
la población. Este proyecto de Ley fue archivado por tránsito de legislatura, al no haber tenido un debate durante la Legislatura 2013-2014.

33.	 Esta sección se enfoca en el impacto de la regulación sobre los costos de los productos financieros. Claramente, estos costos también dependen 
de otros factores como el grado de competencia y de rivalidad empresarial. Para una mayor discusión sobre los retos que tiene el país en materia 
de competencia, ver el capítulo Promoción y Protección de la Competencia de este informe. 
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No. Recomendación Plazo Lo mínimo a realizar  
antes de agosto de 2014

Principales  
responsables

1
Ley para definir periodos fijos para el superin-
tendente financiero y razones explícitas para 
su remoción.

Corto plazo Aprobación de la Ley por parte del Congreso de la Re-
pública.

Minhacienda, Superintendencia 
Financiera de Colombia.

2 Ley para regular a compañías holdings de 
instituciones financieras. Corto plazo Aprobación de la Ley por parte del Congreso de la Re-

pública.
Minhacienda, Superintendencia 
Financiera de Colombia.

3 Reglamentación Ley de Garantías Mobiliarias. Corto plazo Decretos reglamentarios expedidos.

Minhacienda, Superintendencia 
Financiera de Colombia, Minis-
terio de Comercio, Industria y 
Turismo, Supersociedades.

4 Documento con política de promoción del 
mercado de capitales. Mediano plazo

Documento borrador de CONPES concertado entre las 
diferentes entidades públicas y listo para divulgación y 
socialización con sector privado.

Minhacienda, Superintenden-
cia Financiera de Colombia, 
Departamento Nacional de 
Planeación.

5 Estrategia Nacional de Educación Financiera. Corto plazo

Aprobación de documento CONPES. Expedición del 
Decreto que crea la instancia interinstitucional para la 
ejecución y la coordinación de la Estrategia Nacional de 
Educación Financiera.

Minhacienda, Departamento 
Nacional de Planeación.

6

Eliminación o modificación de regulaciones 
que imponen costos innecesarios a los 
productos financieros o que restringen la 
competencia en el sistema financiero.

Largo plazo

Documento de análisis costo-beneficio sobre las si-
guientes regulaciones: límites a las tasas de interés, 
inversiones forzosas, monopolio del Banco Agrario sobre 
recaudo de depósitos judiciales. Con respecto a los 
límites a las tasas de interés, se espera que por lo menos 
se establezcan límites diferenciados para los créditos 
comerciales y para los créditos de consumo.

Minhacienda, Minagricultura, 
Superintendencia Financiera de 
Colombia, Superintendencia de 
Industria y Comercio.

Identificación de otras regulaciones que, potencialmen-
te, pueden generar sobrecostos innecesarios o restringir 
competencia en el sistema financiero.

Minhacienda, Superintendencia 
Financiera de Colombia, Su-
perintendencia de Industria y 
Comercio.

Cuadro 2. Resumen: Principales recomendaciones relacionadas con el Sistema Financiero.

Fuente: Análisis Consejo Privado de Competitividad.

Mediano

Largo

Corto

Corto

Corto

Corto
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a las tasas de interés, y el monopolio del 

Banco Agrario sobre el recaudo de los de-

pósitos judiciales. A juicio del CPC, estas 

tres medidas encarecen los productos 

financieros y limitan la competencia en 

este mercado. Por lo tanto, el CPC reco-

mienda que el Gobierno nacional realice 

una evaluación costo-beneficio de estas 

regulaciones (y de otras que se identifi-

quen) con el fin de determinar si han sido 

exitosas para alcanzar sus objetivos de 

política y, sobre todo, si son la mejor al-

ternativa de política al imponer los meno-

res costos posibles a la industria y a los 

consumidores financieros para alcanzar 

dichos objetivos. 

Hacia adelante, es fundamental 

que el proceso regulatorio del sistema 

financiero incluya el impacto en costos 

como una variable relevante y que res-

ponda más rápidamente a los cambios 

del mercado. En este sentido, la Unidad 

de Regulación Financiera, recientemen-

te creada, es fundamental para que el 

proceso regulatorio mejore, tanto en 

tiempos como en calidad. 

Finalmente, el CPC recomienda al 

Gobierno nacional y al Congreso de la 

República evitar la aprobación de ini-

ciativas que por vía legal determinen 

los costos de los diferentes productos 

financieros. Usualmente, este tipo de 

medidas no soluciona el problema que 

busca resolver y afecta negativamen-

te el funcionamiento del sistema fi-

nanciero, lo que causa más costos que 

beneficios para la sociedad. En vez de 

aprobar este tipo de leyes, tanto el Go-

bierno como el Congreso deben mejorar 

la aplicación de la política de promoción 

y protección de la competencia, a través 

de una Superintendencia de Industria y 

Comercio independiente y con mayores 

recursos (ver capítulo Promoción y Pro-

tección de la Competencia). 
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Sistema Tributario

Tarifa total de impuestos como porcentaje de las utilidades, 2012. Puesto entre 146 países (donde 1 indica el país con menor tarifa total de impuestos 
como porcentaje de las utilidades).
Nota: Esta variable es una combinación de impuestos sobre la renta (porcentaje de utlilidades) y otro impuestos.

Fuente: WEF (2013).
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suráfrica
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el salvador

36
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47

81

57

119

61

30

140

143
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Desde el punto de vista de competitividad, el gran reto de un 
sistema tributario es minimizar las distorsiones que impo-
ne la introducción de impuestos, al tiempo que se logran los 
objetivos de estabilidad de las finanzas públicas y de una 
sociedad más equitativa. En línea con esta perspectiva, en Co-
lombia, el sistema tributario se fundamenta en tres principios 
constitucionales: equidad1, eficiencia2 y progresividad3.

El año pasado se aprobó la Reforma Tributa-

ria (Ley 1607 de 2012), cuyo objetivo prin-

cipal era mejorar la distribución de la carga 

tributaria, al favorece a las personas de me-

nores ingresos y facilitar la inclusión de la 

población más vulnerable a la economía for-

mal. Es importante destacar que la pasada 

la Reforma abordó temas estructurales para 

la competitividad del país. Un gran logro, en 

este sentido, fue la eliminación parcial de los 

impuestos parafiscales, con lo cual sin duda 

se reducen los costos laborales no salaria-

les, y se deberá generar un impacto directo 

sobre la formalidad. Con satisfacción se pue-

de decir que varias de las recomendaciones 

que el Consejo Privado de Competitividad 

(CPC) ha hecho en distintas oportunidades 

fueron incluidas en la Reforma.

No obstante estos avances, se le cri-

tica a la Reforma el no haber aprovechado 

la oportunidad para generar un incremen-

to en el recaudo. En el contexto interna-

cional, Colombia registra la menor tasa de 

recaudo como porcentaje del PIB frente a 

países de referencia (gráfico 1). En parti-

cular, si se quiere implementar una agenda 

de competitividad como la que se plantea 

en este Informe4, los recursos con los que 

hoy cuenta el país resultan insuficientes.

Teniendo en cuenta lo anterior, el ob-

jetivo de este capítulo es evaluar algunos 

de los efectos de la pasada Reforma Tribu-

taria –la cual fue uno de los compromisos 

incluidos en la Agenda Nacional de Com-

petitividad (ANC) (ver cuadro 1)– desde 

la perspectiva de los principios de equi-

dad, eficiencia y progresividad. Así mis-

mo, a la luz de estos principios, se analiza 

el tema tributario de los niveles departa-

mental y municipal. Posteriormente, se 

formulan algunas recomendaciones diri-

gidas al cumplimiento de estos principios 

y a que Colombia se pueda convertir en 

uno de los tres países más competitivos 

de América Latina.

Diagnóstico y avances

impuestos del orden nacional 

Renta

El impuesto a la renta y complementarios 

es el más representativo del sistema tri-

butario colombiano –en 2012 represen-

tó 46,1% de los ingresos nacionales5. En 

relación con este impuesto, la Reforma 

Tributaria incorporó modificaciones im-

portantes tanto para personas naturales 

como para personas jurídicas.

1.	 Equidad entendida como la existencia de condiciones de igualdad en las cargas tributarias para contribuyentes con similar capacidad económica 
(también conocida como equidad horizontal).

2.	 Hace referencia a la minimización de las distorsiones sobre las decisiones de los agentes económicos y, por lo tanto, a la menor desviación del óp-
timo social arrojado por un escenario sin impuestos.

3.	 Por progresividad se entiende una función creciente de las obligaciones impositivas a medida que se incrementa el nivel de ingresos de los agen-
tes (también conocida como equidad vertical).

4.	 La cual requiere inversiones considerables en diferentes aspectos como educación; salud; infraestructura, transporte y logística; tecnologías de la 
información y telecomunicaciones; política de cambio estructural, entre otros.

5.	 Fuente: DIAN. 
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Renta para personas naturales

La Reforma introdujo un nuevo sistema 

para la determinación de la renta de los 

empleados: el Impuesto Mínimo Alter-

nativo Nacional (IMAN), que –aunque 

bastante complejo– cambió las cargas 

tributarias, al darle una mayor progresi-

vidad al impuesto que tributa este tipo 

de personas. Para los empleados cuyos 

ingresos mensuales son inferiores a $12 

millones –alrededor de 20,4 salarios 

mínimos mensuales legales vigentes 

(SMMLV)–, las tasas efectivas se redu-

jeron de 3% y 5% a tasas entre 0,1% y 5%. 

Para empleados con ingresos entre $12 

millones y $22 millones –es decir, entre 

20,4 SMMLV y 37,3 SMMLV–, las tasas 

efectivas se incrementaron de 5% a tasas 

entre 5% y 10%. Y para los empleados con 

ingresos mayores, las tasas pasaron de 

5% a tasas entre 25% y 27%. Se estima 

que esta modificación reduzca el recaudo 

de los empleados con ingresos entre $4 

millones y $12 millones –es decir, entre 

6,8 SMMLV y 20,4 SMMLV–, pero eleve el 

recaudo de los empleados con ingresos 

superiores a $12 millones (ANIF, 2013).

Adicionalmente, el establecimien-

to de nuevas condiciones y topes para 

obtener beneficios tributarios6 introdu-

ce mayor progresividad al impuesto de 

renta, en la medida en que los trabajado-

res con capacidad de pago superior eran 

quienes más se beneficiaban de estas 

exenciones y deducciones.

Ahora bien, la Reforma generó di-

ferencias de tratamiento que atentan 

contra los principios de equidad y pro-

gresividad. Desde ningún punto de vista 

es válido que el impuesto de renta sólo 

cobije a los empleados y no a todas las 

personas naturales, como se planteaba 

en el texto original de la Reforma. Esto im-

plica que el resto de personas naturales, 

6.	 Se estableció un tope máximo de 3.800 Unidad de Valor Tributario (UVT) –aproximadamente $102 millones anuales– para los aportes que realicen los 
trabajadores a los Fondos de Pensiones (FP) y/o cuentas de Ahorro y Fomento a la Construcción (AFC). Así mismo, se impuso como mínimo mantener 
por 10 años dichos aportes, salvo cuando sean retirados para la adquisición de vivienda o se cumplan los requisitos para acceder a pensión. La Ley 
1607 estableció que estos aportes sólo podrán ser tenidos en cuenta en la depuración ordinaria del impuesto a la renta y no en la del IMAN. 

Colombia presenta la menor 
tasa de recaudación con respec-
to a los países de referencia

 Gráfico 1. Tasa de recaudación 
como porcentaje del PIB, 2011.

Nota: La recaudación impositiva se refiere a las 

transferencias obligatorias al Gobierno central con 

fines públicos. Se excluyen ciertas transferencias 

obligatorias como las multas, sanciones y la mayoría 

de las contribuciones al seguro social. Los reembolsos 

y correcciones de ingresos tributarios recaudados por 

error se consideran ingreso negativo.

Fuente: Fondo Monetario Internacional, Anuario de Esta-

dísticas de las Finanzas Públicas y archivos de datos, y 

estimaciones del PIB del Banco Mundial y la OCDE.
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es decir, los trabajadores por cuenta pro-

pia7, continúan tributando bajo el antiguo 

régimen ordinario, que les ofrece un es-

quema más generoso. También llama la 

atención el tratamiento que da la nueva 

Ley a los trabajadores por cuenta propia 

con ingresos entre 1.400 y 27.000 Uni-

dades de Valor Tributario (UVT) –es de-

cir, entre $37,5 millones y $725 millones 

por año–, los cuales pueden utilizar el 

sistema del Impuesto Mínimo Alternati-

vo Simple (IMAS) –otro nuevo sistema 

que se introduce en la Ley–, que resul-

ta significativamente más favorable que 

el régimen ordinario8. Por lo tanto, si bien 

se mejoró la progresividad del impuesto 

de renta para el caso de los empleados, el 

establecimiento de diferencias entre los 

tipos de personas naturales va en con-

tra no sólo de este principio, sino también 

del principio de equidad horizontal.

Un aspecto positivo de la Reforma 

fue la ampliación –aunque no en la mag-

nitud en la que se esperaba– de la base 

gravable del impuesto de renta median-

te una reducción del umbral a partir del 

cual se comienza a tributar, al definir que 

las personas que ganan 1.548 UVT –hoy 

equivalentes aproximadamente a más de 

$41,5 millones anuales, es decir, alrede-

dor de US$21.800– son sujetas del IMAN9. 

Si bien es acertada esta ampliación de la 

base, aún se evidencia un rezago frente al 

umbral promedio de Latinoamérica, el cual 

se acerca a US$15.000 (Moller, 2012).

Renta para personas jurídicas

La Reforma Tributaria dividió el impuesto 

de renta para personas jurídicas en dos 

partes: por un lado, redujo la tarifa del 

impuesto de 33% a 25%10 y, por otro lado, 

introdujo un nuevo impuesto llamado 

impuesto sobre la renta para la equidad 

(CREE) de 9% para los tres primeros años 

–a partir de 2013– y de 8% para los años 

subsiguientes11. Este tributo se creó para 

compensar la eliminación de los impues-

tos parafiscales por concepto de ICBF, 

SENA y salud para los trabajadores que 

ganan menos de 10 salarios mínimos12. 

Aunque la Reforma no suprimió en su 

totalidad los impuestos parafiscales y los 

aportes que realizan los empleadores a la 

salud, la reducción de la excesiva carga tri-

butaria sobre la nómina –la cual se había 

convertido en uno de los principales incen-

tivos a la informalidad (ver capítulo Infor-

malidad y Mercado Laboral)– es un gran 

avance en materia de formalización. Sin 

embargo, es infortunada la permanencia 

del impuesto parafiscal que financia las 

cajas de compensación bajo el argumen-

to de que se trata de empresas privadas 

que no pueden ser financiadas con recur-

sos del Estado. Incluso, de ser válido este 

argumento, se pudo haber buscado alter-

nativas legales para solventarlo. En efecto, 

no es del todo claro por qué la misma tesis 

no aplica para el caso de la salud, en el que 

se financian igualmente con recursos del 

Estado a las Entidades Promotoras de Sa-

lud (EPS) privadas. 

La creación del CREE y la eliminación 

parcial de los impuestos parafiscales le in-

troducen mayor eficiencia al sistema tribu-

tario, en la medida en que se reduce la carga 

tributaria sobre la contratación formal. Es 

importante resaltar que el impacto de estos 

ajustes sobre la tributación de una empresa 

dependerá de su función de producción. El 

alivio tributario para una empresa intensiva 

en mano de obra será mayor que para una 

empresa intensiva en capital.

Otro elemento que genera interrogan-

tes son las rentas de destinación especí-

fica atadas al CREE para financiar el SENA 

y el ICBF. Si bien es evidente que se re-

quieren recursos suficientes para finan-

ciar estas entidades, no es conveniente 

que se haya renunciado a exigir mayor 

eficiencia y efectividad del gasto por par-

te de ellas. En este mismo sentido, no fue 

una buena decisión haber indexado sus 

presupuestos a 2% real anual.

De otra parte, hizo falta abordar co-

rrectamente mecanismos tributarios que 

buscaran corregir ciertas distorsiones de 

mercado que inhiben la inversión en inno-

7.	 De acuerdo con la Ley 1607 de 2012, se considera trabajador por cuenta propia toda persona que reside en el país cuyos ingresos provengan en una 
proporción igual o superior al 80% de la realización de actividades tales como deportivas, agropecuarias, relacionadas con el comercio, construcción, 
minería, fabricación de productos, servicios, entre otros. Para mayor detalle consultar Capítulo II del Título V del Libro I del Estatuto Tributario.

8.	 Para los trabajadores por cuenta propia, el resultado de aplicar el IMAS varía significativamente dependiendo de su actividad económica. Para ma-
yor detalle, ver Asobancaria (2013, enero).

9.	 Antes de la reforma el umbral estaba aproximadamente en $44 millones, es decir, más de US$23.000, lo que significa que los empleados que 
ganaban más de $3,67 millones mensuales eran los que tenían que pagar el impuesto. Hoy aplica para los que ganen a partir de $3,46 millones 
mensuales –representando una reducción de 5,7%.

10.	 Excepto para las rentas percibidas por compañías sin establecimiento permanente o sucursal, para las que la tasa no varió.
11.	 La Ley estableció que de este 8% se destinara 1,4% a la financiación del SENA, 2,2% al ICBF y 4,4% a salud. El 1% de los tres primeros años lo desig-

nó para el financiamiento de instituciones de educación superior públicas, la nivelación de la Unidad de Pago por Capitación (UPC) del régimen sub-
sidiado y la inversión social en el sector agropecuario.

12.	 La Ley excluyó de este impuesto a las entidades sin ánimo de lucro.
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vación y en emprendimiento. Por un lado, 

no se aprovechó la Reforma para corregir 

fallas estructurales que tiene el principal 

instrumento de fomento a la innovación 

en el país: el beneficio tributario asociado 

a inversiones en ciencia, tecnología e in-

novación (CTeI). El Plan Nacional de Desa-

rrollo (Ley 1450 de 2011), en su artículo 

36, contempla una deducción tributaria 

para incentivar inversiones en proyectos 

de investigación y desarrollo (I+D)13. Sin 

embargo, este artículo limita el beneficio 

a proyectos de I+D realizados con cen-

tros o grupos de investigación reconoci-

dos por Colciencias, lo cual no corresponde 

a la realidad de muchas empresas colom-

bianas que, en muchos casos, tienen sus 

propios grupos de investigación no nece-

sariamente registrados ante Colciencias. 

Adicionalmente, este beneficio no aplica 

para algunas inversiones en innovación –

tales como la construcción de capacidad 

organizacional para la innovación o pro-

yectos de innovación en procesos–, que, 

al igual que los proyectos de I+D, sufren de 

problemas de externalidades de informa-

ción. Estas situaciones han llevado a una 

subutilización del beneficio tributario (ver 

capítulo Ciencia, Tecnología e Innovación).

Por otro lado, no se aprovechó la 

Reforma para incluir mecanismos que 

fomentaran la industria que financia em-

prendimientos en etapa temprana –án-

geles inversionistas, fondos de capital de 

riesgo, entre otros–, la cual es clave para 

apoyar el emprendimiento y la innova-

ción de un país14. Hoy en día esta indus-

tria está sujeta a tarifas plenas de renta 

y ganancia ocasional, lo que se convier-

te en un desestímulo para su actividad.

Por último, un gran logro que hay que 

destacar de la Reforma Tributaria fue la 

derogatoria de los Contratos de Estabili-

dad Jurídica (Ley 963 de 2005), los cua-

les generaban grandes distorsiones, lo 

que dificulta el cumplimiento del princi-

pio de equidad horizontal.

Ganancias ocasionales

Un logro de la Reforma fue también la re-

ducción de 33% a 10% de la tarifa de ga-

nancias ocasionales, tanto para personas 

naturales como jurídicas. Se espera que 

la reducción de este impuesto disminuya 

la evasión y genere un impacto positivo 

sobre el recaudo.

IVA

El IVA es otro de los impuestos que ma-

yor recaudo generan en todo el sistema 

tributario colombiano –en 2012 represen-

tó casi 40% de la tributación nacional. A 

pesar de esto, este impuesto en el país 

se ha caracterizado por su baja produc-

tividad15, la cual antes de la Reforma se 

había estimado en alrededor de 0,39, 

muy por debajo de la de países como 

Chile (0,53) (Ávila & Cruz, 2012). Una 

de las razones que explicaba esta baja 

productividad era la gran cantidad de ta-

rifas, que pasaron de siete a tres con la 

Reforma Tributaria. 

Sin embargo, esta reducción en el nú-

mero de tarifas estuvo acompañada 

de la creación de un nuevo impuesto al 

consumo, que varía entre 4% y 8% para 

algunos bienes y servicios que quedaron 

excluidos del IVA –como los restaurantes 

y cafeterías– o a los cuales este se les 

redujo –como los automóviles. Este im-

puesto al consumo puede generar más 

efectos negativos que los que intentó 

corregir. A las actividades que se les im-

ponen este tipo de tributos no se les per-

mite el descuento del IVA que pagan por 

sus materias primas, bienes intermedios 

y servicios, lo cual representa un mayor 

costo para las mismas. Lo anterior impli-

ca que el impuesto al consumo frena la 

cadena del IVA, lo que lo convierte en un 

impuesto antitécnico. 

Otro gran problema del IVA era el sin-

número de exenciones y exclusiones, las 

cuales reducían sustancialmente la base 

gravable16. Si bien la Reforma introdujo 

cambios en este sentido –por ejemplo, 

eliminó algunos tratamientos diferencia-

les para actividades agropecuarias com-

parables–, lo cierto es que aún persisten 

muchas exenciones y exclusiones, tales 

como los productos de la canasta básica.

Otra de las razones que han explicado 

la baja productividad de este impuesto en 

el país es su nivel de evasión –cercano al 

25% (Ávila & Cruz, 2012). Se espera que las 

nuevas normas antievasión y la aclaración 

de normas que fortalecen la capacidad ad-

ministrativa y de fiscalización de la DIAN 

tengan un impacto positivo para reducirla.

13.	 Esta deducción equivale a 175% del valor invertido en los proyectos de investigación y/o desarrollo tecnológico, durante el período gravable en que 
se realizó la inversión. Este artículo establece que dicha deducción no puede exceder 40% de la renta líquida, determinada antes de restar el valor 
de la inversión.

14.	 Países como Israel y Singapur han implementado con gran éxito este tipo de incentivos.
15.	 Entendida como la relación entre el recaudo efectivo, expresado como porcentaje del PIB, y el recaudo potencial, que se asume como la tarifa ge-

neral del impuesto (16%). 
16.	 En 2011, la base gravable representaba sólo 54,3% del PIB (Ávila & Cruz, 2012).
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Por otro lado, se desperdició la oportunidad 

de unificar los regímenes del IVA –simpli-

ficado y común. La existencia de dos re-

gímenes introduce al Estado actuaciones 

adicionales y grandes complejidades en su 

labor de administrar este impuesto, al igual 

que genera dificultades para los agentes 

económicos, lo que exacerba su carácter 

distorsionante. Un régimen simplificado 

donde los responsables no deban presen-

tar declaraciones de IVA, ni llevar contabi-

lidad o facturas, debilita la capacidad de 

control de la DIAN e incentiva el incremento 

de la evasión y elusión tributaria. 

En cuanto al IVA aplicado a los bienes 

de capital, si bien la Reforma no estable-

ció el descuento pleno tal como se hace 

con otros insumos de producción, es un 

avance importante poder hacerlo en la 

declaración de renta presentada el año 

siguiente a la adquisición de este tipo de 

bienes. Sin embargo, lo que no es claro es 

que se haya dejado sujeto a la meta fiscal 

del recaudo del IVA. Lo anterior genera in-

certidumbre, y limita este incentivo a la 

inversión y el emprendimiento.

Impuesto al patrimonio

El impuesto al patrimonio –cuyo carácter 

era en principio temporal17– se convierte 

en un desestímulo al ahorro y a la inver-

sión en la medida en que es una base que 

previamente ha sido gravada al ser un in-

greso constitutivo de renta. Este tributo, 

además de ser antitécnico, incentiva el 

enanismo económico en la medida en 

que estimula a las empresas a crecer 

hasta cierto punto18, para no sobrepasar 

los umbrales a partir de los cuales se es 

sujeto de pago del impuesto. Lo anterior 

va en contravía del principio de eficiencia.

Gravamen a los movimientos 
financieros

Este tributo –más conocido como 4xmil– 

impacta de forma negativa el principio de 

eficiencia, en la medida en que genera 

grandes distorsiones en la economía al 

obstaculizar el acceso al crédito vía el 

desincentivo a la intermediación finan-

ciera y al promover la economía informal, 

la evasión y la elusión de las cargas tribu-

tarias (ver capítulo Sistema Financiero). 

Así mismo, este impuesto tiene un efecto 

negativo sobre la progresividad tributaria, 

puesto que perjudica principalmente a las 

pequeñas empresas, que son las que ter-

minan teniendo menor acceso al crédito 

por los mayores costos que este grava-

men impone, lo que se traduce en más 

informalidad y menores ingresos para los 

hogares de más bajos recursos.

A pesar de esto, bajo el argumento 

de la necesidad de generar más recaudo, 

este gravamen ha sido prolongado en dis-

tintas oportunidades. La última vez fue 

en la Mini-reforma Tributaria de 2010, la 

cual amplió la base gravable y estable-

ció su desmonte gradual a partir de 2014 

hasta 201819. Si bien se ha dispuesto este 

cronograma de desgravación, es preocu-

pante la reciente señal del Gobierno de 

dejar la puerta abierta para aplazar el co-

mienzo de desmonte de este impuesto, 

aludiendo la necesidad de enfrentar pro-

blemas en el sector agropecuario.

impuestos del orden local

Capacidad de gestión  
en el recaudo tributario

Los niveles de recaudo, así como el dise-

ño de las estructuras de los impuestos 

regionales, son claves para el éxito de la 

administración tributaria, en la medida en 

que le permiten a las entidades territoriales 

contar con mayor autonomía fiscal20. A nivel 

departamental existe gran heterogeneidad 

en materia de dicha autonomía. Por ejemplo, 

mientras en 2012 más del 45% de los ingre-

sos de Cundinamarca, Atlántico y Valle eran 

propios, este porcentaje no superó el 10% 

en Arauca, Amazonas, Putumayo y Guainía 

(Consejo Privado de Competitividad y Uni-

versidad del Rosario, 2013).

Esta pluralidad en la autonomía fis-

cal se debe a la heterogeneidad en la ca-

lidad y la capacidad institucional para la 

gestión tributaria entre las distintas en-

tidades territoriales. Si bien algunos de-

partamentos y municipios fortalecieron 

estas capacidades y mejoraron su ges-

tión de recaudo durante los últimos años, 

el avance de otros ha sido poco o nulo21. 

Esta situación hizo que algunas entida-

des territoriales –como Cali, Barranquilla 

y Santa Marta– buscaran en algún mo-

mento zanjar estas debilidades median-

17.	 El impuesto al patrimonio no es un impuesto de las últimas décadas. Renació en el Gobierno del presidente Uribe como impuesto a la seguridad democráti-
ca por tres años. Posteriormente, durante su período y hasta la fecha, se ha mantenido con algunas modificaciones a pesar de su carácter temporal.

18.	 Este impuesto incentiva el uso de prácticas como la división de patrimonios para eludir el pago del impuesto.
19.	 La tarifa se iría reduciendo gradualmente: en 2014 y 2015 lo hará al 2x1.000, y en 2016 y 2017 al 1x1.000.
20.	 Entendida como la relación entre ingresos tributarios e ingresos corrientes.
21.	 Por ejemplo, entre 2000 y 2012 la participación de los ingresos tributarios de Antioquia dentro del total de ingresos tributarios departamentales 

pasó de 16,3% a 18,1%. Por el contrario, los ingresos tributarios de Cundinamarca se redujeron de 19,2% en 2000 a 14,7% en el año 2012. 
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te la tercerización de la labor de recaudo. 

Sin embargo, esto trajo consigo mayores 

costos de administración sin efectos im-

portantes en el recaudo22, lo que conlle-

vó a que en 2010 la gestión del recaudo 

tributario se estableciera como función 

indelegable de las entidades territoriales.

Impuesto de registro y anotación

La falta de actualización de los valores 

catastrales de la propiedad ha reducido 

los recursos que potencialmente se po-

drían recaudar del impuesto de registro 

y anotación en los departamentos23. En 

el caso de los predios rurales, por ejem-

plo, se estima que aproximadamente el 

45% no corresponden a los valores rea-

les (Universidad del Rosario, 2012). Esto 

no sólo afecta la capacidad de recaudo 

de los departamentos, sino que termina 

generando ineficiencias en el uso de la 

tierra, en la medida en que no se castiga 

su uso ineficiente. 

Impuesto sobre Industria  
y Comercio (ICA)

El ICA, cuyo objetivo es gravar las ventas 

de todas las actividades comerciales, in-

dustriales y de servicios que se realicen 

en los municipios, es el impuesto que ma-

yor recaudo genera –en 2012 represen-

tó 40,2% del total de ingresos tributarios 

municipales. Sin embargo, este impues-

to presenta diversas dificultades en su 

implementación y su interpretación. Por 

ejemplo, la doble tributación es uno de 

los principales problemas de este tribu-

to. Las empresas además de pagar este 

impuesto en el municipio donde tienen su 

sede principal, también deben liquidarlo 

donde desarrollan su actividad comercial. 

De hecho, ha habido diversas interpreta-

ciones de la misma jurisprudencia en re-

22.	 Los costos financieros de la gestión del recaudo en el caso de Cali, por ejemplo, –que desde 2005 firmó un contrato para modernización y optimi-
zación de la gestión tributaria– se incrementaron en más de 50%. Lo que terminó afectando las finanzas de la ciudad y su participación en el total 
de ingresos tributarios.

23.	 Este impuesto se aplica a todos los actos, contratos o negocios jurídicos documentales que se deben registrar en las oficinas de Registro de Ins-
trumentos Públicos o Cámaras de Comercio.

Grupo de acciones Acción ANC Acción Grupo

Reforma Tributaria Presentar un proyecto de Reforma Tributaria que promueva eficien-
cia, equidad, simplicidad y transparencia

Cuadro 1. Avances de la Agenda Nacional de Competitividad en materia de Sistema Tributario (primer semestre de 2013).

Fuente: Consejo Privado de Competitividad con base en DNP - Sistema Nacional de 

Competitividad e Innovación. Primer semestre de 2013.
Avance con retrasos

Sin avances  
y/o retrasos significativos

Acción terminada

Avance satisfactorio
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lación con este aspecto, muchas de ellas 

ambiguas y otras, incluso contradictorias 

(Zarama, 2005)24.

Además de estas dificultades, el ICA, 

al terminar gravando los ingresos brutos 

de ciertas actividades que no son pro-

piamente ventas, se convierte en un im-

puesto muy parecido al de renta, lo que 

genera una especie de doble tributación 

e incrementa el carácter distorsionante 

del impuesto.

Impuesto Predial

El predial es el otro tributo que mayor 

peso tiene sobre los ingresos de los mu-

nicipios –en 2012 representó 29,1% del 

total del recaudo. El objetivo de este im-

puesto es gravar la propiedad de acuerdo 

con el tamaño y el precio de los predios. 

Sin embargo, la escasa o mala estrati-

ficación, así como los rangos tarifarios 

excesivamente bajos y la falta de actua-

lización de los catastros –especialmente 

los de las zonas rurales25–, no sólo mina 

la capacidad de recaudo de los munici-

pios a través de este impuesto, sino que 

–al igual que ocurre con el impuesto de 

registro y anotación– fomenta el uso in-

eficiente de la tierra.

Recomendaciones

impuestos del orden nacional

Renta

Como lo mostró el diagnóstico, si bien la 

Reforma procuró mejorar la equidad y la 

progresividad tributaria en cuanto al im-

puesto a la renta, no fue muy efectiva en 

esta tarea. Es fundamental que en una 

próxima reforma se eliminen las dife-

rencias y se apliquen las mismas reglas 

para todas las personas naturales, sean 

asalariadas o independientes.

Se recomienda también ampliar mu-

cho más la base gravable del impuesto de 

renta, de manera que se reduzca a cua-

tro salarios mínimos el umbral a partir del 

cual se comienza a pagar. Así el país se 

acercaría a los estándares internaciona-

les en la materia.

De otra parte, si bien los tributos en 

cabeza de las personas jurídicas obede-

cen a objetivos específicos de recaudo y 

a “limitaciones” de las administraciones 

tributarias para evitar fraudes y omisio-

nes por parte de las personas naturales, 

la forma óptima de tributar debería re-

caer en la acumulación de capital de los 

propietarios de las compañías, es decir, 

directamente sobre las personas natu-

rales. La legislación chilena ha realizado 

con buen éxito este cambio de concep-

ción. En concordancia con el esquema 

chileno, se propone migrar hacia una tri-

butación en cabeza de las personas na-

turales, sin que exista doble imposición 

al acervo de capital. En este sentido, el 

gravamen se debería aplicar en forma 

de una retención a las utilidades de las 

compañías. Este “tributo” operaría como 

un anticipo del impuesto que les corres-

pondería a los socios de las empresas en 

caso de que se efectúe distribución de di-

videndos. Esto constituiría un incentivo al 

ahorro y por consiguiente a la inversión, 

en la medida en que no se pagarían im-

puestos sobre las utilidades reinvertidas.

De otro lado, para incentivar la innova-

ción en el país, es fundamental modificar 

el artículo 36 de la Ley 1450 de 2011 (Plan 

Nacional de Desarrollo) e incluir la posibi-

lidad de deducir de la renta los proyectos 

realizados por los grupos de investigación 

de las empresas, sin obligarlos a estar vin-

culados a grupos y/o centros de investiga-

ción avalados por Colciencias. Igualmente, 

se recomienda ampliar la cobertura del be-

neficio de tal forma que no sólo cubra I+D, 

sino innovación en general, de manera que 

gastos como creación de capacidades de 

gestión de innovación de las empresas que-

den amparados por el beneficio.

Con el propósito de compensar los 

riesgos y costos que asumen las indus-

trias de ángeles inversionistas y de fon-

dos de capital de riesgo, se propone la 

inclusión del derecho de deducir de su 

renta un porcentaje del valor de su inver-

sión, siempre y cuando este no exceda 

la mitad del capital de cada emprendi-

miento innovador. En el diseño de este 

incentivo se debe tener en cuenta que el 

mayor estímulo deberá ir para los ánge-

les inversionistas –en relación con los 

fondos de capital de riesgo–, en la medi-

da en que estos asumen un mayor ries-

go al financiar etapas más tempranas 

del emprendimiento.

IVA

Si bien la Reforma redujo el número de 

tarifas del IVA de siete a tres, aún existe 

un gran número de exenciones y exclusio-

24.	 En diversas ocasiones el Consejo de Estado ha cambiado de posición con respecto a la forma como la industria debe tributar este impuesto, ob-
viando los argumentos que ellos mismos han expuesto alrededor del tema en anteriores posiciones. Sin embargo, durante los últimos años algu-
nos consejeros han procurado dar consistencia a la jurisprudencia emitida en la materia. Para más detalle ver Zarama (2005).

25.	 En el caso de los predios rurales se ha encontrado que la tarifa efectiva está tres puntos por debajo de la tarifa nominal. Para mayor detalle ver Uni-
versidad Rosario (2012).
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nes. Por lo tanto, se recomienda eliminar-

las al máximo –incluidas las de la canasta 

familiar– para así aumentar la base 

gravable de este impuesto y, por con-

siguiente, su productividad. Así mismo, 

se propone incrementar en dos puntos 

adicionales el IVA –es decir, a 18%–, los 

cuales compensarían la eliminación del 

ICA que más adelante se explicará. Pues-

to que estas dos modificaciones pueden 

afectar el principio de progresividad al 

generar un efecto negativo sobre las fa-

milias de bajos ingresos, se recomienda 

devolver el costo adicional generado por 

esta nueva contribución a los hogares 

que pertenecen a los niveles uno y dos 

del Sisbén. Esta redistribución se podría 

realizar mediante una transferencia di-

recta, utilizando y ampliando el sistema 

operativo a través del cual se implementa 

el programa Familias en Acción26.

Para incrementar en mayor medida la 

productividad de este impuesto y volver 

su administración más eficiente, es nece-

sario unificar los dos regímenes –simpli-

ficado y común. Por lo tanto, se propone 

realizar una sola declaración al año y ha-

cer los pagos cada dos meses27. Lo ante-

rior no sólo permitiría simplificar el IVA y 

controlar la evasión y la elusión tributa-

rias, sino que generaría incentivos para 

la formalización de empresas.

Impuesto al patrimonio  
para personas jurídicas

Se requiere eliminar el impuesto al patri-

monio para personas jurídicas, el cual ini-

cialmente fue de carácter temporal. Como 

mecanismo de compensación, se propo-

ne ampliar la base de personas naturales 

para que sean estas los contribuyentes 

de este impuesto28.

Impuesto del gravamen  
a los movimientos financieros

Es fundamental dar cumplimento al 

cronograma de desgravación de este 

impuesto establecido en la Ley 1430 de 

2010 y comenzar su desmonte en 2014, 

a fin de extinguir definitivamente este 

impuesto que genera preferencia por la 

liquidez, obstaculiza el acceso al crédito 

y promueve la economía informal, la eva-

sión y la elusión tributaria.

Impuestos parafiscales

Es fundamental continuar reduciendo la 

carga tributaria sobre la nómina. Por lo 

tanto, se recomienda elaborar un estu-

dio que evalúe el impacto de las cajas de 

compensación en los diferentes frentes 

en los que operan (i.e. como operado-

res de los subsidios de vivienda y como 

prestadores de servicios de recreación), 

de manera que se confirme la justifica-

ción de que deban ser financiadas con 

recursos públicos. Si los resultados de 

la evaluación son positivos, se deben re-

pensar los mecanismos de financiación. 

En este sentido, se propone que la finan-

ciación de estas sea incluida dentro del 

Presupuesto General de la Nación –desde 

ningún punto de vista se debe atar a un 

impuesto en particular (ver capítulo Mer-

cado Laboral y Formalización).

impuestos del orden  
territorial

Si bien desde hace algunos años se viene 

hablando de la necesidad de una reforma 

tributaria del ámbito territorial –de hecho 

se han presentado Proyectos de Ley en 

este sentido, el ultimo fue en 2009–, aún 

no se ha concretado nada. Esta sección 

hace algunas recomendaciones para 

mejorar la tributación de los entes terri-

toriales en caso de una eventual reforma.

Capacidad de gestión  
en el recaudo tributario

Existe amplio espacio para mejorar la ges-

tión tributaria de los entes territoriales y, 

de esa manera, incrementar el recaudo 

fiscal de las regiones. Por lo tanto, se re-

comienda fortalecer el capital humano 

–administrativo y técnico–, así como las 

infraestructuras tecnológica y física de 

las Secretarías de Hacienda de los entes 

territoriales, de manera que se facilite 

realizar una eficiente y efectiva gestión 

del recaudo. Si bien este fortalecimiento 

debe ser responsabilidad principalmente 

de los mismos entes territoriales, se reco-

mienda que el Departamento Nacional de 

Planeación, en conjunto con el Ministerio 

de Hacienda y Crédito Público, implemente 

acciones para apoyar este proceso.

Este fortalecimiento debe ir acom-

pañado de mejoras en la gobernanza y 

26.	 En la actualidad este programa está focalizado sólo en el nivel uno del Sisbén.
27.	 En la actualidad todas las personas naturales y jurídicas deben presentar una declaración cada dos meses, es decir, seis veces al año.
28.	 Un estudio de Perry estimó que la eliminación del impuesto al patrimonio de las empresas generaría una reducción en recaudo de hasta 0,48% del 

PIB, que se vería compensada con la ampliación del impuesto al patrimonio de personas naturales, que representaría un incremento equivalente a 
0,4% del PIB (Perry, 2010).
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Cuadro 2. Resumen: Principales recomendaciones en materia de Sistema Tributario.

Fuente: Análisis Consejo Privado de Competitividad.

No. Recomendación Plazo Lo mínimo a realizar  
antes de agosto de 2014

Principales  
responsables

1
Eliminar las diferencias de los regímenes que 
aplican a los diferentes tipos de personas 
naturales.

Mediano Plazo Reforma tributaria abordando este tema. Minhacienda - DIAN.

2
Reducir el umbral salarial a partir del cual se 
comienza a pagar impuesto de renta para 
personas naturales.

Mediano Plazo Reforma tributaria abordando este tema. Minhacienda - DIAN.

3
Migrar hacia una tributación en cabeza de las 
personas naturales, a semejanza del esque-
ma chileno.

Mediano Plazo Reforma tributaria abordando este tema. Minhacienda - DIAN.

4

Ajustar el actual beneficio tributario para el 
fomento de ciencia, tecnología e innovación, 
de manera que responda a las necesidades 
del sector privado.

Mediano Plazo Reforma tributaria abordando este tema. Minhacienda - DIAN - Colciencias.

5

Establecer beneficios tributarios para fomen-
tar la industria de financiamiento en etapa 
temprana (ángeles inversionistas y fondos de 
capital de riesgo).

Mediano Plazo Reforma tributaria abordando este tema. Minhacienda - DIAN - Mincomercio.

6

Eliminar al máximo las exenciones y exclusio-
nes del IVA, e incrementar éste al 18% (estos 
dos puntos adicionales compensarían la 
eliminación del ICA).

Mediano Plazo Reforma tributaria abordando este tema. Minhacienda - DIAN.

7 Unificar los dos regímenes del IVA: simplifica-
do y común. Reforma tributaria abordando este tema. Minhacienda - DIAN.

8 Respetar el actual cronograma de eliminación 
del gravamen a los movimientos financieros. Corto Plazo Minhacienda - DIAN.

9 Apoyar el fortalecimiento de la capacidad de 
gestión tributaria de los entes territoriales. Mediano Plazo

Implementar acciones para apoyar el fortaleci-
miento en materia de gestión tributaria de los entes 
territoriales (Por ejemplo, capacitaciones para la 
administración eficiente y efectiva de los recursos).

DNP - Minhacienda - Departamentos 
- Municipios.

10 Eliminar el ICA. Mediano Plazo Reforma tributaria territorial. Minhacienda - DIAN.

11
Actualizar el catastro e incrementar el 
recaudo del impuesto de registro y anotación 
y del predial.

Mediano Plazo Reforma tributaria territorial. Departamentos - Municipios.

Corto

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano
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la rendición de cuentas en materia tribu-

taria29. Por lo tanto, se propone estable-

cer foros que permitan dar a conocer a 

la sociedad civil el estado de las cuentas 

fiscales de los entes territoriales.

ICA

Se propone eliminar el ICA porque además 

de tener dificultades en su implementación 

y su interpretación, es un impuesto que va 

en contra del principio de eficiencia. Para 

compensar la caída del ICA se recomienda 

incrementar en dos puntos el IVA. Por lo tan-

to, se propone que sea la Nación la encar-

gada de girar esos dos puntos adicionales 

a los municipios de manera proporcional 

al recaudo del ICA durante los diez últimos 

años. Estos dos puntos adicionales sobre 

el IVA permitirían recaudar alrededor de $4 

billones que actualmente representan los 

ingresos del ICA. Lo anterior evitará la doble 

tributación y los problemas de implemen-

tación e interpretación presentados en el 

pasado. Igualmente, facilitaría el pago de 

impuestos por parte de las firmas al no te-

ner que realizar dos declaraciones y pagos 

diferentes. Todo lo anterior incrementaría la 

competitividad no sólo de las firmas, sino 

también la de las mismas regiones, al ha-

cerlas más atractivas para atraer inversión.

Predial – Impuesto de registro  
y anotación

Tanto el impuesto predial como el impuesto 

de registro y anotación se ven afectados por 

los rezagos y problemas en la actualización 

del catastro. Por lo tanto, se requiere que los 

Comités Permanentes de Estratificación de 

los municipios revisen la estratificación de 

las zonas urbanas y rurales, con el propósi-

to de corregir los problemas de tarifas y su 

aplicación a predios. A la vez, es necesario 

que los municipios trabajen en conjunto con 

los departamentos en la actualización de 

los catastros, con el objetivo de acercar los 

valores catastrales a los valores comercia-

les. Por consiguiente, en concordancia con 

Perry (2012), se propone financiar dicha 

actualización con recursos provenientes 

del Fondo de Desarrollo Regional del Siste-

ma General de Regalías. 

Estas acciones permitirían a los de-

partamentos y municipios incrementar 

el recaudo de los impuestos de registro y 

anotación y del predial, respectivamente, 

lo cual les permitirá contar con mayores 

recursos para así implementar las agen-

das de competitividad local.
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promoción y Protección 
de la competencia

Eficiencia del mercado de bienes. Puesto entre 148 países (donde 1 indica el país cuyo mercado de bienes es el más eficiente).

Fuente: WEF (2013).
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El diseño e implementación de una adecuada política de 
promoción y protección de la competencia es un factor 
fundamental para que los países sean más competitivos. 
En efecto, un mayor nivel de rivalidad y de competencia 
empresarial en los diferentes mercados de bienes y ser-
vicios implica eficiencias tanto estáticas como dinámicas, 
las cuales inducen una mayor productividad total de los 
factores e incentivan la sofisticación empresarial (Consejo 
Privado de Competitividad, 2012).

Una política de promoción y protección de 

la competencia debe sancionar, de manera 

efectiva, las prácticas empresariales que 

tengan efectos negativos sobre la compe-

tencia y la rivalidad en los mercados, tales 

como la colusión y el abuso de posición do-

minante. De la misma manera, esta política 

debe impedir que las integraciones empre-

sariales afecten adversamente el proceso 

competitivo del mercado relevante y a los 

consumidores. Finalmente, la política en 

materia de competencia también debe 

evitar que el Estado, a través de leyes, re-

gulaciones o incentivos, afecte negativa-

mente el grado de rivalidad empresarial en 

los mercados, con el propósito de alcanzar 

otros objetivos de política pública como la 

promoción y la estabilización de sectores 

específicos de la economía. Esta última 

dimensión, conocida como abogacía de la 

competencia, es vital para que las interven-

ciones del Estado no tengan efectos dañi-

nos sobre la eficiencia de los mercados. 

En este contexto, y reconociendo que 

la expedición de la Ley 1340 de 2009 fue 

un paso en la dirección correcta en mate-

ria legal, este capítulo analiza cuatro as-

pectos específicos que, a juicio del Consejo 

Privado de Competitividad (CPC), se pue-

den mejorar para que la política de promo-

ción y protección de la competencia sea 

más efectiva. Estos aspectos son: la nor-

matividad, la estructura de la Superinten-

dencia de Industria y Comercio (SIC), la 

gestión de la SIC, y la política de abogacía 

de la competencia. 

diagnóstico y avances

Los índices de competitividad internacio-

nales proveen información útil sobre la 

percepción que tienen los empresarios 

acerca de la competencia en los merca-

dos locales, así como sobre la efectividad 

de la política de competencia del país. En 

este sentido, los resultados del Índice 

de Competitividad Global 2013-2014 del 

Foro Económico Mundial (WEF, por su 

sigla en inglés) muestran que, a pesar 

de los avances en los últimos años, es 

necesario continuar la profundización de 

la política de competencia colombiana.

De acuerdo con el WEF, Colombia ocupa el 

puesto 64 entre 148 países en la variable 

que mide la intensidad de la competencia 

en los mercados locales. El país ocupa el 

cuarto puesto en América Latina en esta 

variable de percepción, detrás de Chile 

(37), Costa Rica (52) y Perú (61), y su-

pera a México (65) y Brasil (70). Es im-

portante señalar que el puesto que ocupa 

Colombia se encuentra lejos de otras eco-

nomías de referencia como Corea del Sur 

(8), Turquía (15) y Sudáfrica (47). De la 

misma manera, el país ocupa el puesto 78 

en términos de la efectividad de la política 

antimonopolio, el puesto 99 en la variable 

que mide el grado de dominancia en el 

mercado, y el 131 en torno a la percepción 

sobre la prevalencia de barreras no aran-

celarias al comercio (ver capítulo Política 

Comercial). Todas estas variables indican 

que los empresarios colombianos perciben 

que el grado de rivalidad empresarial no 

es el adecuado y que las autoridades pú-

blicas encargadas de promover y proteger 

la competencia pueden hacer esfuerzos 

adicionales en la materia. 
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A continuación, se analiza la situación ac-

tual y los avances que ha tenido el país 

en términos de normas, de estructura 

institucional y de la gestión de la SIC, así 

como en lo relacionado con la política de 

abogacía de la competencia.

normatividad

El Gobierno ha reconocido la importancia 

de la competencia para el entorno em-

presarial y viene adelantando una polí-

tica en este sentido. En efecto, el Plan 

Nacional de Desarrollo (PND) 2010-2014 

resaltó la importancia que tiene la polí-

tica de competencia para dinamizar el 

crecimiento económico y la innovación, 

y reconoció que el fomento de la com-

petencia en los mercados es un factor 

clave para mejorar el entorno de los ne-

gocios (DNP, 2010). 

Adicionalmente, y como se mencio-

nó anteriormente, la Ley 1340 de 2009 

representó un avance muy importante 

para que el país cuente con una política 

de promoción y protección de la compe-

tencia adecuada. Se destaca la definición 

de la SIC como la única autoridad nacional 

encargada de proteger la competencia en 

los mercados (con excepción de las inte-

graciones empresariales en los sectores 

aeronáutico y financiero), y el incremen-

to significativo de las multas relacionadas 

con la comisión de prácticas restrictivas 

de la competencia1. Sin embargo, se con-

sidera que la normatividad actual puede 

ser mejorada en lo relacionado con las in-

tegraciones empresariales y con los in-

centivos para la delación de colusiones 

en licitaciones públicas.

Integraciones empresariales

La Ley 1340 de 2009 introdujo una modi-

ficación para informar y estudiar las inte-

graciones empresariales que se vayan a 

realizar. Según la Ley, existe la obligación de 

notificar una integración cuando las empre-

sas que pretenden integrarse, en conjunto 

o individualmente, hayan tenido ingresos 

operacionales o activos totales superiores 

a un monto determinado por la SIC2. No 

obstante, la Ley establece que en el evento 

en que las empresas cumplan alguna de 

estas condiciones, pero que en conjunto 

cuenten con menos de 20% de la participa-

ción del mercado relevante, se entenderá 

autorizada la operación. En este caso, la 

empresa deberá únicamente notificar a la 

SIC sobre la realización de la integración. La 

inclusión de la participación de las empre-

sas que buscan integrarse en el mercado 

relevante como criterio para informar una 

operación de integración es problemática, 

debido a que la definición del mercado rele-

vante, al depender de modelos estadísticos 

y econométricos, no es inequívoca. Por lo 

tanto, este criterio, cuyo resultado depende 

de las especificaciones y de los supuestos 

de los modelos utilizados, afecta la segu-

ridad jurídica, en la medida en que genera 

incertidumbre sobre la necesidad de que 

la SIC autorice los procesos de integración 

empresarial que se pretendan llevar a cabo. 

Incentivos para la delación de 
colusiones en licitaciones públicas

El Estatuto Anticorrupción contempla que 

quien delate una colusión en licitación pú-

blica y obtenga la exoneración total de la 

multa por parte de la SIC, obtendrá como 

beneficio penal una reducción de una ter-

cera parte de la pena, una reducción de 

40% de la multa a imponer y una inhabili-

dad para contratar con entidades estatales 

por cinco años3. Esta normativa tiene un 

efecto negativo puesto que ninguna per-

sona natural se atreverá a delatar un cartel 

de contratación pública si por esto queda 

expuesta a una pena de prisión. Dado que la 

experiencia internacional muestra que una 

política efectiva de delación es fundamental 

para combatir los acuerdos colusivos, esta 

provisión dificulta seriamente la detección 

y la sanción de este tipo de prácticas en 

licitaciones públicas en el país (Consejo 

Privado de Competitividad, 2012).

estructura de la sic

El PND del Gobierno actual reconoció que 

la estructura de la SIC no es la adecua-

da para responder a los nuevos retos 

del país en materia de promoción y pro-

tección de la competencia (DNP, 2010). 

Efectivamente, la SIC no cuenta con la 

suficiente independencia frente al Go-

bierno nacional, debido a que tanto el su-

perintendente como el superintendente 

delegado de Protección de la Competen-

cia son cargos de libre nombramiento y 

remoción. Lo anterior, sumado al hecho 

de que las decisiones de la SIC son toma-

das por una única persona (el superin-

tendente), facilita que la presión política 

(tanto del Estado como de otros grupos 

de interés) pueda afectar el sentido de 

las decisiones de la SIC.

Adicionalmente, la falta de separación 

y de independencia entre quien investiga 

1.	 Para mayor información, ver Consejo Privado de Competitividad (2011) y Consejo Privado de Competitividad (2012).
2.	 Según la página web de la SIC, el monto actual es de 100.000 salarios mínimos mensuales vigentes.
3.	 Es importante señalar que la colusión en licitaciones públicas es la única conducta restrictiva de la competencia que tiene sanciones penales. 
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(la Delegatura de Protección de la Compe-

tencia) y quien juzga (el superintendente) 

es problemática, pues facilita la autocaptura 

de la entidad en la medida en que la etapa 

de juzgamiento se puede convertir en una 

etapa de confirmación de las conclusiones 

de la etapa de instrucción. 

Finalmente, la estructura actual de la 

SIC impide la concentración de recursos 

humanos y económicos en la tarea de 

proteger y promover la competencia en el 

mercado colombiano, pues la SIC también 

es responsable de otras tareas, las cuales 

son complejas y demandan importantes 

recursos para su cabal cumplimiento4.

Es importante señalar que estos pro-

blemas, que han sido analizados por el 

CPC5, por la Organización para la Coopera-

ción y el Desarrollo Económico (OCDE)6, 

así como por otros analistas en la mate-

ria7, implican que la actual estructura de 

la SIC no está alineada con las buenas 

prácticas internacionales en la materia.

La Agenda Nacional de Competitividad 

(ANC) lanzada por el presidente Santos en 

2012, en el marco del Sistema Nacional de 

Competitividad e Innovación, inicialmente 

incluía una acción relacionada con los as-

pectos institucionales de la SIC. Concreta-

mente, la ANC establecía que el Gobierno 

debía presentar un proyecto de Ley para 

modificar la estructura institucional de 

la autoridad nacional de competencia en 

Colombia de acuerdo con los estándares 

OCDE. Infortunadamente, y a pesar de la ne-

cesidad de llevar a cabo una reforma a la es-

tructura de la SIC, el Gobierno eliminó esta 

4.	 Las funciones de la SIC están relacionadas con: protección del consumidor, protección de la competencia, propiedad industrial, vigilancia a las cá-
maras de comercio, protección de datos personales, y reglamentos técnicos y metrología legal.

5.	 Consejo Privado de Competitividad (2012).
6.	 OCDE y BID (2009).
7.	 Miranda (2012).
8.	 Ejemplos de las sanciones impuestas entre 2012 y 2013 son: sanción Cárceles (Resolución 53991 de 2012), sanción INPEC (Resolución 40901 

de 2012), sanción Nule-Hogares (Resolución 54695 de 2013), sanción Nule-Bienestarina (Resolución 54693 de 2013), sanción a comerciantes 
de Corabastos (Resolución 53914 de 2013), y sanción VALME (Resolución 40875 de 3013), entre otras.

importante acción de la ANC. Las acciones 

que se mantuvieron en la ANC están relacio-

nadas, principalmente, con la protección al 

consumidor (cuadro 1), tema que está fue-

ra del alcance de este capítulo.

gestión de la sic

En el último año la SIC ha hecho avances 

importantes en materia de promoción y 

protección de la competencia. A continua-

ción se destacan algunas de las acciones 

más relevantes.

Primero, en el marco del proceso de 

ingreso de Colombia a la OCDE, la SIC con-

trató un examen interpares (peer review) 

para que la OCDE analice el régimen de 

competencia colombiano y emita recomen-

daciones sobre las modificaciones que se 

requieren para que el país se termine de 

adecuar a las mejores prácticas interna-

cionales en la materia. Adicionalmente, la 

SIC está aprovechando este proceso con 

la OCDE para mejorar su capacidad técnica, 

a través de asesorías en temas como colu-

siones en licitaciones públicas y mediante 

el intercambio de experiencias con las auto-

ridades de competencia más experimenta-

das del mundo. Es importante señalar que 

en 2012, la SIC fue nominada por el Global 

Competition Review como una de las mejo-

res autoridades de competencia de Amé-

rica, y quedó detrás de las autoridades de 

competencia de Estados Unidos y de México 

(Global Competition Review, 2012).

Segundo, la SIC ha incrementado el capi-

tal humano y los recursos financieros para 

cumplir sus funciones de mejor manera. En 

materia de personal, la SIC suprimió casi en 

su totalidad el personal vinculado como con-

tratista e incrementó el número de funciona-

rios de planta de la Delegatura de Protección 

de la Competencia, el cual pasó de un pro-

medio de 24 personas durante los últimos 

cinco años a 61 en el año 2012. Por su par-

te, el presupuesto de la entidad se ha tripli-

cado durante el actual Gobierno, al alcanzar 

$121.147 millones para 2014. Es importan-

te destacar que si bien el presupuesto de la 

Delegatura de Protección de la Competencia 

se ha duplicado en los últimos tres años, su 

monto ($4.600 millones) todavía represen-

ta un porcentaje relativamente bajo del pre-

supuesto total de la SIC.

Tercero, la Delegatura de Protección 

de la Competencia atendió un promedio de 

29,5 casos en materia de colusión en licita-

ciones públicas entre 2011 y 2012, lo que 

representa un incremento de 1.538% con 

respecto al número promedio de casos 

atendidos entre 2000 y 2010 (1,8 caso por 

año) (Robledo, 2013). Para finales de 2012, 

esta Delegatura investigaba más de 23 ca-

sos relacionados con más de 150 contra-

tos, por un valor superior a $1,5 billones. 

A la fecha de publicación de este informe, 

se han decidido varios casos en los que se 

comprobó colusión en contratos por valor 

de $100.000 millones y, en lo corrido de 

2013 se han impuesto sanciones por más 

de $34.000 millones por prácticas anticom-

petitivas a través de colusiones en licitacio-

nes8. Estos resultados ayudarán a que más 

empresarios participen como proponentes 
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en licitaciones públicas, pues se modifica la 

percepción de que la competencia en estos 

procesos no es justa (Robledo, 2013). Con 

el fin de prevenir colusiones en las licitacio-

nes públicas, la SIC diseñó una aplicación 

para que las entidades públicas puedan 

identificar potenciales riesgos de colusión 

en estos procesos. 

Cuarto, la SIC está realizando un gran 

esfuerzo en materia de transparencia y 

desarrollo del derecho de la competencia. 

Actualmente, las decisiones en materia 

de competencia que la entidad ha tomado 

desde 2010 se pueden encontrar en la pá-

gina de internet de la SIC, en formato PDF, y 

con clasificación por fecha, por nombre del 

caso y por tipo de conducta. La publicación 

de las decisiones fortalece la seguridad ju-

rídica de los actores privados, puesto que 

los estándares jurídicos y económicos de-

sarrollados en las decisiones les permiten 

analizar si sus conductas se ajustan a las 

disposiciones legales vigentes. Además, la 

publicación de las decisiones de la SIC per-

mite que académicos y expertos analicen 

los aspectos económicos y jurídicos de las 

decisiones, lo cual es fundamental para me-

jorar la calidad del debate sobre la libre com-

petencia en el país, y para que la SIC mejore 

sus decisiones futuras, a través de un pro-

ceso de retroalimentación robusto. 

Quinto, en cuanto a las sanciones im-

puestas por la SIC en las áreas relacio-

nadas con la protección del consumidor 

(protección de la competencia, protec-

ción al consumidor, habeas data, y cá-

maras de comercio), la entidad pasó de 

imponer sanciones por un monto total de 

$7.200 millones en 2009 a $85.000 mi-

llones en 2012. Para lo corrido de 2013, la 

entidad ha impuesto sanciones por un to-

tal de $160.800 millones. Claramente, el 

aumento de las sanciones impuestas por 

la SIC es positivo, pues se desincentiva la 

comisión de prácticas que afecten negati-

vamente a los consumidores colombianos. 

Sexto, la SIC ha adoptado una posi-

ción muy estricta frente a la aceptación 

de garantías como herramienta para ter-

minar las investigaciones en materia de 

protección de la competencia9. Esta posi-

ción de la SIC es positiva, pues minimiza 

el cierre de investigaciones relacionadas 

con prácticas muy dañinas (por ejemplo, 

carteles) y desincentiva la comisión de 

prácticas restrictivas de la competencia 

por parte de las empresas.

Por último, la SIC, con la colaboración 

del Programa de Competencia y Protección 

al Consumidor en América Latina (Compal), 

ha realizado talleres de capacitación y en-

trenamiento para los jueces del conten-

cioso administrativo. Este entrenamiento 

incluye conferencias sobre aspectos jurídi-

cos y económicos en la materia, sobre es-

tándares de prueba utilizados por jueces en 

otras jurisdicciones y sobre los tests econó-

micos más apropiados para evaluar prácti-

cas anticompetitivas, entre otros. 

abogacía de la competencia

La abogacía de la competencia tiene como 

fin la evaluación de leyes, regulaciones o 

cualquier otra norma jurídica de los órde-

nes nacional o local que puedan afectar 

la libre competencia (Consejo Privado de 

Competitividad, 2011). Desde la expedi-

ción de la Ley 1340 de 2009, la SIC ha ex-

pedido 113 conceptos dentro del programa 

de abogacía de la competencia10.

A pesar de la expedición de conceptos 

por parte de la SIC, la normativa actual sobre 

abogacía de la competencia no está en línea 

con las recomendaciones de la OCDE y tiene 

limitaciones significativas. De acuerdo con 

Consejo Privado de Competitividad (2012), 

“la Ley sólo le permite a la SIC emitir reco-

mendaciones sobre proyectos de regulación 

que pretendan expedir entidades de la rama 

ejecutiva del orden nacional. Lo anterior im-

plica que la SIC no cuenta con un mecanis-

mo formal para analizar y conceptuar sobre 

proyectos de regulación de otras entidades 

públicas (como por ejemplo, las regionales), 

o para analizar y hacer recomendaciones so-

bre el stock de regulaciones o leyes vigen-

tes que hoy restringen la competencia en 

el país, ni tampoco sobre proyectos de Ley 

que a futuro pretenda expedir el Congreso”. 

De otro lado, es importante señalar que la 

SIC no cuenta con los incentivos suficientes 

para ejercer la facultad general de deman-

dar regulaciones ante las Cortes que sean 

contrarias a la Ley, pues estaría demanda-

do actos expedidos por el Gobierno del cual 

hace parte. Como se puede observar, estas 

limitaciones de la política de abogacía de la 

competencia en el país facilitan que las di-

ferentes entidades del Estado promulguen 

actos que, con el fin de alcanzar objetivos de 

9.	 La SIC puede terminar una investigación cuando el presunto infractor brinde garantías de que terminará la conducta y, adicionalmente, se compro-
meta a realizar ciertas acciones que mejoren las condiciones en el mercado relevante. 

10.	 En lo corrido de 2013, la SIC tramitó 18 conceptos en sectores como gas natural, alimentos, telecomunicaciones, medicamentos, e instalaciones 
eléctricas, entre otros. En http://www.sic.gov.co/es/nvo-abogacia-de-la-competencia, se pueden encontrar los conceptos emitidos por la SIC, así 
como el cuestionario de evaluación de la incidencia de los actos administrativos expedidos con fines regulatorios sobre la libre competencia, y la 
cartilla de abogacía de la competencia en proyectos regulatorios. Vale la pena destacar que la publicación de estos contenidos va en línea con la re-
comendación del CPC al respecto (Consejo Privado de Competitividad, 2012).
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política pública legítimos, restringen indebi-

damente la competencia en los mercados y 

afectan el bienestar de los consumidores de 

manera negativa. 

Recomendaciones

A continuación se presentan las recomen-

daciones que, a juicio del CPC, contribuyen 

a mejorar la política de promoción y protec-

ción de la competencia en el país. Estas 

recomendaciones se encuentran clasifica-

das en tres áreas: normatividad, estructu-

ra de la SIC y abogacía de la competencia. 

normatividad

Con el fin de seguir las buenas prácticas 

internacionales en materia de notifica-

ción de las integraciones empresariales, 

se recomienda reemplazar el criterio que 

depende del cálculo del mercado relevan-

te por algún requisito que genere mayor 

certidumbre. En particular, se recomienda 

a la SIC evaluar la conveniencia de utilizar 

variables como el valor de los activos o de 

las ventas de las compañías a integrarse, 

o la utilización de la metodología Gross 

Upward Pricing Pressure Index (GUPPI) de-

sarrollada por las Guías para Integraciones 

Horizontales de 2010 del Departamento de 

Justicia y la Comisión Federal de Comer-

cio de Estados Unidos (U.S. Department 

of State and Federal Trade Commission, 

2010) (Farrell y Shapiro, 2010).

Por su parte, se recomienda al Gobier-

no y al Congreso de la República reformar 

el parágrafo del artículo 27 del Estatuto 

Anticorrupción para establecer que quien 

actúe en condición de delator ante la SIC 

y obtenga el perdón total de la pena por 

parte de esa entidad, también obtenga el 

perdón total de la sanción criminal (inclui-

das la sanción económica y la inhabilidad 

para contratar). También es necesario re-

formar el Decreto reglamentario para eli-

minar todo tipo de responsabilidad civil. 

Estas medidas incentivarán la delación 

de carteles de contratación y desestimu-

lará su realización.

Si bien la modificación de leyes en el 

país es un proceso complicado, se con-

sidera que estos dos cambios propues-

tos mejorarían la política de protección 

de la competencia al facilitar la gestión de 

la SIC en dos dimensiones importantes, 

como son las integraciones empresaria-

les y la colusión en licitaciones públicas.

estructura de la sic

Como se mencionó anteriormente, la es-

tructura de la SIC limita la efectividad de 

Grupo de acciones Acción ANC Acción Grupo Comentario CPC

Eficiencia en el mercado 
de bienes

Presentar un proyecto de Ley para modificar la estructura 
institucional de la autoridad de competencia en Colombia de 
acuerdo con los estándares de la OCDE.

A pesar de que las acciones relacionadas a la 
reglamentación del Estatuto de Protección al 
Consumidor presentan avances satisfactorios, 
el CPC considera que este grupo de acciones 
tiene un retraso significativo, debido a la 
eliminación de la acción relacionada con la 
modificación de la estructura de la autoridad 
de competencia de acuerdo con parámetros 
OCDE, la cual es fundamental para promover y 
proteger la competencia en los mercados del 
país. Es importante señalar que esta acción 
fue reemplazada por la acción "establecimien-
to de procedimientos más claros y transpa-
rentes que den certeza a las partes", la cual 
presenta avance satisfactorio, pero que no 
tiene el mismo impacto que la acción original. 

Difundir y apoyar el cumplimiento de los derechos de los con-
sumidores en todo el país: crear la Red Nacional de Protección 
al Consumidor (Art. 75 Ley 1480 de 2011).

Difundir y apoyar el cumplimiento de los derechos de los 
consumidores en todo el país: expedir la reglamentación del 
Estatuto de Protección al Consumidor (prestación de servicios 
que supone la entrega de un bien; derechos de información; 
operación de los servicios de justicia en asuntos de protección 
al consumidor; cláusulas de permanencia mínima; sistemas 
de financiación; ventas a distancia; reversión de pago).

Cuadro 1. Avances de la Agenda Nacional de Competitividad en materia de Promoción y Protección de la Competencia (primer semestre 2013).

Fuente: Consejo Privado de Competitividad, con base en DNP – Sistema Nacional de 

Competitividad e Innovación.
Avance con retrasos

Sin avances  
y/o retrasos significativos

Acción terminada

Avance satisfactorio
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la política de protección de la competen-

cia en el país debido a que esta entidad: 

i) tiene varias funciones adicionales a 

la de proteger la competencia, ii) tiene 

problemas de independencia frente al 

Gobierno nacional, y iii) no cuenta con 

una etapa de investigación separada e 

independiente de la etapa de juzgamien-

to. Por lo tanto, se recomienda que el Go-

bierno nacional evalúe la conveniencia de 

separar la SIC en dos entidades, con el fin 

de que una institución se convierta en la 

Autoridad Nacional de Competencia y se 

encargue única y exclusivamente de la 

implementación de la política de protec-

ción de la competencia en el país. Esta 

separación incrementará la efectividad 

de esta política, al concentrar los recur-

sos humanos y financieros disponibles 

para su adecuada implementación. 

Se recomienda que la Autoridad Na-

cional de Competencia esté compuesta 

por tres órganos. El primero debe estar 

dedicado a la investigación de conductas 

anticompetitivas y al análisis de integra-

ciones empresariales. El segundo debe 

ser un órgano colegiado conformado por 

tres personas, en la forma de comisión, 

la cual debe estar encargada de la san-

ción de las conductas anticompetitivas, 

la aprobación de integraciones empre-

sariales y la dirección general de la en-

tidad. Por último, la autoridad debe tener 

un órgano dedicado a la realización de in-

vestigaciones económicas y de mercado 

en materia de competencia presidido por 

un Economista Jefe (Chief Economist). El 

diseño de esta entidad debe contemplar 

los mecanismos necesarios que garan-

ticen total separación e independencia 

entre la etapa de juzgamiento (la comi-

sión) y el órgano dedicado a las inves-

tigaciones por prácticas restrictivas de 

la competencia. Como ha propuesto el 

CPC en ocasiones anteriores11, la comi-

sión encargada de la dirección general 

de la agencia y del juzgamiento de las 

conductas anticompetitivas debe estar 

compuesta por personas que cumplan 

con estándares profesionales mínimos 

en materia de competencia. Los miem-

bros de este cuerpo colegiado deben ser 

elegidos por períodos de tiempo fijo y es-

calonados, que no coincidan con el perío-

do de quien los designa, sin posibilidad 

de reelección, y cuyas causales de re-

moción estén expresamente señaladas 

en la Ley. Por ejemplo, los miembros de 

la comisión deben estar sometidos a un 

régimen similar al que tienen los miem-

bros de la Junta Directiva del Banco de 

la República, el cual asegura su indepen-

dencia con respecto al Gobierno, pero, al 

mismo tiempo, permite un adecuado ni-

vel de coordinación con el Ejecutivo12. 

Con el objetivo de concretar esta reco-

mendación, el CPC hace una propuesta 

no exhaustiva sobre las características 

que debería tener este cuerpo colegiado, 

la cual se encuentra en el recuadro 113.

abogacía de la competencia

Para hacer más efectiva la política de 

abogacía de la competencia en el país, 

es necesario generar condiciones pro-

picias para que las diferentes entidades 

del Estado trabajen, de manera coordi-

nada con la SIC, para que sus actos y sus 

intervenciones no impacten negativa-

mente la competencia en los mercados 

del país. En este sentido, se recomienda 

que la SIC lidere una “Misión de Aboga-

cía de la Competencia” con el fin de 

evaluar el impacto sobre la competen-

cia del stock normativo relevante que 

se encuentra vigente. Para esto, la SIC 

debería conformar un grupo de trabajo 

compuesto por expertos en competencia 

y regulación para que, junto con otras 

entidades, evalúen y recomienden mo-

dificar o eliminar las intervenciones que 

restringen, de manera desproporciona-

da, la competencia en los mercados. En 

particular, se considera que el trabajo de 

esta Misión de Abogacía de la Competen-

cia podría empezar en sectores donde 

la regulación juega un papel preponde-

rante, como el energético, el financiero 

y el de telecomunicaciones. El trabajo 

de esta Misión debería estar basado en 

el proceso recomendado por OCDE y BID 

(2009), el cual incluye criterios para la 

adecuada identificación de regulaciones 

vigentes que restrinjan indebidamente 

la competencia, y para la adecuada re-

visión de dichas regulaciones.

Dado que las agencias de regulación 

tienen un impacto significativo en el pro-

ceso competitivo de los mercados suje-

tos de su intervención, es fundamental 

que estas agencias trabajen de la mano 

con la SIC para que las futuras regulacio-

nes disminuyan barreras de entrada de 

11.	 Ver Consejo Privado de Competitividad (2011).
12.	 La Autoridad Nacional de Competencia debe estar coordinada con el Gobierno, debido a que la prevención y el control de las actuaciones del Ejecu-

tivo con efectos negativos sobre la competencia requieren un alto grado de coordinación entre las diferentes entidades. 
13.	 Es importante señalar que la recomendación sobre estructura de la comisión es independiente de la decisión de crear una agencia encargada úni-

ca y exclusivamente a la protección de la competencia. Por lo tanto, la creación del cuerpo colegiado de decisión con la estructura propuesta tam-
bién aplica en caso de que se decida mantener las funciones de la SIC como están en la actualidad.
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Recuadro 1. Propuesta de integración de la comisión de la Autoridad Nacional 
de Competencia 

Remoción:

Una vez nombrados los miembros de la comisión, 

estos deberían ser removidos únicamente por las si-

guientes causales:

1.	 Incapacidad permanente para cumplir sus funciones.

2.	 Que se dejen de cumplir los requisitos establecidos 

para ser miembro de la comisión.

3.	 Falta de probidad en el ejercicio de sus funciones.

Unidad técnica de apoyo y asesoría externa:

La comisión debería contar con una unidad técnica 

de apoyo, formada por profesionales expertos en libre 

competencia o materias afines, según se disponga en 

su reglamento14.

14.	 Las jurisdicciones que se tuvieron en cuenta para realizar la propuesta fueron Costa Rica (Ley de Promoción de la Competencia 
y Defensa Efectiva del Consumidor No. 7472); Panamá (Ley que dicta normas sobre Protección al Consumidor y Defensa de la 
Competencia y Otra Disposición de 31 de octubre de 2007) y Chile (Ley DFL No.1 de 2005).

Integración de la comisión

La comisión para promover la competencia debería estar 

compuesta por tres miembros permanentes, nombrados 

por el presidente de la República, a propuesta del minis-

tro de Comercio, Industria y Turismo. Los miembros de la 

comisión deberían elegir, de su seno, al presidente de la 

misma. Los miembros deberían tener un período personal 

de seis (6)años no reelegibles.

Calidades de los miembros de la comisión:

1.	 Ser ciudadano colombiano mayor de 30 años.

2.	 Tener título profesional en derecho, economía, o 

áreas afines a la promoción y la protección de la 

libre competencia. 

3.	 Tener título de maestría o doctorado en áreas afines a 

la promoción y la protección de la libre competencia. 

4.	 Tener ocho (8) años o más de experiencia profe-

sional relevante en áreas afines a la promoción y 

la protección de la libre competencia.

5.	 No haber sido condenado por autoridad competen-

te por delito doloso, ni por delito culposo de carác-

ter patrimonial contra la economía nacional o la 

administración pública.

6.	 No haber sido inhabilitado por autoridad competen-

te para ejercer cargos públicos.

7.	 No tener parentesco con el presidente o el vicepre-

sidente de la República, dentro del cuarto grado de 

consanguinidad y segundo grado de afinidad.
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Recuadro 2. Agenda de trabajo de la Comisión de Regulación  
de Comunicaciones (CRC)

La CRC regula y promueve la competencia al interior del 

sector de comunicaciones. Para esto, la CRC expide regu-

laciones que incentiven la construcción de un mercado 

competitivo15. Por mandato legal, la CRC debe presentar 

una agenda regulatoria anual con el fin de promover la 

competencia y la protección al usuario en este sector. 

Para 2013, la CRC viene trabajando la siguiente agenda 

regulatoria para alcanzar estos objetivos:

1. Reglamento Técnico para Redes Internas de 
Telecomunicaciones (Ritel):

•	 Objetivo: definir las condiciones para el acceso y el 

uso de las redes internas de telecomunicaciones de las 

edificaciones, bajo criterios de libre competencia, trato 

no discriminatorio, y viabilidad técnica y económica. 

Se busca establecer las medidas relacionadas con el 

diseño, la construcción y la puesta en servicio de las 

redes internas de telecomunicaciones en inmuebles en 

régimen de copropiedad o propiedad horizontal.

•	 Efecto esperado: eliminar las barreras de entrada 

a operadores a las redes internas de telecomuni-

caciones y permitir la pluralidad en el acceso. Se 

garantiza a los usuarios la libre elección respecto a 

la provisión de servicios con mayor calidad.

2. Infraestructura de terceros: 

•	 Objetivo: identificar la infraestructura de energía 

eléctrica que puede ser utilizada para la provisión 

de servicios de TIC y establecer las condiciones 

regulatorias que garanticen el acceso y el uso 

compartido de dicha infraestructura.

•	 Efecto esperado: eliminar las barreras a la compe-

tencia mediante la aplicación de una metodología 

de costeo que garantice la remuneración eficiente 

de la infraestructura compartida. También busca la 

reducción de barreras de entrada, y la disminución 

de precios de los servicios de TIC, lo cual será bene-

ficioso para los usuarios dado que habrá mayores 

posibilidades de elección (proveedores y servicios).

3. Análisis de ofertas empaquetadas:

•	 Objetivo: analizar los modelos y las prácticas de 

empaquetamiento en Colombia con el fin de de-

tectar posibles fallas de mercado derivadas de la 

aplicación de dichas prácticas, así como también 

adoptar las posibles medidas regulatorias a que 

haya lugar en el sector de comunicaciones (datos, 

televisión por suscripción y voz).

•	 Efecto esperado: prevenir y corregir las fallas 

de mercado y garantizar condiciones de libre y 

leal competencia.

4. Desregulación:

La desregulación es el proceso por el cual los gobier-

nos eliminan algunas regulaciones específicas para, 

en teoría, favorecer o agilizar la operación eficiente 

del mercado.

•	 Objetivo: determinar algunas situaciones regu-

latorias propias del marco normativo de la CRC 

que puedan ser eliminadas para mejorar el mer-

cado y maximizar el bienestar de los usuarios.

15.	 Ley 1341 de 2009, Artículo 19.
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manera efectiva, y así promuevan una 

mayor rivalidad empresarial. A manera 

de ejemplo, en el recuadro 2 se describe 

la agenda regulatoria actual de la Comi-

sión de Regulación de Comunicaciones 

(CRC), cuya implementación tiene el ob-

jetivo de incrementar la competencia en 

este importante sector de la economía. 

El fortalecimiento de este tipo de agen-

das en los diferentes sectores del país es 

clave para que los consumidores puedan 

beneficiarse de precios más competitivos 

y de productos de mejor calidad.

Adicionalmente, y con el fin de que el 

papel de la SIC vaya más allá de emitir re-

comendaciones no vinculantes en torno 

a los proyectos de regulación de las enti-

dades gubernamentales, se recomienda 

que dentro de las funciones de la SIC se 

incluya la obligación de demandar ante las 

cortes colombianas regulaciones restricti-

vas de la libre competencia que son con-

trarias a la Constitución y la Ley. A juicio 

del CPC, esta obligación legal es necesaria 

para que la SIC haga el contrapeso adecua-

do con respecto a la expedición de norma-

tivas que contravengan el marco legal en 

materia de protección de la competencia.

Por último, es muy importante anotar 

que la adecuada aplicación de la política de 

competencia no depende únicamente de la 

SIC, sino también del buen funcionamiento 

de la jurisdicción contencioso administra-

tiva. Esta jurisdicción es la encargada de 

revisar las actuaciones de la SIC cuando 

sus autos administrativos sean apelados. 

Por este motivo, y tal como lo pone de pre-

sente la OCDE, es recomendable que la SIC 

profundice los esfuerzos llevados a cabo 

para que los jueces incrementen sus ca-

pacidades técnicas y analíticas en materia 

de promoción y protección de la compe-

tencia (OCDE y BID, 2009).
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Justicia

Grado de independencia judicial. Puesto entre 148 países (donde 1 indica el país cuyo aparato judicial es más independiente).

Fuente: WEF (2013).
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Uno de los desincentivos más grandes para hacer negocios es 
la falta de mecanismos para poder ejecutar contratos y hacer 
cumplir las reglas de juego. Cuando los empresarios no tienen 
certeza sobre las reglas de juego que rigen su inversión, o no 
cuentan con mecanismos ágiles, eficaces y predecibles para 
hacerlas cumplir, frenan su emprendimiento o asumen un cos-
to muy alto para realizarlo (Consejo Privado de Competitividad, 
2012). Por tanto, para que el país sea competitivo, es funda-
mental una justicia ágil, eficiente y transparente.

Los procesos de reforma a la justicia en 

Colombia tradicionalmente han asumido 

que la expedición de nuevas leyes (los 

nuevos códigos procesales y el nuevo 

estatuto arbitral, por mencionar algunas) 

automáticamente va a mejorar la eficien-

cia de la justicia y va a descongestionar los 

juzgados. Esto no necesariamente es así. 

Como bien lo explica el Banco Mundial, las 

capacidades organizacionales, los siste-

mas de incentivos y la adecuada imple-

mentación de las reformas (adecuación de 

infraestructura física y tecnológica, entre 

otras) son los factores que determinan si 

las reformas legales van a tener un impac-

to o no (Klaus Decker, 2011).

En este sentido, los países que más 

han avanzado en los indicadores de efi-

ciencia en el ranking de Doing Business 

del Banco Mundial o el Índice de Competi-

tividad Global del Foro Económico Mundial 

(WEF, por su sigla en inglés), por ejemplo, 

son aquellos que han mejorado sustancial-

mente los procesos gerenciales, logísticos 

y tecnológicos de la justicia (Banco Mun-

dial, 2010). La clave para los países más 

exitosos no ha sido tanto una mejora a las 

leyes procesales, aunque estas tengan un 

impacto importante, sino una mejora en la 

gerencia de la Rama Judicial. Esta mejora 

gerencial se traduce en el uso efectivo de 

recursos financieros y la implementación 

de herramientas tecnológicas. Por ejemplo, 

países como Botsuana, Etiopía y Jordania 

han logrado implementar efectivamente he-

rramientas tecnológicas para gestionar los 

procesos judiciales. Estos sistemas han lo-

grado reducir la duración de los procesos 

en 30% (Banco Mundial, 2010). Tal como 

lo pone de presente el Banco Mundial, si el 

país quiere mejorar la eficiencia de la justi-

cia, hay que cambiar el enfoque “tradicional” 

que se les da a los instrumentos de reforma 

y pasar a enfoques que mejoren la produc-

tividad del sistema (Klaus Decker, 2011).

Diagnóstico y avances

El sistema judicial de Colombia, a pesar de 

los múltiples esfuerzos, sigue siendo uno 

de los grandes problemas en materia de 

competitividad. De acuerdo con el Índice 

de Competitividad Global 2013-2014 del 

WEF, el sistema judicial colombiano es 

percibido como ineficiente. El país ocupa 

el lugar 95 entre 148 países según el indi-

cador que mide la eficiencia del marco le-

gal para resolver disputas. Esto contrasta 

con las posiciones de Malasia (18), Chile 

(29), y Panamá (61). Así mismo, ocupa el 

puesto 106 según el indicador que mide el 

grado de independencia judicial. En línea 

con lo anterior, según el Anuario de Com-

petitividad Mundial 2013 del Institute for 

Management Development (IMD), el siste-

ma judicial colombiano ocupa el puesto 53 

entre 59 países (IMD, 2013). Finalmente, 

Colombia ocupa el puesto 51 entre 97 paí-

ses según el indicador de la eficiencia de la 

justicia civil, de acuerdo con el Rule of Law 

Index 2012-2013 del World Justice Project 

(The World Justice Project, 2013-2013). 

A continuación se presentan dos pro-

blemas que están afectando el desempe-

ño de la justicia:
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altos niveles de congestión 
judicial

Los niveles de congestión judicial son evi-

dentes al analizar las cifras nacionales. 

La justicia empezó el año 2012 con un in-

ventario de 2.532.621 procesos y terminó 

el año con 2.309.72 en su inventario final. 

La jurisdicción ordinaria terminó 2012 

con 1.804.119 procesos acumulados, la 

jurisdicción contencioso administrativa 

con 135.191, la disciplinaria con 36.884 y 

la constitucional con 386 procesos (Con-

sejo Superior de la Judicatura, 2012). De 

acuerdo con el inventario de procesos de 

la jurisdicción ordinaria en el 2010, el 73% 

de los procesos eran procesos ejecutivos 

(Pedroza, 2013) y son los que más tienen 

congestionada dicha jurisdicción.

La gran acumulación de procesos 

hace necesario mejorar los actuales ín-

dices de productividad de la Rama si el 

país quiere llegar a tener un sistema ju-

dicial eficiente en el mediano plazo. Se-

gún datos del Consejo Superior de la 

Judicatura (CSJ), el índice de evacua-

ción parcial (IEP) global para la justicia 

fue 114,2% (ver gráfico 1). Esto signi-

fica que actualmente de cada 100 pro-

cesos que ingresan a la Rama Judicial 

se evacúan 114. Si se mantiene cons-

tante el número de procesos que ingre-

san durante los próximos cinco años, la 

Rama Judicial debe llegar a un IEP de por 

lo menos 117%, y mantenerlo constante 

para tener una justicia al día para 20181.

Un aspecto que vale la pena resal-

tar es que, a pesar que la productividad 

promedio de la justicia es 114%, la pro-

ductividad promedio de la Altas Cortes 

(Corte Suprema de Justicia, Consejo de 

Estado, Corte Constitucional y Consejo 

Superior de la Judicatura) es 82,8%. El 

promedio del índice de evacuación de 

las Altas Cortes es inferior al promedio 

de los Tribunales Superiores (112,5%) y 

los juzgados (112,6%) de la Jurisdicción 

Ordinaria2 (ver gráfico 2).

Para combatir la congestión judicial 

se han llevado a cabo varias iniciativas 

encaminadas a mejorar la agilidad de la 

justicia. En primer lugar, el Plan Nacional 

de Descongestión ha logrado llevar la 

justicia a un punto en el que los egresos 

de procesos son superiores a los ingre-

sos. El Plan ha venido creando juzgados 

transitorios que ayudan a los juzgados 

con cargas que no pueden manejar. Es-

tos juzgados transitorios cuentan con 

metas cuantitativas asociadas a la eva-

cuación efectiva de procesos. La Rama 

logró evacuar el equivalente al número 

de procesos entrantes y además reducir 

el inventario final de procesos en 8,8% 

en 2012 (Consejo Superior de la Judica-

tura, 2012). Si bien hay un avance en la 

eficiencia de la justicia y el Plan de Des-

congestión ha logrado resultados muy 

importantes, el inventario acumulado de 

procesos sigue siendo demasiado alto.

El segundo avance fue la realiza-

ción de un inventario de procesos de la 

jurisdicción contencioso administrativa 

(JCA) realizado por el CSJ en conjunto 

con el Banco Mundial. Este estudio cons-

tituye un gran paso para mejorar la efi-

ciencia de esta jurisdicción. El Banco 

realizó una investigación en la cual iden-

tificó el inventario real de procesos acu-

mulados en cada despacho; clasificó el 

inventario de procesos por categorías 

tales como especialidad, cuantía y esta-

do de trámite procesal, y desarrolló un 

mapa real de la congestión, entre otras 

cosas. Este ejercicio le permitió al Ban-

co Mundial proponer acciones especí-

ficas que se deben tomar para avanzar 

en la descongestión de la JCA. Entre las 

estrategias propuestas se encuentran la 

creación de comisiones interadministra-

tivas para asuntos de trámite de proce-

sos, el fortalecimiento de las relatorías 

de los Tribunales y del Consejo de Esta-

do, la creación de jueces y magistrados 

itinerantes, el fortalecimiento del sistema 

estadístico, la incorporación de buenas 

prácticas para disminuir los tiempos de 

los peritajes y la determinación del mo-

delo de despacho tipo, entre otras (Banco 

Mundial y Consejo Superior de la Judica-

tura, Sala Administrativa, 2012). Este va-

lioso estudio servirá de guía para que el 

CSJ avance en los lineamientos del Plan 

Especial de Descongestión de la Jurisdic-

ción Contencioso Administrativa dispues-

to en la Ley 1437 de 2011. 

La creación de la Corte Societaria en 

la Delegatura de Procedimientos Mercan-

tiles en la Superintendencia de Socieda-

des constituye el tercer gran avance. 

Esta Corte es la primera especializada 

en temas societarios en América Latina 

y constituye un avance fundamental en 

la resolución de conflictos societarios. 

Desde su creación, la nueva Corte ha lo-

grado reducir el promedio de duración 

de los procesos judiciales de 15 a 4 me-

ses3. Por esto, la nueva Corte Societaria 

es un ejemplo de eficiencia para la justi-

cia colombiana. Además de la reducción 

1.	 Cálculos del CPC en base al inventario actual de procesos y los ingresos de procesos en 2012.
2.	 Información del Sistema de Información Estadística de la Rama Judicial (SIERJU) al Consejo Privado de Competitividad con corte de febrero 6, 2013.
3.	 Informe de la Delegatura de Procedimientos Mercantiles de la Superintendencia de Sociedades 2013.



186

in
fo

rm
e 

na
ci

on
al

 d
e 

co
m

pe
ti

ti
vi

da
d 

20
13

 - 
20

14
co

ns
ej

o 
pr

iv
ad

o 
de

 c
om

pe
ti

ti
vi

da
d

20
02

20
01

20
00

19
99

19
98

19
97

19
96

19
95

19
94

19
93

20
04

20
03

20
06

20
08

20
09

20
12

20
11

20
10

20
07

20
05

130%

120%

100%

80%

90%

110%

60%

70%

50%

40%

El Índice de Evacuación Parcial (IEP) debe llegar a por lo menos 117% y mantenerse constante por 5 
años para poder tener una justicia al día

Gráfico 1. Evolución del Índice de Evacuación Parcial 1993-2012.

Fuente: Consejo Superior de la Judicatura, Informe al Congreso 2012. Índice de evacuación parcial
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en tiempos, la nueva Corte contribuirá a 

la descongestión de los juzgados en la 

medida en que el sector privado opte por 

ventilar sus diferencias en la Corte Socie-

taria y no en los juzgados. 

Los beneficios de la Corte son múlti-

ples. La Corte es una gran alternativa para 

las empresas frente al arbitraje, por ejem-

plo, puesto que este suele ser costoso. El 

ecosistema de emprendimiento que está 

fomentando el Gobierno también se va a 

ver beneficiado. Las disputas societarias 

que puedan tener los socios de emprendi-

mientos por temas de compra y venta de 

acciones, control y toma de decisiones, y 

disputas a la hora de vender la compañía, 

por ejemplo, van a poder ser resueltos rá-

pidamente y a muy bajo costo. 

En cuarto lugar, como parte del es-

fuerzo para mejorar la eficiencia de la jus-

ticia en Colombia, la Agenda Nacional de 

Competitividad (ANC) lanzada por el pre-

sidente Santos en 2012 incluyó varias 

acciones encaminadas a cumplir este 

objetivo. Las acciones contempladas en 

la ANC tienen como objetivo mejorar la 

oferta de servicios judiciales. La ANC in-

cluyó cuatro acciones que debe adelantar 

el Ministerio de Justicia.

La primera acción es diseñar, ges-

tionar y apoyar la utilización de medios 

tecnológicos en la Rama Judicial para 

la pronta solución de controversias. La 

segunda es fortalecer el sistema esta-

dístico del sector justicia. La tercera es 

apoyar la implementación de la oralidad 

en la jurisdicción Contencioso Adminis-

trativa. La cuarta es presentar el proyec-

to de Ley que reglamente el artículo 116 

de la Constitución Política sobre el ejer-

cicio de funciones jurisdiccionales por 

parte de particulares.

Infortunadamente, el avance en la eje-

cución de estos puntos de la ANC está 

bastante retrasado. A la fecha de publi-

cación de este Informe, únicamente se 

había avanzado en el diseño de medios 

tecnológicos para resolver controversias. 

El avance en este punto consistió en for-

mular el Plan de Justicia Digital e incor-

porar en el Código General del Proceso la 

normativa que permite el uso de tecnolo-

gía para resolver controversias judiciales 

(DNP, junio 2013). Sin embargo, no se ha 

realizado ningún plan detallado para de-

terminar cómo y qué tipo de tecnologías 

se van a implementar. 

En quinto lugar, como medida para 

incrementar los recursos de la Rama y 

evitar el abuso del sistema de justicia, 

el Congreso aprobó la regulación de un 

arancel judicial por medio de la Ley 1653 

del 15 de julio de 2013. El CPC recomendó 

La productivad de las Altas 
Cortes tiene que llegar al ni-
vel de la productividad de los 
Tribunales y Juzgados de la Ju-
risdicción Ordinaria

Gráfico 2. Productividad de las Altas Cortes 
comparada con los Tribunales Superiores 
y Juzgados de la Jurisdicción Ordinaria.

Fuente: Información del Sistema de Información Esta-

dística de la Rama Judicial (SIERJU) al Consejo Privado 

de Competitividad con corte de febrero 6, 2013.
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en múltiples ocasiones esta importante 

iniciativa. El arancel judicial implica que 

la parte demandante en un proceso judi-

cial debe pagar 1,5% de las pretensiones 

y deberá ser cancelado antes de iniciar 

el proceso. Esta medida tiene dos fines: 

Por un lado, buscar aumentar los recur-

sos para mejorar la rama judicial, calcu-

lados en $70.000 millones al año. Los 

recursos serán destinados al fortaleci-

miento de la justicia oral y a mejorar las 

infraestructuras física y tecnológica de 

los juzgados. Por otro lado, la medida 

busca incentivar la conciliación y evitar 

demandas temerarias que busquen 

utilizar los servicios de justicia como 

mecanismos de presión. 

El arancel judicial, tal y como quedó 

reglamentado, no está exento de proble-

mas. Como bien lo anota la Corporación 

Excelencia en la Justicia, el criterio para 

determinar el monto del arancel (un por-

centaje de las pretensiones) puede cons-

tituir una barrera muy alta para el acceso 

a la justicia, especialmente para la clase 

media de la población4.

problemas en la gestión  
de recursos y ejecución  
de los planes

Además de los problemas de congestión, 

preocupan los problemas en gestión y 

ejecución de los recursos económicos 

de la Rama Judicial. El Ministerio de Jus-

ticia y Derecho ha expresado en varias 

ocasiones su preocupación por la falta 

de ejecución de $330.000 millones que 

había destinado el Ejecutivo para la mo-

dernización de la Rama Judicial (Legis, 

2013) (Ámbito Jurídico, 2013). 

Un caso preocupante es la falta de 

ejecución del Plan Estratégico Tecnológi-

co para la Justicia (PET), como parte de 

la implementación del Código General del 

Proceso (CGP). El PET fue adoptado por 

la Sala Administrativa del CSJ el 23 de fe-

brero de 20125 y cuenta con cinco ejes: 

1) modelo de expediente electrónico; 2) 

justicia en red; 3) gestión de la informa-

ción; 4) gestión del cambio, y 5) uso de 

las TIC para la formación judicial (Con-

sejo Superior de la Judicatura, 2012). 

Para 2013, el CSJ contaba con $147.000 

millones para la sistematización de los 

juzgados, la definición del plan operati-

vo y financiero del PET, la definición de 

arquitectura de sistemas y definición de 

la infraestructura física y tecnológica re-

querida6. Sin embargo, a la fecha de pu-

blicación de este Informe, y como bien 

lo denunció el Ministerio de Justicia, los 

$147.000 millones con los que contaba 

el CSJ para la implementación del PET en 

2013 no han sido ejecutados en la forma 

prevista y se corre el riesgo de perderlos 

por el principio de la anualidad del gasto 

(Ámbito Jurídico, 2013). 

También preocupa el lento avance 

de los planes de implementación del Có-

digo General del Proceso (CGP) y el Códi-

go de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo (CPAyCA). 

A la fecha de publicación de este Infor-

me, los observatorios de la Corporación 

Excelencia en la Justicia indicaban que 

la implementación del CGP estaba en 

amarillo y el CPAyCA estaba en rojo7.

La falta de ejecución de los recursos 

asignados es preocupante, sobre todo 

si se tiene en cuenta que el CSJ ha ve-

nido reiterando que el presupuesto de 

inversión de la Rama Judicial es insufi-

ciente. Esto también fue reiterado en su 

momento por la Comisión de Expertos 

de Reforma a la Justicia en 2010 (Comi-

sión de Expertos de Reforma a la Justi-

cia, 2010). Sin embargo, un estudio del 

Centro de Estudios de Derecho, Justicia 

y Sociedad (DeJusticia) sobre el presu-

puesto de la Rama Judicial concluye que 

no se cuenta con suficiente información 

para fundamentar la necesidad de recur-

sos adicionales (La Rota et.al., 2012). 

En esta medida, no resulta claro por qué 

la Rama Judicial sigue pidiendo recursos 

si está teniendo problemas al ejecutar 

los recursos que le son asignados (La 

Rota et.al., 2012) (ver gráfico 3).

Además, aumentar el presupues-

to de la Rama Judicial no necesaria-

mente implica que vaya a aumentar la 

productividad. La experiencia interna-

cional muestra que no necesariamente 

los países que más gastan son los que 

más progresan en la eficiencia operati-

va de la justicia (Clavijo, octubre 2011). 

En Brasil, por ejemplo, el aumento en los 

recursos para la justicia no se ha tradu-

cido en una mejora en la productividad 

y la calidad de la justicia, sino que, por 

el contrario, ha aumentado la burocracia 

(Clavijo, octubre 2011). En cambio, Ho-

landa, por ejemplo, incrementa el presu-

puesto de las cortes únicamente en la 

medida en que estas mejoren su produc-

tividad (Banco Mundial, 2010).

4.	 Comentarios de la Corporación Excelencia en la Justicia al CPC sobre la conveniencia del arancel judicial, tal como quedó regulado.
5.	 Acuerdo No. PSAA12-9269 del 27 de Febrero de 2012.
6.	 Documento “Antecedentes al PET” enviado por el CSJ al CPC.
7.	 La Corporación Excelencia en la Justicia utiliza un sistema de semáforo para reportar los avances en la implementación de los códigos.
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la rama judicial tiene que ser más eficiente en la ejecución de los recursos

Gráfico 3. Ejecución presupuesto de inversión del Poder Jurisdiccional.

Fuente: DeJusticia, Centro de Estudios de Derecho, 

Justicia y Sociedad (2011).
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8.	 Ver artículo 619 del Código General del Proceso.

Grupo de acciones Acción ANC Acción Grupo

Mejorar la eficiencia de la rama judicial en la 
solución de controversias

Diseñar, gestionar y apoyar la utilización de medios tecnológicos 
en la Rama Judicial para la pronta solución de controversias.

Fortalecer el sistema estadístico del sector justicia.

Apoyar la implementación de la oralidad en la jurisdicción Conten-
cioso Administrativa.

Presentar el proyecto de Ley que reglamente el artículo 116 de la 
C.P. sobre el ejercicio de funciones jurisdiccionales por parte de 
los particulares. 

Cuadro 1. Avances de la Agenda Nacional de Competitividad en materia de Justicia (primer semestre de 2013).

Fuente: Consejo Privado de Competitividad, con base en DNP - Sistema Nacional de 

Competitividad e Innovación.
Avance con retrasos

Sin avances  
y/o retrasos significativos

Acción terminada

Avance satisfactorio

Recomendaciones

acelerar la implementación  
de reformas procesales

El éxito de las reformas legales, tales como 

los nuevos códigos y la oralidad en la justi-

cia, depende de la ejecución de los planes de 

implementación. El CSJ tiene que volverse 

mucho más eficiente a la hora de construir 

las infraestructuras física y tecnológica 

necesarias. La implementación de los Pla-

nes de Acción del Código General del Pro-

ceso (CGP) y el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Admi-

nistrativo debe ser prioritaria (CPAyCA). La 

implementación de estas leyes debe ser 

monitoreada por indicadores de ejecución 

de obras (infraestructura física y tecnoló-

gica). Además de la adecuación de la in-

fraestructura, es muy importante diseñar 

una estrategia para “gestionar el cambio” y 

generar un cambio cultural en la rama para 

que los jueces adopten e implementen las 

reformas procesales de forma exitosa.

En este sentido, la Comisión de Segui-

miento a la Ejecución del Plan de Acción del 

CGP debería ser mucho más activa. Es un 

error que la Comisión esté compuesta casi 

en su exclusividad por abogados8. A la actual 

composición de la Comisión se deberían su-

mar personas expertas en implementación 

y gerencia de proyectos, planeación finan-

ciera y ejecución estratégica. La implemen-

tación de los códigos no debería quedar 

únicamente en manos de abogados. 

medir el desempeño presupues-
tal y administrativo de la justicia

Para asegurar que el uso de los recur-

sos sea eficiente, es necesario que el 

CSJ desarrolle indicadores que permi-

tan esta medición. El uso efectivo de 

los recursos debe ser monitoreado muy 

de cerca. El CSJ debería adoptar meto-

dologías para reducir costos y mejorar 

la gerencia. Ejemplos de metodologías 

aplicadas por el sector público en otros 

países son la gestión de calidad total 

(Total Quality Management, como se 

conoce usualmente) y Seis Sigma o 

Pensamiento Lean, basado en el famo-

so sistema de producción de Toyota 

(Bhatia, 2006) (Johansen, 2009). Los 
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aparatos judiciales de países como 

Francia e Inglaterra han usado estas 

metodologías para optimizar el uso 

de los recursos (Klaus Decker, 2011). 

Además de implementar este tipo de 

sistemas, el CSJ debería desarrollar 

indicadores para medir la eficiencia en 

el uso de recursos. Según ANIF (Clavijo, 

octubre 2011), un indicador que pue-

de ser útil es la medición del costo-

eficiencia de la justicia, al relacionar el 

gasto público del sector con el cúmulo 

de procesos pendientes de evacuación. 

crear juzgados ejecutivos 
especializados

Estos juzgados estarían dedicados en 

forma exclusiva a la atención del co-

bro de deudas. Con la creación de los 

juzgados especializados los jueces or-

dinarios no tendrán que ocupar la ma-

yor parte de su tiempo en el trámite de 

procesos ejecutivos, que ocupan más 

del 80% de su tiempo (Consejo Privado 

de Competitividad, 2011).

En el mismo sentido, implemen-

tar un sistema de remate de bienes a 

través de internet en los procesos eje-

cutivos (tal como lo establece el CGP) 

tendría un gran efecto en agilizar estos 

procesos y además contribuiría a dar-

les transparencia y evitar corrupción 

en el sistema de remates. Por ejemplo, 

la Rama Judicial podría aprender del 

sistema español de Subastas Judicia-

les Electrónicas (Corporación Excelen-

cia en la Justicia, Mayo 2013).

nombrar un gerente de tecno-
logías de la información para 
la rama judicial 

Actualmente, las divisiones encargadas 

de implementar la tecnología para dar 

cumplimiento a lo dispuesto en el Códi-

go General del Proceso son la Unidad de 

Informática y el Centro de Documenta-

ción Judicial (Cendoj). Dados el nivel de 

complejidad y la importancia que tiene 

la implementación de las tecnologías 

de la información y las comunicacio-

nes (TIC) para mejorar la calidad y la 

eficiencia de la justicia, la implementa-

ción del PET necesita de un gerente es-

pecializado en tecnología que esté en 

el mismo nivel de la Sala Administrativa 

del CSJ. Por este motivo, se recomien-

da al CSJ crear un cargo de Gerente de 

Tecnologías de la Información (“Chief 

Information Officer (CIO)”). Este geren-

te debe ser especialista reconocido en 

tecnología, experto en arquitectura de 

sistemas y con amplia experiencia en la 

gerencia y la implementación de proce-

sos tecnológicos complejos.

El CIO debe poder identificar las ne-

cesidades y oportunidades que se pue-

den resolver en la justicia con el uso 

adecuado de las Tecnologías de la Infor-

mación. El nombramiento del CIO de la 

Rama debe responder a un proceso de 

selección transparente y riguroso que 

asegure la idoneidad técnica de la per-

sona escogida. En este sentido, se reco-

mienda al CSJ apoyarse en el Ministerio 

de TIC para seleccionar al CIO.

implementar tic en la justicia

Las TIC en la justicia: 1) permiten im-

pulsar la eficiencia del aparato judicial; 

2) permiten contribuir a la transpa-

rencia de la administración de la jus-

ticia en Colombia; 3) contribuyen a la 

seguridad jurídica del sistema judicial 

colombiano al permitir que los jueces 

consulten fácilmente los precedentes 

jurisprudenciales; 4) permiten que los 

ciudadanos accedan de manera fácil 

y rápida a las actuaciones, pruebas y 

documentos procesales; 5) ayudan a 

la planeación estratégica y la gestión 

administrativa de la rama judicial; 6) 

permiten contar con información esta-

dística clave para la toma de decisiones 

de política pública. A continuación se 

presentan distintas formas en las que 

las TIC pueden ayudar a mejorar la jus-

ticia en el país.

Portal web de servicio a la población 
en general

Es fundamental un portal web que 

proporcione información pertinente 

para el ciudadano, esté bien diseñado 

y sea fácil de usar. El portal debe ser-

vir para proporcionar educación legal 

a los ciudadanos, especialmente en 

temas recurrentes en la justicia como 

demandas laborales y procesos ejecu-

tivos. El portal debería tener secciones 

de preguntas frecuentes sobre cómo 

acceder a la justicia, implicaciones, 

cómo contratar un abogado, duración 

y costos de los procesos, entre otras. 

El portal también deberá proporcionar 

acceso a bases de datos en materia de 

jurisprudencia, legislación y últimas 

noticias sobre temas judiciales. 

Presentación de demandas en línea

La implementación del expediente judicial 

digital debe permitir la presentación de 

demandas en línea. El portal web debería 

contener plantillas inteligentes de docu-

mentos jurídicos (demandas, poderes, 

etc.) que ayuden a evitar errores de forma 

que lleven a la inadmisión de demandas. 

Las plantillas inteligentes también permiti-

rían a los sistemas de tecnologías generar 

estadísticas en tiempo real (ver recomen-

dación sobre estadísticas). El portal tam-
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bién deberá contar con simuladores que 

ayuden a los ciudadanos a determinar la 

jurisdicción y la competencia del juez al 

cual tienen que presentar la demanda, con 

el fin de reducir al mínimo los conflictos de 

competencia y jurisdicción que dilatan los 

procesos. Una vez presentada la deman-

da, el ciudadano debe poder consultar el 

estado del proceso en todo momento, se 

debe permitir el intercambio de documen-

tos probatorios y en el futuro permitir que 

haya litigios en línea, desde la presenta-

ción de la demanda hasta la sentencia.

Gestión avanzada del expediente 
digital

La presentación de la demanda en lí-

nea debe pasar por el sistema de re-

partos, que debe asignar un número de 

radicación al proceso y remitirlo al juez 

correspondiente (el uso de algoritmos 

automáticos ayuda a que el proceso 

pueda ser transmitido al juez con menor 

congestión, ver recomendación sobre 

analítica de datos). 

El sistema de reparto debe poder 

crear el expediente digital que el juez pue-

da manejar a través de un sistema avan-

zado de gestión de casos. El sistema les 

debe permitir a todas las partes del pro-

ceso el acceso en línea a todos los as-

pectos del proceso. También debe poder 

ayudar al juez a gestionar todo lo relacio-

nado con el proceso (notificaciones, fijar 

audiencias, comunicar actos procesa-

les, etc.). El sistema de gestión de casos 

avanzados debe permitir la notificación 

electrónica de todos los actos procesales, 

así como también la notificación vía men-

sajes electrónicos a teléfonos móviles.

Herramientas para mejorar la calidad 
de las sentencias judiciales

Se proponen dos herramientas para mejorar 

la calidad de las sentencias. La primera es 

una plataforma para la gestión del conoci-

miento. La segunda es el uso de asistentes 

inteligentes para la toma de decisiones.

Una adecuada gestión del conoci-

miento es fundamental para mejorar pro-

ductividad y la calidad de los empleados 

–como los jueces– dedicados a tareas in-

tensivas en conocimiento9. Para la justi-

cia, la gestión del conocimiento se divide 

en dos grupos (ESADE Business School, 

2010): el primero consiste en gestionar el 

conocimiento explícito, al permitir el ac-

ceso a bases de datos de jurisprudencia, 

doctrina, mejores prácticas para la ges-

tión de despachos, manuales de entrena-

miento de la Escuela Judicial, entre otros. 

El segundo consiste en gestionar el co-

nocimiento implícito, al permitir acceso 

a los jueces que tengan el conocimien-

to adecuado. Para lograr esto, se debe 

crear una intranet de uso interno con he-

rramientas web 2.0 (foros, wikis, blogs, 

comunidades) que permitan acelerar la 

curva de aprendizaje de los jueces para 

materias complejas, y se beneficien del 

conocimiento adquirido por otros jueces.

La segunda herramienta permitiría el 

uso de software para realizar tareas que 

implican análisis complejos y la resolu-

ción de problemas usando la creatividad 

(McKinsey Global Institute, 2013). Una de 

las tareas más importantes de los jueces 

es analizar los documentos presentados 

por las partes y analizar las pruebas. El 

proceso de leer, analizar y entender la in-

formación para entender un caso toma va-

rias horas. La provincia Alemana del Norte 

del Rhin (provincia de Westphalia) aceleró 

este proceso con el uso de tecnología para 

la gestión avanzada de casos. La provin-

cia, en conjunto con una empresa de ser-

vicios tecnológicos, desarrolló un modelo 

de expediente digital que no sólo guarda-

ba todos los documentos procesales de 

forma electrónica, sino que también tenía 

la habilidad para leer, entender, clasificar 

y estructurar el material probatorio para 

ayudar a los jueces a resolver los casos 

(IBM, 2013). Este tipo de tecnología ade-

más permite realizar análisis del lengua-

je para identificar conceptos generales en 

documentos y presentar los resultados en 

forma gráfica (McKinsey Global Institute, 

Junio 2011), lo cual es sumamente útil 

para la gestión judicial.

Estadísticas y servicios de analítica 
de datos

Las organizaciones que adoptan sis-

temas de análisis de datos y análisis 

predictivo están logrando mejorar su pro-

ductividad y su capacidad para innovar 

(David Kiron, 2012). De acuerdo con un 

estudio del McKinsey Global Institute, el 

uso de herramientas de análisis de datos 

y análisis predictivo ofrece al sector pú-

blico estrategias para mejorar la transpa-

rencia e incrementar la productividad del 

sector público (McKinsey Global Institute, 

Junio 2011). De acuerdo con este estu-

dio, el análisis avanzado de datos pro-

porciona cinco ventajas: i) aumentar la 

transparencia; ii) mejorar el desempeño; 

iii) adaptar los servicios a necesidades 

específicas de distintos segmentos de la 

población; iv) apoyar la toma de decisio-

9.	 Sobre la importancia de la gestión del conocimiento para mejorar la calidad de los empleados con tareas intensivas en conocimiento ver (Joyce, 2007).
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nes vía algoritmos automatizados, y v) 

innovar en la forma de proveer servicios.

Aumentar la transparencia

Los sistemas de análisis de datos po-

drían publicar en tiempo real cuáles son 

las entidades públicas que están siendo 

demandadas, publicar las sentencias de 

los jueces en todos los niveles, identifi-

car abogados que abusen del sistema, 

publicar el nombramiento de auxiliares 

de justicia, entre otras. La publicación de 

este tipo de información, en tiempo real, 

aumentaría el nivel de transparencia en 

la justicia y permitiría un mayor control 

de esta por parte de la población civil y 

las distintas entidades del Estado.

Mejorar el desempeño

Los sistemas informáticos inteligentes 

permiten el seguimiento tanto a indica-

dores de calidad como a indicadores de 

eficiencia de los juzgados. Los indicadores 

identificados por el Banco Mundial para la 

Jurisdicción Contencioso Administrativa 

(Banco Mundial & Consejo Superior de 

la Judicatura, 2012), tales como los días 

transcurridos entre las etapas del proce-

so (reparto y admisión de la demanda, 

admisión y notificación, etc.), pueden ser 

generados por el sistema de estadísticas a 

partir del expediente digital judicial de for-

ma automática. El sistema también podría 

generar indicadores tales como el índice 

de evacuación efectiva de los juzgados, el 

nivel de inventario de procesos, la edad de 

los casos pendientes10, el término de reso-

lución de los casos11, y el costo por caso12.

La generación automática de estos indi-

cadores de desempeño permitiría evaluar 

la productividad de los jueces e identificar 

las etapas del proceso que son suscep-

tibles de mejora. Además, la automati-

zación libera a los funcionarios de los 

juzgados de ingresar datos al sistema de 

forma manual, lo que les permite ayudar 

en otras labores de los despachos que 

generen un mayor valor.

Adaptar los servicios a necesida-

des específicas de distintos seg-

mentos de la población

De acuerdo con el censo de la composi-

ción de inventarios en la especialidad civil 

en el año 2010, 75% de los procesos en la 

jurisdicción ordinaria son procesos ejecuti-

vos de mínima y menor cuantía (Pedroza, 

2013). Según datos del censo de procesos 

del año 2010, los procesos ejecutivos sin-

gulares de mínima cuantía son los más 

representativos en el inventario de proce-

sos de Bogotá, Cali, Medellín y Barranquilla. 

Tener este tipo de datos en tiempo real le 

permitiría al CSJ adaptar los servicios de 

justicia para atender estas necesidades 

específicas para aumentar la eficiencia. En 

la medida en que las necesidades vayan 

cambiando, al contar con datos en tiempo 

real, los servicios de justicia se podrían 

adaptar para suplir las nuevas necesidades 

procesales de los ciudadanos.

Apoyar la toma de decisiones  

vía algoritmos automatizados

Los algoritmos automatizados pueden 

procesar grandes cantidades de datos 

de distintas fuentes para identificar pa-

trones, inconsistencias, errores, fraudes 

y cualquier otro parámetro que sea di-

señado. Por ejemplo, se pueden diseñar 

algoritmos que identifiquen las entida-

des que están siendo demandadas por 

distintas causas (tutelas, responsabili-

dad estatal, etc.) para tomar acciones 

preventivas y reactivas. De acuerdo con 

datos de la Corporación Excelencia por la 

Justicia, en el año 2011 se presentaron 

180.265 tutelas invocando el derecho de 

petición. El algoritmo podría identificar 

rápidamente las entidades demandadas 

y hacer que el Gobierno intervenga para 

que las entidades se vuelvan más efi-

cientes y logren responder los derechos 

de petición oportunamente. Esto evitaría 

que los ciudadanos tengan que recurrir 

a la tutela para invocar su derecho de 

petición y evitar que lleguen al sistema 

más de 100.000 tutelas por esta ma-

teria. La identificación de las entidades 

demandadas en tiempo real también 

podría evitar que se use la justicia para 

casos de corrupción (como el escándalo 

de Foncolpuertos) y también para conci-

liar procesos contra el Estado que de ser 

llevados a juzgados, podrían ser mucho 

más onerosos para el erario.

Innovar en la forma de proveer 

servicios

El uso de analítica de datos podría ayu-

dar a mejorar la justicia de distintas 

maneras. Esto incluye: 1) identificar 

mejores prácticas de gestión de despa-

chos y toma de decisiones judiciales; 2) 

recibir retroalimentación sobre la calidad 

10.	 La edad de los casos activos pendientes en un juzgado, medido como el número de días desde su admisión hasta el momento de la medición.
11.	 El porcentaje de casos evacuados o resueltos dentro de los términos legales.
12.	 El costo promedio de procesar un solo caso, por tipo de caso.
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No. Recomendación Plazo Lo mínimo a realizar  
antes de agosto de 2014

Principales  
responsables

1 Acelerar la implementación de los códigos 
procesales. Mediano plazo Desarrollar indicadores para monitorear la implementa-

ción de los códigos.
Consejo Superior de la 
Judicatura.

2 Medir el desempeño presupuestal y administra-
tivo de la justicia. Corto plazo

Crear indicadores de desempeño administrativo y 
presupuestal que estén abiertos al público para poder 
monitorear el desempeño administrativo de la justicia.

Consejo Superior de la 
Judicatura.

3 Crear juzgados ejecutivos especializados. Corto Plazo Realizar un piloto para probar la utilidad de tener juzga-
dos ejecutivos especializados.

Consejo Superior de la 
Judicatura.

4 Nombrar el CIO de la Rama Judicial. Corto plazo Realizar el procesos de selección y nombrar al CIO. Consejo Superior de la 
Judicatura.

5 Implementar TIC en la justicia. Desarrollar los planes operativos, financieros y de arqui-
tectura de los sistemas de tecnología.

Consejo Superior de la 
Judicatura.

6 Implementar la ANC. Cumplir con la totalidad las acciones de la Agenda para 
Justicia.

Ministerio de Justicia y 
Derecho.

Cuadro 2. Resumen: Principales recomendaciones en materia de Justicia.

Fuente: Análisis Consejo Privado de Competitividad.

Corto

Mediano

Corto

Corto

Corto

Mediano
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de los servicios para mejorar; y 3) tener 

insumos para desarrollar experimentos 

en materia de gestión judicial que tengan 

el potencial de mejorar la calidad y pro-

ductividad de la justicia. 

Varios países europeos han adop-

tado estrategias de “innovación abier-

ta” al hacer públicos los datos de las 

entidades para que la ciudanía pueda 

sugerir soluciones a problemas exis-

tentes (McKinsey Global Institute, Junio 

2011). Con un manejo adecuado de da-

tos, la Rama Judicial podría implemen-

tar estrategias de este estilo.
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Corrupción

Desviación de recursos públicos. Puesto entre 148 países (donde 1 indica el país más transparente).

Fuente: WEF (2013).
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La creación de la Secretaría de Transpa-

rencia (oficina dependiente directamente 

del presidente de la República) como res-

ponsable del diseño de la política pública 

anticorrupción y de la coordinación de las 

entidades públicas en esta lucha fue un 

gran acierto del actual Gobierno. Es im-

portante que se sumen a este esfuerzo 

los gobiernos departamentales, las alcal-

días y los entes territoriales. También es 

fundamental que haya un compromiso 

fuerte y concreto del sector privado para 

combatir este flagelo.

Diagnóstico y avances

A pesar de múltiples esfuerzos, Colom-

bia sigue siendo un país con altos índi-

ces de corrupción; no sólo pública, sino 

también privada. Por el lado público, 

según el Índice de Competitividad 2013-

2014 del WEF, Colombia ocupa el pues-

to 129 entre 148 países en el indicador 

que mide la desviación de recursos 

públicos, el 97 en el indicador que mide 

los pagos irregulares o sobornos, el 109 

en el que mide el favoritismo en las de-

cisiones de los empleados públicos, el 

106 en el relacionado con el despilfarro 

del gasto gubernamental y el puesto 75 

(una mejora de ocho puestos con res-

pecto al año pasado) en transparencia 

en el diseño de políticas públicas por 

parte del Gobierno.

Por el lado privado, el Anuario de Com-

petitividad Mundial 2013 del Institute for 

Management Development (IMD), que 

tiene como una de mediciones las prác-

ticas gerenciales, ubica a Colombia en el 

puesto 41 entre 59 países en el indicador 

El fenómeno de la corrupción tiene unos costos muy altos 
para la sociedad. La corrupción hace que se invierta me-
nos en salud y educación, incrementa los costos de hacer 
negocios y perjudica la inversión extranjera directa (Con-
sejo Privado de Competitividad, 2012). Según el Reporte 
de Competitividad Global 2013-2014 del Foro Económico 
Mundial (WEF, por su sigla en inglés), la corrupción es de 
lejos el factor más problemático para hacer negocios en 
Colombia (gráfico 1) (WEF, 2013). En la medida en que 
este sea uno de los factores que más golpea el país en te-
mas de competitividad, se debería dar prioridad a la lucha 
contra la corrupción. Esto es fundamental si se aspira a 
cumplir la meta de estar entre los tres países más compe-
titivos de Latinoamérica para el 2032.
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la corrupción es el factor más problemático para hacer negocios en colombia

Gráfico 1. Factores más problemáticos para hacer negocios en Colombia.

Fuente: WEF (2013).
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los partidos políticos y el con-
greso tienen la peor percep-
ción en corrupción

Gráfico 2. Percepción de corrupción por ins-
titución (en calificación*) Colombia - 2013.

Nota: El gráfico presenta una escala de 1 a 5, donde 1 

es "Nada corrupto" y 5 es "muy corrupto".

Fuente: Barómetro Global de Corrupción. Transparen-

cia Internacional. 2013.

que mide las prácticas éticas por parte 

del sector privado (IMD, 2013). 

Si bien los índices internacionales no 

son concluyentes, principalmente porque 

son construidos con base en encuestas 

de percepción, sí constituyen un indicio 

sobre la mala situación que enfrenta el 

país en la materia. 

la corrupción en el sector 
público

El Barómetro Global de Corrupción 2013 

de Transparencia Internacional ahonda 

sobre el nivel de corrupción de entida-

des del país a nivel central. El Barómetro 

mide la opinión sobre cuáles institucio-

nes se consideran las más corruptas y 

sobre las experiencias de pago de so-

bornos en distintos sectores. Las enti-

dades públicas que salen peor libradas 

con respecto a la percepción de corrup-

ción por parte de los ciudadanos son los 

partidos políticos y el Congreso, ambos 

con un puntaje de 4,3 sobre 51. Luego 

siguen los funcionarios (con un puntaje 

de 4) y el sector judicial (3,8) (gráfico 

2). Ante este panorama, si la rama judi-

cial y el Congreso están afectados por la 

corrupción, tanto el sistema de pesos y 

contrapesos establecido en la Constitu-

ción Política como el sistema democrá-

tico están en entredicho (Corporación 

Transparencia por Colombia, 2013).

El Barómetro indaga también sobre las 

causas que motivan el soborno. Para el 

49% de los encuestados, la razón por 

la cual acuden al soborno es la necesi-

dad de acelerar procesos. Para el 36%, 

la razón fue que era la única manera 

de obtener el servicio. Así las cosas, el 

soborno es una práctica que tiene una 

relación directa con el acceso al Estado 

y a su eficiencia.

Además de los indicadores de per-

cepción, existen indicadores que miden 

variables duras en materia de corrup-

ción. Uno de ellos es el Índice de Gobier-

no Abierto (IGA) 2011-2012, elaborado 

por la Procuraduría General de la Na-

ción (Procuraduría General de la Na-

1.	 Siendo 5 el más alto puntaje de corrupción.
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las regiones tienen que ser más transparentes y deben mejorar el acceso a la información

Gráfico 3. IGA Total Gobernaciones 2011-2012.

Fuente: Índice de Gobierno Abierto 2011 - 2012, Procuraduría General de la Nación.
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ción, 2011-2012). Este índice mide el 

nivel de transparencia en la publicación 

y el acceso a la información que deben 

seguir los funcionarios en las entidades 

territoriales en Colombia. El IGA muestra 

que un alto porcentaje de las entidades 

territoriales no cumple con el conjunto 

de disposiciones normativas asocia-

das a la transparencia y el acceso a la 

información establecidos en la Ley. Los 

departamentos de Córdoba, La Guajira, 

Sucre, Putumayo, Guainía, Vichada, y 

San Andrés y Providencia muestran los 

mayores índices de incumplimiento de 

normas anticorrupción. Por otra parte, 

los departamentos de Antioquia, Risa-

ralda, Atlántico y Huila son los que ma-

yor cumplimiento dan a las normas de 

transparencia en el país (ver gráfico 3).

Inquieta que el puntaje promedio 

del índice consolidado de cumplimiento 

por parte de las Gobernaciones del país 

hubiese sido de 58,4 sobre 100, lo que 

muestra un cumplimiento mediocre de 

las normas de transparencia por parte 

de estas entidades. Con respecto a las al-

caldías, el puntaje promedio fue de 52,15 

puntos sobre 100. 

Examinar la actividad de las Comi-

siones Regionales de Moralización tam-

bién es útil para analizar el avance de 

las regiones en la implementación de 

políticas anticorrupción. El Estatuto 

Anticorrupción estableció que en cada 

uno de los departamentos del país de-

ben operar Comisiones integradas por 

representantes regionales de la Pro-

curaduría; la Contraloría; la Fiscalía; el 

Consejo Seccional de la Judicatura, y 

las Contralorías departamental, muni-

cipal y distrital. Estas Comisiones es-

tán obligadas a adelantar una reunión 

mensual para coordinar sus acciones 

en materia de investigación y sanción 

de actos de corrupción.

El primer informe presentado por la 

Secretaría de Transparencia de la Presi-

dencia de la República encontró que el 

30% de estas Comisiones incumple lo 

dispuesto por el Estatuto Anticorrupción 

(Comisión Nacional para la Moralización, 

2012). El informe señaló la baja activi-

dad de las Comisiones en Amazonas, 

Arauca, Boyacá, Cauca, Chocó, Magda-

lena, Nariño y Norte de Santander. Más 

preocupante aún es la situación en Pu-

tumayo, donde la Comisión ni siquiera 

ha sido instalada2 (ver gráfico 4).

la corrupción en el sector 
privado

Colombia presenta indicadores preocu-

pantes en relación con el comportamien-

to ético de las empresas privadas. Por 

tanto, el fenómeno de la corrupción no 

es exclusivo del ámbito de lo público. Los 

resultados que se obtienen de encuestas 

realizadas a compañías colombianas 

muestran que las propias empresas per-

ciben el sector privado nacional como 

poco transparente. 

Los resultados de la Tercera En-

cuesta Nacional sobre Prácticas contra 

el Soborno en Empresas Colombianas 

de 2012, realizada por la Corporación 

Transparencia por Colombia en compa-

ñía de la Universidad Externado, ponen 

de presente que hace falta compromiso 

por parte del sector privado para mejo-

rar en esta materia. Según la encuesta, 

el 94% de los empresarios considera que 

se ofrecen sobornos en el entorno de los 

negocios (Universidad Externado de Co-

lombia y Corporación Transparencia por 

Colombia, 2012). Es preocupante la falta 

de conocimiento que existe en el sector 

privado con respecto a las normas anti-

corrupción. Por ejemplo, de acuerdo con 

los resultados de la encuesta, solo el 29% 

de los empresarios manifestó conocer el 

nuevo Estatuto Anticorrupción. Esto rati-

fica que la política anticorrupción no pue-

de estar enfocada a corregir solamente 

los comportamientos del sector público, 

sino también del privado. La encuesta 

también refleja que:

1.	 Aumentó la percepción con respec-

to a la existencia de empresarios 

que ofrecen sobornos en el giro de 

sus negocios.

2.	 Los pagos para facilitar y agilizar 

trámites continúan siendo la princi-

pal modalidad de soborno.

3.	 Las prácticas empresariales de pre-

vención del soborno son insuficientes.

4.	 Se mantiene una alta percepción de 

la utilidad de las prácticas enuncia-

das en los Principios Empresariales 

para Contrarrestar el Soborno.

5.	 A pesar de algunos avances en las 

prácticas para prevenir el soborno en 

pequeñas empresas y en empresas 

que contratan con el Estado, aún 

falta mucho camino por recorrer.

6.	 Es necesario continuar con el traba-

jo de generación de una cultura de 

prevención del soborno.

En resumen, Colombia presenta niveles 

de corrupción preocupantes tanto en el 

plano nacional como en el local, públi-

2.	 http://wsp.presidencia.gov.co/secretaria-transparencia/Prensa/2013/abril/Paginas/20130424_01.aspx
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las comisiones regionales de morali-
zación tienen que ser más activas

Gráfico 4. Actividad Comisiones Regionales 
de Moralización Julio 2012-Marzo 2013.

Fuente: Comisión Nacional para la Moralización, 

Informe de Actividades y Resultados 2012.

Actividad baja

Actividad media

Actividad normal

co y privado. Debido a esto, el Gobierno 

está adelantando una ambiciosa agenda 

de trabajo para reducir los niveles de co-

rrupción en el país. 

La Agenda Nacional de Competiti-

vidad (ANC) lanzada por el presidente 

Santos en 2012 incluyó varias acciones 

en la materia. La Secretaría de Transpa-

rencia de la Presidencia de la República 

y el Ministerio de Justicia, las entidades 

encargadas de cumplir con los puntos de 

la Agenda en materia de corrupción, van 

muy adelantadas en el cumplimiento de 

las acciones de la Agenda en materia de 

corrupción. La ANC contiene seis accio-

nes en materia de corrupción.

La primera acción es la de participar 

activamente en el Grupo Anti-Cohecho 

de funcionarios extranjeros de la OCDE 

por parte del Gobierno. Tanto el Minis-

terio de Justicia como la Secretaría de 

Transparencia han participado en las re-

uniones citadas por la OCDE en esta ma-

teria y también han desarrollado varios 

foros en el país explicando las mejores 

prácticas recomendadas por la OCDE. 

Es importante mencionar en este pun-

to que el Gobierno adelanta una reforma 

a la Ley 1474 de 2011 (Estatuto Antico-

rrupción) que incluye un capítulo sobre 

la responsabilidad de personas jurídi-

cas, basado en las recomendaciones de 

la OCDE para el fortalecimiento del mar-

co jurídico en Colombia en temas de lu-

cha contra la corrupción privada. 

Las sanciones establecidas en Co-

lombia son de carácter administrativo 

en el marco de procesos penales con-

tra personas naturales. Los cambios 

propuestos están dirigidos a asegurar 

que las sanciones establecidas sean 

proporcionales, disuasivas y efecti-

vas (definiendo multas altas, multas 

de acuerdo a los activos de la persona 

jurídica o de acuerdo al monto involu-

crado en el soborno), de acuerdo con 

los criterios establecidos por la OCDE. 

También tienen previstos cambios le-

gislativos que incluyan la imposición 

de multas a personas jurídicas, inde-

pendientemente del proceso penal a la 

persona natural y la posibilidad de que 

estas multas se puedan imponer a to-

das las personas jurídicas (no sólo a 

las sociedades), como está estableci-

do hoy en la Ley 1474 de 2011.

La segunda acción de la ANC es el 

diseño de un mecanismo de denuncia 

para que las empresas víctimas de la 

solicitud de un soborno en licitaciones 

públicas puedan denunciarlo libremen-

te a una alta instancia (e.g. la Secretaría 

de Transparencia de la Presidencia de la 
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República) para que sea investigado. El 

mecanismo busca ser una instancia a 

la que el sector privado pueda acudir de 

forma rápida en el evento de que detecte 

un posible acto de corrupción en los pro-

cesos de contratación pública. El objeto 

del mecanismo no es necesariamente 

iniciar un proceso judicial, fiscal o disci-

plinario, sino hacer hincapié en dar aler-

tas tempranas sobre posibles actos de 

corrupción durante un proceso de con-

tratación pública. El mecanismo permi-

tirá identificar qué fases del proceso de 

contratación han sido vulnerables a po-

sibles actos de corrupción, y permitirá 

adelantar políticas de prevención hacia 

el futuro. El programa piloto se lleva-

rá en conjunto con la Agencia Nacional 

de Infraestructura (ANI). El mecanismo 

ayudará a prevenir la corrupción en las 

licitaciones frente a la corrupción y per-

mitirá a la ciudadanía participar activa-

mente en la lucha contra este problema. 

La tercera acción es la aprobación 

de la Convención Contra el Cohecho de 

Servidores Públicos de la OCDE. La Con-

vención fue ratificada por Colombia me-

diante la Ley 1573 de 2012. En diciembre 

de 2012 la OCDE presentó el Reporte de 

la Fase 1 de implementación de la Con-

vención. La Secretaría de Transparencia 

acogió las recomendaciones de la OCDE y 

desarrolló un plan de trabajo para seguir 

el proceso de implementación y ha veni-

do desarrollando un plan de trabajo para 

cumplir con estas. Con la ratificación y la 

implementación efectiva de dicha Con-

vención, Colombia avanza fuertemen-

te hacia el cumplimiento de las mejores 

prácticas requeridas por el Grupo Anti Co-

hecho de la OCDE.

La cuarta acción es la elaboración de 

un documento Conpes sobre la Política 

Pública Integral Anticorrupción (PPIA). La 

Secretaría de Transparencia está lideran-

do la construcción de esta política con la 

participación de más de veinte entidades 

del Estado. Además, la Secretaría subscri-

bió un convenio en junio de 2012 con el 

Programa de las Naciones Unidas para el 

Desarrollo (PNUD) y la Agencia Presiden-

cial de Cooperación (APC).

El propósito de la PPIA es definir es-

trategias para prevención, control e in-

vestigación y sanción de la corrupción. 

Para implementar estas estrategias se 

definieron cinco ejes estratégicos, pro-

ducto de una revisión conceptual y nor-

mativa de las consultas territoriales y 

sectoriales adelantadas y del estado del 

arte nacional y extranjero sobre antico-

rrupción. Los ejes son los siguientes:

1.	 Mejorar el acceso y la calidad de la 

información pública para la preven-

ción de la corrupción;

2.	 Mejorar las herramientas de gestión 

pública para prevenir la corrupción;

3.	 Aumentar la incidencia del control so-

cial en la prevención de la corrupción;

4.	 Promover la integridad y la cultura de 

la legalidad en el Estado y la sociedad;

5.	 Reducir la impunidad en actos de 

corrupción. 

Estos cinco objetivos estratégicos 

guiaron la construcción del documen-

to que se presentó en el mes de junio 

de 2013 al Consejo Nacional de Política 

Económica y Social (Conpes) y que 

hace parte, junto con otros documen-

tos complementarios, de la PPIA. En 

el marco de esos ejes se han definido 

alrededor de 100 acciones específicas 

que involucrarán a 21 entidades del 

orden nacional. Estos avances fueron 

presentados el 6 de marzo de 2013 a la 

Comisión Nacional de Moralización, ins-

tancia liderada por el presidente de la 

República. El presidente aprobó los ejes 

de la política, así como los mecanismos 

de seguimiento a su implementación.

Con el fin de asegurar la difusión, 

el seguimiento, la implementación y la 

posterior evaluación de la PPIA, la Se-

cretaría de Transparencia estructuró 

un proyecto de “Fortalecimiento de las 

líneas estratégicas de la Política Inte-

gral de Transparencia y lucha contra la 

corrupción”, que se realizará entre los 

años 2013 y 2018. 

La quinta acción de la ANC es la im-

plementación efectiva de la PPIA. La 

sexta y última acción de la ANC era la 

puesta en marcha el Observatorio An-

ticorrupción e Integridad. La Secreta-

ría de Transparencia ya lo hizo en una 

página web3. El Observatorio es una 

herramienta para la gestión del conoci-

miento. También busca fomentar la con-

versación entre entidades, ciudadanos, 

organizaciones públicas, privadas del 

orden nacional y territorial con el fin de 

elevar el nivel de integridad en la ges-

tión pública. Su objetivo es que la so-

ciedad cuente con mejores elementos 

para la toma de decisiones en materia 

de lucha contra la corrupción y la pro-

moción de la integridad. El Observato-

rio tiene tres funciones principales. La 

primera consiste en producir informa-

ción pertinente para la lucha contra la 

corrupción. La segunda consiste en ele-

3.	  www.anticorrupcion.gov.co
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var el nivel de la conversación y debate 

público en Colombia en temas relacio-

nados con corrupción e integridad. La 

tercera consiste en enseñar al ciudada-

no qué es la corrupción y cómo evitarla.

Los avances en el cumplimiento de la 

ANC en materia de corrupción están resu-

midos en el cuadro 1.

Además de las acciones incluidas 

en la ANC, la Secretaría de Transparen-

cia viene trabajando fuertemente en una 

agenda de trabajo para la lucha contra la 

corrupción en el sector privado.

Esta agenda de trabajo es funda-

mental puesto que, como se vio, la lucha 

contra la corrupción no es sólo algo que 

le compete al sector público, sino que el 

sector privado también tiene una gran 

corresponsabilidad en el tema. A la fecha 

de elaboración de este Informe, la agen-

da contenía seis acciones específicas: 

1) regulación de la gestión de intereses 

privados (lobby); 2) reglamentación del 

Estatuto Anticorrupción; 3) desarrollar 

un programa de protección a denun-

ciantes de corrupción; 4) generación 

de guías de trabajo con el sector priva-

do que contengan lineamientos para las 

empresas que quieran crear programas 

de prevención de corrupción en las em-

presas; 5) creación de un Registro de In-

tegridad Empresarial; y 6) diseñar una 

metodología para que los gremios de-

sarrollen acuerdos de autorregulación.

Los resultados de estas políticas to-

marán un tiempo antes de reflejarse en 

los índices internacionales, como se in-

dicó anteriormente, pero la implementa-

ción de las iniciativas mencionadas hace 

que el país vaya por el camino adecuado.

Recomendaciones

acciones por parte del sector 
público

Es muy importante llevar a cabo progra-

mas de prevención y mejores prácticas 

para que las entidades gubernamenta-

les cumplan con la normativa antico-

rrupción. De la misma forma como la 

Secretaría de Transparencia propone la 

creación de una guía con lineamientos 

para que las empresas privadas creen 

programas de cumplimiento según lo 

dispuesto en la legislación anticorrup-

ción internacional, se deberían crear 

programas similares para las entidades 

del sector público, en donde la regulación 

del conflicto de intereses y las políticas 

de hospitalidades y regalos son deficien-

Cuadro 1. Avances de la Agenda Nacional de Competitividad en materia de Corrupción (primer semestre de 2013).

Fuente: Consejo Privado de Competitividad, con base en DNP –Sistema Nacional de 

Competitividad e Innovación.

Grupo de acciones Acción ANC Acción Grupo

Herramientas para combatir  
la corrupción en el país

Participar activamente en el Grupo Anticohecho de la OCDE.

Crear un mecanismo que permita que las empresas que sean víctimas de la solicitud de un 
soborno puedan denunciarlo libremente para ser investigado, sin temor a represalias por 
parte de las entidades públicas con las cuales contrata.

Aprobar la convención contra el cohecho de servidores públicos.

Elaborar un documento Conpes sobre la Política Integral Anticorrupción.

Puesta en marcha del Observatorio Anticorrupción e Integridad.

Implementar la Política Anticorrupción.

Avance con retrasos

Sin avances  
y/o retrasos significativos

Acción terminada

Avance satisfactorio
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tes. La Secretaría de Transparencia debe 

complementar lo dispuesto en los Planes 

Anticorrupción, de acuerdo con lo dis-

puesto en el artículo 73 de la Ley 1474 

de 2011, en términos de identificación 

y prevención de riesgos de corrupción. 

Estos programas deberían regular 

las reuniones de los funcionarios con 

el sector privado, prohibir que los fun-

cionarios reciban regalos u otro tipo de 

dádivas por parte del sector privado, es-

tablecer códigos de conducta para los 

funcionarios públicos, entre otras. El 

cumplimiento de los programas antico-

rrupción y códigos de ética se debe mo-

nitorear constantemente. En la medida 

en que se vayan detectando posibles fa-

lencias o áreas de mejora, los programas 

se deben ajustar. 

El diseño de este tipo de programas 

requiere un entendimiento de por qué 

se da la conducta corrupta en las entida-

des públicas. En el Informe Nacional de 

Competitividad 2012, el CPC recomen-

dó que se estudiara cuidadosamente 

el funcionamiento de las entidades es-

tatales para establecer qué tipo de es-

tructuras institucionales, sistemas de 

incentivos y aspectos culturales pro-

mueven conductas corruptas. Estudios 

han encontrado que muchas veces la 

conducta criminal dentro de una empre-

sa o una entidad pública es determina-

da por los incentivos creados (Bagley 

C. E., 2012). Por ejemplo, algunos estu-

dios experimentales han concluido que 

la rotación del personal en áreas sensi-

bles reduce la corrupción (Serra, 2012). 

Por lo tanto, se propone la creación de 

un grupo multidisciplinario que podría 

hacer investigaciones de este estilo, tal 

como ocurre en otros países.

El Behavioral Insights Team de la Ofi-

cina del Primer Ministro Británico usa 

herramientas de economía experimen-

tal del comportamiento, con el fin de evi-

tar fraudes en el sector público (Cabinet 

Office Behavioral Insights Team, 2012a; 

Cabinet Office Behavioral Insights Team, 

2012b). El grupo analiza los sistemas de 

incentivos de las entidades para dise-

ñarlos de tal forma que no induzcan a 

cometer actos de corrupción. De igual 

forma, el Design Council del Reino Uni-

do utiliza herramientas antropológicas 

y de diseño de servicios para el desarro-

llo de estrategias contra la corrupción y 

el crimen (Design Council UK). Estados 

Unidos también ha hecho uso de herra-

mientas de economía experimental con 

el fin de combatir la corrupción (Ariely, 

2012). Las herramientas sociológicas y 

de psicología social también se han usa-

do exitosamente para acabar con hábi-

tos dañinos en las organizaciones (tales 

como la corrupción) y diseñar políticas 

públicas que eviten la generación y la 

propagación de prácticas corruptas re-

currentes (Duhigg, 2012).

Entender las causas del comportamien-

to criminal es la mejor forma de diseñar po-

líticas para prevenir este tipo de conductas. 

Colombia podría aprender de estas expe-

riencias, y ampliar su “caja de herramien-

tas” para luchar contra la corrupción.

Además de las iniciativas de dise-

ño institucional y programas de cum-

plimiento anticorrupción, el Estado está 

generando una gran cantidad de datos, 

estadísticas e información en la lucha 

contra la corrupción. El reto para el país 

radica en transformar estos datos en in-

formación que permita tomar decisiones 

de política pública para combatir la co-

rrupción. Con el uso de la tecnología, las 

entidades estatales podrían hacer uso de 

software de análisis predictivo. 

El análisis predictivo se puede usar 

para predecir el comportamiento criminal, 

correr posibles escenarios en los cuales se 

pueden presentar actos de corrupción y 

determinar posibles rutas de acción. 

Por ejemplo, la Policía de Memphis, en 

Estados Unidos, utilizó una estrategia de 

análisis predictivo para reducir el crimen 

en la ciudad. Esta estrategia fue usada 

porque la reducción en el presupuesto lle-

vó a la Policía a buscar mejores formas de 

combatir el crimen con menos recursos. 

El uso inteligente de las estadísticas de 

criminalidad de la ciudad, a través de sis-

temas de tecnología de análisis predic-

tivo, logró una reducción del crimen del 

30% (GovLoop and IBM, 2012). Los países 

de Europa Central y Europa del Este tam-

bién han implementado de forma exitosa 

herramientas estadísticas para combatir 

la corrupción (KPMG, 2012).

El uso de herramientas tecnológi-

cas que puedan hacer minería de datos 

y detección de patrones puede ayudar a 

identificar posibles conductas corruptas, 

además de ayudar a monitorear la efecti-

vidad de las políticas anticorrupción (IBM, 

2012) (GovLoop and Oracle, 2012) (Go-

vLoop and IBM, 2012).

Es también fundamental el uso ade-

cuado y generalizado de las TIC en todas 

las entidades del Estado para facilitar 

el control ciudadano de la gestión pú-

blica. Es necesario que el Ministerio de 

TIC promueva dentro de la estrategia de 

Gobierno en Línea que los portales elec-

trónicos de las entidades permitan a los 

ciudadanos conocer todas las actuacio-

nes que realiza una entidad estatal. Por 

ejemplo, el Ministerio de TIC podría pro-

mover la implementación de un portal 

de transparencia económica regional, 

que permita vigilar el gasto de las enti-

dades territoriales por parte de los ciu-

dadanos, tal y como ocurre con el portal 

de transparencia económica (PTE). De 

igual forma, los portales deberían tener 

ventanillas donde la ciudadanía pue-
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da denunciar conductas corruptas por 

parte de los funcionarios. Es importan-

te que la Secretaria de Transparencia 

continúe con el diseño y la implemen-

tación de la ventanilla única de denun-

cias como estrategia fundamental para 

acercar al ciudadano y formarlo en el 

tema de denuncias.

acciones por parte del sector 
privado

El sector privado debe crear programas de 

cumplimiento de obligaciones anticorrup-

ción con el objetivo de que sus empresas 

establezcan medidas pertinentes para evi-

tar la comisión de delitos de corrupción. La 

implementación de estos programas por 

parte de las empresas es fundamental no 

sólo por razones éticas, sino también por 

razones de competitividad. 

Es muy importante que las empresas 

colombianas entiendan la importancia 

de implementar las mejores prácticas 

de prevención, manejo de riesgo y ca-

pacitación en materia anticorrupción. 

Las empresas extranjeras sujetas a 

normativas anticorrupción de alcance 

extraterritorial (como el Foreign Corrupt 

Practices Act de Estados Unidos o el 

Bribery Act del Reino Unido) para evi-

tar sanciones y multas en sus países 

de origen o en países en donde cotizan 

en bolsa, contratan con empresas que 

también cumplan con altos estánda-

res en materia de corrupción. Esto 

con el fin de evitar ser sancionadas en 

sus propias jurisdicciones (Bagley C., 

2013). Por esto, si las empresas colom-

bianas cumplen altos estándares de 

prevención e implementan programas 

serios de cumplimiento, no tendrán 

obstáculos para contratar con empre-

sas extranjeras, moverse en mercados 

trasnacionales y conseguir acuerdos 

comerciales importantes. 

Esto es sumamente importante en 

sectores como el de infraestructura, en 

el cual es común que las empresas nacio-

nales entren en uniones temporales con 

empresas extranjeras para presentarse a 

licitaciones públicas, más si se toma en 

cuenta el nuevo esquema de concesio-

nes en Colombia en el cual los consorcios 

siempre incluyen un proponente extran-

jero. Si las empresas extranjeras ven que 

las empresas nacionales las exponen a 

riesgos de corrupción, las extranjeras 

preferirán invertir en otros países como 

Perú, Panamá o Costa Rica. En estos paí-

ses se están implementando iniciativas 

de prevención de corrupción para no te-

ner problemas de soborno transnacional 

Cuadro 2. Resumen: Principales recomendaciones en materia de Corrupción.

Fuente: Análisis Consejo Privado de Competitividad.

No. Recomendación Plazo Lo mínimo a realizar  
antes de agosto de 2014

Principales  
responsables

1
Implementar programas de prevención y me-
jores prácticas anticorrupción en las entidades 
gubernamentales.

Mediano plazo Desarrollar programas modelo que puedan implementar 
las entidades gubernamentales. Secretaría de Transparencia.

2
Crear un grupo multidisciplinario con el fin de 
identificar las fuentes de la corrupción en las 
entidades gubernamentales.

Corto plazo Crear el grupo. Secretaría de Transparencia.

3 Implementar estrategias de minería de datos y 
análisis predictivo para combatir la corrupción. Corto Plazo Desarrollar las estrategias y contratar los sistemas que 

tengan la capacidad de hacer estos análisis.
Secretaría de Transparencia 
y MinTIC.

4 TIC para aumentar la transparencia de las 
entidades públicas. Corto plazo Implementar ventanillas de denuncia en los portales web 

de las entidades del Gobierno.
Secretaría de Transparencia 
y MinTIC.

5
Adoptar programas de prevención y cumpli-
miento de normativa anticorrupción en el sector 
privado.

Corto plazo Sector Privado.

Corto

Corto

Corto

Mediano

Corto
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u otro tipo de escándalos de corrupción 

que perjudiquen su buen nombre, su éti-

ca y su integridad empresarial.

Los programas de cumplimiento de-

ben contener una declaración de valores 

de la compañía, unos estándares expre-

sos de comportamiento, un compromiso 

expreso de las directivas de la compañía, 

entrenamiento para los empleados, es-

tándares de reporte de información, de-

nuncia y seguimiento (Consejo Privado 

de Competitividad, 2012). También están-

dares de transparencia en la información 

que permitan visualizar sus contribucio-

nes políticas y sus políticas de relaciona-

miento con el sector público, en particular 

en lo relativo a regalos y hospitalidades. 

Un ejemplo de este tipo de programas 

puede ser la elaboración de guías escri-

tas en las que se establezcan, de forma 

didáctica, buenas prácticas empresariales 

de lucha contra la corrupción al interior de 

la empresa y en las relaciones con el sec-

tor público. En la elaboración de estos pro-

gramas, las empresas se pueden asesorar 

de organizaciones como la Corporación 

Transparencia por Colombia, que cuenta 

con programas especiales para el desa-

rrollo y la implementación de este tipo de 

programas. Por último, es muy importante 

que estos programas eviten la tentación 

de simplemente aparentar que se están 

cumpliendo las mejores prácticas en esta 

materia (Laufer, 1999).
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La evolución del sector eléctrico colombiano en el largo pla-
zo ha sido favorable en términos de sostenibilidad financie-
ra y cobertura del servicio1. No obstante, el Consejo Privado 
de Competitividad (CPC) considera que es fundamental que 
este importante sector contribuya aún más a una mayor 
competitividad del país. Esto se puede lograr a través de la 
adopción de medidas que permitan alcanzar precios más 
competitivos y un mayor nivel de consumo, sin deteriorar la 
sostenibilidad financiera de las empresas del sector ener-
gético y los incentivos a la inversión en el mismo.

La formación de precios en el sector 

eléctrico depende de múltiples factores 

y es un proceso complejo que combina 

tanto la dinámica de diferentes merca-

dos como los impactos que tiene el mar-

co regulatorio en las actividades sujetas 

a dicha regulación (ver recuadro 1). En 

este contexto, este capítulo no preten-

de ser exhaustivo y se enfoca en áreas 

particulares que, a juicio del CPC, pueden 

ser mejoradas para que el sector eléctrico 

contribuya más profundamente a elevar 

la competitividad del país.

Es importante señalar que si bien 

este capítulo se enfoca en el funciona-

miento del mercado eléctrico, se incluye 

un recuadro con algunas consideraciones 

sobre el mercado de gas natural, debido 

a la fuerte interdependencia entre estos 

dos mercados. De manera similar, el aná-

lisis del capítulo no es exhaustivo, pues 

se pretende ilustrar algunas medidas que 

son prioritarias para que el mercado de 

gas natural funcione de mejor manera. 

Diagnóstico y avances

La provisión de energía eléctrica está 

compuesta por las actividades de ge-

neración, transmisión, distribución y 

comercialización. Las actividades de 

generación y comercialización tienen un 

régimen de libre competencia, mientras 

que las tarifas de transmisión y distri-

bución son reguladas, al ser monopolios 

naturales en sus respectivos mercados 

relevantes2. Si bien la formación del 

precio de la energía eléctrica depende 

de múltiples factores como la interac-

ción entre la oferta y la demanda para 

las actividades bajo libre competencia, 

es importante destacar el papel prepon-

derante que tiene el marco regulatorio 

sobre la estructura tarifaria. En efecto, la 

regulación no sólo define las tarifas para 

la transmisión y la distribución de ener-

gía eléctrica, sino que afecta el precio de 

la actividad de generación, a través de 

la aplicación del cargo por confiabilidad, 

cuya operatividad, como se explica más 

adelante, tiene espacios de mejora.

1.	 Si bien el país también ha avanzado en materia de confiabilidad del servicio, lo cierto es que existen rezagos en los proyectos de expansión de 
transmisión en el Sistema de Transmisión Nacional (STN) y en los Sistemas de Transmisión Regionales (STR), lo cual no sólo explica el alto cargo 
que pagan los usuarios por las restricciones (ver diagnóstico), sino que puede comprometer la confiabilidad futura del sistema. 

2.	 Para un análisis descriptivo sobre las diferentes actividades en términos de número de agentes y concentración de mercado, ver Consejo Privado 
de Competitividad (2012) y ECSIM (2013, agosto).
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El precio de la energía eléctrica ha au-

mentado de manera importante en los 

últimos años. De acuerdo con el DANE, 

el Índice de Precios al Consumidor (IPC) 

de la energía eléctrica aumentó 6,9% 

promedio anual entre 2002 y 2012. El 

crecimiento del IPC de la energía eléctri-

ca fue 50,5% superior a la tasa de creci-

miento promedio anual del IPC total, la 

cual se ubicó en 4,6% durante el período 

analizado. Como se puede observar en el 

gráfico 1, el aumento del IPC de la energía 

eléctrica se hizo evidente entre 2008 y 

2011, período en el que presentó un cre-

cimiento promedio anual de 10,4%3.

La tendencia del precio de la energía 

eléctrica para los usuarios no regulados 

es consistente con la evolución del IPC de 

la energía eléctrica4. De acuerdo con cál-

culos del CPC con base en datos reporta-

dos por ECSIM (2013, agosto), entre 2009 

y 2012 el precio promedio de la energía 

eléctrica para el mercado no regulado cre-

ció a una tasa promedio anual de 4,4% en 

términos reales (el IPC de la energía eléc-

trica hizo lo propio en 5,6%), al pasar de 

$188/KWh a $223/KWh (gráfico 2). 

El aumento del precio para los 

usuarios no regulados se sustenta, fun-

damentalmente, en el incremento del 

precio de los componentes de genera-

ción y comercialización. Efectivamen-

te, el precio de estos dos componentes 

creció a una tasa promedio anual real 

de 5,1% entre 2009 y 2012, lo que llevó 

a que su participación en el precio total 

pasara de 54,9% a 56,1%. El desempe-

ño del cargo por confiabilidad contribuyó 

al aumento del precio del componente 

de generación. En efecto, el precio de 

cierre de las subastas creció 7,3% en-

tre 2006-2008 y 2009-2012, al pasar 

de US$13,04/MWh a US$13,998/MWh, 

e hizo lo propio en 2013 al crecer 12,2% 

(US$15,7/MWh). Es preocupante que en 

la implementación de este cargo, las pro-

yecciones de requerimientos de energía 

firme han sobreestimado, de manera 

sistemática, la demanda real, lo cual, 

de acuerdo con datos presentados por 

ECSIM (2013, agosto), ha representado 

un sobrecosto de US$448 millones en 

tres años para los consumidores.

Por su parte, las restricciones, los 

impuestos y las pérdidas reconocidas 

ganaron participación en el precio total 

de la energía eléctrica, al alcanzar una 

tasa de crecimiento promedio anual real 

de 21%, 6,5% y 6,4%, respectivamente5. 

La participación en el precio total de los 

componentes regulados (transmisión y 

distribución) disminuyó entre 2009 y 

2012. La participación de la distribución 

pasó de 21,9% a 21%, pues presentó una 

tasa de crecimiento promedio anual real 

de 3,4%, mientras que la participación de 

la transmisión se redujo a 9,4% debido 

a que este cargo se contrajo a una tasa 

promedio anual de 1,1% en términos rea-

les (gráfico 3).

Al comparar el precio de la ener-

gía eléctrica industrial de Colombia con 

la tarifa que se paga en un grupo am-

plio de países6, se concluye que el país 

cuenta con espacios para alcanzar pre-

cios más competitivos de este impor-

tante insumo. Si bien el precio de la 

energía en Colombia no es de los más 

altos de la muestra, lo cierto es que 

el sector productivo nacional enfrenta 

tarifas energéticas más costosas que 

sus competidores ubicados en países 

estratégicos desde los puntos de vis-

ta comercial y de inversión como Esta-

dos Unidos, Brasil, y Perú (ver gráfico 

4)7. Esta brecha pone de manifiesto la 

necesidad de mejorar tanto el funcio-

namiento del sector energético colom-

biano, como las políticas públicas y la 

regulación que lo afectan8.

3.	 Es importante señalar que el incremento en el precio de la energía para este período está influenciado por el Fenómeno del Niño que ocurrió entre 
2009 y 2010.

4.	 El mercado no regulado está compuesto por los usuarios que consumen por lo menos 55 MWh o 0,1 MW de potencia. De acuerdo con ECSIM 
(2013, agosto), el mercado no regulado representó 33,6% de la demanda total del país en 2012. 

5.	 El cargo por restricciones refleja el mayor costo que asumen los consumidores por la energía eléctrica, a causa de la falta de infraestructura de 
transmisión del país.

6.	 Países miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) y países de referencia que son relevantes para el país 
en materias comercial y de inversión. 

7.	 Es importante señalar que las comparaciones internacionales de precio de la energía eléctrica tienen limitaciones metodológicas, pues la selec-
ción de países, el nivel de la tasa de cambio y la estructura impositiva, entre otros aspectos, pueden cambiar sustancialmente el ordenamiento de 
los países. Adicionalmente, las comparaciones de precio no reflejan el desempeño integral del sector eléctrico de cada país, pues no incluyen va-
riables tan importantes como confiabilidad y cobertura del servicio. A pesar de lo anterior, se considera importante presentar la mejor comparación 
tarifaria disponible, pues el costo de la energía es una variable fundamental para determinar el nivel de competitividad de un país.

8.	 El buen funcionamiento del mercado de gas natural también es clave para un buen desempeño del mercado de energía eléctrica, tal como lo de-
muestran la experiencia peruana con el gas barato de Camisea y la experiencia norteamericana con la irrupción del shale gas a precios muy com-
petitivos. Ver recuadro 1, para un análisis de los principales retos del mercado de gas natural en Colombia. 
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Entre 2009 y 2012, el precio 
promedio de la energía eléc-
trica para los usuarios no 
regulados aumentó 19% en tér-
minos reales

Gráfico2. Precio promedio de la 
energía eléctrica para los usuarios 
no regulados ($ de 2012/KWh).

Fuente: Cálculos Consejo Privado de Competitividad 

con base en ECSIM (2013). Para calcular el precio pro-

medio se utilizaron como ponderadores los consumos 

de energía eléctrica para cada nivel de tensión de los 

usuarios no regulados. 20
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Es sumamente importante conocer, de 

manera profunda, las causas que efectiva-

mente explican el diferencial de precio de 

la energía eléctrica local en relación con 

las tarifas de los demás países. La ade-

cuada identificación de las causas permite 

enfocar los esfuerzos público-privados en 

iniciativas que permitan alcanzar un nivel 

de precio de la energía más competitivo 

de manera sostenible y sin perjuicios para 

la sostenibilidad de la energía eléctrica9. 

En este contexto, la Agenda Nacional de 

Competitividad (ANC), lanzada por el pre-

sidente Santos en julio de 2012, incluyó 

una acción tendiente a reducir el costo de 

la electricidad para la industria mediante 

la identificación y la implementación de 

medidas para su ajuste, lo cual fue posible 

a través de la contratación de un estudio 

con ECSIM (cuadro 1)10. Este estudio 

culminó el 30 de agosto de 2013, y sus 

conclusiones y recomendaciones fueron 

entregadas tanto a los gremios que lo 

financiaron como al Gobierno nacional. 

Es importante señalar que el estudio de 

ECSIM se enfocó, principalmente, en ana-

lizar la regulación de la energía eléctrica 

y el uso de los energéticos por parte de 

los usuarios industriales. Este estudio es 

supremamente positivo, pues no sólo se 

logró un diálogo público-privado en torno 

al mejoramiento del funcionamiento del 

sector eléctrico colombiano, con el fin de 

apalancar una mayor competitividad del 

país, sino que presentó recomendaciones 

puntuales al respecto, destacándose las 

iniciativas para perfeccionar su marco 

regulatorio. Se destaca que el Gobierno 

nacional ya definió planes de trabajo que 

van hasta finales de 2014 para implemen-

tar las principales recomendaciones deri-

vadas del estudio.

9.	 Para un análisis conceptual sobre las causas potenciales que podrían explicar el diferencial de precio de la energía eléctrica en Colombia en rela-
ción con otros países, ver el recuadro 1.

10.	 El estudio tuvo el objetivo de “analizar el impacto de la regulación y la estructura del servicio de energía eléctrica, en todas las fases de la cadena 
productiva sobre la competitividad y el nivel de las tarifas y precios del servicio de energía eléctrica”. Este estudio fue financiado por el Programa de 
Transformación Productiva (PTP), la ANDI, Acolgen, Andesco, Andeg y Asocodis, y contó con el acompañamiento técnico del CPC.

Entre 2009 y 2012, el costo de to-
dos los componentes del precio 
de la energía eléctrica para el 
mercado no regulado aumentó 
en términos reales, con excep-
ción de la tarifa de transmisión 

Gráfico 3. Componentes del precio de 
la energía eléctrica para los usuarios 
no regulados ($ de 2012/KWh).

Fuente: Cálculos Consejo Privado de Competitividad 

con base en ECSIM (2013). 20
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Se debe hacer esfuerzos para que el precio de la energía eléctrica industrial sea más competitivo, a 
pesar de que Colombia no tiene el precio más alto entre países de referencia

Fuente: ECSIM (2013). 
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Más allá de este estudio, es importante 

señalar que las entidades del Gobierno 

nacional responsables de la política, de 

la planeación y de la regulación ener-

gética dieron pasos en la dirección 

correcta durante el último año, para 

que el sector de la energía eléctrica 

contribuya más decididamente hacia 

una mayor competitividad del país. En 

el marco del documento Conpes 3762 

de 2013, el cual define lineamientos de 

política para el desarrollo de proyectos 

de interés nacional y estratégicos, el Mi-

nisterio de Minas y Energía (MME) está 

adoptando medidas específicas para fa-

cilitar el proceso de licenciamiento de 

los proyectos de generación y transmi-

sión de energía eléctrica priorizados. 

A juicio del CPC, la correcta implemen-

tación de esta iniciativa es clave para 

disminuir los costos y los tiempos de 

proyectos que buscan expandir la capa-

cidad de generación y la red de trans-

misión de energía eléctrica en el país.

Por su parte, la Comisión de Regula-

ción de Energía y Gas (CREG), a través de 

las Resoluciones 042 y 043 de 2013, es-

tableció las bases que la CREG tendrá en 

cuenta para definir la metodología de re-

muneración de las actividades de trans-

misión y distribución de energía eléctrica 

para el siguiente período tarifario11. En 

cuanto a la metodología de transmisión, 

es oportuno destacar que la CREG revi-

sará la definición y la valoración de las 

unidades constructivas (base de activos 

regulatoria), actualizará los parámetros 

para el cálculo de la tasa de retorno e in-

cluirá un factor de productividad. Para el 

CPC, la revisión de la valoración de las 

unidades constructivas es fundamental, 

pues, a pesar de que el valor de estas uni-

dades disminuyó alrededor de 25% entre 

1999 y 200912, lo cierto es que el costo 

definido por la regulación ha sido mayor 

que el valor de mercado definido a través 

de convocatorias públicas del Plan de Ex-

pansión de Transmisión. De acuerdo con 

Mercados Energéticos (2011, diciembre), 

el valor de las unidades constructivas de-

finido por la regulación es, en promedio, 

56,3% superior al valor de mercado de di-

chos activos13.

Por su parte, las bases estableci-

das por la CREG para la revisión de la 

metodología de la remuneración de la 

actividad de distribución, contenida en 

11.	 El nuevo período tarifario para la actividad de transmisión comienza en mayo de 2014. El nuevo período tarifario para la actividad de distribución 
comienza en octubre de 2014.

12.	 De acuerdo con datos reportados por Mercados Energéticos (2011, diciembre).
13.	 Este cálculo se refiere a 10 proyectos adjudicados a través de convocatoria pública entre 2003 y 2009.

Cuadro 1. Avances de la Agenda Nacional de Competitividad en materia de Energía (primer semestre de 2013).

Fuente: Consejo Privado de Competitividad con base en DNP - Sistema Nacional de 

Competitividad e Innovación. Primer semestre de 2013.

Grupo de acciones Acción ANC Acción Grupo Comentario CPC

Reducir el costo de la 
electricidad para la 
industria

Evaluar la competitividad del 
costo de los energéticos como 
insumo de la industria, identifi-
car e implementar medidas para 
su ajuste.

El Programa de Transformación Productiva, Acolgen, Andeg, Andesco, 
Asocodis y la ANDI contrataron una consultoría con ECSIM, con el fin de 
diagnosticar y efectuar recomendaciones que mejoren el funcionamiento 
del sector de la energía eléctrica del país. El estudio se entregó el 30 de 
agosto y las recomendaciones se pusieron en conocimiento del Gobierno 
nacional. Para que el CPC dé por terminada esta acción, el Gobierno debe 
implementar las medidas que se acojan de dicho estudio.

Avance con retrasos

Sin avances  
y/o retrasos significativos

Acción terminada

Avance satisfactorio
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Recuadro 1. Causas potenciales que explican el diferencial de precio  
de la energía eléctrica en Colombia en relación con la tarifa de otros países

El precio de la energía eléctrica depende de la interrela-

ción de múltiples y complejos factores, cuya adecuada 

identificación es fundamental para determinar las me-

didas necesarias para alcanzar una tarifa más competi-

tiva de este insumo, de manera sostenible. Incluso, esta 

identificación es fundamental para definir la pertinencia 

de adoptar medidas, pues es posible que la mejor opción 

de política para una causa específica sea no cambiar 

el statu quo. En este contexto, este recuadro presenta 

un breve análisis conceptual y teórico sobre las causas 

potenciales que pueden explicar el diferencial de precio 

de la energía eléctrica en Colombia en relación con las 

tarifas de otros países14. Las potenciales causas que 

explican el diferencial de precio de la energía eléctrica 

en Colombia, identificadas por el CPC son las siguientes 

y se ilustran en el gráfico de este recuadro15: 

Condiciones generales del país

Algunas condiciones propias del país, como la geografía, 

el nivel de la tasa de cambio, los atentados a la infraes-

tructura, el costo del capital y la falta de capacidad de 

las instituciones para dar una respuesta adecuada a 

las necesidades del sector privado en cuanto al licen-

ciamiento oportuno de los proyectos, pueden generar 

sobrecostos en la implementación de proyectos en el 

sector energético colombiano. Como se puede observar, 

las medidas para solucionar las condiciones del país van 

desde una mayor seguridad, hasta medidas macroeco-

nómicas, fiscales y monetarias.

Eficiencia de la industria energética

Una industria energética local con costos de operación re-

lativamente altos es un factor que explicaría sobrecostos 

en la provisión de energía. Algunas de las medidas que se 

necesitan para incrementar el nivel de eficiencia de una 

industria son la adopción de políticas que permitan incre-

mentar su productividad (ver capítulo Política de Cambio 

Estructural), el fomento de inversiones tendientes a 

mejorar la tecnología de las plantas existentes, y la pro-

moción de la competencia, a través de la disminución de 

barreras de entrada a nuevos jugadores. Adicionalmente, 

una política robusta de incremento del consumo eficiente 

de energía disminuiría los costos medios de actividades 

que presentan altos costos fijos como la transmisión y 

la distribución de la energía.

Política y regulación energética

La política energética, en la búsqueda de objetivos 

deseables como una mayor cobertura y confiabilidad 

del servicio, así como mayor equidad en el pago por 

la energía eléctrica, puede generar sobrecostos que 

impactan negativamente el precio de la energía. De la 

misma manera, la regulación también puede ser sub-

óptima, en la medida en que no alcance sus objetivos 

regulatorios al menor costo posible para la industria 

como para los usuarios. 

En este sentido, es fundamental que las decisiones 

de política y de regulación energética cuenten con eva-

14.	 Es importante recalcar que este análisis es teórico, conceptual y no exhaustivo. Por lo tanto, este recuadro no es un diagnóstico 
del desempeño del sector eléctrico colombiano en ninguna dimensión.

15.	 El capítulo se enfoca, principalmente, en analizar los retos en materia regulatoria que enfrenta el sector eléctrico colombiano. 
Por lo tanto, no aborda, por cuestiones de espacio, todas las causas potenciales expuestas en este recuadro. 
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Recuadro 1. Causas potenciales que explican el diferencial de precio  
de la energía eléctrica en Colombia en relación con la tarifa de otros países

Las causas potenciales del 
diferencial de precio de la 
energía eléctrica del país en 
relación con otros países pue-
den ser múltiples

Gráfico. Causas potenciales del diferencial 
de precio de la energía eléctrica.

Fuente: Análisis del Consejo Privado de Competitividad.

Condiciones generales 

del país 

Eficiencia de la industria  

energética

Política y regulación  

energética

Uso eficiente  

de la energía

luaciones costo-beneficio ex-ante, las cuales permiten 

establecer la pertinencia de las alternativas planteadas 

y, sobre todo, escoger la opción más adecuada: aque-

lla que alcance el objetivo de política o de regulación al 

menor costo posible.

Uso eficiente de la energía

La inadecuada utilización de la energía eléctrica por 

parte de los usuarios industriales es otro factor que 

puede incrementar, innecesariamente, el costo de este 

insumo para las diversas ramas de actividad económi-

ca. Para solucionar este potencial problema, se deben 

adoptar iniciativas para optimizar el uso de la energía 

por parte de los usuarios. 

Como se puede ver, este breve análisis ilustra la multi-

plicidad de factores que afectan el precio de la energía 

eléctrica y ratifica la necesidad de contar con diagnós-

ticos robustos que permitan adoptar medidas efectivas 

y sostenibles para que el precio de la energía eléctrica 

en el país sea más competitivo. 
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la Resolución 043 de 2013 de la CREG, 

incluye componentes que, de definir-

se de manera adecuada, contribuirán 

a una mayor competitividad del país, 

manteniendo la sostenibilidad finan-

ciera de los operadores de red. En par-

ticular se destaca que dicha Resolución 

afirma que “se requieren tarifas com-

petitivas a nivel internacional y frente 

a otros energéticos”, lo que implica que 

una mayor competitividad es un objeti-

vo que la regulación también quiere al-

canzar. Adicionalmente, es positivo que 

la CREG esté considerando la actualiza-

ción de la metodología de valoración de 

las unidades constructivas relacionadas 

con la distribución, la actualización de 

los parámetros utilizados para el cálculo 

de la tasa de retorno de las inversiones 

y la facilitación para que los usuarios se 

conecten a mayores niveles de tensión.

El MME y la Unidad de Planeación 

Minero-Energética (UPME) lanzaron 

recientemente convocatorias públicas 

para desarrollar 13 proyectos para re-

forzar las redes de transmisión y cons-

truir la infraestructura necesaria para 

nuevos proyectos como Hidroituango 

(Antioquia), Hidrosogamoso (Santan-

der) y El Quimbo (Huila). Estos proyec-

tos, que tienen un valor aproximado de 

US$2.000 millones y que estarán ad-

judicados a más tardar en el primer se-

mestre de 2014, son fundamentales 

para disminuir las restricciones que 

pagan los usuarios, las cuales se han 

incrementado en 62,5% entre 2008 y 

2012 en términos reales, al pasar de 

$8/KWh a $13/KWh16.

Finalmente, la UPME y la ANDI están 

estructurando una iniciativa público-

privada para adelantar proyectos para 

fomentar la eficiencia energética en el 

sector industrial, los cuales deberían 

estar en ejecución durante el primer se-

mestre de 2014.

A pesar de los avances de las dife-

rentes entidades del sector público, los 

retos que enfrenta el sector de la ener-

gía eléctrica para que contribuya deci-

didamente a una mayor competitividad 

de los diferentes sectores económicos 

son significativos. En la siguiente sec-

ción del capítulo se exponen recomen-

daciones que se deben implementar 

para que el sector de la energía eléctri-

ca esté más alineado con una mayor 

competitividad del país, sin compro-

meter la viabilidad financiera de la in-

dustria energética ni menoscabar los 

incentivos a la inversión en este im-

portante sector.

Recomendaciones

Es fundamental que el sector de la ener-

gía eléctrica contribuya decididamente a 

incrementar la competitividad del país. 

Sin embargo, lo anterior no implica que 

el CPC esté de acuerdo con reduccio-

nes en el precio de la energía eléctrica 

que no sean sostenibles o que atenten 

contra la viabilidad de la industria de 

energía eléctrica del país. Incluso, para 

el CPC, el adecuado funcionamiento de 

este sector no se reduce simplemente a 

alcanzar bajos precios para los diferen-

tes usuarios, sino que abarca aspectos 

supremamente importantes como el 

abastecimiento y la confiabilidad del 

servicio y los incentivos a la inversión, 

la cual es necesaria para expandir tanto 

la capacidad de generación como la de 

transmisión y distribución.

En este contexto, es clave que tanto las 

entidades gubernamentales como el sec-

tor privado lleven a cabo iniciativas técni-

cas y rigurosas que permitan identificar 

las causas que explican el diferencial de 

precio de la energía eléctrica del país 

con respecto a otros países de interés. 

Como se ilustró en la sección anterior, 

las causas potenciales son de diversa 

naturaleza, por lo que es necesario en-

tender claramente las causas reales de 

este fenómeno, con el fin de adoptar me-

didas que puedan reducir el precio de la 

energía eléctrica de manera sostenible. 

El estudio de ECSIM, el cual fue posible 

por una alianza público-privada, incluida 

una alianza entre los distintos sectores 

privados (desde las empresas del sector 

energético hasta empresas usuarias de 

energía), es sin lugar a dudas un avance 

muy significativo, pues logró identificar 

múltiples áreas de mejora, especialmen-

te en la regulación del sector. A conti-

nuación se ponen en consideración las 

recomendaciones del CPC tendientes a 

mejorar el funcionamiento del sector de 

la energía eléctrica. El cuadro 2 resume 

estas recomendaciones.

actividades no reguladas

Promoción y protección de la 
competencia

El principal reto relacionado con las 

actividades no reguladas (generación 

y comercialización) es promover y 

proteger decididamente la competen-

cia. En este contexto, es fundamental 

contar con una Superintendencia de 

Industria y Comercio (SIC) fortalecida 

y suficientemente independiente para 

16.	 El valor total de las restricciones pagado por la demanda de energía eléctrica en el año 2012 fue US$360 millones aproximadamente.
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que pueda penalizar eficazmente po-

tenciales comportamientos que afecten 

negativamente la competencia, como 

acuerdos horizontales y abusos de po-

sición dominante. De la misma manera, 

es clave un trabajo coordinado entre la 

SIC y la CREG, con el objetivo de que la 

regulación no sólo limite el ejercicio de 

posiciones de dominio, sino que fomen-

te activamente la entrada de nuevos ju-

gadores17. Así las cosas, el CPC apoya la 

recomendación realizada por ECSIM de 

fortalecer el Comité de Seguimiento al 

Mercado de Energía Mayorista (CSMEM) 

y adscribirlo a la SIC, la cual está en lí-

nea con la recomendación del Consejo 

Privado de Competitividad (2012). Lo 

anterior permitirá que la SIC proteja de 

manera más decidida la competencia en 

las actividades de generación y comer-

cialización de energía eléctrica.

Adicional a lo anterior, y con el fin 

de fomentar la entrada de nuevos ju-

gadores en la actividad de generación, 

el CPC recomienda que el Gobierno na-

cional juegue un papel más activo en 

la identificación de proyectos de gene-

ración y disminuya las barreras de en-

trada a nuevos jugadores para ejecutar 

estos proyectos18. De la misma manera, 

se recomienda que los procesos de ena-

jenación de activos de la Nación del sec-

tor energético sean aprovechados para 

incrementar la competencia en el merca-

do, al incluir mecanismos que fomenten 

la entrada de nuevos jugadores con ade-

cuada experiencia técnica y suficiente 

capacidad financiera. En otras palabras, 

los procesos de enajenación deben ser 

una herramienta activa del Estado para 

mejorar el desempeño del sector ener-

gético, a través del fortalecimiento de la 

rivalidad empresarial. 

Generación

Como se explica en Consejo Privado 

de Competitividad (2012), el cargo por 

confiabilidad proporciona incentivos 

para que se construya infraestructura 

de generación de energía eléctrica que 

abastezca la demanda futura del país, 

los cuales son asumidos por la demanda 

a través de dicho cargo. No obstante, el 

CPC ha identificado que la operatividad 

de este mecanismo deber ser revisada 

para no generar sobrecostos innecesa-

rios a los usuarios.

En primer lugar, el hecho de que “el 

precio de cierre de cada subasta no sólo 

remunere las plantas generadoras que 

ganaron dicha subasta, sino que remu-

nere todas las plantas instaladas con 

anterioridad a mayo de 2008, fecha en 

la que se realizó la primera subasta”19 y, 

no genera confiabilidad adicional al sis-

tema; por el contrario, puede producir 

sobrecostos innecesarios a los usua-

rios. Adicionalmente, esta caracterís-

tica puede representar una barrera de 

entrada a nuevos jugadores, pues otorga 

una ventaja competitiva a los incumben-

tes20. Por lo tanto, se recomienda que las 

subastas de cargo por confiabilidad de-

terminen la remuneración única y ex-

clusivamente para los generadores a 

los que se le adjudique cada subasta, y 

no para todo el parque de generación. A 

pesar de que esta recomendación mo-

dificaría el diseño del mercado y el fun-

cionamiento de la bolsa de energía, se 

considera pertinente que la CREG explo-

re alternativas de remuneración para las 

plantas existentes para evitar potencia-

les sobrecostos innecesarios a los usua-

rios y disminuir las barreras de entrada 

a nuevos jugadores. 

En segundo lugar, a pesar de que 

las subastas no diferencian por tecno-

logía de manera explícita, “los períodos 

de planeación asociados a las subas-

tas diferencian entre las tecnologías 

de mayor y menor envergadura, lo cual 

resulta en una diferenciación de facto 

que impide la competencia entre to-

das las tecnologías”21. Por lo tanto, se 

reitera la necesidad de evaluar la per-

tinencia de unificar las subastas para 

fortalecer la competencia entre dife-

rentes tecnologías de generación y así 

crear condiciones para alcanzar meno-

res cargos por confiabilidad. 

Finalmente, se recomienda actualizar 

los cálculos de la demanda objetivo que 

se quiere cubrir con el cargo por confiabi-

lidad, en la medida en que esta se ha so-

breestimado y ha generado sobrecostos 

innecesarios para los usuarios.

17.	 Ver capítulo Promoción y Protección de la Competencia para una mayor discusión sobre los retos de la SIC y las recomendaciones del CPC al respecto.
18.	 Una de las barreras de entrada a nuevos jugadores más importantes es el hecho de que las concesiones para la utilización de cuencas hídricas no 

caducan, independientemente de la realización (o no) de los proyectos de generación eléctrica.
19.	 Consejo Privado de Competitividad (2012).
20.	 Un incumbente con plantas existentes puede disminuir el precio ofertado en la subasta (y así evitar entrada de nuevos jugadores) por debajo del nivel 

óptimo de su proyecto nuevo, debido a que toda la capacidad de generación de sus plantas existentes se remunera a este nuevo precio. Teóricamen-
te, este comportamiento es óptimo si el beneficio (valor de la generación de las plantas existentes al precio de la subasta y ganancia derivada de evitar 
entrada de nuevos jugadores) es superior al costo (valor de la generación del proyecto nuevo con un precio de subasta inferior al óptimo).

21.	 Ibid.
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Cuadro 2. Resumen: Principales recomendaciones en materia de Energía.

Fuente: Análisis Consejo Privado de Competitividad.

No. Recomendación Plazo Lo mínimo a realizar  
antes de agosto de 2014

Principales  
responsables

Energía eléctrica

1
Fortalecimiento del Comité de Segui-
miento al Mercado de Energía Mayo-
rista (CSMEM) y adscribirlo a la SIC.

Corto plazo
Documentos técnicos con estructura, funciones, recursos y personal 
requerido para que el CSMEM funcione adecuadamente en la SIC. Proyecto 
de Decreto listo para discusión entre diferentes entidades del Gobierno.

SIC, Ministerio de Minas y 
Energía.

2 Fomentar la entrada de nuevos juga-
dores en la actividad de generación. Mediano plazo

Documentos conceptuales listos que aborden las diferentes estrategias 
que el Gobierno debe implementar, incluyendo aquellas relacionadas 
con la enajenación de activos de la Nación. Se espera que los documen-
tos contengan la identificación de proyectos prioritarios y mecanismos 
para disminuir barreras de entrada. 

Ministerio de Minas y Energía, 
UPME. Con la colaboración 
de la SIC.

3 Optimización del cargo por confia-
bilidad. Mediano plazo

Actualización de la demanda objetivo para afinar cargo de confiabili-
dad de subastas futuras. Documento técnico con bases para lograr 
que las subastas solo remuneren a las plantas que ganan cada 
subasta y no a todo el parque de generación.

Ministerio de Minas y Energía, 
UPME y CREG.

4 Participación de los grandes usuarios 
en la bolsa de energía. Mediano plazo

Documento técnico con las bases metodológicas que se utilizarán 
para viabilizar que los grandes usuarios puedan participar directa-
mente en la bolsa.

CREG.

5 Sistema de información de comercia-
lización para el mercado no regulado. Mediano plazo

Documento con los objetivos, alcance y requerimientos del siste-
ma, para que todos los agentes accedan a información comercial 
relevante, veraz y actualizada.

Ministerio de Minas y Ener-
gía y Superintendencia de 
Servicios Públicos.

6
Confianza, consistencia y credibilidad 
del marco regulatorio de remunera-
ción de activos.

Mediano plazo

Documento técnico con las bases para adoptar una metodología 
que asegure que los resultados de valoración de activos se apliquen 
efectivamente, sin causar cambios bruscos en las tarifas en un 
período corto de tiempo.

CREG.

7
Inclusión de valores de mercado en la 
metodología de valoración de activos 
de transmisión.

Mediano plazo
Documento técnico con las bases metodológicas para incluir el valor 
de los activos provenientes de las convocatorias públicas en el marco 
regulatorio de remuneración de activos de transmisión.

CREG.

8 Coordinación institucional (también 
aplica para gas natural). Corto plazo Instancias de coordinación institucional funcionando para agilizar 

proyectos y definir roles institucionales claros.
Ministerio de Minas y Energía, 
UPME y CREG:

9
Fortalecimiento del marco regulatorio 
con estudios de impacto robustos 
(también aplica para gas natural). 

Mediano plazo
Documento técnico con propuesta de estudios de impacto regulatorio 
ex-ante, de acuerdo con los manuales y recomendaciones de la Organiza-
ción para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE).

CREG.

10 Política para fomentar el consumo 
eficiente de energía eléctrica. Largo plazo

Documento con diagnóstico, objetivos y líneas de acción en materia 
de política pública que incrementen el consumo eficiente de energía 
eléctrica en el país.

Ministerio de Minas y Energía, 
UPME y Ministerio de Comer-
cio, Industria y Turismo.

Gas natural

11 Promoción de la oferta flexible de gas. Largo plazo Documento con diagnóstico, objetivos y líneas de acción en materia 
de política pública que incrementen la oferta flexible de gas en el país.

Ministerio de Minas y Energía 
y UPME.

12 Actualización del cargo de distri-
bución. Corto plazo Actualización de la demanda proyectada para calcular el cargo y au-

mento del techo tarifario aplicable para los usuario de bajo consumo
Ministerio de Minas y Energía 
y CREG.

13 Estudio para mejorar el funcionamien-
to del mercado de gas natural. Corto plazo Estudio finalizado con diagnóstico y recomendaciones que permi-

tan mejorar diferentes aspectos de la industria. 

Ministerio de Minas y Energía, 
Programa de Transformación 
Productiva y sector privado 
interesado.

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Corto

Corto

Corto

Corto

Corto

Largo

Largo
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Recuadro 2. Consideraciones sobre el mercado de gas natural

go plazo. Por un lado, los usuarios han tenido que pagar 

las inversiones requeridas por las plantas de generación 

térmica para dicha conversión, lo cual, de acuerdo con 

Frontier Economics (2013, mayo), incrementó el cargo 

por confiabilidad en más de US$170 millones al año, al 

pasar de US$880 millones a US$1.050 millones duran-

te el período de transición. Adicionalmente, y dado que 

el costo variable de generación con líquidos es mayor 

que el costo variable de generación con gas, una even-

tual utilización de líquidos incrementaría el precio de 

la energía eléctrica para los usuarios. Previendo este 

escenario de alzas en precios, la CREG “ha empezado 

a desconfiar del mercado y a desincentivar el uso de 

líquidos tras haberlo fomentado. En esa línea ha expe-

dido una propuesta de intervención ‘reglada’ del merca-

do con pruebas de generación onerosas y con manejo 

centralizado de recursos. Tras los generadores adoptar 

la decisión promovida por la CREG de utilizar líquidos se 

pretende subir los costos de los líquidos para desincen-

tivar su uso”23. En otras palabras, los usuarios han pa-

gado por unas inversiones que, en el mejor de los casos, 

generarían una oferta de energía eléctrica ineficiente y 

con mayores precios para la demanda.

Para solucionar de manera estructural este desa-

fío, se considera que, en vez de intentar modificar la de-

manda por gas, es necesaria la adopción de una política 

robusta que promueva la oferta flexible de gas natural. 

Siguiendo a Frontier Economics (2013, mayo), dicha po-

lítica no se limita únicamente a la importación de gas 

natural licuado (lo cual está siendo promovido por el 

Gobierno), sino que incluye aspectos de más largo pla-

El adecuado funcionamiento del mercado de gas natu-

ral es clave para la competitividad del país, pues este 

recurso no sólo es un insumo importante para varias 

industrias, sino que juega un papel fundamental en la 

formación del precio de la energía eléctrica en el país, a 

través de las plantas de generación térmica. Este tipo 

de plantas incrementa la competencia en el segmento 

de generación eléctrica, al contar con una tecnología 

que permite alcanzar reducciones de costo con un ta-

maño de planta reducido. Adicionalmente, las plantas 

térmicas complementan la generación hidráulica, lo 

que permite atender la demanda de energía eléctrica 

en épocas de baja pluviosidad. 

El desafío más importante que enfrenta el mercado 

de gas natural del país es asegurar una oferta suficien-

te en el largo plazo para la creciente demanda total por 

este recurso, la cual está compuesta por la demanda 

térmica, la demanda no térmica (para uso domiciliario, 

vehicular e industrial) y las exportaciones a Venezue-

la. Un escenario potencial de escasez de gas natural es 

preocupante porque se tendría que racionar la deman-

da, lo cual sería costoso para el país22. Las estrategias 

que el país ha implementado no han sido suficientes 

para enfrentar este desafío de manera sostenible. Los 

esfuerzos se han concentrado, principalmente, en im-

pulsar, por vía regulatoria, la conversión de las plantas 

térmicas de gas a combustibles líquidos, con el objetivo 

de disminuir la demanda de estos usuarios y así incre-

mentar el margen entre oferta y demanda. A juicio del 

CPC, esta estrategia no sólo ha sido excesivamente cos-

tosa para los usuarios, sino que es insostenible en el lar-

22.	 Este escenario se presentó en el Niño 2009-2010 cuando, a raíz de las necesidades insatisfechas de gas de las plantas tér-
micas y la congestión en transporte, el Gobierno decretó un racionamiento de gas a otros usuarios. Frontier Economics (2013, 
mayo) describe los potenciales efectos negativos derivados de una potencial escasez de gas natural.

23.	 Ibid. 
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zo como una mayor integración del mercado local a los 

mercados internacionales de gas natural, una política 

robusta de fomento a la exploración y explotación de 

hidrocarburos, una red de tubos enmallados, una ca-

pacidad de almacenamiento adecuada, y una interco-

nexión con otros sistemas, entre otros. Por lo tanto, es 

importante señalar que si bien la importación de gas 

incrementa la oferta de gas flexible en el corto plazo, es 

fundamental que se adopten medidas adicionales que 

disminuyan el alto costo fijo de la utilización de gas (re-

flejado en contratos take or pay onerosos, de acuerdo 

con CREG (2006, junio)), el cual es el problema estruc-

tural que enfrenta el sector24. 

Si bien la necesidad de fomentar la oferta de gas flexi-

ble es el desafío más importante, el CPC ha identificado 

espacios de mejora adicionales para que el sector de gas 

natural esté más alineado con una mayor competitividad 

del país. Al igual que en el sector de energía eléctrica, es 

necesario que se promueva decididamente la competen-

cia y la entrada de nuevos jugadores en las actividades no 

reguladas como lo son la producción y la comercialización 

de gas25. Lo anterior es fundamental tanto para penalizar 

potenciales abusos de posición dominante como para 

disminuir la concentración de mercado existente en estas 

dos actividades. De la misma manera, es recomendable 

que la CREG fortalezca su metodología regulatoria en el 

mercado de gas con la inclusión de análisis de impacto 

robustos así como de costo-beneficio ex-ante.

En cuanto a la distribución de gas, el Consejo Privado de 

Competitividad (2012) identificó que el esquema regula-

torio actual está generando sobrecostos innecesarios a 

los usuarios con alto consumo, debido a la existencia de 

un esquema de subsidios cruzados entre estos usuarios 

y los de bajo consumo, así como por el hecho de que la 

demanda por gas natural utilizada para calcular el cargo 

de distribución subestimó la demanda real por gas. En 

este contexto, el CPC reitera su recomendación de “ana-

lizar y considerar la actualización de las proyecciones 

de demanda que se utilizan para calcular el costo de 

distribución –cuestión que disminuiría sustancialmen-

te el precio pagado por la distribución de gas–, así como 

aumentar el techo aplicable a los usuarios de bajo con-

sumo. Si se realizan estas acciones, simultáneamente 

se lograría reducir el cargo de distribución del sector 

productivo, sin generar costos adicionales a los usua-

rios de bajo consumo”26.

Finalmente, y dados los resultados positivos del tra-

bajo conjunto entre el Gobierno y los diferentes gremios 

privados del sector de energía eléctrica que se materiali-

zó con el estudio realizado por ECSIM, el CPC recomienda 

que se elabore un estudio similar sobre el mercado de gas 

natural, con la participación tanto del sector público como 

de las diferentes entidades privadas interesadas. El CPC 

considera que un estudio de estas características sería 

muy útil para identificar mejoras tanto en la política como 

en la regulación del sector de gas natural colombiano.

Recuadro 2. Consideraciones sobre el mercado de gas natural

24.	 Consejo Privado de Competitividad (2012) analiza desafíos adicionales de la importación de gas, los cuales están asociados a 
los potenciales sobrecostos que deberían pagar los usuarios para financiar la construcción de las plantas de regasificación que 
harían viable dicha importación. 

25.	 Es importante señalar que la expedición de la Resolución 089 de 2013 por parte de la CREG es positiva, pues establece un mar-
co de comercialización de gas adecuado. Este marco permitirá que la industria negocie la compra de gas directamente con el 
productor, que se expanda el mercado secundario donde no se acapara infraestructura de transporte, y que se cuente con un 
gestor de mercado que proporcione información relevante a todos los agentes, entre otros aspectos deseables. 

26.	 Consejo Privado de Competitividad (2012).
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Comercialización

Adicional a las acciones necesarias para 

promover la competencia en la actividad 

de comercialización de energía eléctrica, 

se considera necesario expandir las op-

ciones y la capacidad negociadora de los 

usuarios no regulados. Se recomienda 

analizar la conveniencia de que este tipo 

de usuarios, sujetos a unas condiciones, 

puedan participar directamente en la bol-

sa de energía eléctrica sin representación 

de un comercializador. 

Finalmente, y siguiendo a ECSIM 

(2013, agosto), se recomienda que el Go-

bierno nacional implemente un sistema de 

información robusto que contenga la infor-

mación relevante, actualizada y veraz so-

bre los contratos de energía eléctrica para 

el mercado no regulado, con amplio acceso 

para las partes interesadas.

actividades reguladas

El adecuado funcionamiento de las 

actividades de transmisión y distri-

bución, al ser monopolios naturales 

en sus mercados relevantes, depen-

de estrechamente de una regulación 

eficaz que remunere adecuadamente 

las inversiones realizadas y promueva 

nuevas inversiones para aumentar co-

bertura y calidad, lo cual se debe lograr 

sin generar sobrecostos innecesarios 

para los usuarios de la energía eléctri-

ca. En este contexto, y aprovechando 

que la CREG ya está revisando la meto-

dología para la remuneración de estas 

dos actividades para el próximo periodo 

tarifario, el CPC considera importante 

que se fortalezcan las metodologías de 

cálculo tanto de los activos que hacen 

parte de la base regulatoria como de la 

tasa de retorno de estos.

En cuanto a la valoración de la base 

de activos regulatoria, el CPC recomien-

da que la CREG tenga en cuenta den-

tro de su metodología un método que 

le permita, una vez calculado el valor 

de los activos, actualizar dicho valor 

de manera ordenada y así evitar cam-

bios bruscos en el valor de los activos 

(con el consecuente cambio tarifario) 

en un período corto de tiempo27. Este 

método tiene el objetivo de fortalecer 

la confiabilidad y la consistencia de la 

regulación, pues le daría un margen de 

maniobra a la CREG para hacer cumplir 

los resultados generados por su meto-

dología de valoración, sin causar cam-

bios bruscos en las tarifas. En otras 

palabras, se quiere asegurar que el re-

sultado de la metodología de valoración 

sea efectivamente implementado en un 

período de tiempo razonable, para evi-

tar así discrecionalidades por parte del 

regulador que menoscaban la credibili-

dad del marco regulatorio28.

Para el caso específico de la valoración de 

los activos de la actividad de transmisión, 

el CPC recomienda que la metodología de 

valoración utilizada por la CREG incorpo-

re los valores de mercado resultantes de 

convocatorias públicas del Plan de Expan-

sión de Transmisión, pues hay indicios 

que señalan que el valor proveniente de 

la regulación es significativamente supe-

rior, lo que generaría sobrecostos innece-

sarios a los usuarios.

Finalmente, el CPC hace tres reco-

mendaciones de carácter general que 

contribuyen al mejor funcionamiento 

del sector eléctrico del país. La prime-

ra está relacionada con la necesidad de 

profundizar la coordinación institucio-

nal, con el objetivo de evitar que la CREG, 

a través de regulación, determine obje-

tivos de política, lo cual es responsabili-

dad del MME con la colaboración técnica 

de la UPME. Es importante señalar que 

esta coordinación institucional tam-

bién es necesaria para minimizar re-

trasos y sobrecostos de los proyectos, 

especialmente de generación y transmi-

sión, debido a demoras injustificadas en 

el proceso de aprobación de requisitos 

ambientales y sociales. 

La segunda recomendación general 

está relacionada con la necesidad de for-

talecer la regulación del sector a través 

de la elaboración de estudios de impac-

to regulatorio ex-ante, los cuales son ne-

27.	 Una alternativa, sugerida por ECSIM (2013, agosto), es limitar la aplicación de los nuevos valores a las reposiciones realizadas durante el perío-
do regulatorio anterior, manteniendo inalterado en términos reales el valor de los demás activos. El CPC apoya la adopción de esta u otra medida, 
siempre y cuando sea establecida de antemano y su implementación sea consistente en el tiempo.

28.	 Se quiere evitar episodios como el ocurrido en 2008 cuando la metodología de valoración de las unidades constructivas de la actividad de distribución dio 
como resultado una disminución significativa del valor de estos activos, según la Resolución 097 de 2008. Con el fin de evitar un cambio brusco de la tarifa 
de distribución en un período corto de tiempo, la CREG no aplicó las tarifas que se derivaban de su metodología de valoración y optó por aplicar una tarifa re-
sultante de un promedio ponderado, asignando 10% a los valores provenientes de la Resolución 097 de 2008 y 90% a los valores antiguos provenientes de 
la Resolución 082 de 2002. De acuerdo con ECSIM (2013, agosto), otro episodio similar sucedió años atrás, “cuando las valoraciones dieron como resulta-
do anualidades y cargos muy elevados, el regulador dispuso el acotamiento de los cargos hasta un máximo de 20% del cargo medio nacional”. 
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cesarios para que el regulador escoja la 

alternativa que alcanza su objetivo al me-

nor costo posible para los usuarios. 

Finalmente, la tercera recomenda-

ción general tiene que ver con el diseño y 

la implementación de una política robus-

ta encaminada a incrementar el consumo 

de energía eléctrica del país. Esta políti-

ca no sólo contribuye a mayores sofisti-

cación y diversificación de la economía 

(a través de la dinamización de sectores 

de alto valor agregado con altos consu-

mos de energía), sino a alcanzar meno-

res costos unitarios por la utilización de 

las redes de transmisión y distribución 

de energía eléctrica.

Si bien estas recomendaciones no 

son exhaustivas, el CPC considera que 

su implementación contribuiría a que el 

sector eléctrico funcione de mejor ma-

nera y esté más alineado con una mayor 

competitividad del país.
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Importaciones como porcentaje del PIB, 2012. Puesto entre 148 países.

Fuente: WEF (2013).
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Hace siete años el Sistema Nacional de Competitividad e Inno-
vación se fijó como meta convertir el país en el año 2032 en la 
tercera economía más competitiva de América Latina, con base 
en unas exportaciones de bienes y servicios de alto valor agre-
gado e innovación. Sin embargo, hasta el momento el panora-
ma no es el más alentador, en particular con respecto al nivel de 
diversificación y el grado de sofisticación de las exportaciones.

A pesar de los cuestionamientos que ha 

recibido en los últimos meses el proceso 

de internacionalización de la economía 

colombiana a través de los Tratados de Li-

bre Comercio (TLC), esta continúa siendo 

una de las más cerradas frente a están-

dares internacionales. Adicionalmente, 

las exportaciones siguen concentradas 

en un grupo limitado de productos y su 

nivel de sofisticación es bajo, en la me-

dida en que la gran mayoría son commo-

dities. Lo anterior limita las posibilidades 

de crecimiento de la economía y, por con-

siguiente, la meta propuesta para 2032.

Si bien hay múltiples factores que expli-

can esta situación –tales como la falta de 

una política de cambio estructural (ver ca-

pítulo Política de Cambio Estructural) que 

busque construir una oferta exportable di-

versificada y sofisticada; la debilidad de la 

política de ciencia, tecnología e innovación 

(CTeI) (ver capítulo CTeI); los rezagos en 

materia de infraestructura, transporte y lo-

gística (IT&L) (ver capítulo IT&L); el boom 

minero-energético, entre otros–, la política 

comercial juega un papel fundamental.

Diagnóstico y avances

inserción de la economía  
colombiana en el contexto  
internacional

Aunque durante los últimos años el país ha 

registrado un incremento sustancial en el 

nivel de exportaciones e importaciones per 

cápita, su economía sigue siendo cerrada 

en relación con el contexto internacional. 

Por ejemplo, para el periodo 2008-2012 en-

tre 16 países de América Latina, Colombia 

se encuentra en el puesto 10 en exporta-

ciones per cápita y en el 13 en importacio-

nes per cápita. Lo mismo indica el último 

Reporte Global de Competitividad del Foro 

Económico Mundial (WEF, por su sigla en 

inglés), el cual ubicó al país en el lugar 143 

entre 148 en el indicador de importaciones 

como porcentaje del PIB.

Los resultados del indicador de aper-

tura comercial corroboran esta situación1. 

Luego de más de dos décadas de haber ini-

ciado el proceso de inserción internacional, 

el nivel de apertura de la economía colom-

biana sigue siendo bastante bajo. Mientras 

en 1991 el grado de apertura estaba alrede-

dor de 29%, en 2012 fue apenas de 31,5%2. 

Después de Brasil, Colombia registra el me-

nor grado de apertura comercial en relación 

con países de referencia (gráfico 1).

Aunque durante los últimos años el 

país ha emprendido un proceso acelerado 

en la negociación y la firma de diferentes 

acuerdos internacionales3, el acceso a es-

tos mercados no ha sido suficientemente 

aprovechado debido a una serie de debilida-

des de la política comercial del país4. Una de 

1.	 El indicador de apertura comercial mide la relación de exportaciones e importaciones como porcentaje del PIB.
2.	 DANE.
3.	 Hoy se encuentran vigentes siete TLC: México, Chile, Triángulo Norte (Honduras, Guatemala y El Salvador), Canadá, Estados Unidos, Unión Europea 

y el de la Asociación Europea de Libre Comercio (AELC) (únicamente para Suiza y Liechtenstein). Están firmados y pendientes de ratificación tres: 
Corea del Sur, Costa Rica y el de la AELC con los países de Noruega e Islandia. Ya están negociados cuatro: Panamá, Israel, Turquía y Kuwait. Se en-
cuentran en proceso de negociación: Alianza Pacífico. Fuente: Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.

4.	 Hay que tener también en cuenta que muchos TLC llevan vigentes muy poco tiempo.
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Después de Brasil, Colombia registra el menor índice de apertura comercial en relación  
con países de referencia

Gráfico 1. Índice de Apertura Comercial (% del PIB).

Nota: (1) Información disponible desde 2008 hasta 2011. (2) Información disponible hasta 2011.

Fuente: Banco Mundial - DANE, cálculos Consejo Privado de Competitividad.
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ellas es su falta de capacidad para enfrentar 

restricciones no arancelarias. Así mismo, y 

a pesar de la desinformación que se ventila 

en la opinión pública, está la persistencia de 

altos grados de protección arancelaria en 

ciertos sectores de la economía. También 

ha habido una la falta de efectividad de la 

política comercial en materia de diversifica-

ción de los destinos comerciales.

La falta de acceso real debido a 
barreras no arancelarias

Si bien Colombia ha establecido acuer-

dos comerciales con diferentes países, 

el acceso a ciertos mercados se ve res-

tringido por la incapacidad del país de 

sortear restricciones de carácter no aran-

celario, como son medidas sanitarias y 

fitosanitarias (MSF), normas de origen y 

obstáculos técnicos al comercio (OTC), 

las cuales se convierten en fallas de coor-

dinación que restringen la viabilidad y el 

surgimiento de sectores productivos5. 

Por ejemplo, antes de entrar en vigencia 

el TLC con EE. UU., más de 90% de los 

productos colombianos gozaba de cero 

aranceles a través del Atpdea6. Sin em-

bargo, entre 2000 y 2011, sólo 41% de 

las exportaciones realizadas a este país 

se hicieron bajo estas preferencias y se 

concentraron en un grupo específico de 

productos, debido, en parte, a la existen-

cia de restricciones no arancelarias7.

Aunque muchas veces se tiende a culpar a 

los mercados receptores por la existencia 

de estas trabas, la responsabilidad de ac-

ceder a estos mercados depende en gran 

medida de una agenda de índole nacional. 

Tal es el caso de muchos productos agro-

pecuarios y agroindustriales. En EE. UU. y 

en países de la Unión Europea, por ejemplo, 

para el cultivo de frutas y hortalizas se exi-

ge cierto tipo de fertilizantes que no forman 

parte de la lista admitida por el ICA. Así mis-

mo, las prácticas agrícolas en el país para la 

mitigación de moscas y plagas no son las 

más adecuadas en algunos cultivos. Igual-

mente, en el caso de la carne, el mercado de 

EE. UU. exige ciertos estándares de sanidad 

animal, inocuidad y trazabilidad que el país 

no cumple a cabalidad8.

Este tipo de restricciones no arance-

larias no sólo se limitan al ámbito agroin-

dustrial. En sectores industriales como el 

de textiles y confecciones y el de cosmé-

ticos y productos de aseo, por ejemplo, se 

deben cumplir ciertos requisitos técnicos 

para ingresar a determinados mercados, 

en especial a los más grandes y promiso-

rios. También hay sectores que presentan 

restricciones de tipo logístico o a los que 

se les exigen requisitos y certificaciones 

especiales en materia de calidad.

Ahora bien, frente a esta situación, 

el país recientemente inició una agenda 

de admisibilidad para el aprovechamien-

to de los TLC –que incluye algunas accio-

nes contenidas en la Agenda Nacional de 

Competitividad (ANC) (ver cuadro 1). Ini-

cialmente, esta agenda fue liderada por la 

Oficina para el Aprovechamiento del TLC 

con EE. UU., la cual fue creada para supe-

rar este tipo de restricciones en el mer-

cado estadounidense. Hoy esta agenda 

ha sido ampliada para todos los TLC y se 

encuentra bajo la coordinación de una 

nueva oficina creada por el Ministerio de 

Comercio, Industria y Turismo (Mincomer-

cio) llamada “Centro para el Aprovecha-

miento de Acuerdos Comerciales”.

En el caso de EE. UU., la Oficina para el 

Aprovechamiento del TLC con EE. UU. esta-

bleció agendas sectoriales que identifican 

acciones a implementar para superar este 

tipo de barreras9. Estas agendas cuentan 

con un cronograma establecido y entidades 

responsables y ya muestran algunos avan-

ces. Por ejemplo, en el caso del sector agro-

pecuario, fue realizada –a través del ICA– la 

solicitud de acceso de 16 productos priori-

tarios. APHIS10 ya se encuentra estudiando 

la admisibilidad para aguacate Hass, san-

día, melón, pimentón y mango. Así mismo, 

se conformó la Asociación de Productores/

Exportadores de aguacate Hass para el ma-

nejo de plagas y otros requisitos exigidos. 

Igualmente, Corpoica ha definido una agen-

da de investigación para estos productos 

priorizados y espera contar con resultados 

a partir de 2015 (Oficina para el Aprovecha-

miento del TLC con EE. UU., 2013)11.

5.	 Para mayor detalle sobre fallas de coordinación, ver capítulo Política de Cambio Estructural.
6.	 Ley de Preferencias Arancelarias Andinas y de Erradicación de Drogas (Atpdea) o antigua Ley de Preferencias Arancelarias Andinas (ATPA).
7.	 El bajo aprovechamiento de estas preferencias también se le atribuía a la temporalidad de las mismas, lo cual se convertía en un obstáculo para 

realizar nuevas inversiones. 
8.	 Debido a la falta de voluntad política en el país, no se ha podido establecer un sistema que no sólo garantice un nivel de inocuidad adecuado en el 

caso de llegar a exportar, sino también que asegure unas normas sanitarias aptas para el consumo interno. 
9.	 Se establecieron agendas para los sectores: agropecuario; agroindustrial; textiles y confecciones; cuero, calzado y marroquinería; cosméticos y 

productos de aseo; electrodomésticos; metalmecánica y maquinaria; vehículos y partes; y minerales no metálicos.
10.	 Animal and Plant Health Inspection Service, por su sigla en inglés, es la agencia encargada de la sanidad animal y vegetal en EE. UU.
11.	 Esta agenda incluye la generación de material de siembra, la tecnificación agronómica, el manejo de plagas, el desarrollo de herramientas para la 

toma de decisiones, y el manejo de cosecha y post cosecha.
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En materia de admisibilidad de carne 

bovina, existe un cronograma de trabajo 

concertado y aprobado con la Comisión 

Interinstitucional de Medidas Sanitarias y 

Fitosanitarias, que apunta a poder exportar 

carne a EE. UU. en 2016. En cuanto a sani-

dad animal, ya se han realizado contactos 

con APHIS para la aceptación de la zona li-

bre de aftosa con vacunación que reconoce 

la Organización Mundial de Sanidad Animal. 

Con respecto a inocuidad, el año pasado 

FSIS12 aceptó la petición de Colombia de 

iniciar un proceso de equivalencia sanita-

ria, el cual consta de tres fases que apenas 

están comenzando: análisis normativo del 

sistema, auditoría y proceso regulatorio.

Para el sector de agroindustria también 

existe una agenda. Con el propósito de cum-

plir con estándares técnicos exigidos por 

EE. UU., se propusieron actividades entre las 

que se encuentran: el reconocimiento inter-

nacional del Organismo Nacional de Acredi-

tación de Colombia (ONAC) y del Instituto 

Nacional de Metrología (INM); la aplicación 

de procedimientos expeditos para el reco-

nocimiento de equivalencia de inocuidad y 

salud animal y vegetal, y para la identifica-

ción de zonas libres de plagas, y el diseño 

de una estrategia para que universidades 

ofrezcan programas reconocidos en EE. 

UU. sobre la nueva Ley de Inocuidad de ese 

país (Oficina para el Aprovechamiento del 

TLC con EE. UU., 2012).

Así mismo, en el caso del sector de 

textiles y confecciones, con el propósito 

de alcanzar acuerdos para la acumula-

ción de origen con países de la región que 

tienen TLC con EE. UU., se han propuesto 

acciones para desarrollar alianzas con Mé-

xico y Centroamérica. También, se trabaja 

para aprovechar el mecanismo de escaso 

abasto que permite utilizar insumos esen-

ciales de terceros países que no están dis-

ponibles en Colombia13. Igualmente, se han 

planteado acciones concretas con el pro-

pósito de cumplir los requisitos técnicos 

exigidos en el mercado estadounidense.

Vale la pena destacar que en mate-

ria de normas técnicas, el país –a través 

del Sistema Nacional de Calidad– ya es 

miembro de la Oficina Internacional de 

Pesas y Medidas y ratificó su adhesión a 

la Organización Internacional de Metrolo-

gía Legal (OIML). Sin embargo, como ya 

se señaló, se requiere contar con el reco-

nocimiento en materia de medición por 

parte de las instancias internacionales 

–como, por ejemplo, demostrar la com-

petencia técnica de los laboratorios del 

país. Para esto ya existe un cronograma 

y unas actividades definidas que permi-

tirán organizar el sistema de metrología.

Protección excesiva para algunos 
sectores

Desde la apertura económica a principios 

de los 90, el país ha venido reduciendo 

gradualmente su tasa arancelaria prome-

dio. Un gran esfuerzo en esta dirección 

–además de los que se vienen haciendo 

a través de los TLC– fue la Reforma Es-

tructural Arancelaria (REA), realizada a 

finales de 201014 y modificada a princi-

pios de 201115. Otro esfuerzo reciente fue 

la ampliación por dos años del arancel del 

0% para materias primas y bienes de ca-

pital no producidos en el país16. 

Si bien estos esfuerzos han sido im-

portantes, de acuerdo con el último re-

porte del WEF, Colombia ocupó el puesto 

131 entre 148 países en prevalencia de 

barreras comerciales. A pesar de las re-

ducciones arancelarias anotadas ante-

riormente, este mismo reporte ubica el 

país en el puesto 82 en materia de tasa 

promedio arancelaria.

Esto se debe, en parte, a que en el 

país aún persisten muchos sectores al-

tamente protegidos17. Esta protección se 

manifiesta en tasas arancelarias bastan-

te altas como, por ejemplo, en el caso del 

sector lácteo, cuyo arancel nominal para 

algunos productos es superior al 90%. 

Una situación parecida sucede para pro-

ductos como arroz y carne, cuyas tasas 

nominales son de 80%. Así mismo, el 

arancel para vehículos importados equi-

vale a 35%18. Lo más preocupante es que, 

en general, estas protecciones no vienen 

acompañadas de una política de produc-

tividad para estos sectores o, en el caso 

de tenerla, no los obliga en el mediano y el 

largo plazo a reducirlas, lo que no permite 

disminuir el costo que viene asumiendo 

12.	 Food Safety and Inspection Service, por su sigla en inglés, es la agencia encargada de la inocuidad de alimentos en EE. UU.
13.	 El mecanismo de escaso abasto es aplicado a los productos que pertenecen al sector de textiles y confecciones. En el caso del TLC con EE. UU., 

para invocar este mecanismo los países deben declarar que una materia prima requerida como originaria del Acuerdo no está siendo producida en 
ninguno de los países miembros de manera oportuna y en la cantidad requerida. El objetivo es que los bienes que requieran estos insumos gocen 
de los beneficios arancelarios establecidos en el TLC y no pierdan el origen por el uso de estos.

14.	 Mediante los Decretos 4114 y 4115 de 2010 fue reglamentada la REA.
15.	 Para mayor detalle, ver Consejo Privado de Competitividad (2012).
16.	 Decreto 1755 de 2013.
17.	 En muchas ocasiones estas protecciones se han otorgado debido a presiones que ejercen grupos de interés y gremios.
18.	 Para mayor detalle, ver Consejo Privado de Competitividad (2012).
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Las exportaciones colombianas 
cada vez están más concentra-
das en pocos productos

Gráfico 3. Evolución en la concentración de 
las exportaciones colombianas, 1991-2012.

Nota: Para medir el grado de concentración de las 

exportaciones colombianas se utilizó el Índice de 

Herfindahl-Hirschman (IHH). Los resultados se en-

cuentran entre cero y 10.000. Un menor valor significa 

una mayor diversificación de la canasta exportadora, 

mientras un mayor valor implica lo contrario. 

Fuente: DANE, cálculos Consejo Privado de Com-

petitividad.

Después de México, Colombia 
presenta el mayor grado de 
concentración en sus destinos 
de exportación

Gráfico 2. Índice de concentración de los 
destinos de las exportaciones, 2012.

Nota: Para medir el grado de diversificación de los 

destinos de las exportaciones se utilizó el Índice de 

Herfindahl-Hirschman (IHH) como indicador de concen-

tración. Un menor valor significa una mayor diversifica-

ción de los destinos de exportación, mientras un mayor 

valor implica lo contrario. 1: Información para 2011. 

Fuente: Banco Mundial - DANE, cálculos Consejo 

Privado de Competitividad. M
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el consumidor colombiano por la protec-

ción a estos sectores.

Además de los efectos negativos que 

tiene esta mayor protección sobre la in-

serción de la economía en el mercado 

internacional19, se termina afectando la 

competitividad de los sectores al aislar-

los artificialmente de la competencia, al 

igual que se perjudica la competitividad 

de los sectores que usan estos productos 

como insumos. Lo anterior eleva los pre-

cios internos de los productos, estimula 

el contrabando y termina afectando la ca-

lidad de los mismos en la medida en que 

no hay incentivos para innovar. 

Poca diversificación de destinos 
comerciales

Si bien a raíz de los distintos acuerdos co-

merciales y de la caída de las exportaciones 

a Venezuela, Colombia ha hecho esfuerzos 

por diversificar los destinos de exportación, 

la concentración aún es bastante elevada20. 

Esta situación se evidencia al comparar la 

diversificación de destinos de las exporta-

ciones colombianas frente al contexto inter-

nacional. Colombia es uno de los países que 

registraron en 2012 uno de los mayores 

grados de concentración en relación con 

países de referencia (gráfico 2).

Esta falta de diversificación se debe 

a distintas razones. Una de ellas es la len-

titud que hubo en el pasado en materia 

de negociación de acuerdos comerciales. 

Mientras países como Chile y México tie-

nen más de 12 TLC vigentes, Colombia sólo 

tiene siete. Por lo tanto, preocupan las re-

cientes señales del Gobierno de que el país 

va a ralentizar la suscripción de acuerdos 

de libre comercio, en particular cuando no 

se quiere ser uno de los países que lleguen 

tarde a los mercados de mayor crecimien-

to en la actualidad: los asiáticos.

Así mismo, ha faltado mayor efectivi-

dad a las acciones emprendidas para di-

versificar los mercados. Por ejemplo, en el 

caso de Proexport, aunque se han alcanza-

do resultados importantes en materia de 

acceso a mercados en los últimos años21, 

de acuerdo con un estudio del DNP, no se 

puede concluir de manera contundente 

su incidencia sobre el volumen de expor-

taciones de empresas que han recibido su 

apoyo frente al comportamiento de empre-

sas similares que no lo han recibido (DNP, 

2012). Más aún, el espacio para mejorar 

su gestión es bastante amplio ante los 

pocos servicios que existen en materia de 

normas de origen, acceso al mercado de 

compras públicas, solicitudes de abasto, 

requerimientos técnicos, entre otros.

nivel de diversificación y sofis-
ticación de la oferta exportable

De acuerdo con la reciente literatura, los 

países que logran mayores tasas de creci-

miento son aquellos que se sumergen en 

un proceso continuo de cambio estructu-

ral que los conduce a tener mayores di-

versificación y sofisticación de su aparato 

productivo22. En este sentido, el panorama 

para la economía colombiana no es el me-

jor. Contrario a avanzar hacia una mayor 

diversificación, la oferta exportadora del 

país está cada vez más concentrada. 

Mientras en 1991 15 productos represen-

taron 62,2% de las exportaciones totales, 

en 2012 cinco productos participaron con 

68,1% del total exportado (gráfico 3).

A esta situación se suma el bajo nivel 

de sofisticación de las exportaciones, el 

cual ha empeorado durante los últimos 

años. Las exportaciones colombianas en 

su gran mayoría están concentradas en 

productos primarios y bienes basados en 

recursos naturales. Mientras en 2001 es-

tos productos representaron 74% de las 

exportaciones totales, en 2012 –a raíz 

del reciente boom minero-energético– 

representaron 87% (ver capítulo Política 

de Cambio Estructural)23. En el contexto 

internacional, en 2012 Colombia presentó 

una de las canastas exportables menos 

sofisticadas con respecto a países de re-

ferencia, sólo por encima de Chile y Perú. 

Se destacan países como México y Pana-

má con las ofertas exportables más so-

fisticadas de América Latina (gráfico 4).

Esta situación tiene varias explica-

ciones. Es consecuencia de las ventajas 

comparativas del país y de factores coyun-

turales como el boom minero-energético y 

la apreciación del peso colombiano. Así mis-

mo, es producto de la falta de una política de 

cambio estructural contundente soportada 

por una política de CTeI; de brechas en ma-

19.	 El teorema de simetría de Lerner demuestra cómo, bajo ciertas circunstancias, un impuesto a las importaciones tiene el mismo efecto que un impues-
to a las exportaciones (Lerner, 1936). Por lo tanto, una mayor protección frente a importaciones termina limitando la capacidad de exportar de un país.

20.	 Mientras en el año 2000 los seis principales destinos representaban 71,4% de las exportaciones, en 2012 este porcentaje se redujo a 60%.
21.	 Tales como lograr exportar productos como camarón y flores a Rusia; carne bovina a Rusia, Egipto y Líbano; pitahaya a Corea del Sur; atún, genética 

bovina, palmitos y químicos a Brasil; cosméticos naturales amazónicos a Francia, entre otros.
22.	 Ver, por ejemplo, McMillan, M. y Rodrik, D. (2011) y Lin, J. y Monga, C. (2010).
23.	 Esta situación no implica que las exportaciones diferentes a las minero-energéticas hayan disminuido, sino que su crecimiento ha sido menos 

acelerado, lo que ha redundado en su menor participación en el total de exportaciones.
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Comparado con pares internacionales, Colombia presenta una de las canastas  
exportables menos sofisticadas

Gráfico 4. Proporción de las exportaciones según intensidad tecnológica incorporada, 2012.

Fuente: Unctad, cálculos Consejo Privado de Competitividad.
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Cuadro 1. Avances de la Agenda Nacional de Competitividad en materia de Política Comercial (primer semestre 2013).

Fuente: Consejo Privado de Competitividad con base en DNP - Sistema Nacional de 

Competitividad e Innovación. Primer semestre de 2013.

Grupo de acciones Acción ANC Acción Grupo Comentario CPC

Sector agropecuario

Analizar el comportamiento de los precios de los insu-
mos agropecuarios para el periodo comprendido entre 
los años 2007 a 2011, con el fin de evaluar el efecto de 
la reducción de aranceles en el precio de los mismos.

Reglamentar el sistema de trazabilidad para productos 
agropecuarios.

Desarrollar cinco paquetes tecnológicos para sistemas 
productivos agrícolas.

Los paquetes tecnológicos se encuentran en 
proceso de ajuste.

Acceso a recursos gené-
ticos

Contar con un marco para el desarrollo comercial sostenible 
de la biotecnología: Elaborar una propuesta de modificación 
a la Decisión 391 de la CAN "Régimen Común sobre Acceso a 
los Recursos Genéticos".

Fortalecimiento Institu-
cional

Reestructurar el Invima en especial en temas de inspec-
ción, vigilancia y control de alimentos y farmacéuticos. 

Si bien se expidió el Decreto 2078 de 2012, 
mediante el cual se reestructura el Invima, es 
clave su implementación para fortalecer los 
temas de inspección, vigilancia y control de 
alimentos y productos farmacéuticos. 

Fortalecer la capacidad del ICA.

Fortalecimiento del Sistema 
Nacional de Calidad

Establecer acuerdos de reconocimiento mutuo de regla-
mentación y procedimientos del Subsistema Nacional de 
la Calidad de acuerdo con productos potenciales.

Se ha sugerido eliminar esta acción porque se 
limita a acuerdos de reconocimiento mutuo 
sólo para Chile. Adicionalmente, se argumenta 
que este tipo de acuerdos se realizan a nivel 
privado y no a nivel público.

Conformar la Red Colombiana de Metrología (RCM) y 
consolidar el Instituto Nacional de Metrología (INM).

Aumentar la capacidad en la elaboración de reglamenta-
ción técnica atendiendo las mejores prácticas internacio-
nales en la materia.

Avance con retrasos

Sin avances  
y/o retrasos significativos

Acción terminada

Avance satisfactorio
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teria de capital humano; de inflexibilidades 

en el mercado laboral, entre otros.

Pero la política comercial tampoco 

ha contribuido a generar un mayor ni-

vel de diversificación y sofisticación de 

esta oferta. En algunos casos la estructu-

ra arancelaria de la economía ha ocasio-

nado distorsiones en los incentivos para 

la agregación de valor. Muchas materias 

primas han gozado de elevados arance-

les, lo que ha dado origen a protecciones 

efectivas negativas para algunas ramas 

(Torres & Romero, 2011)24.

Así mismo, la política comercial no ha 

estado alineada con los esfuerzos que se 

podrían catalogar como de política indus-

trial –o de cambio estructural– que viene 

haciendo el país. Si bien es cierto que las 

políticas industriales modernas no pasan 

por el proteccionismo, estas deben estar 

articuladas con la política comercial. En 

el país son distintas las iniciativas que se 

podrían considerar como parte de este 

tipo de política (ver capítulo Política de 

Cambio Estructural). Una de ellas es el 

Programa de Transformación Productiva 

(PTP) de Mincomercio, el cual se ha fija-

do como propósito convertir 16 sectores 

de la economía en sectores de talla mun-

dial. Sin embargo, la política comercial del 

país no ha sido coherente con los esfuer-

zos sobre algunos de estos sectores. Por 

ejemplo, mientras se esperaría que estos 

sectores pudieran adquirir sus insumos y 

bienes de capital a precios competitivos, 

algunos sectores deben adquirir insu-

mos que presentan altos grados de pro-

tección. Más aún, varios bienes finales de 

sectores bajo el PTP presentan proteccio-

nes efectivas negativas, en la medida en 

que sus insumos tienen mayores arance-

les que los de ellos25.

Adicionalmente, los esfuerzos que vie-

ne haciendo el país en esta materia no han 

sido tenidos en cuenta al definir la agenda 

de negociaciones comerciales del país, ni 

al definir las estrategias de negociación de 

los TLC. Los productos declarados “sensi-

bles” en el momento de negociar han co-

rrespondido a sectores cuyos grupos de 

interés han presionado por tratamientos 

privilegiados en la negociación –como la 

petición de mayores plazos de desgrava-

ción y la definición de salvaguardas– y no 

porque estos estén incluidos en la agenda 

de política industrial del país.

También se nota la ausencia de una 

coordinación entre la política comercial 

y una política de cambio estructural 

para generar una nueva oferta exporta-

ble que supla la demanda identificada en 

los mercados que están cubiertos con 

acuerdos comerciales. 

Recomendaciones

Con el propósito de lograr una mayor inser-

ción de la economía en el contexto interna-

cional, es clave que el nuevo Centro para el 

Aprovechamiento de Acuerdos Comerciales 

profundice la agenda iniciada por la Oficina 

para el Aprovechamiento del TLC con EE. 

UU. en materia de admisibilidad de la oferta 

exportable de Colombia en el mercado es-

tadounidense. Esta agenda no sólo servirá 

para acceder a dicho mercado, sino que 

facilitará el aprovechamiento de todos los 

TLC vigentes y los subsiguientes.

Es importante que esta agenda se ar-

ticule de mejor manera con la política de 

cambio estructural del país. En la medida 

en que las fallas de coordinación que re-

suelve esta agenda son sólo una fracción 

de las potenciales distorsiones que 

puedan estar limitando la productividad 

de algunos sectores o el surgimiento 

de otros, es clave que se conjuguen 

esfuerzos. En otras palabras, se deberían 

priorizar las agendas de admisibilidad de 

aquellos sectores sobre los cuales está 

apostando el país, tanto desde el nivel na-

cional (eg. a través del PTP) como desde 

el nivel local (ie. a través de las iniciativas 

de cluster del programa Rutas Competiti-

vas de Innpulsa). En este sentido, se re-

comienda que haya una buena sincronía 

entre la agenda de esta nueva oficina y 

la Coordinación Supraministerial que se 

está proponiendo para articular la política 

de cambio estructural del país (ver capítu-

lo Política de Cambio Estructural).

En particular en materia MSF, es fun-

damental continuar con los procesos de 

admisibilidad en el mercado estadouni-

dense, de acuerdo con la priorización de 

productos ya existente. Más aún, en la me-

dida en que el país vaya avanzando en la 

implementación de su agenda interna en 

este frente, se recomienda hacer uso de la 

carta anexa al capítulo MSF del TLC con EE. 

UU26., la cual establece mecanismos expe-

24.	 Una protección efectiva negativa se genera cuando un bien final a lo largo de una cadena productiva tiene un arancel que no compensa los mayo-
res aranceles que puedan tener los insumos requeridos para la producción de dicho bien. Por lo tanto, no sólo queda el bien sin protección alguna 
frente a la competencia internacional, sino que queda con una protección negativa que castiga la agregación de valor en la cadena. Para mayor de-
talle, ver Consejo Privado de Competitividad (2012).

25.	 Para mayor detalle, ver Consejo Privado de Competitividad (2012).
26.	 Carta adjunta obligaciones adicionales MSF: J.K. Veroneau (comunicación personal, 22 de Noviembre, 2006) – J.H. Botero (comunicación perso-

nal, 22 de noviembre, 2006). Para mayor detalle: http://www.tlc.gov.co/descargar.php?id=59278
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Cuadro 2. Resumen: Principales recomendaciones en materia de Política Comercial.

Fuente: Análisis Consejo Privado de Competitividad.

No. Recomendación Plazo Lo mínimo a realizar  
antes de agosto de 2014

Principales  
responsables

1
Profundizar la agenda iniciada para la admisibilidad de la 
oferta exportable de Colombia en el mercado estadouniden-
se y ampliarla a los demás TLC.

Mediano
Lograr la admisibilidad de los productos 
que ya se encuentran en estudio por 
parte de las autoridades de EE. UU. 

Centro para el Aprovechamiento de 
Acuerdos Comerciales - ICA - INVI-
MA -Mincomercio.

2
Priorizar las agendas de admisibilidad de aquellos sectores 
sobre los cuales está apostando el país, tanto desde el nivel 
nacional como desde el nivel local. 

Mediano

Centro para el Aprovechamiento de 
Acuerdos Comerciales - Coordina-
ción Supraministerial - ICA - INVIMA 
- Mincomercio.

3
Profundizar la “diplomacia” MSF y definir agendas de trabajo 
entre las autoridades competentes de Colombia y los 
mercados receptores. 

Mediano
ICA - INVIMA - Centro para el 
Aprovechamiento de Acuerdos 
Comerciales - Minagricultura.

4 Apoyar a los exportadores en los procesos de certificación 
en los mercados internacionales. Largo

Establecer mecanismos de cofinancia-
ción a través de Proexport, Bancoldex 
y/o Innpulsa. 

Proexport - Bancoldex - Innpulsa.

5
Establecer más mecanismos de información de manera que 
los exportadores tengan un mayor conocimiento sobre los 
requisitos exigidos en los diferentes mercados. 

Mediano Ampliar la función de inteligencia de 
mercados de Proexport. Proexport.

6
Estudiar la posibilidad de implementar una estructura aran-
celaria plana, que elimine la sobreprotección de algunos 
sectores y las protecciones efectivas negativas de otros.

Mediano Realizar el estudio que identifique la 
estructura arancelaria más conveniente. Mincomercio - DNP.

7

Continuar con la agenda de negociaciones de acuerdos 
comerciales teniendo en consideración las apuestas secto-
riales que viene haciendo el país en el marco de su política 
de cambio estructural.

Mediano

Incluir como criterio para determinar la 
conveniencia estratégica de negociar un 
acuerdo, la estructura productiva de la 
economía y, en particular, las apuestas 
sectoriales que esté haciendo el país en el 
marco de su política de cambio estructural.

Mincomercio - DNP - PTP -Departa-
mentos - Municipios.

8

Coordinar la política comercial con la política de cambio 
estructural para generar nueva oferta exportable a fin de 
atender la demanda existente en los mercados prioritarios 
cubiertos por los acuerdos comerciales. 

Mediano

Los insumos a los que se le está apos-
tando en el marco de la política de cambio 
estructural puedan ser adquiridos a 
precios competitivos.

Mincomercio - DNP - PTP -Depar-
tamentos - Municipios -Gremios 
- cámaras de comercio - univer-
sidades.

Largo

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

Mediano

ditos para la resolución de asuntos en esta 

materia que estén impidiendo el comercio 

entre estos países, incluida la posibilidad 

de elevar asuntos al Comité Permanente 

en materia MSF para resolverlos en caso 

de que las autoridades técnicas de ambos 

países no los hayan podido dirimir27.

Igualmente, se requiere ampliar la 

admisibilidad MSF para el resto de 

mercados donde exista este tipo de 

restricciones. Para esto es clave que 

se profundice la “diplomacia” MSF y se 

definan agendas de trabajo entre las 

autoridades competentes de Colombia 

y los mercados receptores. En este 

sentido, se recomienda que las oficinas 

comerciales de Colombia en los países 

destino muevan los procesos con las 

autoridades competentes de estos 

países, tal como se viene haciendo 

para el caso de EE. UU. Así mismo, es 

27.	 Adicionalmente, esta carta establece compromisos en materia de cooperación técnica en el ámbito MSF y relativos al intercambio de información cien-
tífica para facilitar el proceso de análisis de riesgo, ambos elementos que apuntan a facilitar la admisibilidad de productos entre Colombia y EE. UU.
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necesario el fortalecimiento del ICA y el 

Invima para que realicen un desarrollo 

adecuado de sus tareas técnicas. Es-

pecíficamente, en el caso del Invima, 

es importante que se implemente su 

reestructuración, luego de la expedi-

ción del Decreto 2078 de 2012 para tal 

propósito (ver cuadro 1).

También es prioritario continuar 

con el proceso de fortalecimiento del 

Sistema Nacional de Calidad. En este 

sentido, es indispensable obtener el re-

conocimiento internacional de la ONAC 

y del INM. Lo anterior permitirá que las 

certificaciones emitidas por los labora-

torios nacionales acreditados y por el 

Icontec sean reconocidas en el exterior. 

Esto tendrá un efecto directo sobre la 

competitividad de ciertos productos, en 

la medida en que se reducirían sus cos-

tos de certificación. 

Así mismo, se requiere apoyar a los 

exportadores en los procesos de cer-

tificación en los mercados internacio-

nales mediante el establecimiento de 

mecanismos de cofinanciación. En este 

sentido, en concordancia con la Ofici-

na para el Aprovechamiento del TLC con 

EE. UU. (2013), Proexport, Bancoldex 

y/o Innpulsa podrían servir de apoyo 

en esta labor.

Es fundamental también estable-

cer más mecanismos de información 

de manera que los exportadores tengan 

un mayor conocimiento sobre los requi-

sitos exigidos en los diferentes países 

–e.g. normas técnicas, acreditación, 

requisitos específicos de etiquetado 

y empaques, normas de origen, entre 

otros–. En este sentido, se propone que 

Proexport amplíe su función de inteli-

gencia de mercados a estas activida-

des y que en particular lo realice para 

los sectores definidos en el marco de la 

política de cambio estructural. Adicio-

nalmente, sería clave que a través de 

este proceso de inteligencia de merca-

dos se profundice para dichos sectores 

la identificación de los canales de dis-

tribución y aspectos logísticos requeri-

dos en los distintos países.

En cuanto al nivel de los aranceles, 

si bien el país ha logrado reducir gra-

dualmente la tasa promedio arancelaria, 

aún persiste un alto grado de disper-

sión, que en algunos casos ha llegado 

a generar protecciones efectivas nega-

tivas para varios sectores. Por lo tanto, 

se recomienda al DNP, en conjunto con 

el Mincomercio, estudiar la posibilidad 

de implementar una estructura arance-

laria plana, con el fin de eliminar la so-

breprotección que existe para algunos 

sectores y las protecciones efectivas 

negativas que se están generando en 

otros. Un esquema de este tipo podría 

contribuir a la reducción del sesgo an-

tiexportador, en la medida en que no se 

restringiría la producción de bienes par-

ticulares y permitiría la especialización 

de acuerdo con las ventajas comparati-

vas del país28.

Mientras tanto, habría que asegurar 

que –como mínimo– los sectores a los 

que el país les está apostando a través 

de sus esfuerzos en materia de políti-

ca industrial puedan adquirir a precios 

competitivos los insumos y bienes de 

capital necesarios para su producción. 

En este sentido, se recomienda que es-

tos tengan un arancel igual o cercano a 

cero de forma permanente.

Para diversificar mucho más los 

destinos de las exportaciones colom-

bianas, es clave continuar con la agenda 

de negociación de acuerdos comerciales 

del país. Ahora bien, el número de acuer-

dos comerciales no se debe convertir en 

el fin ulterior de la política. El país debe 

ser más estratégico en el momento de 

embarcarse en la negociación de nue-

vos acuerdos comerciales, teniendo en 

cuenta la conveniencia de estos a par-

tir de la priorización de sectores hecha 

en su política de cambio estructural. En 

este sentido, si bien existe una Agenda 

de Negociaciones Comerciales –la cual 

es determinada a partir diversos crite-

rios como mercados con mayor poten-

cial para las exportaciones colombianas, 

posibilidades de atracción de inversión, 

factibilidad política, disposición al libre 

comercio, entre otros–, se recomienda 

incluir como criterio para determinar la 

conveniencia estratégica de negociar 

un acuerdo, la estructura productiva de 

la economía y, en particular, las apues-

tas sectoriales que esté haciendo el país 

en el marco de su política de cambio es-

tructural (ver capítulo Política de Cam-

bio Estructural). Adicionalmente, estas 

apuestas sectoriales deben ser tenidas 

en cuenta en el momento de definir la 

estrategia de negociación –e.g. inclu-

yendo la definición de líneas rojas– de 

futuros acuerdos.

Por último, se requiere coordinar la 

política comercial con la política de cam-

bio estructural para generar nueva ofer-

ta exportable a fin de atender la demanda 

28.	 Un estudio reciente (Villarreal, 2009) muestra que un arancel plano de 4%, tendría efectos positivos en la producción sectorial y en variables ma-
croeconómicas como consumo, exportaciones e importaciones.
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existente en los mercados prioritarios que 

están cubiertos por los acuerdos comer-

ciales que el país viene negociando. Esa 

coordinación debe involucrar tanto enti-

dades gubernamentales de los niveles 

nacional, regional y local, como los gre-

mios empresariales y cámaras de comer-

cio, y las universidades.
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Fuente: WEF (2013).
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El presidente Santos, en su discurso de instalación de la úl-
tima legislatura del Congreso, el pasado 20 de julio, afirmó 
que era el momento para “mirar hacia adentro”, haciendo 
alusión a la necesidad de que el país se enfoque en tener 
una producción eficaz y competitiva, con alto valor agrega-
do. El ministro de Hacienda, Mauricio Cárdenas, fue más ex-
plícito e interpretó las palabras del presidente diciendo que 
el país debe ahora dedicarse a su política industrial.

Este anuncio es recibido con gran ex-

pectativa y beneplácito desde el Consejo 

Privado de Competitividad (CPC), en la 

medida en que este ha venido insistien-

do en que la agenda de competitividad 

del país debe contener –además de 

elementos transversales que mejoren la 

competitividad para cualquier sector de 

la economía– una agenda vertical, políti-

ca industrial moderna, política vertical de 

desarrollo productivo1 o política de cam-

bio estructural, todos sinónimos desde 

el punto de vista del CPC. Puntualmente, 

más allá de venir apoyando una política 

de este tipo, el Consejo ha venido insis-

tiendo en la necesidad de ordenar todo lo 

que el país está haciendo en esta materia, 

bajo una política coherente que articule 

los diferentes actores e instrumentos2.

En este sentido, este capítulo –más 

que profundizar sobre las justificacio-

nes teóricas detrás de este tipo de po-

lítica3– supone que la discusión sobre 

la necesidad de una política de cambio 

estructural está cerrada y presenta pro-

puestas concretas al Gobierno, ahora 

cuando ha dado señales de que se va 

a dedicar a organizar y fortalecer los 

esfuerzos que viene haciendo en este 

frente. La idea es que estas propuestas 

den luces para el rediseño y la imple-

mentación de una política sólida que 

le permita al país incrementar el nivel 

de diversificación y sofisticación de su 

aparato productivo y, de esa manera, 

lograr el objetivo de convertirse al año 

2032 en el tercer país más competitivo 

de Latinoamérica4.

Diagnóstico y avances

¿qué quiere decir el cpc  
por política de cambio  
estructural?

Albert Einstein decía que “no se pueden 

esperar resultados diferentes si se si-

guen haciendo las cosas de la misma 

manera”. La contundencia de esta frase 

podría ser extrapolada a las conclusio-

nes de la reciente literatura de desarro-

llo económico5: no se pueden esperar 

resultados diferentes en materia de 

desarrollo económico si se siguen pro-

duciendo los mismos bienes y servicios, 

y menos si se siguen produciendo de la 

misma manera en que se ha venido ha-

ciendo por décadas.

1.	 Ver Pagés, C. (2010), Capítulo 11.
2.	 Ver, por ejemplo, Llinás, M. (2013, julio).
3.	 Para un mayor detalle sobre las justificaciones teóricas, ver Consejo Privado de Competitividad (2012) - Capítulo Política de Cambio Estructural y 

op.cit. Llinás, M. (2013, julio).
4.	 De acuerdo con el último Indicador Global de Competitividad 2013-2014 del Foro Económico Mundial, Colombia se encuentra en la séptima posi-

ción en Latinoamérica y, de mantenerse las tendencias recientes, pasaría al octavo puesto el próximo año, superada por Ecuador.
5.	 Ver por ejemplo, Lin, J. (2012); McMillan, M. y Rodrik, D. (2011); Hausmann, R. et al. (2011).
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La evidencia empírica muestra que han 

sido los países que se han adentrado en 

un constante proceso de cambio estruc-

tural, incrementando la diversificación y 

sofisticación de sus economías, los que 

han logrado mantener altas tasas de 

crecimiento sostenidas en el tiempo y 

se han convertido en los “milagros eco-

nómicos” de los últimos 50 años. Casos 

como el de Corea del Sur, Taiwán, Sin-

gapur, Malasia y China ilustran cómo a 

través de un proceso de transformación 

productiva que ha cambiado la fisono-

mía de sus aparatos productivos, estas 

economías vienen alcanzando tasas de 

crecimiento que les han permitido lograr 

niveles de prosperidad de países desa-

rrollados –en algunos casos– y sacar a 

cientos de millones de personas de la 

pobreza (ver gráfico 1).

A diferencia de esto, Colombia vie-

ne obteniendo resultados contrarios a 

lo que recomienda esta receta. En vez 

de estar incrementando el nivel de diver-

sificación y sofisticación de su aparato 

productivo, este se viene concentrando 

en un menor número de productos con 

un bajo nivel de sofisticación. Por lo me-

nos así lo muestra el grado de sofistica-

ción de su canasta exportadora. El país 

no sólo viene exportando casi que los 

mismos productos durante los últimos 

30 años (petróleo, carbón, café, flores, 

banano, etc.), sino que la participación 

de las exportaciones basadas en estos 

pocos bienes primarios se viene incre-

mentando de forma alarmante6 a raíz 

del boom minero-energético que atra-

viesa7 (ver gráfico 2) (ver capítulo Po-

lítica Comercial).

Sin volver a los detalles técnicos que 

el CPC ha planteado en anteriores docu-

mentos sobre la justificación detrás de 

una política de cambio estructural, la rea-

lidad es que existe un sinnúmero de fa-

Han sido los países que se han 
adentrado en un constante 
proceso de cambio estruc-
tural, los que han logrado 
altos niveles de crecimiento 
sostenidos en el tiempo

Gráfico 1. Crecimiento y PIB per cápita.

Fuente: Banco Mundial.

6.	 Esta situación genera preocupaciones en la medida en que, de acuerdo a Hausmann R., Hwang, J. y Rodrik, D. (2007), los países “se convierten en 
lo que exportan”. Es decir, el crecimiento futuro de las economías parecería estar asociado con la sofisticación de sus canastas de exportación.

7.	 En línea con Hausmann, R. (2013, 30 de agosto), este incremento en la participación de las exportaciones de commodities se debe en buena me-
dida a una mejora en los términos de intercambio y no necesariamente a un incremento en su producción.
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El grado de sofisticación de la canasta exportadora colombiana ha venido en declive durante los 
últimos años

Gráfico 2. Exportaciones de Colombia según intensidad tecnológica (2001-2011).

Fuente: UNCTAD, cálculos Consejo Privado de 

Competitividad.
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llas de mercado y fallas de gobierno8 que 

limitan la posibilidad de que un país sur-

ta un proceso de transformación produc-

tiva. En particular, la reciente literatura 

destaca los problemas de apropiabilidad9 

y las fallas de coordinación10, como fallas 

de mercado que justifican la intervención 

del Gobierno para su corrección.

En otras palabras, infortunadamente 

este proceso no se da de manera espon-

tánea11 y requiere de una participación 

activa por parte del Estado para abordar 

estos cuellos de botella que lo limitan. No 

ha sido de otra manera como los países 

que han logrado cambios estructurales 

exitosos –tales como los asiáticos men-

cionados anteriormente y otros como Chi-

le12– lo han hecho.

Esta necesidad es aún más sentida en 

el caso de Colombia, en la medida en que 

las ventajas comparativas hacia la produc-

ción de recursos naturales y bienes prima-

rios son tan fuertes, que si el país no hace 

un esfuerzo de gran magnitud, será difícil 

contrarrestar la presión hacia la concen-

tración y la menor sofisticación de su apa-

rato productivo; máxime cuando no viene 

aprovechando esta oferta de recursos pri-

marios para generar nuevos bienes y ser-

vicios de mayor sofisticación alrededor de 

ella13. Más aún, la necesidad de una política 

de cambio estructural se ha vuelto más 

imperiosa ahora que parece estar llegando 

a su fin el boom de commodities que favore-

ció a Colombia durante la última década14 y 

que el país parecería estar cayendo bajo la 

trampa de los ingresos medios15.

Ya aquí debe quedar claro que cuan-

do el CPC habla de política de cambio es-

tructural –o alguno de sus sinónimos–, 

está hablando del conjunto de esfuerzos 

por parte de los sectores público y pri-

vado16 con el fin de abordar distorsiones 

que inhiben el proceso de diversificación 

y sofisticación del aparato productivo. Es 

decir, una política que empuje al país a 

producir nuevos bienes y servicios de 

mayor productividad –i.e. promoviendo 

el self-discovery a lo Hausmann y Rodrik 

(2003)– y a mejorar la productividad de 

bienes y servicios que ya produce17. Por 

tanto, en el marco de una política de cam-

bio estructural bien podrían caber secto-

res del ámbito de servicios o del ámbito 

agropecuario18, además del industrial19, 

tanto transables como no transables20.

En este sentido, el CPC entiende una 

política de cambio estructural como un 

componente esencial de una agenda de 

competitividad –particularmente en un 

país en desarrollo como Colombia– que 

complementa los esfuerzos transversales, 

muchos de los cuales se han abordado en 

capítulos anteriores de este Informe. Por 

tanto, una agenda de competitividad no sólo 

debe incluir elementos horizontales (agenda 

8.	 La literatura destaca como fallas de gobierno: la excesiva (y en algunos casos, falta de) regulación, institucionalidad y trámites, los altos impues-
tos, la corrupción, las leyes laborales restrictivas, la represión financiera, la inseguridad en derechos de propiedad, el pobre cumplimiento de con-
tratos y la inestabilidad macroeconómica. Para más detalle, ver Rodrik, D. (2013).

9.	 De acuerdo con la literatura, un pionero que se atreva a incursionar en algún nuevo sector o actividad económica tiene que asumir una serie de 
costos y riesgos que no tienen que asumir sus inmediatos seguidores. Esta situación lleva a que se dé un nivel subóptimo de inversión en “pione-
raje”, lo que limita la capacidad de “descubrimiento” (self-discovery) de nuevas actividades económicas de un país y, por tanto, su capacidad de 
surtir un proceso de cambio estructural. Para más detalle, ver Hausmann, R. y Rodrik, D. (2003).

10.	 En muchas ocasiones, la viabilidad de un sector depende de que simultáneamente se dé una serie de actividades e inversiones, las cuales no ne-
cesariamente las fuerzas de mercado proveen de forma concomitante. Estas fallas de coordinación pueden tener múltiples manifestaciones: ne-
cesidades de capital humano específico, infraestructura específica, normatividad o institucionalidad pública específica, agenda de CTeI específica, 
etc. Para más detalle, ver, por ejemplo, Sabel, C. et al. (2012).

11.	 Todo lo contrario. Existen condiciones que propician procesos de cambio estructural negativo, es decir, cuando los factores de producción migran de actividades 
económicas más productivas a menos productivas. Colombia sufre de estas condiciones. Para más detalle, ver McMillan, M. y Rodrik, D. (2011).

12.	 Ver Rodrik, D. (2007).
13.	 Tal como lo han hecho Canadá, Australia, Nueva Zelanda, los países escandinavos y más recientemente Chile.
14.	 Ver, por ejemplo, Velasco, A. (2013, 11 de septiembre), Ocampo, J. A. (2013, 27 de agosto) y Hausmann, R. (2013, 30 de agosto).
15.	 Ver Reina, M. (2013, junio).
16.	 Bajo esta definición amplia de sector privado —que se utiliza a lo largo del capítulo— entrarían no solo las empresas sino también la Academia, los 

centros de investigación, etc.
17.	 En sentido estricto, para la literatura económica (ver por ejemplo, op. cit. McMillan, M. y Rodrik, D. (2011)), el concepto “cambio estructural” sólo 

hace referencia al caso en que los factores de producción migran de sectores de baja productividad hacia sectores de mayor productividad, lo que 
equivaldría a “producir nuevos bienes y servicios de mayor productividad”. Cuando el CPC utiliza el término también está haciendo alusión al caso 
en que se incrementa la productividad al interior de sectores ya existentes.

18.	 La política agropecuaria que se viene construyendo luego de los paros de este año, por ejemplo, debería ser parte de esta política de cambio estructural.
19.	 Generalmente, cuando se utiliza el término"política industrial" (moderna) se tiende a creer que esta política sólo cubre el sector industrial manufacture-

ro. Sin embargo, una poítica industrial moderna, o política de cambio estructutural como la llama el CPC, podría abarcar cualquier sector de la economía.
20.	 Ver McKinsey Global Institute (2010).
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Para lograr un crecimiento 
rápido y sostenido se necesita 
además de una agenda de mejo-
ra en los fundamentales, una 
profunda agenda vertical

Gráfico 3. Agenda horizontal y vertical en el 
marco de una agenda de competitividad.

Fuente: Tomado de Rodrik, D. (2013) y adaptado por 

Consejo Privado de Competitividad.

horizontal) que busquen mejorar los funda-

mentales microeconómicos para todos los 

sectores de forma transversal –tales como 

la mejora en la calidad de educación básica 

y media (ver capítulo Educación), la cons-

trucción de principales corredores logísticos 

(ver capítulo Infraestructura, Transporte y 

Logística), la mejora en eficiencia de la jus-

ticia (ver capítulo Justicia), la flexibilización 

del mercado laboral (ver capítulo Mercado 

Laboral y Formalización)–, sino que tam-

bién debe tener una agenda vertical o po-

lítica de cambio estructural, que busque 

acelerar el proceso de cambio estructural 

positivo. En línea con Rodrik (2013), el cre-

cimiento de los países dependerá de la pro-

fundidad y la complementariedad de estas 

dos agendas (ver gráfico 3).

Es importante destacar que, en mu-

chos casos, las distorsiones y los cuellos 

de botella que deben ser abordados por una 

política de este tipo para facilitar el proceso 

de cambio estructural son particulares al 

contexto geográfico donde se ubica la ac-

tividad económica. En algunos casos, un 

mismo sector puede tener visiones estra-

tégicas distintas en lugares diferentes de 

la geografía nacional, lo que termina redun-

dando en necesidades y, por tanto, en agen-

das público-privadas diferentes21. En otros 

casos, la misma situación geográfica impo-

ne distintos tipos de fallas de coordinación 

–logísticos, normativos, de capital humano, 

de ciencia, tecnología e innovación (CTeI), 

etc.– para resolver22. Por tanto, buena par-

te de la “acción” en materia de política de 

cambio estructural debe tomar lugar a nivel 

local, para lo cual deben existir espacios e 

institucionalidad para que los actores públi-

cos y privados del nivel local identifiquen y 

aborden las distorsiones que limitan la pro-

ductividad de sus actividades económicas.

21.	 Por ejemplo, el sector TIC en Medellín les está apostando a tres microclusters (Smart Services, Creative Transmedia y Smart City) que no necesa-
riamente coinciden con la visión estratégica de este mismo sector en la ciudad de Bogotá. Por tanto, en el caso de capital humano, las brechas a 
zanjar para alcanzar la visión en Medellín pueden llegar a ser muy diferentes que aquellas en Bogotá.

22.	 Un ejemplo de esto es la diferencia en las agendas público-privadas que habría que abordar en diferentes regiones del país para el caso del sec-
tor de Ganado bovino, en la medida en que diferentes zonas del país tienen diferentes estatus en materia de prevalencia de fiebre aftosa. Para más 
detalle ver Llinás, M. (2012).
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Por otro lado, si bien no todos los instru-

mentos dentro de una política de cambio 

estructural implican la necesidad de prio-

rizar sectores, industrias o actividades 

económicas23, debería haber instrumentos 

cuya utilización se enfoque sobre sectores 

priorizados24. En particular, la resolución 

de fallas de coordinación implica llevar a 

cabo esfuerzos articulados entre diferen-

tes agencias del Gobierno –tanto del nivel 

nacional como del local– que obligan a 

priorizar, en la medida en que los recursos 

del Gobierno –especialmente el tiempo de 

su recurso humano– son finitos25.

La OCDE ha entendido muy bien esto, y 

en sus últimos documentos viene promul-

gando la necesidad de implementar lo que 

llaman Smart Specialization (OCDE, 2012). 

Este concepto no es otra cosa –y así lo re-

conocen– que política de cambio estruc-

tural soportada por la política de CTeI. A 

esta conclusión han llegado luego de dar-

se cuenta de que no tener foco estratégico 

para sus inversiones en CTeI y repartirlas de 

manera uniforme ha llevado a que el impac-

to de estas sea más bien marginal.

Por último, vale la pena recordar que 

para el CPC una política de cambio estruc-

tural no implica una serie de medidas que se 

asocian a la antigua política industrial bajo el 

modelo de sustitución de importaciones. En 

primer lugar, no implica subsidios para so-

portar la viabilidad de sectores específicos. 

A diferencia de esto, el acompañamiento pri-

vilegiado sobre ciertos sectores se debe tra-

ducir en la resolución de, por ejemplo, fallas 

de coordinación que limitan la productivi-

dad de estos sectores. En segundo lugar, no 

implica protección en frontera ante la com-

petencia internacional. En línea con Reina 

(2013, agosto), “una mayor conexión con el 

mercado internacional no riñe con la cons-

trucción de una política de desarrollo pro-

ductivo que mejore la competitividad de la 

economía. Las políticas industriales moder-

nas no pasan por el proteccionismo”.

¿qué está haciendo colombia?

Hoy en día no se puede decir que en Co-

lombia no se están implementando es-

fuerzos que podrían ser catalogados como 

de política industrial. Por ejemplo, el pre-

sidente Santos lanzó el año pasado una 

nueva Agenda Nacional de Competitividad 

en el marco del Sistema Nacional de Com-

petitividad e Innovación (SNCeI)26, que, 

además de elementos horizontales, tiene 

elementos de agenda vertical (o política in-

dustrial) (ver cuadro 1 y capítulos Ciencia, 

Tecnología e Innovación, Educación, Políti-

ca Comercial e Infraestructura, Transporte 

y Logística). Sin embargo, el CPC considera 

que estos esfuerzos en materia de políti-

ca industrial no son suficientes para lo-

grar avances sustanciales en materia de 

diversificación y sofisticación del aparato 

productivo colombiano.

En primer lugar, los elementos de 

agenda vertical se vienen dando sin que 

exista una verdadera política que articule 

todos los actores e instrumentos relevan-

tes. Una política de este tipo no es compe-

tencia de un solo Ministerio, en la medida 

en que las distorsiones y demás cuellos 

de botella que debe abordar son, general-

mente, competencia de diferentes agen-

cias públicas. En este sentido, una política 

de cambio estructural debe ser de todo el 

Gobierno27 –incluido el de nivel local–, ya 

que involucra buena parte –si no la totali-

dad– de las agencias públicas. Por tanto, 

no es suficiente decir que el Ministerio de 

Comercio, Industria y Turismo (Mincomer-

cio) tiene una política industrial para sus 

adentros que no necesariamente conoce el 

resto del Gobierno y que, por tanto, lo obliga 

a ir tocando puertas a los demás Ministe-

rios cuando necesite la resolución de de-

terminadas fallas de coordinación por fuera 

de su competencia. Más aún, vale la pena 

señalar que muchos sectores y temas que 

deberían ser parte de esta política no son 

del resorte de este ministerio.

La falta de una política articulado-

ra se refleja también en la coexistencia 

de dos sistemas –el SNCeI y el Sistema 

Nacional de Ciencia, Tecnología e Innova-

ción– que, a pesar de los esfuerzos de 

coordinación, siguen siendo sistemas pa-

ralelos sin una política que los articule o 

que subordine uno al otro; cuando clara-

mente la política de CTeI debe ser uno de 

los principales pilares –más no el único– 

de una política de cambio estructural. 

23.	 En la “caja de herramientas” de una política industrial moderna sólida debe haber cabida para instrumentos transversales que puedan ser aplica-
bles a cualquier actividad económica. En particular, estos instrumentos buscan abordar distorsiones tales como los problemas de apropiabilidad. 
Para más detalle, ver Llinás, M. (2013, agosto).

24.	 Esto no implica que no debe haber instrumentos para el resto de sectores, pero sí que algunos instrumentos deberían focalizarse sobre algunos sectores.
25.	 Algunos comentarios a borradores de este capítulo sugerían estar de acuerdo con que el enfoque de esta política debería ser el de abordar distor-

siones de mercado, pero no el de priorizar. Sin embargo, al decir esto se está desconociendo que infortunadamente no se pueden resolver todas 
las fallas de mercado para todos los sectores o actividades económicas al mismo tiempo. En particular, la resolución de fallas de coordinación es lo 
que más exige la necesidad de priorizar. Para más detalle, ver, por ejemplo, Hausmann, R. y Rodrik, D. (2006).

26.	 Mayor información en https://sgr.dnp.gov.co/media/Innova/index.html
27.	 Preferiblemente debería ser una política de Estado.
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Cuadro 1. Avances de la Agenda Nacional de Competitividad en materia de Política de Cambio Estructural (primer semestre 2013).

Fuente: Consejo Privado de Competitividad, con base en DNP – Sistema Nacional de 

Competitividad e Innovación.

Grupo de acciones Acción ANC Acción Grupo Comentario CPC

Promoción de sectores 
específicos

Contar con un marco regulatorio para el desarrollo del sector 
agropecuario: presentar Proyecto de Ley de Desarrollo Rural.

Identificar las necesidades de riego y drenaje y construir los 
distritos acordes con la vocación de uso del suelo.

Aprovechar la biodiversidad como ventaja comparativa: delimitar 
ecosistemas estratégicos (páramos, humedales, pastos mari-
nos, arrecifes coralinos).

Promover encadenamientos productivos del sector minero 
energético hacia atrás y hacia adelante: instaurar dispositivo de 
trabajo público-privado.

No se tiene información de seguimiento 
de la acción. Minminas pide cambio de 
liderazgo o eliminación de la acción. 

Incrementar el número de proyectos bandera que estarían sopor-
tando las dinámicas de crecimiento de los sectores a los cuales 
le viene apostando el país en el marco de su agenda vertical.

Fortalecimiento la com-
petitividad regional

Generar dinámicas de trabajo entre los actores públicos y 
privados a nivel local sobre los sectores del Programa de Transfor-
mación Productiva.

Desarrollar el programa Rutas Competitivas en 16 departamentos 
y transferir la metodología para el fortalecimiento de clusters.

Brindar asistencia técnica para garantizar el rol articulador de las 
Comisiones Regionales de Competitividad (CRC). 

Sostenibilidad Ambiental

Promover el desarrollo económico sostenible: Desarrollar e 
implementar esquemas por compensaciones por pérdida de 
biodiversidad.

Contar con un marco legal para la actividad minera: presentar 
ante el Congreso de la República el proyecto de Ley del Código 
Minero, posterior a la consulta previa con comunidades.

Mejorar la institucionalidad para el sector de la minería: Poner 
en marcha la Agencia Nacional Minera, teniendo en cuenta la 
transición del Servicio Geológico Nacional.

A pesar de que la mayoría de hitos ya se 
han cumplido, el Plan de Descongestión 
y la Provisión de Planta se encuentran 
muy retrasados.

Desarrollar la actividad económica sostenible: Implementar la Es-
trategia Colombiana de Desarrollo Bajo en Carbono en 4 sectores.

Avance con retrasos

Sin avances  
y/o retrasos significativos

Acción terminada

Avance satisfactorio
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Cuadro 2. Esfuerzos del Gobierno catalogables como de Política Industrial Moderna.

Fuente: Consejo Privado de Competitividad.

Programas / Políticas / Iniciativas Entidad Responsable Descripción/Comentario

1 Programa de Transformación Productiva (PTP) PTP (Bancóldex – Mincomercio) Programa a través del cual el país le está apostando a 16 sectores 
para convertirlos en sectores de talla mundial.

2 Programa Rutas Competitivas Innpulsa (Bancóldex)

Programa que pretende implementar 36 iniciativas de cluster en 
18 departamentos del país, buscando empoderar y capacitar a las 
regiones para que hagan sus propias apuestas, sean capaces de 
identificarlas, y gestionarlas.

3 Programas de Desarrollo de Clusters de 
distintas ciudades

Cámaras de Comercio de Medellín, 
Barranquilla y Bogotá

Trabajo de desarrollo de clusters que vienen implementando a 
través de sus Cámaras de Comercio algunas ciudades de Colombia.

4 Apuestas de los departamentos a través de 
las Comisiones Regionales de Competitividad

Comisiones Regionales de Competi-
tividad

Las 32 Comisiones Regionales de Competitividad tienen numero-
sas apuestas productivas incluidas en sus Planes Regionales de 
Competitividad.

5 Proyecto “Desarrollo de las Mipymes Bajo el 
Enfoque de Clúster”

Mincomercio, Agencia de Cooperación 
Coreana (KOICA)

Este programa tiene como objetivo implementar pilotos para la so-
lución de cuellos de botella para tres clusters: Autopartes (Bogotá), 
Energía (Antioquia) y Alimentos (Valle).

6 Política de Gestión de Capital Humano (Con-
pes 3674 de 2010)

Mineducación, Mintrabajo, Mincomercio, 
DNP 

Política a través de la cual se pretende resolver fallas de coordina-
ción relacionadas a brechas de capital humano.

7 Programa de Alianzas Estratégicas Regionales Mineducación Programa a través del cual se pretende resolver fallas de coordina-
ción relacionadas a brechas de capital humano.

8 Agenda de Competitividad Sectorial Oficina de Aprovechamiento Comercial 
del TLC

Identificaba cuellos de botella para 11 sectores y 15 clusters regio-
nales, incluyendo agendas de admisibilidad sanitaria y fitosanitaria.

9 Estrategia Nacional de Innovación DNP Apunta a articular los múltiples esfuerzos que viene haciendo el 
país en materia de CTeI.

10 Programas FITI y Apps.co MinTIC Programas del Ministerio de TIC que buscan incrementar la competi-
tividad del sector TIC en el país.

11
Portafolio de instrumentos para fomentar 
empresas de crecimiento rápido, rentable y 
sostenido

Innpulsa (Bancóldex)

Además del tema de clusters, Innpulsa tiene un portafolio de instru-
mentos para apoyar: la mipyme; temas de mentalidad y cultura de 
la innovación; emprendimiento dinámico innovador; e innovación y 
emprendimiento corporativo. 

12 Política de Ciencia, Tecnología e Innovación 
(Ley 1286 de 2009 y Conpes 3582 de 2009) Colciencias

Define ciertas áreas estratégicas sobre las cuales se deben focalizar 
los esfuerzos de CTeI del país. Colciencias tiene un Consejo de los 
Programas Nacionales de CTeI que cubren 13 áreas.

13 Cadenas Productivas Minagricultura Programa que busca mejorar la productividad de alrededor de 25 
cadenas productivas del sector agropecuario.

14 Agenda Quinquenal Corpoica Agenda que establece una focalización de la agenda CTeI para el 
sector agropecuario.
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Adicionalmente, se refleja en los múl-

tiples esfuerzos que vienen haciendo 

distintas agencias públicas y privadas, 

sin mayor coordinación entre ellas y sin 

necesariamente lograr sinergias entre 

estos esfuerzos. Más aún, muchos de 

estos esfuerzos no tienen en cuenta las 

particularidades y realidades sectoriales 

regionales. Una lista no exhaustiva de es-

tos esfuerzos se muestra en el cuadro 2.

Por último, la falta de política se refle-

ja también en la desconexión entre la in-

versión de las regalías –en particular, las 

asociadas al Fondo de CTeI, al Fondo de De-

sarrollo Regional y al Fondo de Compensa-

ción Regional– y las apuestas productivas 

que viene haciendo el país, tanto desde el 

nivel nacional como desde el nivel local, en 

la medida en que la mayoría de proyectos 

presentados ante estos fondos no corres-

ponden o apalancan estas apuestas28.

En segundo lugar, y como resultado 

mismo de la falta de política, el país le vie-

ne apostando a todo. Un conteo somero 

que realizó el CPC sobre los diferentes es-

fuerzos que se vienen haciendo, concluyó 

que el país –tanto desde el nivel nacional 

como desde el nivel local– está realizan-

do apuestas sobre más de 80 sectores. 

Como dice el profesor Michael Porter, de 

la Universidad de Harvard, “apostarle a 

todo es no tener estrategia”. Puesto de 

otra manera: apostarle a todo es apos-

tarle a nada. Si bien priorizar esfuerzos 

es una tarea compleja, las múltiples dis-

torsiones que limitan la transformación 

productiva exigen que se haga.

En resumen, la falta de una verdadera 

política de cambio estructural articuladora 

que, además, se refleja en el sinnúmero de 

apuestas que se vienen realizando, hace 

imperativo que el país reevalúe los esfuer-

zos que está haciendo en esta materia.

Recomendaciones

Desde hace casi tres años el CPC viene 

proponiendo que se “ponga la casa en or-

den” en cuanto a los esfuerzos que el país 

viene haciendo en materia de política de 

cambio estructural. Para esto, ha propues-

to que el país haga un rediseño exhaustivo 

de su política. En este sentido, este capítu-

lo hace propuestas concretas (ver cuadro 

3) sobre seis aspectos que se deberían 

tener en cuenta en el momento de hacer 

este rediseño: i) objetivos ambiciosos; ii) 

el dilema de la priorización; iii) ajustes ins-

titucionales; iv) revisión de la “caja de he-

rramientas”; v) reglas claras, mecanismos 

de transparencia y rendición de cuentas, y 

vi) rol del sector privado. 

Dadas la ventana de oportunidad que 

se abre con las elecciones presidencia-

les de 2014 y la necesidad apremiante de 

que el país se embarque en una agenda 

de este tipo, se espera que los candida-

tos asuman esta política dentro de sus 

banderas y estas recomendaciones sir-

van para su rediseño y su implementa-

ción a partir de agosto de 2014.

objetivos ambiciosos

Es claro que si el país realmente quiere lo-

grar la visión de ser al año 2032 uno de los 

tres países más competitivos de Latinoa-

mérica, con un nivel de ingreso equivalen-

te al de un país de ingresos medios-altos, 

tendrá que incrementar su tasa de creci-

miento potencial. Tal como se comentó, 

esto sólo será posible en la medida en que 

–además de abordar elementos transver-

sales que mejoren los fundamentales– el 

país implemente una política de cambio 

estructural que jalone sustancialmente 

este crecimiento, a través de una trans-

formación de su aparato productivo y que 

evite que el país quede enfrascado en la 

trampa de ingresos medios.

Ahora bien, una política de este tipo 

no se diseña para que los sectores o ac-

tividades económicas bajo ella sigan cre-

ciendo a tasas escasamente superiores al 

promedio de crecimiento de toda la econo-

mía. Se diseña para que el abordaje de los 

cuellos de botella particulares y el acom-

pañamiento privilegiado por parte del sec-

tor público a los sectores bajo la política 

redunden en tasas de crecimiento signi-

ficativas que terminen impulsando de for-

ma importante el crecimiento promedio.

Por tanto, las metas de crecimiento 

bajo la política deben ser lo suficientemen-

te ambiciosas –al tiempo que apoyadas 

por estimaciones rigurosas del impacto 

de los distintos instrumentos y proyectos 

de inversión– como para justificar este es-

fuerzo. Ha sido así como, por ejemplo, Ma-

lasia definió en 2010 metas de crecimiento 

ambiciosas a partir de la implementación 

de su política industrial (Economic Trans-

formation Programme), que llevará a este 

país a crecer al 6% durante los próximos 

diez años, para alcanzar así un nivel de in-

greso esperado equivalente al de un país 

de ingresos altos29.

28.	 Se está comenzando a corregir esto a partir de una serie de convocatorias de Innpulsa.
29.	 Las estimaciones del Gobierno de Malasia indican que el Economic Transformation Programme y los proyectos de inversión asociados a este, da-

rán cuenta del 41% de este crecimiento económico. Para más detalle, ver Pemandu (2010). En 2011 y 2012 este programa ha generado inversio-
nes por más de US$69 billones y más de 408.000 empleos.
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Además de enviar señales claras sobre el 

grado de ambición de esta política, unas 

metas claras y ambiciosas –en materia 

de crecimiento de productividad sectoria-

les, exportaciones, ventas totales, etc.–, 

que deberían ser definidas en el marco de 

la Comisión Nacional de Competitividad e 

Innovación del SNCeI, deben servir de re-

ferente para monitorear el desempeño de 

la política y tomar decisiones sobre ajustes 

a esta, tal como se detalla más adelante. 

Estas metas deberían ser definidas a partir 

de las líneas base de cada sector o activi-

dad económica y deberían ser lo suficiente-

mente exigentes para impulsarlos a hacer 

su mayor esfuerzo por cumplirlas, pero al 

mismo tiempo lo suficientemente realistas 

para no castigarlos injustificadamente.

el dilema de la priorización

Las diferentes iniciativas que se vienen im-

plementando en el país llevan a que, hoy en 

día, el país le esté apostando a todo a tra-

vés de diferentes programas o iniciativas de 

los órdenes nacional y local, y a que el sec-

tor privado no tenga señales claras sobre 

a qué le apunta el país. Como se comentó 

anteriormente, es claro que esta no es la 

forma más efectiva de proceder y lo cierto 

es que la dispersión que existe no permi-

tiría concentrar esfuerzos y recursos que 

redunden en resultados significativos. Por 

tanto, una revisión de la política de cambio 

estructural del país debe dar luces sobre 

cómo abordar el dilema de la priorización.

Ahora bien, también es claro que prio-

rizar esfuerzos en un país como Colom-

bia –con tanta diversidad idiosincrática 

y de aparatos productivos entre las dife-

rentes regiones, además de un discur-

so anticentralista desde estas– es una 

tarea bien compleja. Por tanto, cualquier 

propuesta de priorización debe tener en 

cuenta estas consideraciones.

Para combinar la necesidad de foca-

lización con la heterogeneidad del país, 

se propone definir como apuestas del ni-

vel nacional, macrosectores (o áreas) 

gruesos que permitan manifestaciones 

diversas en los niveles local y subsecto-

rial. Esta es la forma como lo hacen, por 

ejemplo, Finlandia y Malasia30. Estos ma-

crosectores se podrían construir a partir 

de la agregación de las apuestas de los 

departamentos y las regiones. Esto no 

querría decir que todas las apuestas de-

partamentales tendrían necesariamente 

su respectivo macrosector a nivel nacio-

nal, pero sí que se haría un esfuerzo por 

definir conjuntos gruesos que agrupen 

una gran porción de ellas.

Cualesquiera sean los sectores grue-

sos a nivel nacional o sus manifestaciones 

subsectoriales en los niveles departamen-

tal y regional, es clave que esta definición 

provenga de un trabajo conjunto entre los 

sectores público y privado –a través de ta-

lleres a ser llevados a cabo a lo largo y an-

cho del país, preferiblemente en el marco 

de las Comisiones Regionales de Compe-

titividad–, en el que se tengan en cuenta 

factores tales como: las ventajas compa-

rativas latentes del país (o de la región); 

los sectores o clusters en los cuales el país 

(o la región) se ubica hoy en día31; la vi-

sión a futuro que se tenga del país (o de 

la región); el contenido tecnológico de los 

sectores; la capacidad de generación de 

empleo; las tendencias de consumo de 

los mercados mundiales; la demanda do-

méstica e internacional; los competidores; 

e indicadores de sofisticación, proximidad 

y valor estratégico de los sectores o acti-

vidades, entre otros32. De acuerdo con la 

discusión que se viene dando en la Unión 

Europea, esta priorización a nivel local 

también se podría apoyar en una serie de 

instrumentos cuantitativos y cualitativos 

utilizados en el marco de las políticas de 

desarrollo de clusters (Directorate General 

for Research and Innovation, 2013).

Bajo este esquema, el país le podría 

estar apostando, por ejemplo, al sector de 

Biodiversidad desde el nivel nacional, el 

cual se podría manifestar en Bogotá como 

línea de cosméticos a partir de ingredien-

tes naturales; en Medellín como bioinsu-

mos para una agricultura sostenible; en 

la Costa como aprovechamiento de espe-

cies autóctonas para fines farmacéuticos 

u otros usos industriales, y en otras zonas 

como biorremediación en la actividad pe-

trolera y minera. En ese mismo orden de 

ideas, de definirse el sector Turismo como 

una de las apuestas gruesas, este se po-

dría manifestar como ecoturismo en Quin-

dío, Santander, la Orinoquia, la Amazonia y 

los parques naturales; turismo de eventos 

y negocios en Bogotá y Medellín; turismo 

de salud en Bucaramanga y Barranquilla; 

y así sucesivamente. En caso de que uno 

de los sectores fuese Alimentos, este se 

podría manifestar como chocolatería y 

30.	 Si bien el Programa de Transformación Económica de Malasia incluye 12 sectores (Petróleo, Gas y Energía; Aceite de Palma; Servicios Financieros; 
Turismo; Servicios de Negocios; Electrónicos y Eléctricos; Comercio al por mayor y al detal; Educación; Salud; Contenidos e Infraestructura de Co-
municación; Agricultura; y la región de Kuala Lumpur/Klang Valley), estos son gruesos y permiten que los programas y políticas tengan diversas 
manifestaciones en el momento de llevarlos a la práctica a nivel local.

31.	 Ver, por ejemplo, Rodriguez-Clare, A. (2005).
32.	 Para más detalle sobre estos últimos criterios, ver op. cit. Llinás, M. (2012).
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confitería en Antioquia y Valle; productos 

cárnicos en Barranquilla y Medellín; pro-

ductos lácteos en la Sabana de Bogotá y 

Valledupar, etc.

Este enfoque no sólo tendría la ven-

taja de adecuarse a la heterogeneidad 

productiva del país al haberse construi-

do bajo un enfoque “bottom-up”, sino que 

permitiría focalizar agendas para abordar 

cuellos de botella que tendrían externali-

dades positivas sobre un mayor número 

de subsectores. En materia de CTeI, por 

ejemplo, una agenda de investigación so-

bre un macrosector como el de biodiver-

sidad podría ser relevante y beneficiar 

varios de los subsectores involucrados. 

En materia de capital humano, por dar 

otro ejemplo, se facilitaría la formación 

que permitiría abordar, en parte, brechas 

que aquejan a varios subsectores. En 

caso de que uno de los sectores fuese el 

de alimentos, por ejemplo, la formación 

de ingenieros y tecnólogos de alimentos 

podría atender las necesidades de capi-

tal humano de varios de los subsectores.

En la medida en que una política de 

cambio estructural se debe gestionar prin-

cipalmente desde el nivel local, el nivel na-

cional debe enfocar sus esfuerzos –por un 

lado– en asegurar que a nivel regional se 

estén dando las dinámicas de trabajo so-

bre las apuestas locales y que este trabajo 

esté articulado con las apuestas gruesas 

nacionales. Por otro lado, el Gobierno na-

cional debe garantizar la tenencia de una 

oferta institucional y de bienes públicos 

para poder responder a las necesidades 

de estas apuestas locales, en caso de que 

las distorsiones no puedan ser resueltas 

desde el nivel local. Adicionalmente, el ni-

vel nacional debería asegurarse de que su 

oferta institucional –con sus instrumentos 

transversales y verticales– llegue a las di-

ferentes regiones del país, tal como se re-

comienda en el siguiente numeral.

Por último, estas apuestas –y en par-

ticular, aquellas del nivel local– deben ser 

vistas como un flujo dinámico y no como 

un stock inamovible. Hay que entender 

esta política como un proceso de búsque-

da constante que permite la posibilidad de 

equivocarse al hacer apuestas sectoriales 

o sobre actividades económicas. Dado su 

carácter experimental, es altamente pro-

bable que se incurra en fracasos y no se 

logren los crecimientos esperados en pro-

ductividad para algunos productos, sec-

tores o clusters bajo la política. Esto es 

normal y sucede cada vez que los países 

implementan este tipo de políticas. Por 

ejemplo, Chile tuvo numerosos fracasos 

antes –y después– de que Fundación Chi-

le lograra el éxito del salmón33.

Bajo este contexto, el objetivo de po-

lítica no debe ser minimizar el número de 

fracasos. De acuerdo con Rodrik (2007 b), 

probablemente la ausencia de fracasos 

implica que no se está implementando la 

política con suficiente agresividad. Sin em-

bargo, un objetivo de política sí debe ser 

abandonar aquellas apuestas que no fun-

cionan lo más pronto posible, apenas se 

identifique que no van para ningún lado; 

es decir, fracasar lo más rápido posible in-

curriendo en los menores costos, tal como 

se describe en el aparte sobre reglas cla-

ras, mecanismos de transparencia y rendi-

ción de cuentas de esta sección34.

ajustes institucionales

Una política de cambio estructural es 

mucho más intensiva en capacidad ins-

titucional que su contraparte, la agenda 

horizontal, en la medida en que, por defini-

ción, implica la articulación de numerosos 

actores e instrumentos y la provisión de 

bienes públicos específicos 35. En particu-

lar, un marco institucional para la imple-

mentación de esta política debe soportar 

tres tipos de articulación: articulación 

interinstitucional (entre los varios Minis-

terios y agencias del Gobierno nacional y 

entre las agencias del nivel local), articu-

lación público-privada (la cual incluye la 

Academia y centros de investigación) y 

articulación nación-región. 

A pesar de que el país cuenta hoy en 

día con un gran activo para soportar dicha 

articulación, como lo es el SNCeI, lo cierto 

es que este se viene utilizando principal-

mente para monitorear la implementación 

de la agenda horizontal, y su actual diseño 

se tendría que adecuar y fortalecer para 

soportar también la agenda vertical. Aho-

ra bien, una política de cambio estructural 

como la que se tiene en mente requeriría de 

ajustes institucionales más allá del SNCeI, 

que le permitan al país coordinar de forma 

efectiva la implementación de esta política. 

Tales ajustes se podrían agrupar en ajustes 

del nivel nacional y ajustes del nivel local.

Nivel nacional

Como se comentó anteriormente, una políti-

ca de cambio estructural es una política de 

Gobierno y no de un Ministerio en particular. 

33.	 Ver Rodrik, D. (2007).
34.	 Es importante que los organismos de control del Estado (e.g. Contraloría, etc.) tengan claridad sobre esta lógica y se tomen las respectivas medi-

das legales para blindar a los funcionarios que estarían a cargo de la implementación de esta política.
35.	 Esta necesidad de articulación es más sentida cuando se trata de abordar fallas de coordinación, en la medida en que generalmente su solución 

requiere del concurso de múltiples actores públicos y privados. 
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es clave contar con una coordinación supraministerial con un equipo sólido para poder articular 
la implementación de la agenda de competitividad del país, en particular en su componente vertical

Gráfico 4. Ejemplos de Ministerios, Agencias y Programas bajo la Coordinación Supraministerial en el marco del SNCeI.

Nota: Este esquema es sólo ilustrativo y no necesaria-

mente incluye la totalidad de actores relevantes.

Fuente: Consejo Privado de Competitividad.
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Por tanto, a diferencia de lo que ocurre en 

Colombia –donde, por ejemplo, a través del 

Programa de Transformación Productiva 

(PTP) (un programa del Mincomercio ad-

ministrado por su entidad vinculada, Ban-

cóldex) se pretende lograr la articulación 

de diferentes Ministerios y agencias públi-

cas–, se necesita de una institucionalidad 

supraministerial –inmersa en el marco del 

SNCeI– que permita la articulación de los 

diferentes Ministerios y agencias públicas 

relevantes para la política. Es así como, por 

ejemplo, Malasia –a través de la agencia 

supraministerial Pemandu36 (Pemandu, 

2010)– y Brasil –a través del Conselho Na-

cional de Desenvolvimento Industrial (MDIC, 

2011)– articulan sus políticas industriales.

A diferencia de lo que existe hoy –una 

Alta Consejería para la Gestión Pública y 

Privada que, además del tema de compe-

titividad, tiene a su cargo diversos temas, 

sin contar con un equipo de trabajo sufi-

ciente para cumplir a cabalidad con su mi-

sión–, se recomienda que se constituya 

una dependencia especial de orden supra-

ministerial, adscrita a la Presidencia de la 

República, en el marco del SNCeI, cuyo úni-

ca labor sea la coordinación de la agenda 

de competitividad del país, tanto en su 

componente horizontal como en su com-

ponente vertical. Como se comentó, este 

último componente es más intensivo en 

capacidad de articulación interinstitucio-

nal, por lo que se recomienda implementar 

un esquema organizacional de tipo matri-

cial para su coordinación (ver gráfico 4). 

Esta dependencia debería tener una cabe-

za, un equipo sólido –similar al que tiene 

en la actualidad el PTP– y presupuesto, 

que le permitan cumplir su misión37.

Más aún, además de una coordina-

ción supraministerial, la evidencia empíri-

ca muestra que se necesita un monitoreo 

permanente desde el más alto nivel so-

bre la implementación de la política. La 

experiencia de Corea muestra cómo las 

reuniones mensuales que el presidente 

Park (1963-1979) sostuvo por lustros, pa-

sando revista a los actores públicos y pri-

vados relevantes, fue fundamental para 

garantizar la coordinación y la fluidez de 

su política industrial. El caso de la actual 

política industrial en Brasil no es muy dife-

rente: la presidente Dilma Rouseff ha esta-

do directamente involucrada en su diseño 

y su implementación. Por tanto, debe ha-

ber al menos un seguimiento bimensual 

por parte del presidente a la implementa-

ción de esta política.

Por otro lado, hoy en Colombia se es-

tán presentando dificultades de coordi-

nación y cruce de cables entre entidades, 

en la medida en que varios ministerios 

vienen implementando política industrial 

sobre los mismos sectores. Este es, por 

ejemplo, el caso de MinTIC, que viene im-

plementando una política de fomento al 

sector de TI a través de programas como 

FITI y Apps.co, al tiempo que el PTP tam-

bién gestiona los sectores de Software 

y TI y BPO&O como sectores “de talla 

mundial”. Si bien se vienen haciendo es-

fuerzos de coordinación por evitar dupli-

cidades, lo cierto es que –en el mejor de 

los casos– se generan costos de transac-

ción en los que no se debería incurrir38.

Por lo tanto, una forma más adecua-

da para implementar esta política (utiliza-

da, por ejemplo, en los casos de Malasia 

y Corea) es a través de un arreglo insti-

tucional bajo el cual cada ministerio –y 

sus entidades adscritas y vinculadas– 

sea responsable de la implementación 

de esta política sobre sus respectivos 

sectores. De esa manera, por ejemplo, el 

Mincomercio tendría bajo su responsabi-

lidad aquellos sectores del ámbito Ma-

nufacturero y de Turismo, mientras que 

el MinTIC tendría el sector de Software 

y TI y el de Comunicaciones (ver gráfico 

5). Obviamente, esto no iría en contra de 

la necesidad de que diferentes ministe-

rios y agencias trabajen conjuntamente 

en sectores comunes, en la medida en 

que muchas veces la solución de fallas 

de coordinación pasa por entidades di-

ferentes. Para poder asumir esta tarea, 

cada uno de los ministerios que sea res-

ponsable de sectores bajo esta política 

debería tener equipos sólidos dedicados 

exclusivamente a su implementación, o 

hacerlo a través de sus agencias adscri-

tas o vinculadas. En cualquiera de los ca-

sos, estos equipos deberían contar con 

la coordinación y el apoyo de la Coordi-

nación Supraministerial.

Más allá de la necesidad de instan-

cias de articulación, el país deberá to-

36.	 Performance Management Delivery Unit, adscrita al Departamento del Primer Ministro.
37.	 Varios comentaristas a borradores de este capítulo plantearon que no se debe crear más institucionalidad para articular esta política, sino ajustar la 

existente para este propósito. Más aún, varios plantearon la idea de que al DNP se le diera este papel de articulador. Esta podría ser una alternativa 
si se le dan el empoderamiento y la fortaleza institucional para hacerlo. Sin embargo, hoy día esta entidad enfrenta grandes dilemas y retos insti-
tucionales que ponen en duda su idoneidad para llevar a cabo esta tarea. Otro comentarista propuso que el coordinador fuese el Ministerio de Ha-
cienda, a través de un viceministerio de Competitividad.

38.	 Otro caso en el que se está generando este tipo de cruce de cables es en los subsectores agropecuarios y agroindustriales del PTP (Carne Bovina; 
Acuicultura; Cacao, Chocolatería y Confitería; Palma, Aceites y Grasas; Lácteo; y Hortifrutícola), sobre los cuales el Ministerio de Agricultura y Desa-
rrollo Rural también implementa agendas de productividad. 
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los ministerios deben ser responsables de la implementación de la política de cambio estructural 
sobre sus respectivos sectores

Gráfico 5. Ejemplos de Macro-Sectores a cargo de diferentes Ministerios.

Fuente: Consejo Privado de Competitividad.

mar decisiones radicales en relación con 

la profundidad de su política de cambio 

estructural, en la medida en que hoy no 

cuenta con el andamiaje institucional 

para implementar una política de gran 

calado. Corea, por ejemplo, cuenta con 

un impresionante entramado institucio-

nal para la implementación de su política 

industrial, con un sinnúmero de agencias, 

entre las cuales se reparte y coordina la 

oferta institucional bajo la política39. Mien-

tras tanto, Colombia cuenta con una in-

cipiente institucionalidad, pretendiendo 

implementar este tipo de políticas a tra-

vés de programas –ni siquiera agencias– 

asociados a algunas entidades, tal como 

es el caso de Innpulsa y el PTP, ambos 

bajo Bancóldex40.

Por tanto, además de la creación de 

la dependencia especial para la coordina-

ción supraministerial, se recomienda que 

el Gobierno fortalezca su institucionalidad 

para la implementación de la oferta insti-

tucional bajo la política. En este sentido, 

debería decidir si crea agencias indepen-

dientes y sólidas a partir de líneas pro-

gramáticas ya existentes (e.g. Innpulsa, 

PTP, etc.) para la implementación de esta 

política, o profundiza el papel –con su 

respectivo ajuste presupuestal y organi-

zacional– de Bancóldex como banco de 

desarrollo, encargado de parte de la ofer-

ta institucional bajo la política.

Nivel local

Como se ha argumentado anteriormente, 

buena parte de la “acción” en materia de 

política de cambio estructural ocurre a 

39.	 Por ejemplo, cuenta con una agencia exclusivamente dedicada a la implementación de la política de parques industriales y clusters llamada Kicox, 
a través de la cual ofrece servicios a las empresas ubicadas en los 48 complejos industriales bajo su responsabilidad, en materia de mejora de pro-
cesos productivos, I+D, financiamiento, marketing y formación de capital humano. Algunas otras agencias de la política industrial coreana son: la 
Small & Medium Business Corporation (SBC), a través de la cual se implementa buena parte de la política de mipymes, que va más allá del tema de 
financiamiento e incluye elementos tales como consultorías personalizadas, formación en emprendimiento y apoyo en marketing; Innopolis Foun-
dation, que se encarga de implementar la política de parques tecnológicos, en particular a través del apoyo a la comercialización de conocimiento; 
y Foodpolis, agencia a través de la cual el Ministerio de Agricultura pretende desarrollar el cluster de alimentos.

40.	 Es importante destacar el paso del PTP del Mincomercio a Bancóldex, en la medida en que las restricciones de vigencias y regímenes públicos ha-
cían muy difícil la implementación de políticas de largo plazo, comprometiendo recursos para apuestas de largo aliento con agilidad.

MinTIC

1.	 Sector Software y TI.
2.	 Sector Comunicaciones.

Minagricultura

1.	 Sector Frutas y 
Hortalizas.

2.	 Sector Ganadería Bovina.
3.	 Sector Avicultura.

Mintransporte

1.	 Sector Logística.
2.	 Sector Infraestructura.

Mincomercio

1.	 Sector Alimentos.
2.	 Sector Turismo.
3.	 Sector Biodiversidad.

Minminas

1.	 Sector Minas y Energía.
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nivel local. Por tanto, debe existir institu-

cionalidad a este nivel para que actores 

públicos y privados identifiquen y aborden 

los cuellos de botella que limitan la produc-

tividad de sus apuestas productivas.

Nuevamente, si bien el país cuenta 

con un gran activo en el SNCeI y sus 32 

Comisiones Regionales de Competitivi-

dad (CRC) –una por cada departamen-

to– para soportar una política de cambio 

estructural a nivel local, hoy en día estas 

comisiones no se están utilizando para 

este propósito y continúan teniendo una 

gran debilidad institucional41. Sin embargo, 

dada su presencia local, la representativi-

dad detrás de su conformación teórica42 y 

el papel que les otorga la Ley43, las CRC es-

tán llamadas a jugar un papel crítico bajo 

cualquier rediseño que se haga de la polí-

tica de cambio estructural del país.

Con el fin de garantizar una mejor 

articulación nación-región de la agenda 

de competitividad del país y, en particu-

lar, de su componente vertical, se reco-

mienda que la coordinación de las CRC 

se ejerza desde la Coordinación Supra-

ministerial, con el apoyo del Mincomer-

cio –quien ejerce la coordinación en la 

actualidad– y de Confecámaras.

En el marco de la política de cambio 

estructural, las CRC deberían principal-

mente servir de soporte y hacerle accou-

ntability, por ejemplo, a la implementación 

de iniciativas de cluster o trabajos sobre 

las apuestas productivas de los departa-

mentos y las regiones. Este trabajo podría 

ser coordinado a través de un líder o geren-

te de cluster que articularía los actores pú-

blicos y privados relevantes para el diseño 

y la implementación de planes de trabajo 

para abordar los cuellos de botella y dis-

torsiones que limitan la productividad de 

los sectores o actividades. De esa manera, 

las CRC deben facilitar la creación de espa-

cios (mesas o grupos de trabajo) en los 

cuales se aborden cuellos de botella como, 

por ejemplo, la identificación y el cierre de 

brechas de capital humano para los clus-

ters o apuestas del departamento; las ne-

cesidades en materia de infraestructura y 

logística específica para estas apuestas; 

las agendas de CTeI para estos sectores 

o actividades económicas, entre otros44.

Además del fortalecimiento y el foco 

de las CRC, es clave desarrollar las capaci-

dades institucionales de las regiones para 

que puedan asumir el reto que implica esta 

política. Por un lado, se necesita formar pro-

fesionales en temas de política pública de 

desarrollo local y regional. Una de las ma-

yores restricciones cuando se trabaja con 

alcaldías y gobernaciones es que los Se-

cretarios encargados de estos temas y 

sus respectivos profesionales poco saben 

de estos asuntos. Por otro, las instituciones 

locales se deben fortalecer en materia de 

recursos humanos, plataformas tecnoló-

gicas, etc. Dado esto, se sugiere que como 

complemento a algunas acciones puntua-

les que se vienen implementando para 

fortalecer la institucionalidad local –i.e. a 

través de convocatorias de Innpulsa–, el 

DNP establezca programas explícitos de 

acompañamiento a los entes territoriales 

para que estos sean capaces de diseñar y 

gestionar sus agendas de competitividad 

locales (incluidas sus agendas de política 

de cambio estructural) y para que se con-

viertan en importantes instrumentos de 

coordinación nación-región; en particular, 

en la medida en que las Secretarías tienen 

la capacidad de ser importante fuente de 

recursos para estas agendas.

Por otro lado, es claro que el Gobier-

no nacional va a tener que acercar mucho 

más al nivel local su oferta institucional 

bajo esta política. Esto no sólo se debe a 

la necesidad de descentralizar esta ofer-

ta, sino a que esta se pueda adaptar a las 

necesidades específicas de las diferen-

tes regiones del país. En el caso de Corea, 

por ejemplo, las agencias que implemen-

tan política industrial tienen presencia en 

todo el territorio coreano, llevando el por-

tafolio de servicios directamente al sec-

tor privado y ajustándolo de acuerdo con 

las necesidades específicas de este en 

las diferentes regiones45. Esta presencia 

a nivel regional les permite además arti-

41.	 Con la reciente convocatoria de Innpulsa que otorgará recursos importantes (alrededor de $300 millones para cerca de 20 CRC) para apoyar a las 
CRC, se pretende que estas presenten proyectos asociados a hojas de ruta sobre sus apuestas productivas.

42.	 Las CRC son espacios de articulación de diferentes actores (e.g. públicos, privados, academia, etc.) para las agendas de competitividad de los departamentos.
43.	 De acuerdo con el artículo 33 de la Ley 1450 de 2011, las CRC son el espacio articulador de diferentes instancias locales relacionadas a la competiti-

vidad departamental: “Las CRC coordinarán y articularán al interior de cada departamento la implementación de las políticas de desarrollo productivo, 
de competitividad y productividad, de fortalecimiento de la micro, pequeña y mediana empresa, y de fomento de la cultura para el emprendimiento a 
través de las demás instancias regionales tales como Consejos Departamentales de Ciencia, Tecnología e Innovación (CODECYT), Comités Universidad-
Estado-Empresa, Comités de Biodiversidad, Redes Regionales de Emprendimiento, Consejos Regionales de PYME, Consejos Ambientales Regionales, 
Comités de Seguimiento a los Convenios de Competitividad e Instancias Regionales promovidas por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural”.

44.	 Para más detalle sobre cómo se deben organizar los departamentos para llevar este tipo de trabajo ver Capítulo Regional del Informe Nacional de 
Competitividad 2011-2012.

45.	 Es así como, por ejemplo, la Small & Medium Business Corporation (SBC) tiene 31 oficinas regionales; Kicox, además de Seúl, tiene oficinas en Chung-
cheong, Daegyeong, Dongnam, Honam, y Gangwon; e Innopolis está en las regiones de Daedeok, Busan, Gwangju y Daegu; por sólo mencionar algunas.
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cularse con mayor facilidad con la institu-

cionalidad del nivel local, lo cual facilita el 

aprovechamiento de sinergias. Lo mismo 

ocurre en Brasil, cuyo SEBRAE46 tiene pre-

sencia en las diferentes regiones del país, 

llevando la oferta institucional para pymes 

–incluidas herramientas para el desarrollo 

de clusters– a los diferentes puntos de la 

geografía brasilera. Estas situaciones con-

trastan radicalmente con lo que se tiene 

en Colombia, donde quizá de las pocas en-

tidades para política de cambio estructural 

con presencia territorial es el SENA, conde-

nando la implementación de la política a 

un enfoque “top-down”, cuando cada vez 

se hace más evidente –y las experiencias 

coreana y brasilera confirman– la impor-

tancia de un enfoque “bottom-up”.

Si bien de manera reciente el Minco-

mercio está comenzando a implementar 

pilotos de oficinas en diferentes departa-

mentos para llevar de manera integral su 

oferta institucional –a través de los Centros 

Integrados de Servicios–, se debe pensar 

en alternativas de mayor profundidad, en 

las cuales exista una presencia permanen-

te de las agencias a nivel local. Por ejemplo, 

dada la profundización del papel de Bancól-

dex propuesta anteriormente o la creación 

de nuevas agencias, se podría pensar en 

la apertura de oficinas de estas agencias 

en diferentes regiones del país, a través 

de las cuales se llevaría buena parte de la 

“caja de herramientas” en materia de polí-

tica de cambio estructural47. Más aún, en 

el mediano y largo plazo se esperaría ver la 

presencia local de otras agencias.

revisión de la “caja  
de herramientas”

En cuarto lugar, el rediseño debería in-

cluir una revisión exhaustiva de los ac-

tuales instrumentos y debería redefinir la 

“caja de herramientas” que debería con-

tener esta política de cambio estructural 

para alcanzar los objetivos ambiciosos 

propuestos. Es muy factible que esta revi-

sión implique ajustar algunos esfuerzos 

actuales, eliminar otros tantos e incorpo-

rar instrumentos que faltan.

Para esta revisión es importante tener 

absoluta claridad sobre las distorsiones 

y otros cuellos de botella que justifican la 

existencia de los instrumentos. En este 

sentido, muy posiblemente la “caja de he-

rramientas” debería incluir instrumentos de 

naturaleza transversal (aplicables a cual-

quier sector) cuando se trate de abordar 

problemas de apropiabilidad, por ejemplo48; 

e instrumentos de naturaleza vertical (es-

pecíficos a sectores particulares) cuando 

se trate de abordar fallas de coordinación49.

Esta revisión se debería apoyar en un 

trabajo que ya viene realizando el Comi-

té Técnico Mixto (CTM) de Innovación del 

SNCeI, bajo el cual se viene haciendo un le-

vantamiento de la oferta institucional del 

país en materia de CTeI, fracción impor-

tante del total de instrumentos que debe-

ría contener dicha “caja de herramientas” 

(ver capítulo CTeI). Si bien este trabajo se 

encuentra todavía en construcción al mo-

mento de redactar este Informe, ya viene 

revelando problemas de fondo de la actual 

oferta institucional. Por ejemplo, se han ve-

nido develando problemas de duplicidad en 

los instrumentos –y en sus objetivos de po-

lítica– entre diferentes entidades del ecosis-

tema. Más importante aún, este ejercicio ha 

permitido identificar vacíos en esta “caja”. 

Sin pretender ser exhaustivos, se destacan 

cuatro tipos de instrumentos de los cuales 

adolece la actual oferta institucional.

Instrumentos para empresas 
jóvenes

Buena parte de los instrumentos de polí-

tica de desarrollo productivo tienen a las 

mipymes como grupo objetivo, justificado 

por una serie de distorsiones que pueden 

restringir la productividad en este grupo 

de empresas. Sin embargo, la evidencia 

empírica parecería demostrar que esta fo-

calización podría no ser la más adecuada, 

en la medida en que no todas las empresas 

que hacen parte de este conjunto son las 

de mayor crecimiento potencial y mayor 

capacidad de generación de empleo50. Al 

parecer, son las empresas jóvenes –que 

pueden ser mipymes o grandes– las que 

tienen mayor potencial productivo (Es-

lava, M. 2013) y enfrentan una serie de 

cuellos de botella muy particulares para 

los cuales no existe una oferta de instru-

mentos ajustada a estas necesidades.

46.	 Servicio Brasileiro de Apoio às Micro e Pequenas Empresas.
47.	 Vale la pena anotar que Bancóldex ya cuenta con oficinas en Cali, Medellín, Barranquilla, Bucaramanga y Pereira, que se podrían utilizar para facili-

tar la articulación nación-región.
48.	 Como por ejemplo la posibilidad de establecer un pago a los pioneros en proporción a las exportaciones de los seguidores, para compensar por los 

riesgos y costos asumidos por los primeros, ver Sabel, C. et al. (2012).
49.	 Como lo serían, entre otros, la implementación de iniciativas de cluster y la formación de capital humano para sectores, industrias o clusters específicos.
50.	 Más aún, varios estudios sugieren que en muchos casos las políticas y programas sobre mipymes se convierten en “respiradores artificiales” que 

mantienen capturado factores de producción en actividades improductivas, reduciendo así la productividad potencial de las economías. Ver, por 
ejemplo, op. cit. Pagés, C. (2010).
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Por tanto, además de proponer evaluar los 

diversos instrumentos que tiene el país 

dirigidos hacia las mipymes con el fin de 

verificar su pertinencia y su impacto, se 

recomienda incluir en la “caja de herra-

mientas” instrumentos diseñados para 

abordar las distorsiones particulares que 

puedan estar enfrentando las empresas 

jóvenes del país.

Instrumentos para grandes 
empresas

Otra área en la que claramente existe 

un vacío de instrumentos es la que 

involucra las grandes empresas51. Aun-

que siempre ha existido reticencia para 

apoyar la gran empresa en el país, lo 

cierto es que existen importantes argu-

mentos técnicos que justifican su apoyo 

en el marco de una política como esta52. 

Más allá de las distorsiones de mercado 

a las que se podría aludir, es importante 

que una política de cambio estructural se 

apalanque en la capacidad de gestión de 

la innovación de este tipo de empresas. 

Como sostiene Hausmann (2013, 25 de 

junio), “los conglomerados pueden usar 

su conocimiento, capacidades gerencia-

les y capital financiero para aventurarse 

en nuevas industrias… garantizar [el 

apoyo de los conglomerados] requiere de 

políticas que empujen a los conglomera-

dos –con más o menos suavidad– hacia 

sectores exportadores que puedan supe-

rar los límites del mercado local”.

Fue a partir de una política que uti-

lizó a sus conglomerados (o chaebols) 

como punta de lanza, como Corea imple-

mentó su política industrial (op. cit. Ro-

drik (1995)). Por tanto, la revisión de la 

“caja de herramientas” debería contem-

plar –entre otros– la inclusión de instru-

mentos que apunten a vincular la gran 

empresa a la política, como podría ser la 

creación de incentivos para el emprendi-

miento corporativo o “spin-offs” a partir 

de adyacencias a las grandes empresas 

del país (ver capítulo CTeI).

Más aún, es clave incluir instru-

mentos y estrategias agresivas para la 

atracción de empresas –locales y ex-

tranjeras– en los sectores que estarían 

cobijados por la política. Como lo afirma 

Hausmann (2013, 19 de agosto): [se] 

“requiere una política mucho más agre-

siva que consiste en ir y tocar puertas, 

y preguntarles a la grandes fábricas en 

dónde piensan construir plantas, pre-

sentarse como una opción y comenzar 

a discutir temas como localización, ré-

gimen tributario, programas de entre-

namiento laboral y otros aspectos”, tal 

como lo hizo Costa Rica –a través de 

su Coalición Costarricense de Iniciati-

vas de Desarrollo (CINDE)– para atraer 

a Intel. Esta tarea se debería realizar en 

coordinación con Proexport.

Portafolio de proyectos de inversión

Otra de las áreas a mejorar es la defini-

ción de un portafolio de proyectos de 

inversión que apoyen las dinámicas de 

crecimiento esperado de las apuestas, 

tanto del nivel nacional como del local, 

tal como lo ha hecho Malasia en su Eco-

nomic Transformation Programme53. 

Por ejemplo, si bien el PTP ha tratado de 

avanzar en esta dirección, lo cierto es 

que el número de “proyectos bandera” y 

su alcance son marginales si se compa-

ran con el caso malayo. Este portafolio 

de proyectos permitiría enviar señales 

claras al sector privado –tanto nacional 

como extranjero– para que se compro-

meta a invertir en las apuestas del país. 

Adicionalmente, la inversión en este 

portafolio de proyectos daría cuenta de 

una buena parte del crecimiento incre-

mental que necesita el país para cumplir 

las metas de largo plazo que se habría 

impuesto en el marco de esta política.

Al igual que ocurrió en Malasia, Co-

lombia debería estructurar este porta-

folio, identificando primero un acervo de 

proyectos críticos que estarían necesi-

tando las apuestas productivas dentro de 

la política de cambio estructural. La iden-

tificación de proyectos debería surgir a 

partir de los planes de trabajo que se han 

definido para los diferentes sectores, tan-

to a nivel nacional como a nivel local54. En 

51.	 Innpulsa ha hecho algunos esfuerzos iniciales en esta materia con una línea de crédito de redescuento para la gran empresa. Este programa tam-
bién está desarrollando programas de innovación abierta que ayudan a las grandes empresas. También cabe destacar el caso de EPM que lanzó en 
2013 su primer fondo de capital de riesgo por US$50 millones para invertir en emprendimientos del sector servicios.

52.	 Varios comentaristas anotan que este tema es políticamente difícil (“regalarle plata a los ricos”) y que en Colombia, de implementarse estos ins-
trumentos, habría problemas con los organismos de control (e.g. Contraloría, etc.). Sin embargo, es importante que el país dé una discusión abierta 
sobre el tema y se muestre la experiencia internacional al respecto.

53.	 Sus apuestas en 12 sectores han venido acompañadas de la identificación de 131 proyectos de inversión asociados a sus apuestas. El monto de 
las inversiones ascenderá a US$138 billones y dará cuenta del 41 % del crecimiento incremental que necesitará Malasia para cumplir con sus me-
tas de ingreso al año 2020. El 92 % de la inversión provendrá del sector privado y el 8 % será provisto por el sector público.

54.	 Por ejemplo, los clusters que se vienen trabajando en el marco del programa Rutas Competitivas de Innpulsa han venido identificando una serie de 
proyectos a través de sus “roadmaps”, que podrían servir para construir el portafolio de proyectos.
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cuanto a la estructuración de proyectos, 

las entidades de los niveles nacional y lo-

cal a cargo de la implementación de la po-

lítica se deberían apoyar en agencias con 

fortaleza en esta materia55. Montar esta 

figura de portafolio de proyectos –don-

de el mismo Gobierno, nacional y local56, 

y el sector privado podrían aportar recur-

sos– permitiría además abordar las ne-

cesidades de los sectores o actividades 

económicas desde el punto de vista de la 

demanda, complementando una serie de 

instrumentos que generalmente se defi-

nen desde el punto de vista de la oferta.

Instrumentos para fomentar  
la clusterización

Un tipo de instrumento que claramente 

hace falta dentro de la “caja de herra-

mientas” es aquel que promueva el pro-

ceso de clusterización o aglomeración. 

Tanto la teoría como la evidencia empírica 

demuestran las bondades en materia de 

internalización de externalidades que se 

da cuando las empresas –en particular 

de un mismo cluster– se sitúan próxi-

mas las unas a las otras. Esto lo ha teni-

do claro Corea del Sur al tener políticas y 

programas que fomentan directamente 

el proceso de concentración geográfi-

ca. Además de incentivos tributarios y 

de acceso a tierra, este país cuenta con 

agencias –como las mencionadas Kicox 

y Foodpolis– que ofrecen un portafolio de 

servicios a las empresas que se ubiquen 

en el contexto geográfico donde se quiere 

generar la aglomeración57.

En Colombia, por su lado, la política de 

desarrollo de clusters se ha limitado has-

ta ahora al diseño de hojas de ruta (road-

maps) estratégicas para los actores de 

sectores relacionados58, pero no a promo-

ver el proceso de aglomeración económica 

como tal. Por otro lado, el país ha imple-

mentado una política de zonas francas 

pero sin ningún tipo de direccionamiento 

que incentive la ubicación de empresas 

de un mismo cluster, o de sectores simi-

lares o relacionados59. Las bases del Plan 

Nacional de Desarrollo 2010-2014 propo-

nían la definición de un Programa de Apo-

yo a Parques Tecnológicos, como parte de 

su estrategia para promover la asociativi-

dad60. Sin embargo, esto no se tradujo en 

la definición de una política concreta en la 

materia. Por tanto, se recomienda que en 

el proceso de revisión de la “caja de herra-

mientas” se tenga en cuenta este vacío y 

se incluyan instrumentos que apunten a 

incentivar el proceso de clusterización.

Proceso constante de evaluación

Por último, por más revisión inicial que se 

haga a la actual “caja de herramientas”, 

la oferta institucional debe estar sujeta a 

un proceso de evaluación constante. Hoy 

en día son muy pocos los instrumentos a 

los cuales se les ha realizado una evalua-

ción de impacto rigurosa que permita es-

tablecer si estos están siendo efectivos 

–o no– y, por tanto, tener elementos de 

juicio para realizarles ajustes. Por tanto, 

se recomienda que el DNP fortalezca la 

capacidad de su Dirección de Evaluación 

de Políticas Públicas para la realización 

de evaluaciones de impacto y defina un 

grupo especial que haga este tipo de aná-

lisis para los instrumentos bajo la “caja 

de herramientas” de la política de cambio 

estructural, que debería retroalimentar a 

las diferentes entidades responsables de 

los instrumentos.

reglas claras, mecanismos  
de transparencia y rendición 
de cuentas

El rediseño de esta política debería defi-

nir mecanismos de transparencia con el 

fin de evitar potenciales capturas del Go-

bierno por parte del sector privado. Esta 

política debe ser implementada de cara al 

país, con presupuestos y reglas de juego 

que deberían estar a la disposición de la 

opinión pública y de los organismos de 

control del Estado.

Por tanto, por ejemplo, habría que 

definir reglas de juego para la entrada y 

la salida de sectores, industrias o clus-

ters que recibirían apoyo privilegiado del 

Gobierno –tanto nacional como local– 

bajo la política. Estas reglas deberían in-

corporar un esquema de incentivos de 

“zanahoria y garrote”; es decir, a aque-

llos actores privados que no estén cum-

pliendo con las metas de desempeño 

55.	 Por ejemplo, entidades como la ANI, FONADE, DNP, la Financiera de Desarrollo Nacional (FDN), Findeter, la Corporación Colombia Internacional (CCI), 
entre otras, podrían apoyar en esta tarea. Si es el caso, se debería también poder contratar firmas privadas que ayuden en dicha estructuración.

56.	 Por ejemplo, a partir de recursos de los fondos de regalías.
57.	 El portafolio incluye servicios en materia de mejora de procesos productivos, I+D, financiamiento, marketing, formación de capital humano, entre otros.
58.	 Tal como se hace a través del programa Rutas Competitivas de Innpulsa, que pretende establecer hojas de rutas para 36 clusters en 18 departamentos. 
59.	 Más aún, con la creación de las Zonas Francas Especiales, esta política se convirtió simplemente en una manera de bajar impuestos, vulnerando el 

principio de equidad horizontal (ver capítulo Tributario).
60.	 Ver DNP (2010).
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Cuadro 2. Resumen: Principales recomendaciones en materia de Política de Cambio Estructural.

Fuente: Análisis Consejo Privado de Competitividad.

No. Recomendación Plazo Lo mínimo a realizar  
antes de agosto de 2014

Principales  
responsables

1 Rediseñar la Política de Cambio 
Estructural del país.

Corto plazo Definir los objetivos ambiciosos que debe perseguir esta 
política.

Presidencia, Comisión Nacional 
de Competitividad e Innovación 
del SNCeI.

Definir un grupo élite que establezca la hoja de ruta para el 
diseño e implementación de la política.

Presidencia, Comité Ejecutivo del 
SNCeI.

Contratación de consultoría que establecerá el plan de trabajo 
para aterrizaje de la hoja de ruta. Presidencia.

2
Diseñar e implementar una nueva 
Institucionalidad para la articulación 
de la política. 

Corto plazo Crear una Coordinación Supraministerial para la articulación 
de la política. Presidencia.

Definir el arreglo institucional bajo el cual cada Ministerio sea 
responsable de sus respectivos sectores.

Coordinación Supraministerial, 
Ministerios sectoriales.

Seguimiento bimensual por parte del presidente a la imple-
mentación de esta política.

Presidencia, Coordinación Suprami-
nisterial, Comité Ejecutivo del SNCeI.

Definir la Coordinación Supraministerial como coordinador de 
las Comisiones Regionales de Competitividad. Coordinación Supraministerial.

3
Fortalecer la institucionalidad pública 
del nivel nacional a cargo de la oferta 
institucional bajo la política.

Mediano Plazo Profundizar rol de Bancóldex como banco de desarrollo, encar-
gado de parte de la oferta institucional bajo la política.

Coordinación Supraministerial, 
DNP, Minhacienda.

Apertura de oficinas regionales a través de las cuales se 
ofrecerá -de forma articulada- y ajustará la oferta institucional 
bajo la política.

Ministerios, Bancóldex, Colcien-
cias, SENA, Proexport.

4 Fortalecer la institucionalidad del 
nivel local a cargo de la política 

Mediano plazo
Fortalecer las CRC y orientarlas para que sirvan de espacio para 
la implementación de iniciativas de cluster o trabajos sobre las 
apuestas productivas de los departamentos y las regiones.

Mincomercio, DNP, Comisiones 
Regionales de Competitividad.

Mediano Plazo Implementar programas de acompañamiento a los entes 
territoriales (alcaldías, gobernaciones, etc.). DNP, Entidades Territoriales.

5
Definir macro-sectores bajo la política 
a partir de la agregación de apuestas 
departamentales y regionales.

Corto plazo Realizar talleres en todos los departamentos para definir las 
apuestas departamentales y regionales.

Comisión Nacional de Competiti-
vidad e Innovación, Coordinación 
Supraministerial, DNP, Comisiones 
Regionales de Competitividad.

7 Revisión de la "caja de herramientas"

Mediano Plazo Diseño de instrumentos para las empresas jóvenes. Coordinación Supraministerial, 
DNP.

Diseño de instrumentos para la gran empresa y conglomerados. Coordinación Supraministerial, 
DNP.

Definición de portafolio de proyectos de inversión. Coordinación Supraministerial, 
DNP.

Diseño de instrumentos para fomentar clusterización. Coordinación Supraministerial, 
DNP.

Fortalecimento de la capacidad de DNP para la realización de 
evaluación de impacto de la "caja de herramientas". DNP.

8 Definir reglas claras, mecanismos de 
transparencia y rendición de cuentas Corto plazo Coordinación Supraministerial, 

Entidades Territoriales.

Mediano

Mediano

Mediano

Corto

Corto

Corto

Corto
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política de cambio estructural
consejo privado de com

petitividad

definidas –por ejemplo, en materia de in-

cremento de ventas, exportaciones, pro-

ductividad, etc.– se les debería retirar el 

acompañamiento privilegiado. Con este 

esquema, los sectores involucrados ten-

drían los incentivos para implementar a 

cabalidad las agendas establecidas que 

los lleven a lograr incrementos en pro-

ductividad61. Más aún, se debe estable-

cer ex-ante un tiempo de permanencia 

máxima62, luego del cual los subsecto-

res que reciban apoyo especial deben 

“graduarse” para que el apoyo pase a 

otros subsectores63.

Además de reglas de juego claras, 

la política de cambio estructural debe-

ría contar con instancias de rendición de 

cuentas, de manera que el Gobierno –na-

cional y local– y el sector privado involu-

crado en la política puedan dar la cara a 

la opinión pública sobre el proceso de im-

plementación y sus resultados.

papel del sector privado

El sector privado tiene papeles cruciales 

para jugar en el marco de una política de 

este tipo, que van más allá del simple de-

sarrollo de sus actividades productivas. 

En primer lugar, el sector privado debería 

participar activamente en la construc-

ción y la implementación de esta políti-

ca. Dado que las priorizaciones deberían 

surgir de un trabajo público-privado, el 

sector privado en todas las regiones de-

bería participar activamente en los ejer-

cicios de priorización. Adicionalmente, los 

trabajos para el desarrollo de clusters ne-

cesitarían de una participación activa de 

estos actores. Más aún, su participación 

en el marco de las CRC y en la construc-

ción de proyectos de inversión –los cua-

les podrían incluso presentarse ante los 

fondos de regalías– será crucial.

En segundo lugar, el sector privado 

debería estar dispuesto a responder ante 

las señales de priorización y a la utiliza-

ción de instrumentos que surjan en el 

marco de esta política. En este sentido, al 

igual que ocurre en Malasia, el sector pri-

vado colombiano debería estar dispuesto 

a ser el principal financiador de muchos 

de los proyectos de inversión que apa-

lanquen esta política. Adicionalmente, 

el sector privado local debería participar 

en la puesta en marcha de mecanismos 

modernos para la financiación de nuevas 

empresas y el desarrollo de nuevos nego-

cios en las regiones (e.g. crowdfunding, 

endowment, otros).

Por otra parte, las Instituciones de 

Educación Superior y de Formación para 

el Trabajo (IES) y los centros de investi-

gación tienen papeles particulares para 

jugar. En primer lugar, las IES deben par-

ticipar en las discusiones de priorización 

y estar listas a ajustar sus programas de 

formación de acuerdo con las señales de 

esta política, de manera que faciliten la so-

lución de fallas de coordinación asociadas 

a brechas de capital humano (ver capítu-

lo Educación). En segundo lugar, las IES 

que tengan la capacidad y los centros de 

investigación deberán poner sus agendas 

de CTeI al servicio de esta política.

Mención aparte merecen los grandes 

conglomerados y empresas, los cuales 

deberían ser motores jalonadores de esta 

política. En la medida en que las señales 

sean claras y se diseñen los instrumen-

tos apropiados, este tipo de empresas 

podrían profundizar su trabajo con los de-

más actores de su ecosistema, fungiendo 

como empresas ancla del trabajo de clus-

ters y como impulsores en el desarrollo 

de proveedores y clientes aguas arriba y 

abajo de su cadena. Adicionalmente, po-

drían incrementar sus esfuerzos en ma-

teria de realización de emprendimientos 

corporativos, buscando spin-offs a partir 

de adyacencias y de su capacidad para la 

gestión de la innovación.
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El Informe Nacional de Competitividad (INC) es una pu-

blicación anual que proporciona información actualizada 

y pertinente sobre el estado de algunas de las áreas que 

se consideran críticas para la competitividad del país. Este 

documento de consulta revisa los avances en materia de 

política para cada una de esas áreas y contribuye, desde 

la óptica del sector privado, a la formulación de nuevas pro-

puestas que permitan superar los obstáculos que limitan el 

potencial de crecimiento y desarrollo de nuestra economía.

El INC 2013-2014 hace seguimiento a 15 áreas fundamen-

tales para la competitividad del país: i) Educación; ii) Sa-

lud; iii) Pensiones; iv) Mercado Laboral y Formalización; 

v) Ciencia, Tecnología e Innovación; vi) Infraestructura, 

Transporte y Logística; vii) Tecnologías de la Información y 

las Comunicaciones; viii) Sistema Financiero; ix) Sistema 

Tributario; x) Promoción y Protección de la Competencia; 

xi) Justicia; xii) Corrupción; xiii) Energía; xiv) Política Co-

mercial; y xv) Política de Cambio Estructural. Cada uno de 

los capítulos del INC 2013-2014 incluye recomendaciones 

específicas para mejorar la competitividad del país, dirigi-

das al Gobierno nacional y, en ocasiones, al sector privado.

El INC 2013-2014, además de abordar la agenda de compe-

titividad del nivel nacional, analiza las responsabilidades de 

actores públicos y privados del nivel local cuando es perti-

nente, y se enfoca en el análisis de medidas estructurales 

que redunden en una mayor productividad e inclusión social. 
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